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La obligación de rendir anualmente una Memoria ge- 
neral, fue impuesta al Fiscal del Tribunal Supremo por 
el Estatuto que determinó la existencia del Ministerio 
Fiscal, servido por miembros de análoga naturaleza, pero 
de diferente carácter de quienes sirven a la Administra- 
ción de Justicia desde la Magistratura. Este Estatuto, de 
21 de junio de 1926, considerado como el punto de arran- 
que de la organización y funcionamiento actual del Mi- 
nisterio Fiscal, al desarrollar los principios de unidad y 
dependencia que informan la actuación del Ministerio 
público en España, estableció la obligación de las Me- 
morias anuales para todos los Fiscales de las respectivas 
Audiencias Provinciales y Territoriales y también para 
el Fiscal del Tribunal Supremo. El contenido de estas 
Memorias, según la norma a que nos referimos, ha de 
comprender varios puntos: "el funcionamiento y resul- 
tados de la Administración de Justicia", y los "datos es- 
tadísticos sobre funcionamiento de la Audiencia y Juz- 
gados", de un lado; extendiéndose a la exposición r- 
nada de "las reformas que considera convenientes para 
el mejor servicio"; ha de darse cuenta en ella de las "ins- 
trucciones generales y resolución de las consultas" for- 
muladas a la Fiscalía y puede también tratarse, si se e 5  
tima oportuno "algún punto técnico interesante para la 
Administración de Justicia". (Art. 47 del Estatuto del Mi- 
nisterio Fiscal, de 21 de junio de 1926). 

Es indudable que el Estatuto de 1926 precisa ya una 
revisión profunda, impuesta, de una parte, por los p r e  
ceptos que sobre el Ministerio Fiscal contiene el artícu- 



lo 35 de la Ley Orgánica del Estado, con rango de Ley 
fundamental y, de otra, por el contenido básico que so- 
bre la organización y funciones del Ministerio público 
contenga en su día la Ley Orgánica de la Justicia, hoy 
en período avanzado de preparación. Sin embargo, los 
preceptos citados, sobre la confección de la Memoria, si- 
guen vigentes y nada obsta a que continuen rigiendo en 
el futuro, si se estima que este documento que hoy pre- 
sentamos referido al año natural de 1970, es Útil  para 
conocer el funcionamiento de la Administración de Jus- 
ticia y, a través del mismo, el movimiento de la crimina- 
lidad y los problemas más importantes que la delincuen- 
cia puede plantear al país. 

Como es lógico, la Memoria pretende dar una visión 
de conjunto de los distintos puntos a tratar y ha de ge- 
neralizar su exposición a fin de referirse en ella a las 
grandes cifras, de valor general en el conjunto del país, 
sin perjuicio de indicar a su tiempo las comparaciones 
parciales necesarias para resaltar las tendencias domi- 
nantes en cada una de las materias tratadas. El análisis 
sobre el funcionamiento de la Administración de Justicia, 
obliga por otra parte, a realizar alguna consideración so- 
bre los problemas que tiene planteados, como en ocasio- 
nes anteriores hemos hecho. 

La observación directa de !os problemas, la experien- 
cia que surge de la dedicación diaria y constante a las 
funciones del Ministerio Fiscal cerca de los Tribunales y 
el análisis de cada una de las cuestiones importantes que 
se plantean, son las fuentes principales de donde podemos 
obtener los datos para este informe. Pero nada de esto 
sería suficiente si no contáramos con la aportación de los 
informes que cada uno de los Fiscales de las Audiencias 
rinden a su vez. A lo largo de la Memoria podrá obser- 
varse en qué grado han sido tomados en cuenta, no sólo 
los datos y cifras aportados por ellos, sino especialmente 
sus opiniones, sus criterios y sus enfoques respecto de la 
probPem5tica-efe la Administraciófi de Justicia. Nuestra 



labor ha de ser necesariamente de reducción a una uni- 
dad de exposición de los distintos pareceres y problemas, 
pero en todo caso, procuraremos respetar el sentido ori- 
ginal para dar así una versión real, en la que el contacto 
con la realidad, característica principal de las Memorias 
de los Fiscales de cada provincia, no se oscurezca en este 
informe nuestro. 

Con ello, como en ocasiones anteriores consignamos, 
quisiéramos cumplir con fidelidad este aspecto que indu- 
dablemente se incardina en la misión de "órgano de co- 
municación entre el Gobierno y los Tribunales de Jus- . 
ticia" que al Ministerio Fiscal asigna la Ley Orgánica 
del Estado. 

Muchas de las cuestiones tratadas en Memorias an- 
teriores podrían ser reproducidas aquí, porque las causas 
que motivaron su inclusión y los efectos por ellas pro- 
ducidas, subsisten. Sin embargo, parece aconsejable no 
extender el informe excesivamente y considerar esta Me- 
moria como un capítulo más de la información general 
y constante que venimos poniendo a disposición del Go- 
bierno. 

- 

VARIACIONES EN EL MINISTERIO FISCAL . 

.Es costumbre que, en esta introducción al informe 
general, consignemos, de año en año, las variaciones des- 
tacables que afectaron al Ministerio Fiscal y a sus miem- 
bros. Continuamos, también en esta ocasión, la costum- 
bre que ha de servir para dejar perenne el recuerdo de 
quienes sirvieron en el seno de una corporación dedicada 
a colaborar activamente en la noble función de adminis- 
trar justicia. 

Los cambios de titular afectaron -desde la Memoria 
anterior a la presente- a las Fiscalías de las Audiencias 
Territoriales de Madrid, Valladolid, Albacete y Burgos y 
a~Bf tq3ln~dales  de Huesca, Zamora, Lérida, Logroño y 



Cuenca. También la Fiscalía del Tribunal de Orden Pu- 
blico tiene un nuevo titular. La jubilación del excelentí- 
simo señor Fiscal General, don Antonio Orbe y Gómez 
Bustamante, por imperativo de la edad, obligó al cambio 
en la Fiscalía de la Audiencia de Madrid, a la que accedió, 
previa su designación como Fiscal General, el excelentí- 
simo señor don Rafael Alonso y Pérez-Hickman, que re- 
gentaba hasta entonces la de Valladolid. A esta Última 
pasó el Fiscal de Burgos, excelentísimo señor don An- 
tonio Ubillos Echeverría y la vacante dejada por él en 

. la Fiscalía de Burgos fue cubierta por el excelentísimo 
señor 'don Mariano Gómez de Liaño Cobaleda, que hasta 
entonces había desempeñado la Fiscalía de Zamora. El 
fallecimiento del Fiscal de Albacete, excelentísimo señor 
don José Gaiiardo Ros, fue causa del nombramiento para 
aquella Audiencia del excelentísimo señor don Fernando 
Alamillo Canillas, que regentaba la de Lérida, a la que 
accedió su Teniente Fiscal, excelentísimo señor don Mar- 
tín Rodríguez Esteban, en situación de excedencia es- 
pecial por desempeñar el cargo de Gobernador Civil. 

El Fiscal de Cuenca, ilustrísimo señor don Eduardo 
Mendizábal Landete fue destinado a la Fiscalía de Hues- 
ca, cuyo titular, ilustrísimo señor don José M.a Riera 
Larios fue designado Fiscal de Orden Publico, pasando 
a la Jefatura de Cuenca quien desempenaba esta Fisca- 
lía, ilustrísimo señor don Eugenio Antonio de Herrera y 
Martín. A su vez, el pase de la Fiscalía de Logroño a la 
Tenencia de la de Valencia del ilustrísimo señor don Ar- 
turo Suázez Barcena, dio ocasión al nombramiento del 
ilustrísimo señor don Maturino Rodríguez Mellado como 
Fiscal de Logroño. Y la vacante dejada por don Mariano 
Gómez de Liaño en Zamora fue cubierta con la designa- 
ción del ilustrísimo señor don Fernando Santamarta Del- 
gado, hasta entonces Teniente Fiscal de León. 

La situación de comisión en que se encuentran los 
titulares de las Fiscalías de Huexa, Cuenca y Lérida, 
hace que éstas estén desempeñadas, con carácter even- 



tual, por los señores don José Llorca Ortega, don Miguel 
Falomir Sorio y don Gregorio Segurado Contra, respec- 
tivamente. 

Dolorosamente, tenemos que consignar el fallecimien- 
to de tres entrañables compañeros: El Teniente Fiscal 
de Valencia, don Remigio Moreno González; el Fiscal de 
la Audiencia de Albacete, don José Gallardo Ros y el 
Abogado Fiscal de Barcelona, don José M." Quintero del 
Río. A la juventud de todos ellos y a lo imprevisto del 
desenlace que produjo su muerte, ha de unirse el alto 
grado de aprecio y simpatía de que gozaban entre sus 
compañeros. Al dejar aquí constancia de este sentimiento 
colectivo, queremos también mencionar y destacar los 
eficaces y prolongados servicios que prestaron, durante 
largas años, al Ministerio Fiscal y a la Administración de 
Justicia y al rogar a Dios por su alma, queremos también 
que su actuación profesional nos sirva de ejemplo a 
todos. 

La jubilación de don Antonio Orbe y Gómez Busta- 
mante, Fiscal General y el miembro más antiguo de la 
carrera Fiscal, merece también que dejemos aqui cons- 
tancia del reconocimiento que todos le debemos por su 
magisterio y por sus virtudes humanas. Su dedicación 
profesional a nuestras tareas, durante cuarenta y ocho 
años, deja una hueila imborrable en quienes le conoci- 
mos y servimos a sus órdenes. Su caballerosidad, su acer- 
tado criterio y sus dotes de mando, suave y enérgico a la 
vez, han contribuido a la formación profesional de mu- 
chos de quienes hoy seguimos trabajando en la función 
que tenemos asignada. Nuestro agradecimiento y el que 
el Ministerio Fiscal le debe, han de quedar aqui consig- 
nados. 

Con estas notas y el saludo esperanzado a las nuevas 
promociones que se han incorporado o están a punto de 
incorporarse a las tareas del Ministerio Fiscal, termina- 
mos esta reseña, no sin antes consignar, como es habitual, 
la lista de los autores de las Memorias de cada Flscalia, 



de donde, como siempre, hemos tomado datos de valor 
muy estimable para la confección de la nuestra. 'Son los 
siguientes : 

Albacete: Excmo. Sr. D. Fernando Alamillo Canillas. 
Alicante: Ilmo. Sr. D. Francisco García Romeu. 
Almería: Ilmo. Sr. D. Juan Oña Iribarne. 
Avila: Ilmo. Sr. D. Emilio Vez Pazos. 
Badajoz: Ilmo. Sr. D. Federico García de Pruneda y 

Ledesma. 
Barcelona: Excmo. Sr. D. Joaquín Ruiz de Luna y 

Diez. 
Bilbao: Ilmo. Sr. D. Fernando Barrilero Turel. 
Burgos: Excmo. Sr. D. Mariano Gómez de Liaño Co- 

valeda. 
Cáceres: Excmo. Sr. D. Francisco Panchuelu Alvarez. 
Cádiz: Ilmo. Sr. D. Hipóiito Hernández García. 
Castellón: Iimo. Sr. D. Manuel Lucas Escamilla. 
Ciudad Real: Ilmo. Sr. D. Rafael Rojo Urrutia. 
Córdoba: Iimo. Sr. D. Rafael Contreras de la Paz. . 
Cuenca: Ilmo. Sr. D. Miguel Falomir Sorio. 
Gerona: Ilmo. Sr. D. Alfonso Carro Crespo. 
Granada: Excmo. Sr. D. Rafael Moreno González- 

Anleo. 
Guadalajara: Ilmo. Sr. D. Abelardo M o e h  Neira. 
Huelva: Ilmo. Sr. D. Ricardo Querol Giner. 
Huesca: Ilmo. Sr. D. José Llorca Ortega 
Jaén: Ilmo. Sr. D. Mariano Monzón de Aragbn. 
La Coruña: Excmo. Sr. D. Eduardo Monzón de Ara- 

gón . 
Las Palmas: Excmo. Sr. D. Toirlás Alfreffo Muñoz Se 

rrano del Castillo. 
Le6n: Ilmo. Sr. D. Odón Coimenero Gonzáiez. 
Lérida: Ilmo. Sr. D. Gregorio Segurado Contra. 
Logroño: Ilmo. Sr. D. Maturino Rodríguez Meado. 
Lugo : Ilmo. Sr. D. Cándido Rodríguez-Magallanes 

&hez. ' 



Madrid: Excmo. Sr. D. Rafael Alonso Pérez-Hickman. 
Málaga: Ilmo. Sr. D. José Eguilaz Ariza. 
Murcia: Ilmo. Sr. D. Bernardino Ros de Oliver. 
Orense: Ilmo. Sr. D. Jaime Poch Gutiérrez de Ca- 

viedes. 
Oviedo: Excmo. Sr. D. Rafael Fernández Martínez. 
Palencia: Ilmo. Sr. D. Santiago A. Martín Andrés. 
Palma de Mallorca: Excmo. Sr. D. Casto Granados 

Aguirre. 
Pamplona: Excmo. Sr. D. Luis Crespo Rubio. 
Pontevedra: Ilmo. Sr. D. Cándido Conde-Pumpido 

Ferreiro. 
Salamanca: Ilmo. Sr. D. Bernardo Almendral Lucas. 
San Sebatián: Ilmo. Sr. D. Vicente Mora Piñan. 
Santa Cruz de Tenerife: Ilmo. Sr. D. Temístocles 

Díaz-Llanos Oramas. 
Santander: Ilmo. Sr. D. Antonio Fernández Divar 

Yagüez. 
Segovia: Ilmo. Sr. D. Juan Antonio Martínez Casa- 

nueva. 
Sevilla: Excmo. Sr. D. Guillermo Blanco Vargas. 
Soria: Ilmo. Sr. D. Gaspar Molina Rodríguez. 
Tarragona: Ilmo. Sr. D. Alejandro Sanvicente Sama. 
Teruel: Ilmo. Sr. D. Fermín Hernández Villarroya. 
Toledo: Ilmo. Sr. D. José González Chacón. 
Valencia: Excmo. Sr. D. José Elorza Aristorena. 
Valladolid: Excmo. Sr. D. Antonio Ubillos Echevarría. 
Vitoria: Ilmo. Sr. D. José Angel Salinas Quijada. 
Zamora: Ilmo. Sr. D. Fernando Santamarta Delgado. 
Zaragoza: Excmo. Sr. D. Luis Martín-Ballesteros y 

Costea. 

Por la especial situación de los Fiscales titulares, en 
comisión o excedencia especial, redactaron las Memorias 
de Huesca, Teruel, Lérida y Cuenca, como queda consig- 
nado, quienes desempeñan la Fiscalía con carácter even- 
tual. Redactaron por primera vez sus respectivas Me- 



morias por ser ésta la primera ocasión en que desempe- 
ñan de manera efectiva la jefatura de su Fiscalía, los 
Fiscales de Almeria, Logroño, Lérida, Huesca y Zamora. 

Es también de justicia destacar aquí la colaboración 
prestada por los ilustrísimos señores don Federico Puig 
Peña, cuya situación de jubilación anticipada no le im- 
pide seguir activamente dedicado a tarea en relación con 
nuestro Ministerio, y don César Camargo Hernández, 
Fiscal de Peligrosidad Social de Madrid. 



CUESTIONES RELACIONADAS CON LA ADMINISTRA- 
CION DE JUSTICIA 

1. Actividad legislativa 

Como en ocasiones anteriores queremos también en 
esta Memoria citar las disposiciones, promulgadas desde 
la publicación de la Memoria anterior y que tienen impor- 
tancia o guardan relación con la actividad general de la 
Administración de Justicia. 

Durante el año 1970 fueron promulgadas las, Leyes 
1/70 de 4 de abril, Ley de Caza; 7/70 de 4 de julio, refor- 
ma del Código Civil sobre adopción; 16/70, de 4 de agosto, 
Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social; Ley 14/70; 
de 4 de agosto, General de Educación; Ley 39/70, de 22 
de diciembre sobre reestructuración de los Cuerpos de 
Servicios Penitenciarios y Ley 41/70, de 22 de diciembre 
sobre Seguridad Social Agraria. Aunque ya en 1971, pero 
antes de entrar en imprenta esta Memoria, se publicó la 
Ley Sindical de 17 de febrero de 1971. 

Es obligado destacar, desde el punto de vista de la 
Administración de Justicia, la reforma del Código Civil 
sobre la adopción que viene a resolver, aunque no lo haya 
conseguido plenamente, una serie de defectos en la re- 
gulación legislativa hasta entonces vigente, algunos de 
los cuales fueron ya afrontados por la Circular de esta 
Fiscalía número 3 de 1969, de 19 de junio, publicada ya 
en la Memoria anterior. Un estudio detallado de la re- 
forma y de sus puntos más importantes o que merecen 
una interpretación que facilite su aplicación uniforme 
está siendo realizado por esta Fiscalía con objeto de pu- 



blicar una Circular que afronte la problemática general 
de la importante reforma de la adopción llevada a cabo 
por la Ley citada. 

La Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social viene 
a cubrir lagunas y defectos reiteradamente señalados por 
la doctrina y la práctica forenses y a los que nos referi- 
mos exhaustivamente en nuestras Memorias anteriores, 
en alguna de las cuales hicimos mención de los principios 
que podrían orientar la reforma de la vieja Ley de Vagos 
y Maleantes de 1933 y que hoy tenemos la satisfacción 
de comprobar que han sido recogidos en su totalidad por 
la nueva normativa. También sobre la aplicación de esta 
Ley será conveniente orientar los criterios interpretativos 
para la actuación del Ministerio Fiscal y a tal efecto se 
encuentra ya en preparación la Circular correspondiente, 
a la espera de la publicación del Reglamento y de la en- 
trada en vigor de la Ley que no ha de producirse antes 
del 4 de junio de 1971. 

La Ley Sindical, aparte de su importancia social, tie- 
ne para la Administración de Justicia un interés especí- 
fico: La creación del recurso contencioso-sindical ante la 
Jurisdicción Ordinaria, atribuido en principio a la Sala 
6.a del Tribunal Supremo en tanto que la Ley Orgánica 
de la Justicia no determine con carácter definitivo los 
órganos jurisdiccionales que hayan de entender de este 
recurso revisorio de los actos de ciertos órganos sindicales. 

Los Decretos-Leyes 14/70 de 4 de diciembre y 15/70 
de 14 de diciembre, el primero de los cuales declara el 
estado de excepción en Guipúzcoa, que fue levantado 
antes de transcurrir el plazo de tres meses para el que 
había sido previsto, y en el Último se suspende por seis 
meses la vigencia del artículo 18 del Fuero de los Espa- 
ñoles, tienen también interés para la Administración de 
la Justicia. 

Más numeroso es, como es natural, el capítulo de los 
Decretos entre los que cabe mencionar los siguientes: El 
de 26 de febrero de 1970 sobre Reglamento de Montes 



Vecinales en Mano Común; el de 21 de marzo sobre re- 
gulación de competencia para sancionar las infracciones 
del Código de la Circulación por los Gobernadores Civiles; 
el de 23 de abril que aprueba el Reglamento de Fiscales 
Municipales, Comarcales y de Paz; el de 12 de junio que 
aprueba el Reglamento de Secretarios de la Justicia Mu- 
nicipal; el de 20 de agosto en desarrollo de la Ley de 22 
de julio de 1961 que regula los derechos de trabajo de la 
mujer y su capacidad para celebrar contratos de trabajo; 
el de 19 de noviembre sobre Escuelas de Práctica Jurí- 
dica; el de 17 de diciembre sobre uso de papel profesio- 
nal y de las pólizas de la Mutualidad de la Abogacía; el 
de 31 de diciembre sobre sanciones académicas y el de la 
misma fecha regulando la hipoteca mobiliaria en relación 
con el derecho a la explotación comercial de películas 
cinematográficas. 

Algunas Ordenes Ministeriales tienen también interés, 
como la de 20 de abril que fija el tope máximo de las ta- 
rifas de servicios, intereses, comisiones y gastos de las 
entidades de financiación de ventas a plazos y la de 9 de 
junio sobre adecuación entre las demarcaciones judicial 
y notarial, la de 28 de julio sobre el Seguro Obligatorio 
de Viajeros y la de 30 de julio sobre la interpretación del 
articulo 144 del Código de la Circulación. 

Conviene también citar la ratificación por España, 
en 3 de febrero de 1970, del Convenio de 24 de abril de 
1963 sobre relaciones consulares; la Ratificación, en 8 
de mayo de 1970, del Convenio de 26 de junio de 1966 
sobre supresión del tráfico de drogas nocivas y la de 10 
de octubre de 1970 relativo al Convenio Internacional 
sobre limitación de responsabilidad de los propietarios 
de buques que navegan por alta mar. 

Por Último, la Circular de 21 de mayo de 1970 de la 
Dirección General de Registros, sobre cambios de apelli- 
dos de los hijos ilegítimos, es también importante para 
la actividad de la Administración de Justicia y del Minis- 
terio Fiscal. 



Ya en 1971, pero antes de la publicación de esta Me- 
moria, es conveniente llamar la atención sobre el De- 
creto-Ley 6/71 de l de abril por el que se adecua la ac- 
tuación de la  Comisión Mixta de Competencias al Con- 
venio de Amistad y Cooperación de 6 de agosto de 1970 
entre España y los Estados Unidos de América. 

2. Los problemas de la Administ~ación de Justicia 

No son nuevos, ciertamente, los problemas con que la 
Administración de Justicia española se enfrenta y ya en 
anteriores Memorias hemos tenido ocasión de mencionar 
algunos aspectos, sobre los que quizá convenga concre- 
tar  o puntualizar extremos. La "crisis", en la verdadera 
acepción de la palabra, de la Administración de Justicia, 
está planteada, como es sabido, tanto en el terreno de lo 
orgánico, como en el campo procesal. Las proyectadas 
reformas de la Ley Orgánica de la Justicia y de los Có- 
digos procesales civil y penal, sjn mencionar otras re- 
formas de menor alcance, han puesto en trance de re- 
visión no pocos aspectos de la función jurisdiccional y 
han dado lugar a que se ponga de manifiesto un inusita- 
do interés por los temas judiciales, poco corriente en las 
esferas del gran público y de los medios informativos. 

Quizá el tema de mayor interés, dentro de los aspec- 
tos orgánicos, sea el de la unidad jurisdiccional, que a 
nuestro juicio hay que entender como la exclusividad de 
la jurisdicción ordinaria para entender de los juicios ci- 
viles, penales, contencioso-administrativos, laborales y del 
nuevo recurso contencioso-sindical, todo ello en virtud 
de lo que, con rango fundamental, dispone la Ley Orgá- 
nica del Estado en su artículo 31. El tema de la unidad de 
jurisdicciones está siendo tratado y analizado desde muy 
diversos puntos de vista, aunque no siempre sean moti- 
vos de carácter predominantemente jurídico los que ani- 
men los comentarios. y estudios sobre la materia. Es &ste 
un tema en el que hay que afrontar dos tipos de proble- 



mas: un planteamiento general, de carácter doctrinal, 
técnico-jurídico, sobre el contenido y alcance de la mi- 
dad juridiccional, fijando claramente los conceptos de 
"jurisdicción" y exclusividad en el tratamiento y anali- 
zando igualmente los problemas que plantea la especiali- 
zacibn, dentro de la función jurisdiccional ordinaria; y 
otro planteamiento, mucho más concreto, que consista 
en determinar, como consecuencia de lo anterior, cuáles 
son las "jurisdicciones especiales" que deben desapare- 
cer para integrarse en la ordinaria, aunque sea en régi- 
men de especialidad. Al primero de los aspectos, siquiera 
fuese con carácter muy somero y poco profundo, nos re- 
ferimos en la Memoria del pasado ano ("El problema de 
la llamada unidad jurisdiccional", página 45 y siguien- 
tes). El segundo problema no puede ser abordado desde 
estas páginas, pues la indicación de las actuales "jurisdic- 
ciones" que deben ser absorbidas por la ordinaria, es un 
tema muy polémico y discutido, que no tiene cabida en 
un informe que pretende ser lo más objetivo posible. 
Quede, sin embargo, constancia de que, como en anterio- 
res ocasiones hemos puesto de manifiesto, la unidad juris- 
diccional es un principio indeclinable, al que hay que 
dar efectividad positiva sin demora. Y quede también 
patente que, para resolver esta cuestión con carácter 
amplio como la necesidad actual demanda, no puede li- 
mitarse la ley Orgánica futura a incorporar solamente 
algunas de las manifestaciones múltiples de "jurisdiccio- 
nes especiales" hoy existentes, sino que ha de acometer 
el problema con hondura y deseo de darle solución com- 
pleta. Sin embargo, tampoco puede pretenderse que la 
unidad jurisdiccional haga tabla rasa de las necesidades 
imperiosas de especialización que la complejidad de los 
problemas presenta. Esta especialización, representada 
hoy de manera principal, por los órdenes contencimo- 
administrativo y laboral -que no por elio dejan de ser 
jurisdicción o rd ina r i a  habrá de matizarse conveniente- 
mente, dejando siempre a salvo los restantes problemas 



que la Administración de la Justicia ha de tener siempre 
resueltos: independencia, inamovilidad, principio del 
juez natural, etc. 

El problema, de otra parte, tiene aspectos de muy 
distinto valor: desde el problema de fijar el ámbito es- 
tricto en que deben moverse las jurisdicciones especiales 
constitucionalmente reconocidas, especialmente la mili- 
tar, hasta la desaparición radical de otras, de carácter 
puramente administrativo, pero que conservan la po- 
testad de imponer penas privativas de libertad sin las 
suficientes garantías procesales. El tema, naturalmente, 
no es solamente orgánico, sino que trasciende también 
al derecho sustantivo, alguno de cuyos instrumentos es 
necesario revisar, para integrar las figuras punibles en 
el seno del Código Penal. Conocemos el propósito del Go- 
bierno de seguir este camino y acudir con presteza a 
revisar ordenamientos legislativos especiales, recondu- 
ciendo al Código Penal -o al de Justicia militar en su 
caso- los tipos cuya comisión produzca, de forma auto- 
mática, la intervención de la jurisdicción que correspon- 
da, dentro del ámbito de su competencia ordinaria y no 
excepcional. 

El tema tiene, por otra parte, una relación estrecha 
con el principio de independencia de la jurisdicción ordi- 
naria, cuya exclusividad en la actuación judicial viene 
impuesta precisamente por esta garantía de inmunidad 
a la coacción. Esta inmunidad se protege mediante sis- 
temas objetivos de designación y sistemas legales de in- 
amoviiidad, pero no puede nunca desconocerse el aspecto 
moral y puramente interno del problema. No ponemos 
palabras nuestras, sino que hacemos referencia a las que 
S. S. el Papa Pablo VI pronunció en su mensaje reciente 
a la Unión de Juristas Católicos: "El poder del Juez 
-dice- que tiene particulares finalidades respecto de la 
persona humana, no podrá nunca convertirse en abso- 
luto o arbitrario y su conducta debe exigir una perfecta 
integridad moral". Y añade a continuación que "en to- 



das las civilizaciones al juez se le ha pedido siempre que 
no se dejara desviar del ejercicio de sus funciones ni por 
favoritismos, ni mucho menos por intereses personales; 
que no cediera a las presiones de las partes, aunque al- 
gunas veces, y el fenómeno afecta, sobre todo, a nuestros 
días, aquellas estuvieran "orquestadas" por los medios 
de comunicación social". 

Este "ámbito de inmunidad a la coacción" de carácter 
interno, exige unas condiciones morales específicas y 
también una formación profesional adecuada. Ello es lo 
que, unido al ámbito de inmunidad de carácter externo 
u objetivo -protección legal, régimen preestablecido, 
garantías, retribución adecuada, etc.-, ha de producir 
la esfera de actuación libre e independiente que justifica 
la existencia de una función jurisdiccional diferenciada 
y distinta de las otras funciones públicas y en esta razón 
es donde se inserta principalmente el problema de la ex- 
clusividad -y por consecuencia el de la unidad- juris- 
diccional. 

Otros problemas tiene también planteados nuestra 
Administración de Justicia y entre ellos, no es el menos 
importante el de encontrar unos sistemas procesales ade- 
cuados, que garanticen, a un tiempo, la necesaria rapi- 
dez en la actuación y en el fallo, para evitar situaciones 
de pendencia y provisionalidad, en que los derechos de 
todos decaen y pierden eficacia, con el respeta y afianza- 
miento de las garantías procesales de todas las partes 
que intervienen en el proceso, y también de la propia 
legalidad que el Fiscal debe representar y en cuya ga- 
rantía no debe escatimarse medio, ya que afecta funda- 
mentalmente al bien común. 

Este no es un problema exclusivamente nuestro, sino 
que está presente en la mayoría de los países del mundo 
occidental, precisamente porque es consecuencia de una 
complejidad de vida y relaciones nacida de la sociedad 
actual y de sus difíciles problemas. En otras ocasiones 
nos hemos referido a los problemas que tiene planteados, 



especialmente en el campo penal, la justicia italiana, con 
un cúmulo difícil de calcular de procesos pendientes; y 
también hemos hecho alusión a los problemas jurisdic- 
cionales en Francia, donde la búsqueda de sistemas efi- 
caces es también un fenómeno actual. Es indudable que 
nos interesan principalmente nuestros propios proble- 
mas, pero lo es también que una comparación con los 
demás países nos ayuda a situarnos en el campo de la 
realidad objetiva en que el mundo occidental se des- 
envuelve. Por eso queremos citar algunos extremos de 
los que muy recientemente -14 de diciembre de 1970- 
ha expuesto públicamente el Presidente del Tribunal Su- 
premo de los Estados Unidos de Norteamérica, Hon. 
Warren E. Burger. 

Es curioso constatar que una de las preocupaciones 
que pone de manifiesto es la necesidad de que el Con- 
greso de los EE.UU. esté informado de la actuación y 
actividad jurisdiccional, esto es, del funcionamiento de 
la Administración de Justicia y se refiere en sus declara- 
ciones (publicadas como todas las que citaremos aquí 
en "U. S. News & World Report" con fecha 14 de diciem- 
bre de 1970) a propósito de redactar "lo que podríamos 
llamar Memoria del año judicial", existente en la Admi- 
nistración de Justicia americana "desde hace más de 
quince años". Obedece este propósito a la preocupación 
de agilizar los procedimientos civiles y penales y al de 
dotar a la Administración de Justicia de una organiza- 
ción administrativa, esto es, auxiliar, pero indispensable, 
bien ordenada y de gran eficacia, sin la que no es po- 
sible resolver con presteza los problemas jurisdiccionales 
de fondo. Para Warren E. Burger existe-una "muy urgen- 
te y desesperada necesidad de una reconsideración o re- 
visión de nuestros sistemas penales". A este respecto dice 
que "ningún sistema de justicia puede funcionar si no 
existe una finalidad en cierto punto razonable. Ningún 
sistema tiene sentido si estimula una guerra, una lucha 
lenta, pesada y prolongada con la sociedad. La rehabili- 



tación de un hombre no puede llevarse a cabo mientras 
se encuentre en lucha con la sociedad en un proceso in- 
terminable de demandas, autos y audiencias". 

Respecto de ciertos aspectos de la competencia civil 
de los Tribunales, mantiene una tesis restrictiva al decir 
que "existe una amplia y muy seria cuestión social.. . so- 
bre si las cuestiones de divorcio, custodia infantil, adop- 
ciones, administración judicial, así como otras diversas 
cuestiones de este tipo, pertenecen exactamente a los 
Tribunales. Existe una curiosa paradoja ... : A pesar de 
lo que parece ser una disminución en la estima de los 
Tribunales, existe la postura, la idea, de que son los Tri- 
bunales los que han de resolver todos los problemas. 
... Nosotros estimamos que debemos estimular el empleo 
del arbitraje particular para la resolución y conciliación 
de las disputas privadas". En algunas materias especia- 
les, de carácter técnico, no es posible actuar con el siste- 
ma de jurado, sigue diciendo, y añade a este respecto 
que los jueces, en tales materias, deben tener "una gran 
flexibilidad y si el caso implica problemas de aviación 
del espacio o ingenieria química o de aeroplanos, el juez 
requerirá a un físico, un ingeniero químico o un experto 
en aeronáutica y ellos tomarán asiento al lado de él y 
decidirán el caso conjuntamente. Muy probablemente 
terminen el caso en una fracción de tiempo del que nos- 
otros requeriríamos para hacerlo". 

Pero su problema básico, como el nuestro, es el de la 
necesaria rapidez sin merma de las garantías. En el as- 
pecto penal se queja de "la falta de seguridad y prontitud 
en el proceso judicial y el castigo. Juicios rápidos y se- 
guros y un final razonable serían la mejor solución", por- 
que "no hay otro factor judicial más importante que la 
demora y la inseguridad" para determinar el aumento 
de criminalidad en el país. Y más adelante hace referen- 
cia a este problema de forma esquemática, pero muy in- 
teresante: "Es esencial -dice- tener cierta confianza 
en los Tribunales para mantener la idea de libertad para 



las gentes libres y existen tres cosas que podrían des- 
truirla". Y estas tres cosas son, a su juicio: La ineficacia 
y el retraso, en primer lugar, porque "el transcurso de 
cuatro, cinco, seis años después de que le han roto la 
pierna o le han averiado el automóvil, constituye un 
tiempo demasiado largo para esperar una recuperación". 
La segunda razón radica en que la gente "que ha sido 
explotada o engañada en las menores transacciones de 
su vida diaria -utensilios domésticos, reparaciones, gas- 
tos de financiación y similares- llega a creer que los 
Tribunales no pueden vindicar sus derechos legales con- 
tra el fraude". 

Y la tercera reside en la "sensación que tienen las 
gentes de que no son protegidas contra las acciones cri- 
minales". 

Otro aspecto de la Administración de Justicia que 
alcanza un gran interés y que no ha sido quizá tratado 
con la necesaria insistencia, es el de la organización y 
perfeccionamiento de la Abogacía. Recientemente el tema 
ha sido tratado más intensamente en Congresos, colo- 
quios y conferencias y ha llegado a plantearse el proble- 
ma -analizado desde muy diversos puntos de vista- de 
la socialización, que para muchos no es posible porque 
"el abogado se convertiría en un funcionario y un abo- 
gado-funcionario no es abogado; porque entonces el ejer- 
cicio liberal de la profesión se vería corrompido al defen- 
der intereses del lado de acá de la Administración; por- 
que se abandonaría la tutela individual y la función de 
servicio a la dignidad de la persona humana, al orientar- 
se más a los intereses político-económicos que la Admi- 
nistración trataría de imponer consciente o inconscien- 
temente". Mientras que para otros tiene proyección dis- 
tinta y más favorable si se entiende por socialización "no 
la colectivización o funcionalización profesional, sino la 
asunción por la sociedad de un conjunto de cargas y 
fines que han estado privatizadas". El tema tiene gran 
interés desde diversos puntos de vista, corporativos, so- 



cietarios, etc., pero especialmente lo tiene en orden a un 
perfeccionamiento necesario de la actuación de oficio. No 
parece que las recientes medidas sobre retribución de 
estas funciones sean suficientes para resolver un proble- 
ma de una trascendencia social y profesional extraordi- 
naria y que viene impuesto, además del tradicional auxi- 
lio que las corporaciones profesionales prestan de forma 
voluntaria y estimable, por el precepto constitucional de 
que "toda persona debe ser oída y defendida, aunque 
carezca de medios económicos", ya que la Justicia -y 
hay que entenderla en su más amplio sentido- "será 
gratuita para quienes carezcan de medios económicos", 
conforme preceptúa la Ley de Principios Fundamentales. 

El problema de la defensa gratuita ha sido resuelto 
de forma diferente en cada país. Recientemente, los 
EE. W. han introducido la institución de los llamados 
"Servicios Legales de Vecindad", a los que puede acudir 
quien carece de medios económicos para sufragar un abo- 
gado que le dirija en los asuntos judiciales. El sistema 
se inició hace años con carácter voluntario y por inicia- 
tiva puramente privada; en la actualidad, en palabras 
del Presidente del Tribunal Supremo de aquel país, "E1 
Congreso ha decidido que esto es de responsabilidad pú- 
blica". 

Y tenemos, por último, el tema de los medios ma te  
riales, de los instrumentos adecuados de trabajo para 
lograr una mayor eficacia en la función. El problema no 
es sólo de carácter económico, sino también de adecua- 
ción de la mentalidad a las nuevas técnicas. La función 
jurisdiccional tiene su principal misión en el proceso y 
la resolución de la contienda, pero para que el proceso 
siga un ritmo aceptable y para que la resolución pueda 
ser adoptada a su tiempo y sin esfuerzos innecesarios, 
hace falta un sistema administrativo de auxilio que prác- 
ticamente no existe en nuestra organización judicial. No 
podemos considerar como tal los cuerpos auxiliares de la 
Administración de Justicia, que son indudablemente un 



elemento fundamental en este aspecto, pero que por sí 
solos no constituyen un sistema administrativo, marginal 
a la función principal, pero inseparable de ella. Por otra 
parte, la propia función jurisdiccional no agota lo que 
constituye el quehacer de quienes la sirven y en torno 
a ella existen una seiie de necesidades que exigen una 
organización administrativa moderna y eficaz, dotada de 
los medios necesarios. La búsqueda de la jurisprudencia 
o de la legislación de interés a un caso no debe agotar 
el tiempo de quien tiene aue examinarla, valorarla y 
decidir si es o no aplicable. Puede resolverse por sistemas 
mecánicos y electrónicos que faciliten y hagan más efi- 
caz su obtención. La necesidad de que las distintas par- 
tes que intervienen en un proceso -no empleamos aquí 
el término "partes" en su acepción procesal- como son 
el juez o los miembros del Tribunal (a veces muy nume- 
rosos, piénsese, por ejemplo, en la competencia del Pleno 
del Tribunal Supremo), el Fiscal, los litigantes, etc., dis- 
pongan de los elementos de juicio necesarios, hace que el 
proceso original haya de ser reproducido a veces en con- 
siderable número de copias. Es obvio que el sistema ac- 
tual es absolutamente impracticable, lento, costoso y la 
mayor parte de las veces inútil. Por intentar leer, una y 
otra vez, día tras día, la sexta o séptima copia mecano- 
gráfica al carbón de una resolución o de un apunta- 
miento, hay Magistrados y Fiscales con dolencias ocula- 
res ya irreversibles. El trabajo se hace así desagradable, 
molesto y dificultoso. 

Pero no se trata solamente de la comodidad -por 
otra parte exigible- del funcionario o del litigante o 
sus letrados. Se trata a veces de algo más serio e im- 
portante: Con ocasión de un asunto de la competencia 
del Pleno del Tribunal Supremo -74 miembros en to- 
tal- en el que existen veinte partes diferentes, inclu- 
yendo al Fiscal, se plantea el problema del trámite pro- 
cesal sucesivo que la Ley de Enjuiciamiento criminal 
impone en el procedimiento ordinario. No es posible, 



dentro de los estrechos límites de tiempo que la Ley 
concede, conocer como es necesario un tema bien com- 
plejo y con extraordinario número de folios. No es posi- 
ble tampoco conculcar la ley, ampliando arbitrariamen- 
te los plazos. No existe otra solución que multicopiar los 
documentos para que cada uno de los interesados dis- 
ponga de una copia fidedigna que pueda en caso nece- 
sario compulsar cor? los originales. Si esto exige obtener 
centenares de miles de copias, piénsese en el problema no 
sólo económico, sino de organización administrativa que 
ello supone. Cierto que es este un caso-límite y que como 
tal quizá pueda resolverse por medios extraordinarios. 
Pero en otros casos menos graves, pero también intere- 
santes, habría que buscar sistemas normales de trabajo 
que faciliten la labor. 

Es curioso constatar, una vez más, que este proble- 
ma es también común a casi todos los países. Vamos a 
ver lo que al respecto dice el Presidente del Tribunal Su- 
premo del país con más poderosos medios económicos del 
mundo. Nos referimos, claro está, a los EE. UU. de Nor- 
teamérica y a las declaraciones ya citadas de Warren E. 
Burger: "Nosotros no contamos casi más que con el 
equipo básico más primitiro. Por lo menos 25 empleados 
utilizan todavía máquinas de escribir manuales. no eléc- 
tricas. No hemos tenido hasta ahora máquinas de sacar 
copias eficientes. Los magistrados leen miles de páginas 
de copias de papel carbón de inemorandums legales cada 
año -mecanografiadas en diez copias con papel fino-. 
Estos memorandums se denominan "endebles, flojos" y 
desde luego resulta terriblemente difícil leerlos". Y con- 
cluye diciendo: "Como todos los procedimientos y mé- 
todos arcaicos, esto se parece a un coche que ustedes 
tienen en funcionamiento: no lo reparan, ni  le ponen 
aceite, ni se le cambian los neumáticos. Finalmente, ese 
coche se para. Y eso es lo que ocurrirá". 

Recientemente, en 1969, se h a  creado en la Universi- 
dad de Denver, en el seno de su Facultad de Derecho, 



un "Instituto de Administración de Tribunales", cuyos 
primeros graduados han obtenido su título en diciembre 
de 1970. Su misión es la de formar "administradores" y 
"técnicos administrativos" para la función de organiza- 
ción, métodos y medios de trabajo administrativo de los 
Tribunales y la organización racional de su trabajo. Es 
tarea que no debe cargar la responsabilidad de los jue- 
ces, pero que resulta, por otra parte, indispensable. Al 
igual que los Hospitales disponen de Administradores y 
técnicos en organización haspitalaria, que funcionan 
marginalmente de los equipos médicos encargados de la 
sanidad; así también los Tribunales precisan de una or- 
ganización administrativa que no puede quedar al cuida- 
do de quienes tienen otra función más decisiva que reali- 
zar. Por otra parte, mientras el Secretariado tenga la 
función, también indispensable, de dar fe de las actua- 
ciones y custodiar los procesos, tampoco ellos pueden ser 
quienes organicen el trabajo y cuiden de los medios ra- 
cionales y de alta técnica para realizarlo. 

La cuestión es sugestiva y digna de considerarla. El 
propio Warren E. Burger se refiere a ella con ironía 
cuando dice: "Aquí tenemos una ciencia del espacio 
completamente nueva, en el sentido más amplio del si- 
glo xx -hemos adiestrado a 58 austronautas en menos 
de diez años- y, sin embargo, pensamos que lo estamos 
haciendo muy bien porque por primera vez en nuestra 
historia estamos consiguiendo los primeros formalmente 
adiestrados administradores de Tribunales en este país, 
en 12 de diciembre de 1970". 

3. Las actividades subversivas 

Al dar cuenta, en esta Memoria, del acontecer de la 
vida nacional en el pasado año judicial, especialmente 
en lo que hace referencia a la actividad de la Administra- 
ción de la Justicia, parece obligado hacer una referencia 



de las actividades subversivas desplegadas, especialmente 
puestas de manifiesto con motivo del Consejo de Guerra 
celebrado en Burgos contra varios terroristas pertene- 
cientes a la organización separatista Euzkadi Ta Askata- 
suna. La movilización exterior de los medios de difusión 
y de amplios sectores de la opinión pública, presentando 
hechos deformados para dar una impresión falsa de la 
realidad española y la repetición de hechos y actitudes, 
perfectamente sincronizadas, en el interior del país, en 
torno a campañas perfectamente organizadas, hace creer 
firmemente en una concienzuda preparación de las ac- 
tividades subversivas, que no se han producido desde 
luego ni expontánea ni aisladamente. 

En ocasión reciente, el propio Ministro del Interior 
de Francia, Marcellin, publicó un informe con su punto 
de vista acerca de los movimientos revolucionarios que 
provocaron las jornadas de subversión activa de los 
meses de mayo y junio de 1968 en Francia (Raymond 
Marcellin, "El Orden público y los grupos revoluciona- 
rios", Plon, París, 1969). No parece fuera de lugar que, 
por nuestra parte, hagamos algunas consideraciones so- 
bre !as raíces de la subversián y los estímulos internos y 
externos que determinan la sincronización de los diver- 
sos elementos agitadores. 

Esta actividad tiene, en gran parte, carácter delictivo 
y está dando lugar a la intervención de un órgano espe- 
cializado de la jurisdicción ordinaria, el Tribunal de Or- 
den Mblico, sin perjuicio de la competencia que en oca- 
siones corresponde a la jurisdicción militar, en tanto no 
se modifiquen las normas que hoy regulan la materia. 
Por ello creemos de interés tratar aquí algunos aspectos 
generales, sin descender a detalles, que muestre aspec- 
tos internos que ponen de manifiesto algunas fuentes de 
la agitación subversiva. 



a) Acción mundial de la subversión. 

Es obvio que el problema de la agitación subversiva 
no es hoy exclusivo de ningún país determinado, sino que 
alcanza proporciones mundiales, buscando en cada lugar 
motivos y efectos adecuados a la situación existente. 
Europa entera, sin excluir ningún país; Hispanoamérica 
con carácteres cada vez más alarmantes; Norteamérica; 
el lejano oriente y el continente africano, son escenarios 
de actividades subversivas que no pocas veces parecen 
coordinadas y sincronizadas de manera muy significati- 
va. Para conseguir esta actitud se utilizan medios y 
estímulos de muy diversa índole, desde la manipulación 
de los impulsos juveniles, especialmente universitarios, 
hasta la demagogia en la propaganda sobre los sectores 
obreros y la influencia creciente sobre ciertos sectores de 
intelectuales y artistas. La rebeldía natural de la juven- 
tud es explotada, las ansias de mejora social y econó- 
mica de muchas clases sociales se utiliza como medio 
para provocar actitudes que favorezcan la subversión. En 
unos lugares son las diferencias raciales, en otros las 
luchas religiosas, en algunos los nobles deseos de inde- 
pendencia y en todos se manipulan los instintos y se fa- 
vorece por mil medios la erosión moral, la pérdida del 
sentido de los valores, el acorchamiento de las concien- 
cias, la debilitación de las normales facultades inhibito- 
rias. A este fin, la pornografía, la sexualidad, las drogas 
principalmente, son utilizadas como armas políticas y 
se favorece su difusión muchas veces sin ánimo de lucro 
económico, sino con propósito de debilitar la conciencia 
social de las gentes. La reciente publicación del libro 
"Le petit lime rouge" para los estudiantes de bachilIera- 
to, es buena prueba de ello. 

Por debajo de esta línea general, de gran alcance, se 
persigue ya en lo concreto una unidad de accibn sub- 
versiva, sincronizando agitaciones y actividades. No es 



casualidad que, sin salir de Europa, observemos una clara 
identidad de métodos en los movimientos subversivos 
desencadenados en Alemania Federal y en Italia a partir 
de 1967 y en Gran Bretaña, Países Bajos, Francia y Es- 
paña en 1968. La profunda solidaridad existente entre 
los movimientos revolucionarios provocados en todo el 
mundo ha sido detectada ya fuera de nuestras fronteras 
y antes de ahora. El intercambio, demostrado pública- 
mente, de agitadores y métodos entre Alemania, Francia 
y Gran Bretaña no es más que un síntoma y no de los 
m& importantes, de lo que estamos apuntando. 

Uno de los puntos de arranque de esta unidad de 
acción y dirección parte, sin duda alguna, de la llamada 
"Conferencia Tricontinental" que tuvo lugar en La Ha- 
bana del 3 al 11 de enero de 1966. Allí se analizó con pro- 
fundidad y rigor la crisis profunda de la Universidad en 
todo el mundo y se adoptaron dispositivos para favore- 
cerla y aprovecharla. En ella se intentó, con bastante 
éxito, la que se llamó "el gran proyecto, perseguido con 
tenacidad", de una organización a escala mundial de la 
solidaridad revolucionaria. En la declaración general fe- 
chada en La Habana, se señaló como objetivo principal, 
la coordinación de las tres principales fuerzas revolucio- 
narias de nuestra época: La de los paises socialistas; la 
de los movimientos de liberación nacional en el tercer 
mundo y la de los movimientos democráticos y obreros de 
los países capitalistas. Es obvio que la organización y 
desarrollo de la Conferencia Tricontinental tuvo carác- 
ter internacional y no puede ser imputada de manera 
concreta a país alguno, sino a una ideología con anhelos 
de expansión y dominación mundial. 

Las técnicas recomendadas, especialmente en el sec- 
tor universitario, se centraron en el aprovechamiento 
del descontento de la población estudiantil mundial, para 
encender en tal ambiente estímulos más poderosos de 
profunda tendencia revolucionaria frente a la sociedad 
y al poder legalmente constituido en cualquier país que 



fuere afectado. A este fin, la organización de partidos o 
grupos revolucionarios, de matiz distinto, pero ideología 
coincidente, es el punto de partida para la utilización 
de métodos de guerra subversiva: transformar las ma- 
nifestaciones pacíficas en motines; la provocación a las 
fuerzas del orden para lograr su reacción y conseguir una 
escalada de violencia recíproca; Ia utilización de métodos 
terroristas y "comandos" urbanos de gran movilidad y 
fácil y rapidísima dispersión, que causan daños indis- 
criminado~ -escaparates, grandes vidrieras, lanzamien- 
to de petardos, bolsas de pintura, vuelcos de vehículos, 
etcétera- el aprovechamiento de supuestas reivindica- 
ciones, inicialmente lógicas, para provocar algaradas, 
los recitales "contestatarios". etc., etc. 

Todos estos métodos han sido utilizados, con mayor 
o menor profusión de medios en todas las Universidades 
del mundo afectadas por la subversión. A ellos sigue el 
sistema de protestas por las detenciones y la acción poli- 
cial, la utilización de los medios procesales para impedir 
la retención de los detenidos, Ia noticia desfigurada, la 
acusación de malos tratos, los rumores de violencias per- 
sonales, etc. 

Naturalmente, antes ha sido preparado concienzuda- 
mente el ambiente mediante una acción sobre intelec- 
tuales, artistas y figuras representativas de diversos sec- 
tores. Se utilizan ideas y principios plenamente válidos, 
considerados en abstracto, cuyo servicio se intenta mono- 
polizar, al tiempo que se acusa de "reacción" a la autori- 
dad encargada de velar por el orden público. Se estimula 
la violencia "pasiva" en primer lugar -"sentadasw, en- 
cierros, permanencia prolongada en lugares señalados, 
firmas colectivas de escritos de protesta, la mayor parte 
de las veces desconocidos por los firmantes, etc.- y se 
hace solapada o descaradamente la apología de la vio- 
lencia activa, sin detenerse ante ningiin obstáculo moral. 
Incluso la literatura teológica y la acción religiosa son 
utilizadas, intentando pasar del plano interior -prác- 



tica ascética, conversión interior, ejercicio de las virtu- 
des, etc.- a la primacía del plano exterior concretado 
en la acción socio-política para saltar después, de ella, a 
la incitacibn subversiva y violenta. El recurso a la vio- 
lencia, que no se descarta, es considerado inicialmente 
un "caso-límite", pero la erosión constante de las ideas 
degrada insensiblemente la conciencia hasta hacer de 
la violencia un método normal. 

La literatura política, en descrédito y menosprecio 
constante de cuanto significa la autoridad constituida, 
presentando como sugestivas únicamente las actitudes 
revolucionarias, viene a crear de manera insensib:~ un 
ambiente fácil de utilizar después como medio adecuado 
para la subversión violenta. Por Último, cuando la in- 
seguridad y el desorden están conseguidos, la acusación 
de ineptitud e ineficacia de la autoridad para conservar 
el orden, cierra el ciclo de la actividad. 

Todo ello no son sino aspectos muy generales del sis- 
tema de ideas y métodos puestos en práctica para el 
logro de una unidad de acción revolucionaria y la coordi- 
nación de los movimientos subversivos en distintos paí- 
ses al mismo tiempo o entre varios sectores de la sacie- 
dad -universitario, obrero, intelectual- simultánea- 
mente. Una observación, por poco detenida que sea, de 
la realidad de nuestro tiempo, pone de manifiesto la 
forma eficaz como se consiguen los resultados pro- 
puestos. 

b) Especificaciones relativas a España. 

Si del planteamiento general, a escala mundial, pa- 
samos a analizar estos fenómenos en nuestro país, a la 
luz de los Últimos acontecimientos, encontraremos en 
primer lugar una acción general, coordinada y dirigida, 
aunque con diferencias de criterios según los distintos 
grupos revolucionarios. Estos distintos grupos constitu- 
yen fracciones subversivas que a veces se presentan como 



enemigos irreconciliables, a veces lo son y a veces lo 
simulan en parte. 

En septiembre de 1970 el Comité Central del Partido 
Comunista en su pleno ampliado estudió un documento 
denominado "informe Carrillo", preconizando la utili- 
zación de las actividades de los grupos políticos de opo- 
sición al Régimen, especialmente las llamadas "posturas 
evolucionistas" representadas por algunas personalida- 
des políticas; la penetración en el seno de la Iglesia 
aprovechando la corriente de los cambios que se están 
produciendo en su seno y los desequilibrios que ellos pro- 
ducen; la influencia sobre las Fuerzas Armadas multi- 
plicando la propaganda sobre sus cuadros y sobre los de 
la Fuerza Pública haciéndola ver que está siendo utiliza- 
da <'como instrumento ciego contra el pueblo"; y por 
último, la erosión constante de la Administración de 
Justicia, intentando enfrentarla con las autoridades gu- 
bernativas y policiales y aprovechar la buena fe de mu- 
chos de sus componentes para iniciar actuaciones ju- 
diciales sobre supuestas irregularidades y abusos de la 
autoridad. Se buscan las necesarias convergencias poli- 
ticas con los grupos burgueses que desemboquen en una 
alternativa global de oposición al Régimen si se con- 
sigue que una gran parte de la población "no vea clara 
la salida de la situación", cristalizando así lo que el in- 
forme llama el "Pacto por la libertad", como "slogan" 
que sintetice el nervio principal de la acción que en el 
mismo documento se define, dentro de la línea del par- 
tido comunista, no como "la virginidad o pureza políti- 
ca, sino la maniobra para aprovechar las contradicciones 
sociales o políticas". 

Preconiza el "informe Carrillo" de septiembre de 
1970 un cambio de estrategia interior que se define como 
la conquista de "zonas de libertad", que se preconiza 
como "la táctica actual del partido comunista que ha  
llevado a la confusión de algunos observadores extran- 
jeros con la liberalización del Régimen". 



Mucho más recientemente, abril de 1971, el JY Pleno 
del Comité Central del Partido Comunista Marxista Le- 
ninista lanza la idea del Frente Democrático Nacional 
Revolucionario. 

En todo caso se lanza, desde todos los sectores del 
Partido Comunista, la táctica del aprovechamiento total 
de los sectores polémicos de la sociedad española. A 
titulo de ejemplo podemos mencionar algunos pasajes 
de los informes y documentos donde figuran las instruc- 
ciones precisas a este respecto: 

En orden a la Universidad el documento redactado 
por el IV Pleno del Comité Central del Partido Comu- 
nista Marxista Leninista ordena la acción sobre los 
profesores de Universidad y los intelectuales e indica que 
se ha logrado ya penetrar en sectores hasta ahora prác- 
ticamente abandonados, como son los estudiantes de en- 
señanza media. Lo que ahora se pretende es utilizar "la 
única fuerza estudiantil verdaderamente organizada 
FUDE", para que "partiendo de los problemas concretos 
de los estudiantes, unificar su lucha con la de otros sec- 
tores populares". Así señala la necesidad de penetración 
en las zonas campesinas, aprovechando para ello períodos 
de vacaciones y les aconseja que traten con las gentes 
del campo los problemas concretos de su zona: "la dis- 
tribución de la tierra, la forma de explotación y de arrien- 
do, los nombres y actividades de los latifundistas". Les 
orienta a trabajar en las escuelas nocturnas profesiona- 
les e industriales para tomar así contacto con los traba- 
jadores en las fábricas y les ordena la creación de clubs 
de estudio, como medio para vincular maestros y estu- 
diantes con obreros. 

El campo obrero es uno de los más cuidadosamente 
trabajados, precisamente porque la elevación del nivel 
de vida en el país está produciendo un apartamiento de 
las masas obreras del partido Comunista, que se intenta 
neutralizar mediante la influencia en la Universidad y 
en los intelectuales. Las "Comisiones obreras" son con- 



sideradas en alguno de los documentos que tenemos a la 
vista como "la forma más eficaz e idónea de lucha y 
unidad proletaria". Ha sido detectado el contacto direc- 
to de las Comisiones obreras con el Comité Central del 
Sindicato de Trabajadores de la Industria Hullera de la 
Unión Soviética, los contactos con líderes sindicales co- 
munistas italianos y su participación en la Confedera- 
ción Internacional de Sindicatos Metalúrgicos, entre el 
2 y el 14 de julio en Budapest, así como el desarrollo de 
conversaciones en Praga con los Sindicatos checos, de 
los que han recibido ayuda económica, al igual que de 
los búlgaros. En general, la asistencia de representantes 
de las "Comisiones Obreras" a las reuniones sindicales 
de los países del "telón de acero" es muy frecuente. Tam- 
bién fueron invitadas a participar en la llamada "Con- 
ferencia Unitaria Sindical" en Roma, entre los días 6 
al 9 de marzo de 1971. 

La rama "marxista-leninista", por su parte, organiza 
y estimula la llamada "Oposición Sindical Obrera". 

Naturalmente, las cuestiones polémicas y los puntos 
de fricción existentes en el conjunto de la vida comuni- 
taria son aprovechados al máximo. Un ejemplo muy claro 
aparece en la utilización de las maniobras separatistas, 
incluso para darles un matiz netamente político, de filia- 
ción pro-comunista. La organización y actividad de la 
llamada "Euzkadi Ta Askatasuna", dirigida. al menos 
en su facción más violenta, por inspiración comnnista 
marxista-leninista, es un buen ejemplo: El adiestramien- 
to político-subversivo es de origen comunista, como lo 
es también su organización en "Frentes" -político, cul- 
tural, militar, etc.-, su distribución territorial en "He- 
rrialdes" y orgánica en "células" de acción que se deno- 
minan unas veces "mesas", "Irurkos" o "Comandos", 
utilizando los clásicos métodos de mando a través de las 
"Biltziar Txippia" o "pequeña asamblea" y el "Comité 
Ejecutivo Táctico". La dedicación exclusiva de algunos 
agitadores a las actividades de la organización, mediante 



la figura del "liberado" y la utilización de las llamadas 
"casas francas" son detalles de organización y táctica 
también conocidos, como lo son los contactos manteni- 
dos con los órganos rectores de los partidos comunistas 
y con algunas representaciones diplomáticas de países 
del "telón de acero". Su filiación comunista "marxista- 
leninista" ha sido puesta de manifiesto por muchos de 
los componentes de esta organización en sus declaracio- 
nes ante la autoridad judicial, incluso en el transcurso 
de vistas públicas de sus procesos. 

De esta organización ha surgido, a lo largo de los 
años 1968, 1969 y 1970 una actividad terrorista de ca- 
rácter francamente delictivo, muchas de las veces coordi- 
nada y sincronizada con alteraciones y actos violentos 
en puntos diversos del territorio nacional. 

Es curioso, sin embargo, señalar que los documentos 
originales procedentes de los órganos rectores del Par- 
tido comunista español aconsejan "Reconocer a Cata- 
luña, Euzkadi y Galicia de manera provisional en el caso 
de una eventual alternativa", pero con grandes adver- 
tencias sobre su posible autonomía. 

El Consejo de Guerra celebrado en Burgos en diciem- 
bre de 1970 y al que nos hemos referido al principio de 
esta parte de nuestras notas, fue aprovechado como pre- 
texto para organizar una campaña nacional e interna- 
cional que puso de manifiesto la coordinación de esfuer- 
zos subversivos y la concomitancia de actitudes que es- 
tamos comentando. 

Desde otros puntos de vista, la sincronización de es- 
fuerzos en la influencia sobre sectores diversos de la so- 
ciedad es también manifiesta. La introducción en el seno 
de Colegios profesionales para influir, con sus minorías 
siempre activas, en la promoción de campañas y pro- 
testas con motivos aparentemente plausibles, pero con 
la intención de utilizar el nombre y el prestigio de las 
Corporaciones a su favor, aprovechando congresos, re- 
uniones y asambleas; su organización para actuar sobre 



cuadros de profesores, grupos de intelectuales y artistas 
de muy diversa rama, constituye un medio muy eficaz 
de acción, especialmente para provocar escritos colecti- 
vos de protesta mediante la utilización de nombres co- 
nocidos que "suenen" y den sensación de seriedad y ve- 
racidad ante la masa de opinión. El análisis sicológico de 
esta influencia es también muy sutil, como demuestra, 
por ejemplo, el siguiente párrafo, copiado de uno de los 
escritos originales que manejamos para este informe: 
"De cara al trabajo sobre los intelectuales, hay que huir 
de todo sectarismo y ser muy hábiles, ya que por su pro- 
pia condición la mayor parte de ellos desarrollan una 
mentalidad individualista acompañada de cierta pedan- 
tería o egocentrismo. Eso debe tenerse en cuenta at la 
hora de acercarse a ellos". 

Se intenta también la formación de la "Unión popu- 
lar de mujeres" porque es este un sector "al que hay que 
prestar mucha atención", ya que la mujer se encuentra 
doblemente "explotada": "por un lado por la dictadura 
que no la concede ningún derecho, ni siquiera salarial 
(hay que mantener la consigna de "a trabajo igual, sa- 
lario igual para la mujer"), por otro lado la propia men- 
talidad de los hombres, marcada por siglos de oscuran- 
tismo y desprecio hacia la mujer". 

Especial dificultad encuentran en la influencia comu- 
nista sobre las zonas agrarias, por varias razones que 
analizan en sus programas: el desconocimiento de los 
problemas de las distintas regiones; la difícil actividad 
clandestina en dichas zonas, mucho más expuestas a im- 
pedir el "camouflage"; la falta de modalidades organiza- 
tivas adecuadas; y la falta de agitadores "in situ" poi 
razón de la emigración creciente a las zonas urbanas. 
Para obviar estos inconvenientes se pretende fomentar 
la "alianza obrero-campesina" y la utilización de los 
obreros procedentes de zonas rurales para intentar in- 
fluencias crecientes sobre éstas. 

Por último, en esta parte que comentamos sobre la 



influencia en sectores sociales distintos, no se elude el 
problema de la Iglesia ni el del Ejército. En el primer 
caso se intenta aprovechar la tensión ideológica existen- 
te y los desequilibrios surgidos por los cambios de men- 
talidad, llevando la iniciativa al sector del clero joven, 
con mentalidad social más sensible y no descartando la 
posibilidad de introducir, incluso en los seminarios, ac- 
tivistas obedientes a un plan de largo alcance. El tema 
del Ejército ofrece más dificultades en lo que se refiere 
a la oficialidad, aunque no a los soldados. De otra parte, 
se intenta también la formación de milicias propias "para 
hacer frente a la violencia de las fuerzas represivas y 
evitar la detención de los manifestantes". La acción de 
esos grupos va encaminada a "cercar y aislar un nú- 
mero inferior de policías y guardias civiles" a fin de 
uneutralizarlos y desarmarlos, conservando también en 
manos seguras las armas así recuperadas". 

Naturalmente, para el desarrollo de toda esta activi- 
dad, la influencia, la ayuda y la dirección exterior son 
también patentes. Veamos algunos ejemplos. 

Los días 14 y 15 de enero de 1970 tuvo lugar en Moscú 
una conferencia de los Partidos comunistas europeos, 
de donde surgió la idea de convocar un "Congreso Euro- 
peo de Pueblos" en que, bajo inspiración comunista, se 
lograse la participación de otras fuerzas "socialdemó- 
cratas y grupos progresivos amantes de la paz". Aunque 
la idea no ha llegado a realizarse, los contactos de los 
partidos comunistas continuaron: En 29 de abril de 1970, 
los Partidos Comunistas de la Unión Soviética y de Es- 
paña acordaron como necesario para la seguridad euro- 
pea "la liquidación de las bases militares norteamerica- 
nas en los territorios de los Estados europeos, incluida 
España", la creación de una "zona desatomizada en el 
Mediterráneo y la superación de la división de Europa en 
bloques militares". Públicamente se ha dicho que la sus- 
titución del régimen político español puede desnivelar la 
balanza europea a favor de Rusia en el área de la cuenca 



mediterránea. Por ello, la creación de los llamados "Co- 
mités Antiimperialistas" para favorecer y apoyar la pro- 
testa antiamericana y contra las bases de cooperación, 
es también un objetivo marcado. 

Entre el 11 y el 13 de enero de 1971 tuvo lugar en 
Londres la "Conferencia de partidos comunistas occiden- 
tales", a la que asistió también una delegación española, 
donde se trató de aprovechar las "plataformas democrá- 
ticas'' de algunos Colegios profesionales, suscitando la 
discusión y planteamiento de temas que aparentemente 
tengan matiz filantrópico y de ayuda a los derechos de 
la persona humana, aunque escondan propósitos de in- 
fluencia y manipulación de estas "plataformas" para 
orientar la actividad de apoyo y defensa a las actividades 
subversivas de carácter directo. 

Los contactos de representantes españoles con grupos 
de "inteligencia" de otros paises, fuera de España, han 
sido también detectados, así como el tráfico de comunis- 
tas españoles a lugares de adiestramiento, como Cuba. 
En julio de 1970, contactos de este tipo fueron comproba- 
dos a través de Londres y Suiza. 

Las relaciones entre los partidos comunistas español 
y francés son frecuentes, tanto en reuniones conjuntas, 
como en ayudas y especialmente en el sostenimiento de 
exiliados temporales que pasan la frontera en momentos 
peligrosos. La organización de estas ayudas en zonas pi- 
renaicas francesas es también conocida con detalle. El 
30 de septiembre de 1970 fue mantenida en territorio 
francés una entrevista para estudiar el desarrollo in- 
mediato de los acontecimientos en España, que sólo dos 
meses después venían a corroborar estos planteamientos. 
Allí se constituyó también un "Comité de ayuda". 

Otras formas concretas de ayuda económica y apoyo 
político fueron concertadas con el partido comunista 
italiano durante la Conferencia de Roma en enero de 
1970, a que ya hemos hecho referencia. Esta ayuda ha 
sido también organizada en Bélgica, a través de la "Co- 



misión para Europa" que sostiene en París el partido 
comunista español. Los "Comités de Ayuda a España" 
funcionan con regularidad en varios países europeos, 
EE. W., Israel y otros. A través de ellos y de otras orga- 
nizaciones, se preparan las campañas de propaganda 
contra España, como la de diciembre de 19708 con motivo 
del Consejo de Guerra de Burgos y se prepara la re- 
misión de telegramas y escritos de protesta a las auto- 
ridades españolas y la difusión en prensa de noticias 
"amañadas", así como los actos de terrorismo contra re- 
presentaciones españolas en el extranjero. Ejemplos de 
"Comités de Ayuda" existen en gran número, pero quizá 
de los más activos en los Últimos tiempos haya sido el 
llamado "Comité Vasco de Defensa de los Derechos de 
la Persona Humana", creado en San Juan de Luz. La re- 
percusión de los acontecimientos en esta zona, con mo- 
tivo de las alteraciones del orden público de diciembre 
de 1970 son ya conocidas, incluso por información de la 
prensa diaria. 

c )  La acción jurisdiccional en relación con las acti- 
vidades subversivas. 

Desde el punto de vista de la acción judicial, salta a 
la vista que, "grosso modo", la mayor parte de las acti- 
vidades subversivas pueden no tener carácter delictivo, 
a no ser que se aprecie la existencia de una asociación 
ilícita con fines determinados y típicamente incluidos en 
la Ley penal. Las actividades, generales, consistentes en 
desplegar influencia sobre determinados sectores de la 
sociedad, erosionar los valores morales, embotar la sen- 
sibilidad ciudadana, utilizar "compaiíeros de viaje", co- 
locar en su línea a personas o corporaciones de prestigio, 
etcétera., puede lograrse sin hechos determinadamente 
delictivos, si se analizan separadamente y reducidos al 
valor de la "acción". Sin embargo, el problema jurisdic- 
cional comienza cuando los actos subversivos, "per se" 



pueden resultar actos típicos dentro de la ley penal. La 
organización de la jurisdicción, especializada o no, para 
estos casos, presenta múltiples facetas que no podemos 
aquí exponer detalladamente. Recientemente, dos obras 
dedicadas a un estudio más amplio del tema, han sido 
publicadas ("Justice et politique", Robert Charvin, Pa- 
rís, 1968 y "Justicia política" Otto Kirchheimer, México, 
1968). En ellas puede verse el grado de reacción de países 
occidentales, como EE. UU. de Norteamérica, Australia, 
Francia, Italia, Finlandia, Alemania Federal, ante las 
actividades subversivas de grupos y organizaciones de 
ideología comunista. Es tambibn de interés la declaración 
de la Comisión Europea de Derechos del Hombre, en 
1957, negando legitimación al partido comunista ale- 
mán para acudir ante tal Comisión, ya que "por sus 
fines y medios" supone una negación de la Convención 
de Derechos Humanos. 

Sin embargo, nos interesa más el aspecto jurisdiccio- 
nal del problema, concretado en la existencia de normas 
específicas para el enjuiciamiento de delitos de matiz o 
carácter subversivo, del que es ejemplo bien conocido 
el "Tribunal de Seguridad del Estado" de Francia, al 
que nos referiremos en breves notas. 

El proyecto del Gobierno francés, aprobado por el 
Parlamento el 15 de enero de 1963, indica en su exposi- 
ción de motivos, entre otras cosas, que "una nueva forma 
de agresión a a Estado por parte de otro, consiste en 
atacarle en el interior del país, en el plano político". Los 
comentarios publicados al aparecer el proyecto llegaron 
a la conclusión de que la amenaza a la que respondía 
éste era fundamentalmente la del partido comunista 
(Charvin, "Justice et politique", 407). Otro de los argu- 
mentos empleados para proponer el proyecto a la Cáma- 
ra fue el de que "si bien los Tribunales militares son los 
competentes para conocer de los delitos contra la Seguri- 
dad del Estado en tiempo de guerra, nada hay previsto 
para tiempo de paz". En síntesis, la Ley crea un Tribunal 



con jurisdicción exclusiva en todo el territorio nacional, 
a cuyo conocimiento se defieren los crímenes y delitos 
contra la seguridad del Estado, a cuyo efecto se desarro- 
lla el articulo 698 del Código del Procedimiento Penal, 
estableciendo la composición del Tribunal por miembros 
de la Magistratura, nombrados por Decreto del Consejo 
de Ministros, oído el Consejo Superior de la Magistratura. 
A estos magistrados se unen o incorporan dos Oficiales 
Generales o Superiores, que pueden llegar a tres cuando 
se trate de delitos contra la disciplina de las fuerzas ar- 
madas. 

El Tribunal tiene dos Salas: Una para el conocimiento 
de los delitos y otra para el control de la instrucción. La 
competencia se extiende también a los delitos conexos de 
aquellos que se determinan concretamente y que son los 
de rebelión, provocación, asociación ilegal, manifesta- 
ciones ilegales, atentados, etc. 

El Tribunal tiene tres jueces de instrucción, además 
de la Sala de control de la instrucción, compuesta por 
un Presidente y dos consejeros; la Sala de Justicia del 
Tribunal tiene u n  Presidente, tres Presidentes suplen- 
tes, dos Consejeros magistrados, un Consejero General de 
Brigada y otro Consejero Contra-almirante, además de 
cuatro Magistrados suplentes y seis Oficiales Generales 
suplentes. El Ministerio Fiscal está constituido por un 
Procurador General y dos Abogados Generales del "Par- 
quet". 

No es difícil apreciar ciertas similitudes entre este 
Tribunal y su equivalente español, el Tribunal de Orden 
público, creado por Ley de 2 de diciembre de 1963, esto 
es, once meses después de la Ley francesa. El nuestro, 
sin embargo, resulta de composición más reducida y ne- 
tamente judicial, aunque no extiende su competencia a 
delitos típicos militares como el francés. 

La existencia de Tribunales especializados para casos 
o circunstancias de emergencia no es infrecuente, aunque 
en casi todos los países occidentales están compuestos 



exclusivamente por miembros de la Magistratura. Este 
es el caso previsto en el artículo 102 de la Constitución \ 

italiana o en la Ley de emergencia para la defensa del 
Estado, de la República Federal Alemana, de 1970. 

En nuestro país, la proximidad de la discusión parla- 
mentaria de la futura Ley Orgánica de la Justicia, da 
pie para un estudio de fondo sobre el futuro de los Tri- 
bunales especializados en materia penal. 



LOS INDICES DE LA DELINCUENCIA EN 1970 

1. El valor de la estadistica. 

Una de las mayores dificultades con que tropezamos, 
de año en año, para conocer con exactitud las cifras de 
delincuencia y criminalidad, radica en la imperfección 
de las estadísticas y en lo rudimentario de los métodos 
que seguimos empleando para conseguir las cifras que 
se refieren a las infracciones penales y sus autores. 
Cierto es que, además, se produce en esta materia una 
ocultación lógica que enmascara más el problema y nos 
impide valorar su magnitud. Pero aun prescindiendo de 
estas "cifras negras" o de delitos no conocidos, tampoco 
los datos referentes a las infracciones detectadas son 
suficientemente exactos. 

Sin embargo, algo tenemos que señalar en favor del 
análisis de los datos que, cada año, venimos incluyendo 
en las Memorias: el valor relativo, esto es, el hecho de 
que, aunque las cifras absolutas ofrezcan muchas la- 
gunas y pocas certidumbres, la comparación de unas con 
otras, de un año con el precedente y con el que le sigue, 
nos da en cambio una visión muy aproximada de las 
"tendencias" observadas, de la magnitud comparativa 
de unos delitos con otros, de los porcentajes de incidencia 
de determinadas "líneas" de criminalidad, etc. Ya hemos 
dicho en Memorias anteriores y no vamos a repetir una 
vez más, que operamos sobre lo que ha dado en llamarse 
"criminalidad aparente". Insistimos por ello en que el 
valor de las cifras que vamos a ofrecer una vez más en 



este capitulo es puramente relativo y surge de la com- 
paración con las de años anteriores, en los que emplea- 
mos los mismos sistemas de obtención de datos y los 
mismos criterios estadísticos. 

Se hace, sin embargo, cada vez más urgente perfec- 
cionar el sistema de obtención de las estadísticas, al 
tiempo que le hacemos más rkpido y exacto. Esto es lo 
que pretendemos con la introducción del ordenador elec- 
trónico en el "control" de las causas criminales, lo que 
exige una colaboración insustituible de todos y cada uno 
de los miembros del Ministerio Fiscal. Es comprensible 
que un cambio de técnica, que inicialmente exige además 
la aportación de datos al ordenador, sea acogido con 
cierto escepticismo, no exento de resistencia. Resulta 1Ó- 
gico pensarlo así, si se entiende por todos que también 
resulta lógica y necesaria nuestra insistencia en que el 
sistema comience a funcionar cuanto antes y se ponga 
a contribución la buena disposición de todos para que, 
en poco tiempo, se logre una eficacia que al principio no 
será fácil de conseguir. 

La utilización, en años sucesivos, de este sistema, 
nos dará la pauta de lo que realmente sucede en la Ad- 
ministración de Justicia penal. 

Entre tanto, nos parece de gran interés reproducir 
aquí unas páginas que sobre el tema de la estadística y 
su valor incluye en su Memoria el Fiscal de La Coruña. 
El análisis es sugestivo y puede resultar provechoso su 
conocimiento. Por eso lo extractamos a continuación: 

"En España carecemos hasta ahora de los organismos 
administrativos necesarios para poder comprobar la apa- 
rición y desarrollo de nuestra criminalidad, entendiendo 
por tal, la necesidad de llevar un control o registro esta- 
dístico de los datos necesarios para la cabal comprensión 
del fenómeno de la delincuencia. Carecemos de una au- 
téntica y verdadera Estadistica Criminal, Ciencia Auxi- 
liar de notoria importancia en el campo del Derecho 
Penal y presupuesto necesario de toda política criminal 



que se precie de ser útil y eficiente, ya que ello tiene in- 
dudable repercusión no sólo en las medidas de represión, 
sino de prevención del fenómeno delictivo. 

La propia multiplicidad de organismos que llevan a 
su cargo la medida de la dimensión de la población d e  
lincuente y de los distintos aspectos de la criminalidad, 
es altamente pernicioso, para la debida constatación del 
fenómeno criminógeno. La policía, la Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias, la Dirección General de 
Estadística, la Guardia Civil, los Tribunales Tutelares de 
Menores, la Junta del Patronato de Protección a la Mujer, 
la Jefatura de Tráfico, la Administración de Justicia en 
su doble vertiente de Autoridades Judiciales y Fiscales, 
en una u otra forma y desde uno u otro punto de vista, 
se ocupan del problema de la evolución de la criminali- 
dad, bajo conceptos ni bien decantados ni lo suficiente- 
mente amplios para una adecuada comprensión de tan 
importante aspecto de la cuestión. Bastaría con recor- 
dar que, en no pocos sumarios, en el informe de la Guar- 
dia Civil o de la Policía Judicial se lee: "delincuente ha- 
bitual contra la propiedad"; se acude a la hoja histórico- 
penal del sujeto y con gran sorpresa se observa la ausen- 
cia de antecedentes penales; a contrario sensu, se lee, de 
"buena conducta" y, sin embargo, en la hoja penal apa- 
rece el agente con antecedentes penales y, es claro que no 
puede ser "delincuente habitual contra la propiedad" 
quien carece de antecedentes penales, ni puede ser de 
buena conducta, quien los tiene. 

Por otra parte, la Estadística Criminal debe ocuparse 
del delito, del delincuente y de la víctima. 

No se trata de que, para nosotros, sea posible lograr 
la absoluta perfección en materia de Estadística; es sa- 
bido que las estadísticas, en general, suelen despertar 
profunda desconfianza en los estudiosos, pues a veces 
sucede que, en lugar de dibujar una realidad tal como 
existe, lo que hacen es perfilar algunos de sus aspectos, 
distorsionando así la imagen general. Es ciencia alta- 



mente desacreditada, dando lugar, como recuerda Exner 
a que, jocosamente, se diga de ella que "es una prostituta 
que se va con aquel que la sabe tratar mejor", o como 
expresaba, creo que un autor francés que, "las mentiras 
se clasifican en grandes, pequeñas y estadísticas". 

A pesar de estos riesgos de imprecisión y de defor- 
mación de la imagen real, no debemos desconocer la gran 
importancia de la Estadística Criminal. Por una parte 
nos muestra un hecho social, tal como se ha. presentado 
(la criminalidad probada), como totalmente exacto, por- 
que, partiendo del dato objetivo de la sentencia, así hay 
que admitirlo, aunque con margen de error, que ni toda 
la condenatoria demuestra la existencia de un delito y 
de un delincuente, ni muchas veces la absolutoria acre- 
dita la existencia de "un no delincuente" ni la ausencia 
de delito. Pero, pese a ello, la Estadística nos presenta 
una proyección futura que nos autoriza en forma apro- 
ximada a calcular los derroteros de la criminalidad en 
el porvenir; es aquí donde la estadística puede ser va- 
liosísimo auxiliar de los presupuestos para una eficaz 
prevención de conductas delictivas, peligrosas o antiso- 
ciales; si se puede calcular la delincuencia futura, se 
puede inferir la eficacia de las medidas de carácter pre- 
ventivo, dando lugar, incluso, a la evolución legislativa 
del país en la materia. 

Pero, si estamos estudiando el aspecto estadístico 
de la delincuencia "registrada" o "constatada", más o 
menos imperfectamente. ¿Qué pensar de aquellas ma- 
nifestaciones delictivas que, por no ser registradas con 
datos objetivos, permanecen en la sombra? El doctor 
García Iturbe, Magistrado Presidente de la Corte Supe- 
rior en lo Penal de Caracas, dice al respecto: En general 
puede decirse que las cifras estadísticas cualquiera que 
sea la fuente de las que provienen, son inferiores a las 
cifras reales. 

De ahí que entre unas y otras se extienda una zona 
oscura llena de números negros, zona que a veces es 



mayor en bastante al espacio iluminado con los datos 
estadísticos. 

El Fiscal japonés Oba introdujo en la Criminologia 
un término feliz, por lo elocuente: "cifra negra". Con 
este término quiso significar la zona de la criminalidad 
que es ignorada por completo y que por ello no se refleja 
en las estadísticas sobre el delito. Se trata de una cifra 
oscura que tan sólo puede ser objeto de cálculo de una 
forma aproximada. Para algunos, la "cifra negra" repre- 
senta el múltiplo de la criminalidad verdadera frente a 
la criminalidad conocida estadísticamente. Otros, en 
cambio, la conciben como el número de delitos que queda 
sin descubrir. Entre esos dos conceptos existen notables 
diferencias, pues en el primer caso importa conocer el 
número de delitos de cada clase que se comete y en el 
segundo caso, para nada importa esa cifra. Preferimos el 
primer criterio por cuanto resulta más claro concebir la 
"cifra negra", y sobre todo, calcularla en la práctica, 
usando un concepto comparativo con la criminalidad co- 
nocida. 

Conocer la "cifra negra" correspondiente a cada clase 
de delito es indispensable para apreciar la verdadera de- 
lincuencia. En efecto, ésta se compone o integra de de- 
litos conocidos (para cuya apreciación acudimos a la Es- 
tadística) y delitos no conocidos, pero realmente cometi- 
dos (para cuya apreciación tenemos que acudir a cálcu- 
los tehricos que en cifras negras nos revelarán, al sumarse 
a los datos estadísticos, el verdadero volumen, la real di- 
mensión de la delincuencia). 

El primer problema que nos plantea la "cifra negra" 
es el de calcularla correctamente en cada clase de deli- 
tos. La dificultad en la solución de este problema es 
enorme. A cada delito hay que aplicar un distinto sis- 
tema de cálculo y siempre el resultado será sólo aproxi- 
mado. Con razón decía Exner que "la cifra oscura es la 
gran cruz de la Estadística Criminal". Una vez obtenida 
la "cifra oscura" pudiera pensarse que basta con sumar 



ese dato con el que arrojan las Estadísticas, año por año, 
para tener cifras relativamente exactas y totales que 
permitan analizar la evolución y desarrollo de la crimi- 
nalidad. 

El doctor don Arnoldo García Iturbe, en su contribu- 
ción al VI Congreso Internacional de Criminología, ce- 
lebrado en Madrid en el año de 1970, dice que en un 
estudio realizado en Venezuela, se han obtenido las si- 
guientes "cifras negras" que a continuación se señalan. 
Tales datos representan el número de delitos de cada 
especie cometido realmente por cada uno que se registra 
estadísticamente. 

Homicidios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  4 
Infanticidios ............................. 14 
Abortos ................................. 168 

..................... Hurtos en almacenes 40 
........................ Hurtos de bolsos 5 

Robos con violencias ..................... 2 
Estafas ................................. 21 
Cheques sin fondo ........................ 110 

................................. Quiebras 50 
..................... Adulterios femeninos 268 

.............................. Violaciones 80 
Atentado al pudor ........................... 42 1 
Extorsiones .............................. 137 

.................. Se:iiestros de personas I 
........................... Contrabando 1.500/2.500 

........................... Estuperfacientes 700/ 1.000 

El indicado jurista hace al Congreso las siguientes 
proposiciones : 

1. Creemos que es necesario intensificar las investi- 
gaciones criminológicas en el campo de la delincuencia 
oculta y analizar a fondo los problemas planteados por 
la llamada "zona oscura" y sus "cifras negras". 

11. Es recomendable tratar de precisar no sólo el 
montón de táles cifras negras, sino también los factores 
que en su variación influyen, a través del tiempo. 



111. Es recomendable precisar los distintos métodos 
de investigación en este campo y las técnicas a em- 
plearse para enmendar y corregir las fuentes de errores 
conocidas o que se aprecien. 

N. Es recomendable que los esfuerzos se concentren 
en aquellos delitos en los cuales se vislumbre una zona 
oscura más amplia. 

V. Es recomendable que se establezca un continuo 
intercambio de informaciones sobre métodos, técnicas y 
resultados, sobre este aspecto oculto de la delincuencia". 

2. Los datos sobre la evolución de la criminalidad 

Como en ocasiones anteriores, también ahora es ne- 
cesario comenzar este capítulo con algunas aclaraciones 
indispensables: Al obtener los datos que manejamos a 
través de la actividad jurisdiccional de los Tribunales 
de lo penal, es necesario deslindar desde ahora los que 
corresponden a la existencia de posibles figuras delicti- 
vas, sea cual fuere la forma en que concluya después el 
proceso, de aquellos otros que, aun dando lugar a una 
actividad jurisdiccional, pueden y deben dejar de com- 
putarse en la estadística criminal por varias razones: O 
bien porque las actuaciones se archivan porque los he- 
chos que reflejan no son delictivos, ni siquiera inicial- 
mente considerados; o bien porque se produce la decla- 
ración de falta que, naturalmente, excluye la calificación 
de delito. 

Así, resulta explicado que de las 274.121 "diligencias 
previas" que aparecen reflejadas como incoadas durante 
1970 en el correspondiente "Estado" de los que se unen 
al final de esta Memoria, se descuenten las 60.871 que 
fueron archivadas por no ser, desde el primer momento, 
considerados delictivos los hechos que las motivaron, y 
las 38.896 en que se produjo la declaración de falta. 



Por otra parte, en la clasificación estadística que ha- 
cemos, consignamos las "diligencias previas" y también 
las "diligencias preparatorias" y los sumarios que reflejan 
actividades delictivas. Por ello es necesario evitar du- 
plicidades en el recuento de los supuestos delitos y a tal 
fin hemos de descontar de las "diligencias previas" las 
que se transformaron, a lo largo del año, en "prepara- 
torias" o en sumarios, sean de urgencia u ordinarios. Es- 
tas dos sumas significan 43.022 "previas" convertidas en 
"preparatorias" y otras 14.887 "previas" convertidas en 
sumarios. Por consiguiente, de las 274.121 que se incoa- 
ron, hay que descontar las que se convirtieron en proce- 
dimientos de urgencia u ordinarios (57.909 en total) y las 
que se archivaron o declararon falta (99.767 en total) con 
lo que la cifra de "previas" que hay que computar en la 
estadística de criminalidad es de 116.445 como se verá 
en los cuadros que siguen. 

Ya desde este momento podemos apreciar un aumen- 
to de las cifras que acabamos de mencionar, en relación 
con el año anterior. En efecto, las "previas" computadas 
a efectos de estadística criminal en 1969 fueron 104.171, 
por lo que hemos de señalar ya desde ahora un aumento 
de un 11,77 por 100, por lo que se refiere a las diligencias 
"previas". 

Antes de entrar en el examen de los cuadros, conviene 
puntualizar alguna de estas diferencias apreciadas con 
el año 1969 y el porcentaje que representan: 

a) "Previas" archivadas inicialmente (supuesto 1.O 
del artículo 789 de la Ley de Enjuiciamiento criminal): 
Fueron 58.567 en el año 1969 y 60.871 en el año 1970, lo 
que supone un 23,6 por 100 del total de las incoadas en 
1969 y un 22,l por 100 en 1970. Esto indica que no au- 
menta el archivo inmediato, que es uno de los puntos de 
interés para analizar la eficacia del procedimiento para 
delitos menos graves. 

b) "Previas" en que recayó declaración de falta (su- 



puesto 2.O del artículo 789): Fueron 33.161 en el &o 
1969, frente a 38.896 en el año 1970. Porcentualmente, en 
relación con las incoadas, la primera cifra supuso un 
13,3 por 100 y la segunda un 14,l por 100. 

c) Las "previas" convertidas en preparatorias (su- 
puesto 5.0 del artículo 789): Fueron 37.964 en el año 
1969 y en cambio son 43.022 las que se anotan en 1970. 
Por consiguiente, el porcentaje fue de un 15,3 en el pri- 
mer año y de un 15,7 en el segundo. 

d )  Por último, las "previas" convertidas en sumario 
(supuesto 4.0 del artículo 789) fueron 13.831 para el año 
1969 y para el año 1970 se señalan 14.887, lo cual supone 
que el porcentaje en el año 1969 fue de un 5,5 mientras 
que en 1970 fue de un 5,4. 

En resumen, es conveniente establecer la compara- 
ción porcentual entre las "diligencias previas" que se in- 
coaron en cada año y las que pueden inicialmente to- 
marse en cuenta como de contenido supuestamente pe- 
nal. Este porcentaje es muy similar para cada uno de 
los años que estamos comparando, pues supuso un 57,7 
en el año 1969 y se establece en el 57,5 en el año 1970. 

Establecidas estas cifras comparativas, que indican 
una cierta coincidencia en los criterios mantenidos por 
los Juzgados en el tratamiento de las "diligencias pre- 
vias" a lo largo del tiempo, podemos pasar a analizar los 
datos sobre la que venimos llamando "criminalidad apa- 
rente", esto es, la que se deduce indiciariamente del nú- 
mero de procesos tramitados. De estas cifras hay que 
deducir correcciones impuestas por las siguientes razo- 
nes: a) En cada proceso se investigan, en ocasiones, va- 
rios delitos y no uno sólo; ello induce a aumentar el 
número de infracciones penales por encima de las cifras 
que cosignamos. b) No pocas "diligencias preparatorias" 
y sumarios acaban en sobreseimiento, como veremos en 
su momento, por considerar, después de la investigación 
realizada, que los hechos a que se referían no eran delic- 



tivos. Ello obliga a disminuir la cifra de infracciones pe- 
nales que aparece en el cuadro. Si no lo hacemos ya es 
porque no es posible conocer, con el sistema de utiliza- 
ción de datos que manejamos, si los sobreseimientos se 
refieren a "preparatorias" o sumarios incoados en el año 
que estamos analizando. c) En ocasiones, al llegar a la 
sentencia, estima el Tribunal que los hechos no son cons- 
titutivos de delito y absuelve. Estos procesos debieran 
también eliminarse de la cifra de criminalidad, pero no 
podemos hacerlo con absoluta certeza por la razón que 
acabamos de señalar. 

En consecuencia, las cifras, como hemos dicho siem- 
pre, no pueden ser exactas, pero en cambio, al realizarse 
las comparaciones con años precedentes, sobre datos ob- 
tenidos por idéntico procedimiento y con los mismos cri- 
terios, lo que sí parece que puede ser indicativo es la 
"tendencia" al alza o a la baja, es decir, el movimiento 
de las líneas de criminalidad, que es en realidad lo que 
más nos importa. 

Hechas todas las salvedades necesarias, podemos ya 
examinar el cuadro de datos y obtener consecuencias 
de su comparación con los de años anteriores. 

La primera observación que nos salta a la vista es un 
aumento de infracciones computadas, en relación con 
1969, que supone un 9,8 por 100. Esto quiere decir que la 
"tendencia" descendente que veníamos acusando en va- 
rios años anteriores, ha cambiado, al menos de momento. 
Sin embargo, hay que tener en cuenta que las cifras de 
1970, comparadas con las de 1968, por ejemplo (véase 
Memoria de 1970, página 82) significan todavía una baja, 
una disminución. Es decir, lo que ocurre es que en 1970, 
la flecha de la delincuencia subió más que en 1969, pero 
sin alcanzar la cota de 1968. En efecto, el total de infrac- 
ciones señaladas para el año que estamos examinando, 
que según el cuadro anterior sumaron 197.728, es su- 
perior en 17.773 al número total de 1969, que sumó 



1 . Contra la  seguridad exterior del Estado ... 
2 . Contra la! seguridad interior del Estado ... 
3 . Falsedades .............................. 
4 . Contra la Administración de Justicia ...... 
5 . Título V del Libro TI .................. 
6 . Juegos ilícitos ........................... 
7 . Funcionarios públicos ..................... 
8 . Contra las personas ..................... 

................................. 9 . Suicidios 
10 . Contra la honestidad ..................... 
1 I . Contra d honor ........................ 
12 . Contra el estado civil .................... 
13 Contra la libertad y seguridad ............ 

..................... 14 . Contra la propiedad 
15 . Imprudencia (no tr5fico) .................. 

..................... 16 . Infracciones de tráfico 
17 . Leyes especiales ........................ 
18 . Hechos casuales ....................... 

Sumarios 
y preparatorias 

Previas. 
con autor. 
inhibidas 

o en trámite (2) 
- 

989 (1) 
552 
158 
460 
25 

187 
6.550 
1.912 

935 
Y 0 

125 
7.695 

65.200 
1.461 

35.750 
260 
- 

1 16.413 

Total 
.. - . 

4 
3.632 
2.048 

417 
1 . 003 

37 
592 

10.367 
2.339 
4.203 

375 
397 

5.790 
93.998 
2.638 

66.050 
S99 

j.787 

197.728 

Diferencia 
con 1969 

. . 
1 

+ 787 
+ 510 
+ 84  
+ 382 
+ 19 
+ 167 
+ 346 
+ 782 
+ 399 
+ 39 
+ 202 
+ 1.126 
+ 1.522 
+ 286 
+ 1.223 
- 5 
+ 453 

-. + 17.773 

(1) ' Naturalmente. se trata de delitos que no son competencia del Trihiinal de Orden Público . Estos se comoutan 
todos como suma~ios . 

(2) Es decir. descontando las archivadas . declaradas falta. y transformadas en sumarios o preparatorias . que se 
computan en la columna anterior . 



179.955, lo que supone como decimos un 9,8 por 100; 
pero es inferior todavía, en 14.169, al total de 1968, que 
sumó 211.897, lo que supone todavía una baja de un 
6,7 por 100 en relación con dicho año. Los datos de años 
sucesivos nos dirán si la tendencia ahora señalada se 
mantiene y prosigue. 

La comparación con otros años, anteriores a 1968, no 
debe hacerse porque como ya explicamos en la Memoria 
de 1969, la reforma procesal de 8 de abril de 1967, que 
comenzó a regir en 1.0 de enero de 1968, cambió conceptos 
y tipos de proceso en forma tal que la comparación no 
puede realizarse con cantidades de significación dife- 
rente. 

Completando el cuadro que ya iniciamos en la Me- 
moria anterior (página 83), resultaría: 

Contra la seguridad exterior del 
Estado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Contra la seguridad interior del 
Estado .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Falsedades . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contra la Admón. de Justicia ... 
Título V d d  Libro TI ... ... ... 
Juegos ilícitos ... ... ... ... ... ... 
Funcionarios públicos ... ... ... 
Conira las personas ... ... ... ... 
Suicidios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contra la honestidad ... ... ... ... 
Contra el honor ... ... ... ... ... 
Contra el estado civil ... ... ... ... 
Conira la libertad y seguridad ... 
Contra l a  propiedad ... ... ... ... 
Imprudencia (no tráfico) ... ... ... 
Leyes especiales ... ... ... ... ... 
Tráfico de automóviles ... ... ... 
Hechos casurtles ... ... ... ... ... 



Diferencias sensibles, en uno u otro sentido, sólo se 
aprecian en algún caso: Tráfico de drogas, incluido en el 
número 5, "Delitos comprendidos en el Titulo V del Li- 
bro II", que viene señalando una subida espectacular; 
y delitos de tráfico o mejor dicho, el conjunto de infrac- 
ciones cometidas con vehículos a motor, que han experi- 
mentado una subida también de consideración. 

El pasado año, con ánimo de acercarnos más a la 
verdad real en lo que a criminalidad se refiere, estableci- 
mos un cuadro comparativo de las cifras relativas a "di- 
ligencias preparatorias" y sumarios, de urgencia u ordi- 
narios. Estos datos (véanse páginas 84 y 85 de la Memoria 
de 1970) son incompletos, pues sólo comprenden estos 
procesos y prescinden de las diligencias preparatorias que 
se archivan por no haberse descubierto al autor o que 
se encuentran en trámite y todavía no han pasado a 
"preparatorias" o a sumario. Sin embargo, nos sirven 
para indicar con mayor exactitud las "tendencias" de 
la criminalidad, puesto que se trata de procesos en los 
que, al menos de manera indiciaria, se supone la existen- 
cia de delito, aunque puedan después terminar en sobre- 
seimiento o sentencia absolutoria. Si seguimos la com- 
paración con los datos de este año, resulta: 

Contra Ia seguridad exterior del 
Estado ........................ 

Contra la seguridad interior del 
Estado ........................ 

..................... Fdsedades 
Contra la Admón. de Justicia ... 
Título V del Libro 11 ......... 
Juegos ilícitos .................. 
Funcionarios públicos ............ 
Contra las personas ............ 

........................ Suicidios 
Contra Ja honestidad ............ 
Contra el honor ............... 



............ 12. Contra el  estado civil 
... 13. . Contra la libertad y seguridad 

14. Contra la propiedad ............ 
......... 15. Imprudencia (no tráfico) 

1 h. Tráfico de autornóvile\ ......... 
17. Leyes especiales ............... 
I R .  Hechos casuales ............... 

Las consecuencias que surgen de esta comparación 
son similares a las que ya hemos apuntado. Se marca 
más persistente la baja en delitos contra las personas, e 
incluso en delitos contra la propiedad, mientras que es 
acusado el aumento de las infracciones penales cometi- 
das con vehículos a motor. En el caso de los delitos contra 
la propiedad, sin embargo, hemos de tener en cuenta 
que en este último cuadro no figuran las diligencias ar- 
chivadas por no conocerse el autor, lo que supone un 
porcentaje muy considerable que deja de computarse. 

La comparación, ahora, de las cifras resultantes de 
delitos cuiposos y dolosos, que hemos hecho también en 
Memorias anteriores, nos ilustra sobre las líneas que las 
formas de culpabilidad presentan y que, como es lógico, 
señalan muy pocas fluctuaciones de año en año. Con- 
viene advertir que al clasificar los delitos en dolosos y 
cuiposos lo hacemos aquí muy imperfectamente, porque 
consideramos dolosos todos los que, en la clasificaci6n 
del Código, tienen. esta forma predominante, aunque 
quepa en ellos la forma culposa. Consideramos como de- 
litos culposos los clasificados como de "imprudencia pu- 
nible" y los de tráfico correspondientes a sus formas no 
dolosas. 



Delitos c u l p w s :  

- Imprudencia punible (no tráfico) ............ 2.638 
- Con vehículos a motor .................. 63.520 ... 66.158 

Delitos dolosos ............................................. 125.444 
Hechos casuales y suicidios ................................. 6.126 

La comparación porcentual con los años anteriores 
puede establecerse de acuerdo con el siguiente cuadro: 

Delitos culposo\ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  26.3 27.5 28,s 
Delitos dolosos ........................ 68,s 69.8 68,5 
Casuales y suicidios .................. 5,2 2-7 3 

En lo que hace referencia a la comparación porcen- 
tual de los delitos, según su naturaleza, podemos también 
establecerla en esta ocasión, de la forma siguiente: 

Delitos contra la propiedad ......... 52.4 47,s 
Tráfico automóvil .................. 30.3 32,8 

............... Contra la* personas 5.5 5.2 
Hechos casuales y suicidios ......... 2.6 3 

...... Contra la libertad y seguridad 2.4 2.9 
............... Contra la  honestidad 2 2.1 

Contra la seguridad interior y extrerior 
........................ del Estado 1.5 1.8 

... Imprudencia piinible (no tráfico) 0.8 1.3 
..................... Otroí delitos 1.2 3.4 

Las únicas diferencias apreciables son las mismas 
que hemos señalado anteriormente: baja de los delitos 
contra propiedad (se entiende en su incidencia en el 
porcentaje total, naturalmente) y alza de las infracciones 



penales con vehículos a motor. En el resto las oscilacio- 
nes son prácticamente inapreciables. 

Examinemos ahora algunos datos relacionados con 
aspectos específicos de la criminalidad, a través de los 
datos que nos proporciona no sólo nuestra estadística, 
sino también la información de los Fiscales en sus Me- 
morias y los cuerpos policiales en sus informes. 

3. Consideraciones sob~e formas 
específicas de delincuencia 

.- 

a) Delitos contra la propiedad. 

Como hemos visto, aproximadamente la mitad de las 
infracciones penales registradas son delitos contra la 
propiedad. Las 93.998 que se consignan en el cuadro ge- 
neral, se descomponen, en razón de la naturaleza de los 
delitos observados, de la siguiente forma: 

Porcentaje 

Robos ........................... 29.584 31.5 
Hurtos ........................... 22.780 24.4 
Estafas ........................... 6.500 6 3  
Robo y hurto de uso ............ 18.705 19.8 
Cheque en descubierto ............ 6.380 6,8 
Otros... ........................ 110.049 10.6 

Las informaciones policiales, que como es lógico no 
pueden coincidir con los datos judiciales porque se refie- 
ren a infracciones que han llegado a su conocimiento, 
prescindiendo del cual sea la actividad jurisdiccional, 
dan como hechos cometidos en el año 1970 un total de 
78.344, esto es, unos 11.000 menos que en la estadística 
judicial, aunque como ya hemos dicho ésta incluye tam- 
bién las diligencias previas sobre las que todavía no ha 
sido pos!ble considerar la existencia cierta de la activi- 



dad delictual. Estos datos suponen un ligero aumento 
de un 2,7 por 100 sobre el año anterior, que se acerca más 
al aumento también constatado en los datos judiciales. 

La cifra de delitos esclarecidos por la actividad poli- 
cial fue de 18.105, lo que motivó la detención, por razón 
de estos delitos contra la propiedad de que estamos ha- 
blando, de más de 14.000 personas. 

Las cifras correspondientes a los delitos más graves 
-robos- coinciden con mucha aproximación los datos 
policiales y los obtenidos de la actividad judicial. También 
esto resulta lógico, ya que en los delitos graves es difícil 
que no se produzca la intervención policial para su es- 
clarecimiento, mientras que muchos de los delitos de 
menor entidad son denunciados directamente ante los 
Juzgados, sin intervención de las fuerzas de policía. En 
efecto, la cifra de robos que señalábamos como de 29.584, 
se concreta en cerca de 27.000 en los datos de la Policía. 
De éstos, destacan 200 atracos, en 59 de los cuales se 
produjeron lesiones, aunque afortunadamente no hubo 
ningún resultado de muerte. En cambio, se registran en 
1970 cinco casos de robo con homicidio: Dos en Barcelo- 
na, dos en Granada y uno en Madrid. En el caso de los 
atracos, veinticuatro se realizaron contra entidades ban- 
carias. 

Mayores diferencias existen en el registro de las sus- 
tracciones de vehículos, de las cuales, la actuación ju- 
dicial con valor de enjuiciamiento de delitos, se produjo 
sobre cerca de 19.000 casos, con ligerísimo aumento so- 
bre el año anterior; en tanto que los datos policiales, que 
incluyen no sólo automóviles, sino también motocicletas, 
bicicletas y otros, ascienden a 30.667, con un aumento 
de un 7 por 100 sobre el año anterior. De esta cifra, 17.500 
corresponden a automóviles, de los que, por este orden, 
fueron Madrid, Barcelona, Sevilla y Valencia las capita- 
les más afectadas. Por el contrario, el porcentaje de re- 
cuperación de vehículos sustraídos alcanzó el 79.6 
por 100. 



Alcanza también importancia el número de sustrac- 
a 

ciones -robos o hurtos, computados en la cifra general 
como tales- que se efectuaron en el interior de los ve- 
hículos aparcados: Ascendieron a 15.027, con un aumen- 
to de un 6,2 por 100 sobre el año anterior. 

Dentro de este área de los delitos contra la propiedad 
podemos estimar incluidos los que suelen llamarse con 
cierta impropiedad "delitos económicos", incluidas las 
infracciones en materia de divisas y moneda extranjera, 
que dieron lugar a la practica de 311 diligencias de averi- 
guación. 

Sobre esta materia de los delitos económicos, en la que 
sigue haciendose notar la falta de una legislación adecua- 
da y a algunos de cuyos aspectos nos referimos en otra 
parte de esta misma Memoria, dice el Fiscal de Málaga 
en la suya: 

"En el año precedente se ha  incoado por los Juzgados 
de Málaga (capital) un número no despreciable de su- 
marios y diligencias cuyo común objeto podría cobijarse 
bajo la denominación, ya usual, aunque todavía no legal, 
de delitos económicos. Los hechos a que nos referimos 
merecen suma atención no solamente desde el punto de 
vista de su tratamiento jurídico-represivo, sino también 
desde el ángulo de su diagnóstico sociológico. 

Parece generalmente aceptada la opinión de que 10s 
artículos del Código Penal encargados de sancionar los 
delitos de defraudación no son ya plenamente válidos 
para subsumir en ellos las nuevas formas de conducta 
fraudulenta que han ido apareciendo en nuestro país, y 
especialmente en las zonas sometidas a un  ritmo más 
acelerado de cambio, a medida que las estructuras socio- 
económicas de nuestra sociedad tradicional han ido sien- 
do desplazadas por las propias de la sociedad industrial. 
El concepto de delito económico, todavía en fase de ela- 
boración doctrinal, es, en cierta forma, una especie de 
respuesta jurídica a un fenómeno antisocial que, por su  



novedad morfológica, puede quedar impune o casi im- 
pune a causa, de una parte, de la dificultad que ofrece 
su castigo a través de la casuística tipología que de los 
delitos de engaño patrimonial ofrece nuestro Código Pe- 
nal y, de otra, a causa de la imposibilidad de extender 
más allá de ciertos límites, el sentido, casi siempre claro 
y rotundo, de los citados tipos legales. Solamente el 
artículo 533, de cuyos términos genéricos hacen uso los 
Tribunales con excesiva timidez, ofrece la oportunidad 
de someter a sanción penal aquellos fenómenos que se 
han calificado, un poco vagamente, de antisociales y que 
son realmente antijurídicos. Pero, en todo caso, la benig- 
nidad de la pena conminada en el mencionado artículo 
para las estafas innominadas, hace poco menos qpe 
ilusoria la represión, con lo que, desde el punto de vista 
de la prevención general, el precepto resulta casi inope- 
rante. Siendo así que la progresiva frecuencia de tales 
ilícitos comportamientos, la alarma y el perjuicio por 
los mismos ocasionados, y su misma génesis social de- 
mandan, para los mismos, un tratamiento penal riguro- 
so, una reacción jurídica eficazmente disuasora. Es de 
esperar que, cuando la deseada reacción tome cuerpo 
en nuestra Ley penal, tengan los nuevos preceptos la su- 
ficiente amplitud y flexibilidad a fin de que, sin merma 
de la garantía de legalidad, puedan los Tribunales repri- 
mir, sin excesivos condicionamientos formalísticos, cuan- 
tas innovaciones vayan introduciendo en el campo de 
las defraudaciones, el torcido ingenio de los hombres y 
los estímulos objetivos de la cambiante realidad socic- 
económic?. 

Porque en éstos - como  en todos los delitos- hay una 
proporción nada despreciable de causación social, de 
influencias ambientales en su génesis y aparición más 
o menos epidémica. En nuestra sociedad -o, lo que 
sería más correcto, en determinados sectores de la mis- 
ma- la meta del éxito individual, del logro del enrique- 
cimiento, se ha  impuesto con tal fuerza que desnivela, 



en no pocas ocasiones, la presión social normalmente 
ejercida en favor sólo de los medios definidos como legiti- 
mos para alcanzar dicha meta. Naturalmente, el éxito, 
cifrado en el enriquecimiento personal, hace mucho tiem- 
po que es un  valor socialmente propuesto como deseable 
y, en este sentido, su presibn sobre la conducta humana 
no es, ni mucho menos nueva, aunque si lo es la pro- 
gresiva importancia que h a  ido adquiriendo en el pro- 
grama vital de mucha gente, a costa de valores, antes 
tenidos por más altos, que se van oscureciendo ante el 
crecimiento avasallador de aquél. Pero lo que, sin duda, 
tiene caracteres de novedad -y de peligrosa novedad- 
es que, como ya se ha  apuntado, a medida que aumenta 
la presión social en favor del logro de la riqueza, se ate- 
núa la presión social que constriñe al empleo de los 
medios institucionalmente legítimos." 

Y a su vez, el Fiscal de Tarragona hace unas obser- 
vaciones que, aunque tienen referencias más amplias, 
parece oportuno también transcribir aquí: 

"Pero es que además, el fenómeno del turismo está 
haciendo aparecer una nueva picaresca muy peculiar, 
de la que vamos a destacar por su frecuencia y repercu- 
siones en la esfera económica y en la delictiva, los siguien- 
tes aspectos : 

1.0 Una modalidad de colonización económica, con- 
sistente en que una empresa extranjera construye un 
hotel en una zona turística, dirigido y servido por per- 
sonal de la misma, reservando a los nativos los empleos 
más bajos y serviles. La empresa concierta en el país 
donde radica, la estancia en España de los turistas que 
desean pasar en ella sus vacaciones, cobrando en moneda 
de su país los viajes tanto de ida como de vuelta, la es- 
tancia, las diversiones y hasta las bebidas entre horas, 
con lo que realmente tales turistas sólo invierten en Es- 
paña las pequeñas cantidades que gastan en caprichos 
o recuerdos. 



2.0 Con el fin de eludir las vigentes disposiciones 
sobre aportaciones de capital extranjero en empresas 
españolas urbanizadoras, se sigue el siguiente procedi- 
miento: El extranjero que desea invertir capital no per- 
cibe a cambio de su dinero las correspondientes acciones, 
sino que los promotores de la empresa se limitan a otor- 
gar a su favor un poder notarial -que ordinariamente 
se califica de irrevocable-, que le faculta para usufruc- 
tuar e incluso disponer con ciertas restricciones de tales 
acciones, cuyos titulares siguen siendo los poderdantes, 
quienes con el simple procedimiento de revocar el poder 
otorgado, pueden burlar los derechos de los apoderados 
que legalmente no son acreedores ni tienen derecho algu- 
no frente a la empresa, a la que, sin embargo, han apor- 
tado capital. 

3.0 Con relativa frecuencia tenemos noticias de que 
por Agencias turísticas extranjeras y en su país de ori- 
gen, se alquilan o venden por anticipado apartamentos 
inexistentes a compatriotas suyos, a los que aseguran es- 
tán situados en Espana, sirviéndose para ello de una 
propaganda perfectamente orquestada, hecho éste que 
se descubre cuando el arrendatario o propietario se pre- 
senta en España y no encuentra la vivienda alquilada o 
comprada. Claro es, que tales hechos constituyen un 
evidente delito de estafa, pero su persecución ante los 
Tribunales españoles no es posible por haberse iniciado 
y consumado en el extranjero. 

4.0 Por último, es también frecuente la existencia de 
urbanizaciones ilegales. esto es, que no han sido autori- 
zadas por los correspondientes organismos administrati- 
vos y que, sin embargo, a través de la prensa y de los 
demás medios de comunicación, realizan una fuerte cam- 
paña de propaganda, ofreciendo incluso el transporte 
gratuito de los posibles interesados en la adquisición de 
parcelas, a la urbanización, en donde se le enseña un 
chalet, generalmente el único construido y unos prin- 



cipios de viales, consiguiendo en muchos casos vender a 
los visitantes alguna de las parcelas, convencidos de que 
la urbanización cuenta ya con los servicios necesarios o 
está a punto de ultimar su instalación. Lo lamentable es 
que a estas verdaderas defraudaciones, contribuyen los 
Notarios y Registradores de la Propiedad, que no exigen 
de ordinario para elevar el contrato a escritura pública 
y para inscribir ésta en el Registro, ni siquiera la autori- 
zación municipal, lo que quizá pudiera evitarse mediante 
instrucciones muy concretas de la Dirección General de 
Registros y Notariado, responsabilizando a los Notarios 
y Registradores que al calificar el titulo prescindieran de 
las correspondientes y preceptivas autorizaciones admi- 
nistrativas relativas a la urbanización en la que se com- 
prende la parcela objeto del contrato." 

b) Infracciones penales cometidas con vehículos a 
motor. 

Constituye este tipo de infracciones el segundo en 
importancia cuantitativa, con un total de 66.050 actua- 
ciones judiciales por hechos de esta naturaleza, lo que 
supone un 32,8 por 100 del total de infracciones penales. 

Su distribución, siguiendo a tal fin los tipos incluidos 
en el Código Penal, es la siguiente: 

Porcentaje 

................................. Imprudencia 
........................ Conducción sin permiso 

Conducción bajo influencia de bebidas alcohóli- 
.................................... cas, etc. 

..................... Falsificación de matricula 
........................ Conducción temeraria 

Riesgos a: la circulación ........................ 
Omisión de socorro ........................... 
Quebrantamiento condena privación carnet ...... 

Ha seguido aumentando la calificación de impruden- 
cia, que el pasado año supuso un 85,5 por 100 del total. 



Si establecemos ahora la comparación con los datos 
obtenidos por la Jefatura Central de Tráfico, tendremos 
que reproducir lo que ya en la Memoria anterior (pág. 92) 
advertíamos sobre la diferencia apreciada en los datos 
totales. En efecto, el número de actuaciones judiciales 
por razón de delito fue de 66.050, pero el número de acci- 
dentes registrados asciende a 84.661. La razón de esta 
diferencia está en lo siguiente: Se computan todos los 
accidentes, aunque no constituyan infracción penal; se 
computan también los que pueden ser calificados de 
falta, esto es, las imprudencias simples sin infracción 
reglamentaria; dejan de denunciarse a la autoridad ju- 
dicial cierto número de hechos que no produjeron daños 
a las personas, sino simplemente daños materiales en los 
propios vehículos, atendidos de manera automática por 
las compañías aseguradoras. Ya puede adelantarse que 
la distribución entre accidentes con daños en !as personas 
o sólo con daños materiales, es la que sigue: 57.968 con 
lesiones o muerte y 26.693 con sólo daños materiales. 

La distribución de los accidentes por provincias, com- 
parándola con la del año precedente, es la que sigue: 

Alava ........................ 
Albwete . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Alicante 
Almería ..................... 
Avila ........................ 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Badajoz 
..................... Bdeares 
..................... Barcelona 

Burgos ........................ 
Cáceres . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cádiz ......... .:. ............ 

..................... C.aste11 ón 
Ciudad Real ,., ............... 



..................... Córdoba 1.48.0 
.................. Coruña (La) 1.829 

Cuenca ........................ 386 
Gerona ........................ 1.284 
Granada ..................... 1.259 

.................. Guadwlajara 305 
Guipúzcoa ..................... 800 
Huelva ........................ 533 
Huesca ........................ 423 
Jaén ........................... 958 
León ........................ 1.057 
Lérida ........................ 741 
Logroño ..................... 468 
Lugo ........................ 735 
Madrid ........................ 10.206 
Má. laga ........................ 2.300 
Murcia ........................ 1.063 
Navarra ..................... 1.280 

........................ Orense 495 
Oviedo ........................ 2.398 
Palencia ........................ 522 
Las Palmas ..................... 1.124 
Pontevedra ..................... 713 
Salamanca ..................... 690 
Santa Cruz de Tenerife ......... 555 
Santander ..................... 2.1 83 
Segovia ........................ 473 
Sevilla ........................ 952 
Soriai ........................ 326 
Tarragona ..................... 1.030 
Teme1 ........................ 416 
Toledo ........................ 750 
V. alencia ..................... 3.077 
Valladolid ..................... 892 
Vizcaya ........................ 3.612 
Zamora ........................ 635 
Zaragoza ..................... 2.3 05 
Ceuta ........................ - 
Melilla ........................ - 



El número de muertos en accidente de automóvil 
sigue aumentando, como podemos apreciar al examinar 
las siguientes cifras: 

en las que se aprecia un ritmo ascente mayor en el ú1- 
timo año, con 246 más que en el año anterior. La última 
cifra supone, aproximadamente, un muerto cada dos 
horas, durante todo el año. 

Este problema del tráfico automóvil y su valoración 
penal, sigue preocupando en gran manera. De una parte, 
es cierto que muchas conductas debieran ser simplemente 
objeto de infracción administrativa. De otro, se hace pre- 
ciso un estudio más a fondo de la criminalidad impru- 
dente, especialmente en este sector de la conducción de 
vehículos a motor. A ello dedicó una parte de su  trabajo 
alguna de las sesiones del VI Congreso Internacional de 
Criminología, reunido en Madrid en noviembre de 1970. 

Hay que tener también en cuenta el aumento cons- 
tante del parque automóvil y la creciente entrada por 
nuestras fronteras de automóviles de matrícula extran- 
jera, no sólo ya durante los meses de verano, sino tam- 
bien en las vacaciones de Navidad y Semana Santa. El 
número de matriculaciones sigue ascendiendo y alcanzó 
en 1970 a unos 13.000 vehículos más que en el &o pre- 
cedente. Nuestro parque alcanzó, en 31 de diciembre de 
1970, las 4.392.214 unidades y otros 565.528 españoles 
más, obtuvieron carnet de conducir en el año 1970. La 
vigilancia y represión, sin embargo, sigue aumentando 
también en eficacia: La actividad de la Guardia civil de 
Tráfico es cada vez más eficiente; el aumento de denun- 
cias por infracción es cada vez más frecuente, superó en 



un 26,63 por 100 a las del año anterior y alcanzó la cifra 
absoluta de 2.298.639. Por otra parte, más de cuarenta 
mil conductores se vieron privados de su permiso de con- 
ducir por decisión de la autoridad judicial o gubernativa. 

c) Delitos contra las personas. 

El carácter regresivo de la línea de delincuencia en 
esta materia sigue, en realidad, produciéndose. Decimos 
esto, a pesar de que el número total de infracciones re- 
gistradas en el cuadro general (10.367) excedió en pe- 
queña cantidad del registrado en el año anterior (10.021), 
porque si consideramos las cifras relativas, es decir, los 
porcentajes de incidencia sobre la cifra general de cri- 
minalidad, observaremos que mientras en 1969 fue de un 
5,5 por 100, en 1970 descendió ligeramente a un 5,2 por 
100. Pero además porque el número de sumarios y dili- 
gencias preparatorias por delitos contra las personas, fue 
en 1969 de 5.085, y en el año que ahora examinamos, 
1970, no pasó de 3.817. La diferencia en más se encuen- 
tra en la cifra de diligencias previas, que por su natura- 
leza no permiten aquilatar con exactitud la realidad de 
la infracción cometida. 

El total de 10.367 infracciones registradas, se des- 
compone como indica el cuadro siguiente: 

1969 Porcentaje 1976 Porcentaje 

Homicidios ............ 583 5.8 484 4.6 
Infanticidios ............ 24 0,3 30 0.4 
Abortos ............... 185 1.8 175 1.7 
Lesiones ............... 9.229 92,l 9.678 93.3 

que también indica que la disminución del porcentaje 
en los delitos más graves, está absorbida en su totalidad 
por los delitos de lesiones, donde caben naturalmente 
calificaciones de mucha menor gravedad. 



Naturalmente, el que la línea general se mantenga 
dentro de estos límites, no descarta el que sigan apare- 
ciendo casos de extraordinaria gravedad y que ponen de 
manifiesto a veces una ferocidad fuera de lo normal. Así 
se relatan algunos casos concretos en las Memorias de 
los Fiscales y también en los informes policiales recibi- 
dos. Quizá a título de curiosidad, por lo extraordinario 
que resulta en nuestro tiempo y en nuestro ambiente, 
haya que señalar un "brote" de lo que se ha dado en 
llamar "criminalidad ritual", en la que los hechos se rea- 
lizan con una motivación especialísima, rodeados de un 
verdadero ceremonial y simbolismos cabaiísticos, con 
finalidad de exculpación. Un caso típico es el conocido 
como cometido por la llamada "familia Manson" en Nor- 
teamérica, por el que recientemente han sido condena- 
dos a muerte sus autores. En Tenerife tuvo lugar otro 
caso "ritual" en diciembre de 1970, en el que nuevamente 
se ponen de manifiesto las características especiales de 
este tipo criminal y los problemas que surgen siempre 
sobre la posible responsabilidad criminal de sus autores, 
a los que una conciencia normal se inclina siempre, al 
menos "a priori", por considerar irresponsables por tras- 
torno mental, aunque la investigación suele demostrar 
después que lo que existe es una aberración de tipo "pseu- 
do religioso", que raramente afecta a la responsabilidad 
personal. 

Los hechos, por los que se instruyó el sumario 140/70 
del Juzgado número 1 de Santa Cruz de Tenerife, consis- 
tieron, en síntesis, en el triple parricidio cometido por un 
súbdito alemán y su propio hijo, de dieciséis años de edad, 
en las personas de su esposa y dos hijas de diecisiete y 
quince años. El hecho se realizó, según manifestación de 
los autores "por motivaciones religiosas, a fin de liberar 
a los cuerpos de las víctimas, que habían sido poseídos 
por espíritus malignos, segiui dedujeron por la forma 
fría de sus miradas y sarcástica sonrisa con que les ob- 
servaron" en un momento determinado que precedió y 



motivo el "sacrificio". Parece que incluso pudo mediar 
consentimiento por parte de las víctimas, imbuidas, como 
los autores, de ciertas doctrinas seudorreligiosas, confor- 
me a las cuales, la división de las fuerzas del mundo en 
fuerzas del bien y del mal, polos "positivos" y "negativos" 
autoriza a eliminar por la fuerza al espíritu del mal allá 
donde se encuentre. 

El tema, dentro de su atroz significación y de sus 
posibles implicaciones psiquiátricas, tiene interés de es- 
tudio, ya que se trata de una doctrina que, por absurdo 
que parezca, tiene adeptos en varias partes del mundo, 
aunque es en Alemania donde está más desarrollada. 

d) Drogas. 

El capítulo más importante, en esta materia de tanto 
interés, es el del tráfico, principalmente de "cannabis 
indica" y de heroina. Este Último, monopolizado por po- 
derosas organizaciones internacionales, con grandes me- 
dios económicos y técnicos a su disposición, tiene a nues- 
tro país, como ya hemos dicho en otras ocasiones, como 
lugar de paso. La organización criminal que actúa en 
este tráfico, dispone de unos medios de gran estilo y de 
una disciplina interna muy estricta, funcionando a tra- 
vés de eslabones cuya conexión sólo es conocida por di- 
rigentes muy limitados, de forma que el descubrimiento 
de una operación no lleve consigo la desarticulación de la 
organización entera, cuyos niveles de dirección funcio- 
nan, desde luego, fuera de nuestro país. 

El caso de la "cannabis" es diferente, porque buena 
parte de ella va destinada al consumo en el interior de 
nuestro territorio, sin descartar desde luego el tráfico 
hacia centro-Europa. Los puertos de las provincias Ca- 
narias, los del Norte de Africa v los del sur de la pen- 
ínsula, principalmente Algeciras, Málaga y Almería, son 
los puntos de paso o introducción de la droga, por su 
proximidad a Africa y por la utilización de la ruta del 
Cabo de Buena Esperanza en los embarques procedentes 



de la India. Los lugares de máximo consumo se circuns- 
criben a las grandes ciudades -Madrid, Barcelona- y 
los puntos de máxima concentración turística interna- 
cional: Costa del Sol y Baleares, principalmente Ibiza y 
Formentera. 

El problema, sin ser todavía alarmante, es ya grave. 
Hay que calcular que la cantidad aprehendida no pasa 
de ser, aproximadamente, el 10 por 100 de la verdadera- 
mente introducida, de donde podemos obtener un calculo 
aproximado de la intensidad del tráfico y, en parte, del 
consumo. 

Otro problema, más grave, aunque de menor intensi- 
dad, es el del consumo de alucinógenos, que pertenece ya 
en cierto modo a la "alta escuela" de la toxicomanía y 
que se circunscribe de manera principal, aunque no 
única, a núcleos de extranjeros, principalmente "hippies" 
y a ciertas zonas, entre las que destacan Ibiza y For- 
mentera. 

En total, la cantidad decomisada durante el año 1970, 
ascendió a 586 kilos de "Cannabis", lo que indica un 
tráfico muchas veces mayor, que alcanza, como se ve, a 
varias toneladas. El número de detenidos ascendió con- 
siderablemente, en comparación con afios anteriores: 

La mayoría de los detenidos fueron españoles -753- 
y entre los extranjeros destaca el de marroquíes -89- 
correspondiendo a otras nacionalidades un total de 407. 

Los indicios de aumento de la gravedad del problema 
en nuestro país son cada vez más firmes: Incluso en un 
colegio de Enseñanza media de Vizcaya, se obtuvo me- 
diante una encuesta el dato de que un 20 por 100 de los 
alumnos del quinto curso de bachilIerato habían inten- 
tado la "experiencia nueva" de probar las drogas. El des- 



cubrimiento de grupos de jóvenes, a veces numerosos 
-como el de 65 personas sorprendidas en Madrid en 
marzo pasado- es frecuente y señala a veces el uso del 
LSD-25 y otros alucinógenos más peligrosos que la simple 
"griffa". Han llegado ya a descubrirse, por otra parte, 
plantaciones de "griffa", como una descubierta en las 
proximidades de Madrid en diciembre pasado y otra en 
el pueblo balear de Capdepera, que, arrancada, dio cuatro 
kilos y medio de plantas y 140 gramos de semilla. 

El Fiscal de Baleares se lamenta en su Memoria de lo 
fScil que resulta en aquellas islas ocultar plantaciones 
que dadas las características de la tierra y el clima, pros- 
peran con facilidad. Propone que se dé la máxima difu- 
sión al hecho, para alertar a las autoridades de otras 
provincias y anuncia que, en el sumario correspondiente, 
la petición fiscal de pena ascendió a doce años de pre- 
sidio mayor 50.000 pesetas de multa dada la gravedad 
que supone el hecho de iniciar el cultivo de "Cannabis 
indica" y la fácil obtención de semilla. 

A su vez, el Fiscal de Pamplona se hace eco de la 
dureza de la legislación francesa contra el tráfico de 
drogas, especialmente en las normas promulgadas al 
final del pasado año, que establecen penas de prisión 
para los meros poseedores, y en la que las sanciones para 
los importadores o fabricantes pueden oscilar entre diez 
y veinte años de prisión, sin perjuicio de las facultades 
que se dan a la policía para efectuar registros, incluso 
nocturnos, sin autorización judicial y la retención poli- 
cial -de los detenidos hasta cuatro días. 

El Fiscal de Málaga destaca la existencia del foco de 
tráfico y consumo en Torremolinos y relata con detalle 
un caso verdaderamente grave de tráfico de heroina, 
exportada en envases de conservas de marcas españolas, 
por una organizacion internacional. Su relato puede re- 
sultar de interés para comprender la gravedad del pro- 
blema y por eso lo reproducimos en extracto. Dice el 
Fiscal de Málaga: 



"El procesado, como ejecutor material en España de 
un tan vasto como sutil plan de índole internacional, se 
dedicó a introducir grandes cantidades de heroina en 
envases destinados por firmas españolas -que natural- 
mente eran ajenas a todos estos manejos criminales- a 
contener aceite de oliva o conservas, fingiéndose repre- 
sentante de una empresa extranjera interesada en la im- 
portación de aquellos productos. 

Tanto la calificación del Ministerio Fiscal, como la 
sentencia de la Audiencia Provincial, confirmada en ca- 
sación por el Tribunal Supremo, vinieron a configurar 
los hechos como un delito contra la salud pública, im- 
poniéndose al procesado las penas de ocho años y un día 
de presidio mayor, accesorias legales, multa de 30.000 
pesetas y costas. 

La Brigada Especial de estupefacientes por sus rela- 
ciones con la Oficina de Narcóticos y Drogas Peligrosas 
del Ministerio de Justicia de Estados Unidos, por medio 
del Destacamento de dicha oficina en Marsella y del 
Director Regional del repetido Servicio, radicado en 
Roma, tiene conocimiento de la existencia de una orga- 
nización internacional dedicada a enviar partidas de 
heroina por barco, al parecer desde España, mediante el 
reenvase de la droga en latas de conserva. 

Se averigua que a finales de enero del año en curso 
se había constituido en el extranjero una sociedad deno- 
minada "P.CH.F.P.C." que recibía productos españoles de 
una firma también española. 

En el domicilio donde debían recibirse dichos produc- 
tos no existía más que un garaje, careciendo de oficina y 
de los requisitos legales para esta clase de comercio. 

Los embarques más sospechosos eran los realizados 
en barcos de la "F.L.", Compañía naviera sueca, que 
salieron de Málaga con destino a Nueva York. 

En Suiza, al frente de la "M. C." se hallaban A. H. 
y S., supuestos financieros de la operación de envío de 
la heroina y que habían transferido una importante suma 



de dinero a L. B., otro sospechoso que se supone que era 
el que venía a España para preparar los envíos de esta 
droga. La suma, que ascendió a 600.000 dólares U.S.A., se 
envió desde Suiza, al parecer para pagar las conservas 
adquiridas. 

Los Últimos cargamentos enviados no fueron des- 
cargados en las fechas proyectadas, debido a la huelga 
de estibadores, por lo que se demoró notoriamente la 
acción policial. 

Por la aduana del aeropuerto de Barajas, el 20 de 
enero de 1969, se despachó una máquina para cerrar 
latas con motor eléctrico, para E. C., con domicilio en 
Madrid. cuya máquina procedía de "M. C." como regalo 
y que fue enviada por avión desde Suiza el 20 de diciem- 
bre de 1968 no pudiendo ser despachada por carecer de 
la oportuna licencia de importación hasta el 20 de enero. 

C. figura como representante de la."P. CH." en Es- 
paña y es quien hacía los pedidos que se enviaban a 
aquélla. En tal calidad alquiló en Málaga un local. 

Los envíos de mercancías para la "P. CH." eran reco- 
gidos en el local de Málaga, donde, dentro de las latas, 
iba la droga. La Agencia Marítima "H.D.M.C.S.A." con 
sucursal en Málaga, se encargaba del embarque, que 
presenciaba C. Los embarques realizados por dicha Agen- 
cia por encargo de C., para la "P. CH.", fueron: 

En el vapor G: 50 cajas de aceite puro de oliva, en 
cajas de seis latas. Zarpó el 6 de noviembre de 1968. 

En el K.: 100 cajas de doce latas de 700 gramos cada 
una de paella marinera, 330 cajas de aceite puro de oliva 
de seis latas cada caja y 15 cajas de latas vacías. Zarpó 
el 20 de noviembre. 

En el R.: 500 cajas de merluza a la vasca, 10 cajas 
de paella marinera, 100 cajas de sopa de pescado y 2 
cajas de latas vacías. Zarpó el 11 de diciembre. 

En el G.: 50 cajas de aceite puro de diva, 17 cajas de 
latas vacías, 400 cajas de paellas marinera y 5 cajas de 
latas vacías de paella marinera. Zarpó el 31 de enero. 



El día 10 de marzo de 1969 se dio aviso desde Nueva 
York de que habían sido detenidos, ocupándoseles unos 
30 kilos de heroina, C. S. H. y E. R., ex-oficial de la po- 
licía francesa. Posteriormente se supo que también lo 
habían sido en la misma ciudad M. M. y A. F. 

La heroina ocupada había sido envasada en latas de 
merluza a la vasca y de paella de la casa "R.E.H.S.A.", 
de Vigo, observando que las cajas que contenían la droga 
iban marcadas generalmente con la letra P mayúscula. 
En el interior de los botes que contenían heroina iban 
piezas de plomo para evitar diferencias de peso. 

Hasta el momento los Servicios de Aduanas de Nueva 
York han ocupado sesenta kilos de heroina con una 
pureza que se estima en el 90 por 100. 

La policía suiza ha detenido a A. H., L. B., R. S., un 
tal W., otro al parecer llamado D. R. V. D. B. y una mujer 
de la que se ignoran datos. 

Tras activas averiguaciones y siempre con la actua- 
ción de Interpol, se llevaron a efecto cuantas declara- 
ciones y diligencias probatorias fueron precisas para pre- 
parar convenientemente la actuación sumaria1 hasta su 
conclusión." 

Hemos respetado el texto original de la Memoria de 
Málaga, incluso con datos concretos, que figuraron en 
la causa, para traer a estas páginas el eco mismo del 
asunto, que confirma por su gravedad y por los medios 
organizativos y económicos puestos en juego, cuanto di- 
jimos al principio sobre la evolución del tráfico de drogas. 
concretamente heroina, en nuestro país. 

En las sesiones de la Comisión de Justicia de las Cor- 
tes españolas que estudió la Ley de Peligrosidad y Reha- 
bilitación social, tuvimos ocasión de exponer la exten- 
sión y gravedad de problema en nuestro país, con pro- 
fusión de detalle. Así consta en el Diario de Sesiones 
correspondiente a la sesión del 25 de junio de 1970. El 
propio Secretario General de Naciones Unidas, U Thant, 
anunció el 27 de marzo de este año una campaña in- 



ternacional contra las drogas, con la ayuda de los países 
interesados en cortar el consumo y la subvención a los 
países productores para que efectúen las necesarias 
transformaciones de cultivos. 

En la XIII Asamblea Plenaria de la Conferencia Epis- 
copa1 Española fue también considerado el tema y su 
gravedad -sesión de 2 de diciembre de 1970- haciéndose 
eco, entre otros informes, de los contenidos en las Me- 
morias de esta Fiscalía. 

Por Último, queremos también dejar constancia del 
discurso de S. S. Pablo VI, el 19 de octubre de 19701, diri- 
gido a un grupo de médicos, químicos y biólogos, en el 
que solicita que se informe pública y reiteradamente so- 
bre el peligro de las drogas y sus efectos, "mientras aún 
estemos a tiempo para terminar con la difusión y la de- 
generación social del fenómeno de los estupefacientes". 

e )  Delincuencia juvenil. 

El problema se encuentra en la misma línea que he- 
mos apuntado en Memorias anteriores: La delincuencia 
juvenil crece, aunque a ritmo menor que en los restantes 
países de Europa y, desde luego, que en el continente 
americano. En diez años, el indice de aumento según 
datos de Naciones Unidas, en la media mundial, fue del 
235,5 por 100. Como dijimos en la Memoria anterior, el 
crecimiento en España en período parecido, es del 125 
por 100 y cada año se cifra entre un 10 y u n  13 por 100 
aproximadamente. En efecto, el número de condenados 
entre los dieciséis y los veintiún años, en 1970 fue de 
8.353 frente a los 7.522 del año anterior, lo que supone 
un aumento del 10 por 100. 

Existen aproximadamente dos millones y medio de 
jóvenes comprendidos entre los quince y los veintiún 
años, en España, de los cuales más de un millón y medio 
viven en las ciudades, donde los índices de delincuencia 
juvenil son más altos. Si en los datos incluimos a los 
menores de dieciséis años, aunque por debajo de esa 



edad no exista "delincuencia" propiamente dicha por la 
falta de imputabilidad, durante el año 1970 fueron de- 
tenidos 10.268 jóvenes menores de veintiún años, de los 
cuales, 6.243 lo fueron por infracciones contra la propie- 
dad. Recuérdese que aproximadamente el 70 por 100 
de las sustracciones de vehículos a motor son realizadas 
por menores de veintiún años. Es también sintomático 
precisar que 2.027 del total de detenidos, lo habían sido 
ya con anterioridad. 

Los síntomas de subversión social y pérdida de los 
valores fundamentales están afectando, como hemos 
dicho ya en varias ocasiones, a la juventud de todos los 
países, y en más alto grado a la que tiene más medios 
económicos y un ambiente familiar más "acomodado". 
En efecto, de los 10.268 jóvenes detenidos, 5.797 vivían en 
un ambiente familiar de este tipo y 7.000, aproximada- 
mente, gozaban de una situación económica aceptable. 

La distribución geográfica de los condenados por los 
Tribunales en 1970, da en cabeza a Madrid con 1.083, 
seguido de Barcelona, con 856. Más lejos se encuentran 
Vizcaya, con 452; Asturias, con 340; Granada, con 310; 
Málaga, con 307; Cádiz, con 290 y Guipúzcoa, con 226. . 

Dentro del fenómeno general de la delincuencia ju- 
venil hay que distinguir, necesariamente, la "delincuen- 
cia subversiva", caracterizada principalmente en los paí- 
ses europeos por la "contestación" universitaria que llega 
en ocasiones a la comisión de graves delitos, aunque su 
móvil inicial tenga matices políticos o sociales; y que en 
los EE. UU., sin olvidar esta misma faceta, se centra con 
mayor virulencia en las luchas raciales y en las actitu- ' 
des políticas principalmente "anti-guerra Vietnam". 

También en España este fenómeno es digno de tenerse 
en cuenta, en lo que afecta a la actitud juvenil en la 
Universidad y en lo que hace referencia a manifestacio- 
nes de alto terrorismo, generalmente movidas por propó- 
sitos de subversión separatista. 



El resto, que da indudablemente mayor número, es 
el de delincuentes comunes, principalmente contra la 
propiedad, homoxesuales, toxicómanos, etc. 

El tema sigue despertando interés, como es natural 
y sigue siendo objeto de estudios y análisis. De entre 
elios, en el año al que dedicamos esta Memoria, hay que 
destacar el "11 Curso-coloquio sobre delincuencia juve- 
nil", organizado por el Instituto de Estudios de Policía" 
del Ministerio de la Gobernación, que tuvo lugar en Ma- 
drid, en junio de 1970. 

Usualmente, incluimos en esta parte de la Memoria 
las cifras relativas al ejercicio de la facultad reforma- 
dora por los Tribunales Tutelares de Menores. Aunque 
no se trata de verdadera delincuencia, lo hacemos así 
porque estas cifras constituyen un índice orientador de la 
situación de los menores de dieciséis años, que puede 
señalar la línea de tendencia de la futura delincuencia 
juvenil. 

Lo que en años anteriores decimos sobre el progresivo 
aumento de estos datos se da también en éste. En efec- 
to, los 14.657 casos de 1969 se convirtieron en 15.002 en 

. 1970, con un 2,3 por 100 de aumento. La distribución de 
las infracciones por razón de su naturaleza, sigue man- 
teniéndose también muy aproximada: 

1969 1970 

Contra la propiedad ............... 9.210 9.743 
Contra las personas ............... 2.547 2.678 
Fugas de domicilio . . . . . . . . . . . . . . .  472 466 
Otras infracciones .................. 2.428 2.1 15 

f )  Otras infracciones penales. 

Durante el año 1970 se descubrieron dos falsificacio- 
nes de billetes del Banco de España, llevadas a cabo en 
París y Londres. La primera de ellas, por un español, al 
que se ocuparon 3.049 billetes falsos de 1.000 pesetas. La 
segunda, por cuatro súbditos ingleses, a los que se ocu- 



paron cuarenta mil ejemplares de billetes de 1.000 pe- 
setas. 

La falsificación de moneda metálica -monedas de 
100 y 50 pesetas- viene advirtiéndose esporádicamente 
en todo el ámbito del territorio nacional. 

Aunque no se trata, estrictamente, de un delito de 
falsificación de moneda, existe otro hecho que muestra 
la inventiva y la imaginación de los delincuentes. Lo 
relata el Fiscal de Tarragona y consiste en el descubri- 
miento, en una granja avícola de la provincia, de un mo- 
dernísimo taller de fabricación de moneda metálica, de 
diversos países y épocas, con un proceso moderno de 
"envejecimiento" para dar a las monedas así fabricadas 
un superior valor numismático en relación con el no- 
minal de cada pieza. El hallazgo de cierta cantidad de 
oro, las condiciones técnicas de la instalación -ron sis- 
tema de insonorización, etc.- y la existencia de una 
bien montada red de distribución, dan idea de la im- 
portancia de los hechos, poco usuales por otra parte. 

Otra manifestación poco frecuente de actividad de- 
lictiva es la que señala el Fiscal de Pontevedra, dando 
cuenta de que comienzan a presentarse ciertos casos de 
bigamia, por el matrimonio contraído en el extranjero 
por obreros emigrantes, vivo aún el vínculo matrimonial 
anteriormente contraído en España. Se trata de una 
nueva manifestación delictiva, antes casi desconocida, 
que surge de la nueva situación creada por el fenómeno 
de la emigración. 

Los delitos contra la honestidad merecen también 
cierta atención, en términos generales. Puede resultar 
alarmante, en primer lugar, el señalar la cifra próxima 
al medio millón de mujeres prostituidas, en España, lo 
que haciendo un cálculo de las mujeres entre quince y 
cincuenta años, viene a resultar aproximadamente un 
6,25 por 100 de la cifra total. Más alarmante aún resulta 
la cifra, próxima al 2 por 100, de mujeres afectadas por 
la sífilis, según datos obtenidos por los servicios médicos 



de la Dirección General de Sanidad. Los mayores por- 
centajes de mujeres prostituidas se dan entre las que 
declaran como profesión la de empleadas de "clubs" ca- 
feterías y salas de fiestas, pero también se dan entre las 
empleadas de comercio, oficinistas, estudiantes y pelu- 
queras. 

El Fiscal de Baleares se refiere al tema de la utiliza- 
ción de mujeres jóvenes en salas de fiestas, a las que 
desgraciadamente no puede llegar toda la vigilancia po- 
licial necesaria. Relata cómo hubo de realizarse un ser- 
vicio de interés partiendo de un anuncio en un periódico 
del Norte de Europa, que invitaba "hasta 100 muchachas 
entre los dieciocho y veintiún años" para que pasaran 
una corta temporada en Palma de Mallorca, con todos 
los gastos incluidos. Por otra parte, entre los barcos 
americanos surtos en la bahía se distribuyeron anuncios 
que invitaban a "un crucero por la bahía, con música, 
champán y.. . 100 muchachas extranjeras". El servicio 
policial llegó a tiempo de impedir la recluta. 

También el Fiscal de Alicante da la voz de alanna 
sobre esta clase de problemas y algunos otros, como en 
Castellón y Burgos, dan cuenta de la existencia de deli- 
tos de abusos deshonestos incluso en colegios y centros 
de reunión de menores de dieciséis años. 

Las imprudencias punibles con resultados catastró- 
ficos han tenido también sus manifestaciones, de las que 
a título de ejemplo podemos citar el hundimiento del 
edificio de Almería y el choque de trenes de la línea 
Bilbao-Plencia, en ambos casos con numerosas víctimas. 

Veamos, por último, las cifras relativas a la "delin- 
cuencia subversiva", comparándolas con las de años an- 
teriores: 

1968 1969 1970 

R) Contra la seguridad exterior: 
Ultrajes a la Nación ... ... ... ... 6 7 
Contra el derecho de centes ... ... - - I 
Ultrajes a la bandera ... ... ... ... 7 8 3 



- 

6) Contra la seguridad interior: 

Injurias al Jefe del Estado ...... 
Contra las Leyes Fundamentales. 
Contra el ejercicio de los derechos 

reconocidos .................. 
Contra los Altos Oig,ini\mo', ... 
tmpresos clandestinos ............ 
Manifestación ilegal ............ 
Reunión ilegal .................. 
Asociación ilícik ............... 
Sedición ........................ 
Atentado ..................... 
De.;acato ..................... 
Desórdenes público5 ............ 
Propagandas ilegales ............ 

c! Contra la libertad ) seguridad: 

..................... Amenrzas 7 4 24 
Coacciones ..................... 1'0 5 32 

11) Otros ........................... 30 34 4 (1) 

Torsic-S .................. 1.054 1.001 1.358 

(1) Normalmente. se han incluido en los epígrafes correspondientes. 
en los que en años anteriores no figuraban. 

El aumento de las manifestaciones ilegales, los des- 
órdenes públicos y las propagandas ilegales, son los tres 
puntos más destacados de estas cifras comparativas. 
Recordamos, sin embargo, que las cifras totales de de- 
lincuencia "subversiva" suponen únicamente el 1,8 
por 100 del total de procedimientos penales incoados. 

Naturalmente, en este porcentaje que acabamos de 
mencionar se incluyen no solamente los procedimientos 
de la competencia del Juzgado y Tribunal de Orden 
Público -a que nos acabamos de referir en el cuadro 
anterior-, sino la totalidad de los incoados también por 
otros órganos de la justicia penal ordinaria. 



4. Aspectos generales que inciden en  la 
delincuencia. La peligrosidad social 

Independientemente de los datos que pueden apor- 
tarse sobre manifestaciones concretas de delincuencia 
especifica, existen, sin duda alguna, cuestiones de orden 
general que tienen una gran influencia en orden al fa- 
vorecimiento de la actividad delictiva o que se relacione 
con ella desde otros puntos de vista. Uno de estos pro- 
blemas es el de lo que pudiéramos llamar la moralidad 
pública, o las manifestaciones externas de la moral. 

Quizá en este aspecto tenga más interés conocer las 
impresiones que los Fiscales consignan en sus Memorias, 
porque ello presenta un cuadro general de situación, en 
puntos geográficos diferentes y analizados por perso- 
nas también distintas, aunque bajo un común punto de 
vista. Por ello, en esta parte preferirnos transcribir algu- 
nos párrafos de las Memorias de los Fiscales. 

Dice el Fiscal de Logroño: 

"El inmoderado afán de vivir mejor y gastar más, sin 
aumentar el esfuerzo ni el trabajo; las numerosas tenta- 
ciones que el hombre -y sobre todo el joven- encuen- 
tra en la sociedad que le rodea; el fallo de la autoridad 
paterna y el desprecio a toda moral; la perniciosa es- 
cuela que para el joven representa el cine, con la carga 
de erotismo y violencia que diariamente se exhibe en 
todas las pantallas, son otros tantos alicientes para que 
las gentes con escasa cultura, y más escasa formación 
religiosa, dejen fácilmente la vida honrada de trabajo 
y se lancen por la peligrosa senda del delito en busca 
de las ansiadas riquezas que les proporcionen los medios 
de satisfacer sus apetencias de placeres y lujos, que de 
otro modo no lograrían ver satisfechas." 

Y añade algo más adelante: 

"Intimamente unido al tema que venimos desarro- 
llando es el de cierta juventud femenina, que, sin ser 



delincuente, se halla al borde de graves peligros que 
sería conveniente prevenir. 

Los tremendos cambios operados en las costumbres 
y el diferente concepto que de la moral adquieren estas 
jóvenes, que consideran inocente lo que antes todos 
reprobaban; ciertos trabajos, en apariencia inocentes 
-camareras de cafeterías, chicas para hacer números 
en salas de fiestas, beber en compañía de clientes para, 
al final, obtener una participación en la elevada cuenta 
pagada por éste-, hacen que el deseo de obtener sanea- 
dos beneficios las inclinen a tolerar ciertas libertades 
que insensiblemente las van situando en la resbaladiza 
pendiente que conduce inexorablemente a su perdición, 
llevadas del ambiente en que desenvuelven su vida, 
unido a una habilísima persuasión ejercida por quienes 
no ven en ellas más que una "máquina para aumentar 
sus ganancias cada noche" al tiempo que proporciona a 
la joven pingües beneficios." 

Y dice a su vez el de Valencia: 

"Desde hace varios años se va extendiendo en esta 
capital, y especialmente en los complejos y zonas turís- 
ticas de la provincia, una forma de vida desenfrenada 
y falta de moralidad, consecuencia lógica de la despro- 
porcionada ambición de conseguir lujos, en algunos 
casos, y, ei la mayoría de las veces, nuevos placeres. 
Todo ello ha traído como consecuencia un aumento con- 
siderable del homosexualismo, tanto masculino como 
femenino; corrupción de menores, prostitución más O 

menos encubierta, uso de medios anticonceptivos, trá- 
fico de drogas y embriaguez. 

Este cambio de mentalidad es más acusado en la 
juventud, que quiere a toda costa escapar de 10s viejos 
moldes, emancipándose prematuramente de la patria 
potestad -con notable negligencia sobre este particular 
por parte de algunos padres, tal  vez por hacer dejación 
de sus deberes como por no poder ofrecer ellos mismos 



un ejemplo vivo de rectitud a sus hijos- y quiebra del 
sentido del respeto a los principios de la convivencia 
social y a las autoridades, con un notable aumento de 
los vicios. 

Como esta delincuencia contra la moralidad se des- 
arrolla generalmente de forma clandestina o semiclan- 
destina, con la connivencia de una serie de personas que 
viven de los pingües beneficios que reporta este tráfico 
indecente, tales como dueños o encargados de salas de 
fiestas, bares y cafeterias de camareras, hoteles y restau- 
rantes, especialmente los situados en las playas y urba- 
zaciones de recreo, pensiones y casas de dormir y toda 
una ingente gama de personas que giran sobre lo esplen- 
doroso del turismo. Han proliferado los denominados 
"Clubs", en los que la juventud que los frecuenta en- 
cuentra en no pocas ocasiones cultivo adecuado en este 
clima de inmoralidad." 

Y el Fiscal de Tarragona, estudiando lo que llama 
"moral de situación", consigna en su Memoria unos 
párrafos que ilustran perfectamente lo que se trata de 
exponer en este punto. Son los siguientes: 

"El acelerado proceso de relajación de costumbres 
que actualmente sufre la sociedad, cada vez más im- 
pregnada de materialismo y que tiene su origen básica 
en el indeferentismo religioso, ha hecho nacer en arn- 
plios sectores de la misma la denominada "moral de 
situación", es decir, una moral relativista, cambiante, 
fluctuante, circunstancial, que rechaza los valores obje- 
tivos permanentes de la moral tradicional, basada en 
la Ley natural, convirtiéndose en una moral subjetiva 
y egocéntrica, capaz de justificar los actos más ignomi- 
niosos con tal de que la intención en la valoración per- 
sonal que de los mismos hace el agente sea, desde su 
punto de vista, buena. En esta nueva moral la concien- 
cia no tiene ya como misión el enjuiciar valorativamente 
los ados humanos con referencia a las normas del dere- 



cho natural, sino que se convierte en la misma fuente 
creadora de las artificiosas normas, naturalmente a su 
vez fluctuantes y cambiantes, rectores del comporta- 
miento del hombre en el caso concreto. No existen valo- 
res morales estables y, en consecuencia, todo puede ser 
licito o ilícito, según las circunstancias, con lo que se 
ha hecho posible la aparición de esas múltiples morales 
acomodaticias, que se aplican por el mismo sujeto y en 
distinta medida según se trate, por ejemplo, de la fami- 
lia o de los negocios. Con esta nueva moral el criterio 
de utilidad es el que preside el obrar humano y el bien 
y el mal dejan de ser valores permanentes de natura- 
leza objetiva, para ser tamizados subjetivamente por el 
juicio crítico de una conciencia que sólo actúa movida 
por el egoísmo utilitario. 

La proliferación de esta nueva moral-inmoral -valga 
la paradoja- no puede por menos de alarmarnos, ya 
que está sirviendo de punto de partida a los ataques que 
actualmente sufren las instituciones y los valores bási- 
cos de nuestra sociedad, que, evidentemente, se resiente 
ante los mismos, permitiendo al  materialismo jugar con 
acierto su baza, haciendo que el hombre valga lo que 
gana o tiene, quedando lo demás envuelto en la sombra. 
Urge recristianizar la sociedad, impregnándola de un 
sentido evangélico operativo, que no quede en palabras 
o en simples posturas temporalistas, con las que se coad- 
yuva, quizá inconsciente por muchos, a la implantación 
de la nueva moral, que puede ser y es fuente de nume- 
rosas actividades inmorales, desencadenantes de indu- 
dables comportamientos delictivos, aunque muchos de 
ellos queden hoy por hoy desgraciadamente en la impu- 
nidad por la indeferencia ciudadana y lo imperfecto en 
muchos casos de nuestro actual sistema punitivo, que 
hacen difícil su encaje en el misma." 

A su vez, el Fiscal de Jaén dedica también a este 
tema de la moralidad colectiva las siguientes palabras: 



"Es, a nuestro juicio, un hecho induiscutible la 
atmósfera de erotismo que poco a poco va envolviendo 
la vida y las costumbres de los pueblos que se denomi- 
nan civilizados. No hay publicaciones, fotografías, pelícu- 
las u obra teatral en que no aparezca en primer plano 
la pista para el desarrollo del placer erótico: la consa- 
bida cama. Las ideas y los planteamientos más vulgares 
de la problemática sociológica de nuestros días, y de 
siempre, se presentan con una orquestación erótica. Re- 
cuerdo haber visto no hace mucho una obra de teatro 
en que un autor, como resorte escénico que pusiera de 
manifiesto la ruptura con formas y estilos de la sociedad 
anterior, como elemento básico de simbolismo, acudió a 
presentar al protagonista con el pantalón desabrochado 
por delante ... (?) ~IOS grandes maestros del teatro nos 
han expuesto muchas veces estas actitudes, pero siem- 
pre con más gusto y elegancia.. .! 

Y lo peor de todo, a nuestro entender, no es que se 
produzcan estos ambientes y climas, sino que poco a 
poco se vayan aceptando por las personas y grupos más 
obligados a rechazarlos. 

Va surgiendo ya la tentación de creer que la moral 
pública es un tema apagado que sólo interesa a los 
supervivientes de una educación tradicional. El nudismo, 
el erotismo y el pansexualismo se extienden sin freno y 
se insertan en las colectividades como expansión de lo 
más negativo y de lo más apto para el desgaste del orden 
existente. Hemos de tener en cuenta que la progresión 
de iniciativas y tolerancias atenta no sólo contra un 
planteamiento cristiano de la vida, sino contra el orden 
puramente civil, contra la moralidad pública y privada. 
Es duro decirlo, pero es cierto: hay un notable despre- 
cio por las formas del pudor y a punto estamos ya - e s  
conveniente avisarlo- de firmar sin condiciones aquel 
aserto filosófico de que "el hombre es la medida de todas 
las cosas", que, en relación con nuestro tema, supone 
que la medida del escándalo y de la moralidad pública 



se fije por el criterio del hombre escandaloso, no de la 
persona seria, con criterios y principios basados, por lo 
menos, en el respeto a las gentes sencillas y decentes 
que, afortunadamente, aún se escandalizan por algo.. ." 

Por último, el Fiscal de Castellón, al relatar la proli- 
feración de estabIecimientos donde se emplean camare- 
ras para la atracción de los clientes y algunas de las 
consecuencias que ello produce, dice: 

"Uno de estos establecimientos dio origen a la incoa- 
ción de sumario por considerar existían indicios de par- 
ticipación en el delito del artículo 452 bis del Código 
Penal. 

Los hechos que sirvieron de base al procesamiento 
fue el de reclutar prostitutas extranjeras, principal- 
mente francesas, que entraban en España como turistas, 
para que alternasen con los clientes y ejerciesen la pros- 
titucibn, para lo cual se les alquilaba unos apartamen- 
tos, partiendo con ellas el beneficio que obtenían con el 
ejercicio de la prostitución. 

Se sabe, a través de informes policiales, que las mu- 
jeres, jóvenes y de buena presencia, eran traídas o envia- 
das a Francia y sustituidas periódicamente por otras de 
la misma procedencia. Por regla general, no tenían más 
documentación que la tarjeta de identidad francesa, no 
figuraban en ningún registro, vivían en los apartamen- 
tos y usaban un nombre convencional. A los veinte o 
treinta días de estancia eran llevadas en coche a Fran- 
cia, no dejando rastro alguno de su paso por España. 

La intervención de la Fiscalía promovió la clausura 
del establecimiento y la detención y posterior expulsión 
de extranjeros. 

Más tarde se han tenido referencias que hacen sos- 
pechar fundadamente que el negocio se extendía al trá- 
fico de estupefacientes, si bien, por la habilidad desple- 
gada por los culpables, verdaderos profesionales de esta 



clase de actividades y, sin duda, asesorados, no ha  sido 
posible acumular pruebas respecto a este extremo. 

El Fiscal de Las Palmas se refiere al aumento alar- 
mante de prácticas homosexuales, al que contribuye 
principalmente una especial y degenerada clase de turis- 
tas extranjeros. El fenómeno deriva, además, en aumento 
de delincuencia contra la propiedad al inducir a los 
jóvenes que se dedican a dichas prácticas a hacerse pago 
por sus propios medios de los "servicios" prestados y a 
desvalijar a veces a los "clientes". La pornografía es otro 
de los problemas que señala, alentada mediante la intro- 
ducción en las Islas de publicaciones, folletos, fotogra- 
fías y películas también mediante el vehículo del turis- 
mo y la organización de "viajes". Las prácticas "nudis- 
t a ~ "  están también implantándose en las playas y con- 
virtiéndose día a día en una costumbre "normal". 

El problema de la pornografía es universal. Nos lle- 
gan sus salpicaduras con menos virulencia que la que 
el problema tiene en los países noreuropeos, pero cada 
vez es más acusada su penetración. La gravedad del 
tema ha hecho ya reaccionar a las sociedades y autori- 
dades de otros países. No hace mucho un articulo sobre 
el tema en la prensa francesa despertó el interés de am- 
plios sectores. Por ello reproducimos alguno de sus párra- 
fos, como ejemplo de la gravedad que el tema puede 
alcanzar también en nuestro país en poco tiempo. "Los 
diques van derrumbándose uno tras otro (Jean Cau, "La 
ola erótica") y el mar bravío va invadiendo los "pólder" 
que tantos años y siglos habíamos tardado en arreba- 
tarle. Desde lo alto de sus faros de cartón, sexólogos, 
erotólogos, sociólogos y pornólogos chillan de alegría 
haciendo girar sus proyectores. La libertad se ha puesto 
en marcha. El comercio también. Los frutos prohibidos 
se subastan. Las fábricas funcionan. Cada día, cada 
semana, máquinas de papel, de discos, de películas, de 
carteles, de palabras, trituran carne de hembra, la pei- 



nan, la colorean, la envuelven y la sirven a'miradas tan 
pronto hartas como ávidas ... Como en una batalla bien 
concebida, se cañoneo al principio el terreno con la arti- 
llería de nobles vocablos cultos, con encuestas, estadis- 
ticas, estudios. Es decir, que para disponer a continua- 
ción de su cuerpo era preciso, claro está, dirigir primero 
los tiros a la cabeza de la sociedad. La "intelligentsia" 
abrió así la brecha a través de la cual se precipitaron 
en tropel comerciantes y publicistas. Sobre el terreno 
sabiamente preparado, amparado por las palabras en 
"ismo" colocadas a manera de escudos, no faltaba sino 
proceder a la venta. Evidentemente, la operación se 
realizó al principio con cierta prudencia, a pasos conta- 
dos.. . "Tres pasos adelante, dos pasos atrás" -decía 
Lenin-. Avancemos camuflados.. . " 

El artículo sigue planteando la táctica seguida, con 
gran acierto, pero quizá baste con lo transcrito para 
comprender su trascendencia. 

Queremos, por último, cerrar el capítulo con algunas 
consideraciones relativas a la peligrosidad social. Apro- 
bada ya la nueva Ley de Peligrosidad y Rehabilitación 
Social, que, sin embargo, no entró en vigor hasta el 
1.O de junio del año en curso, no es posible señalar varia- 
ciones sensibles sobre la situación anterior. En efecto, 
el número de expedientes incoados durante el año 
-4.064- fue sensiblemente parecido al del año ante- 
rior. Sigue en cabeza el Juzgado especial de Barcelona, 
el que mejor funciona, desde luego, y se aprecia incre- 
mento en las zonas más sensibles a este problema, espe- 
cialmente Baleares, que ha ido saltando en pocos años 
- de sde  1967, con 98 expedientes- a la cifra actual, y 
todavía en alza, de 279 expedientes en un año. 

El Fiscal de Baleares realiza en su Memoria un mag- 
nífico informe sobre las materias relacionadas con el 
tema de la peligrosidad social y de él se desprenden los 
principales problemas que afectan al archipiélago, por 



este orden: drogas, homosexualismo, gamberrismo, etc. 
Tras un estudio amplio y detallado sobre las drogas de 
mayor utilización en las Islas y sus efectos analiza tam- 
bién un problema que, aunque alcanza menor impor- 
tancia numérica que el anterior, muestra, en cambio, 
una inclinación alarmante al aumento: el homosexua- 
lismo. El estudio de este tema, el análisis de encuestas 
realizadas en otros países y la observación de la realidad 
de aquella provincia le lleva a concretar, por su orden, 
las principales manifestaciones del problema: el homo- 
sexual genuino, la prostitución masculina, cada vez más 
frecuente; el homosexual casado o bisexual y la homo- 
sexualidad femenina. 

La característica principal de los fenómenos de peli- 
grosidad social en Baleares estriba en el gran número 
de extranjeros dedicados a prácticas de este tipo, aun- 
que el número de españoles arrastrados a la comisión de 
conductas antisociales sigue siendo mucho mayor. En 
efecto, fueron 190 los españoles expedientados y 90 los 
extranjeros, clasificados al menos en 15 nacionalidades 
distintas. 

También el Fiscal de Las Palmas analiza el proble- 
ma con gran profusión de datos, dándole la significación 
específica y también la que genéricamente le corres- 
ponde como "ambiente" o "caldo de cultivo" de la cri- 
minalidad típica. Una de las causas, que gráficamente 
describe, es la que supone la "existencia de dos ciudades 
superpuestas: la normal, donde se afanan en su trabajo 
habitual los ciudadanos españoles y los extranjeros que 
trabajan, y la ficticia, en gran parte formada por un 
turismo de ínfima calidad económica y moral, cuyos 
escasos fondos se acaban al llegar aquí, existiendo gran 
dificultad de lograr su repatriacibn". De ahí surge un 
fondo humano proclive a conductas peligrosas, cuando 
no francamente delictivas. 

E1 Fisca! de Córdoba apunta también al aumento de 



homosexualismo, describiendo los hechos descubiertos 
en un céntrico bar de la ciudad, albergue habitual de 
una extensa banda de homosexuales. 

Otro muy destacable aspecto de las conductas peli- 
grosas es el "gamberrisino". El Fiscal de Madrid lo des- 
cribe, al hilo de dar cuenta de las "bandas" de mucha- 
chos que, a la caída de la tarde y en lugares solitarios, 
sorprendían a sus víctimas, golpeaban brutalmente a 
los varones hasta dejarlos en estado de inconsciencia, 
desvalijándoles, y abusaban de las mujeres. Afortunada- 
mente. los servicios policiales pudieron desarticular y 
detener a los componentes de estas "pandillas". Sólo en 
Madrid fueron detenidos 4.307 jóvenes acusados de actos 
de "gamberrismo": ataques a personas, daños en monu- 
mentos y parques públicos, peleas y altercados, dete- 
rioros de elementos destinados al servicio público, etc. 

También el Fiscal de Pamplona se. hace eco de este 
peligro social y da cuenta de la detención de numerosos 
jóvenes acusados de actos de este tipo. 

El alcoholismo, especialmente en la juventud, es otro 
aspecto que puede cerrar este rápido recorrido por los 
problemas de peligrosidad social. Las cifras de aumento, 
no del todo conocidas, son, sin embargo, alarmantes. En 
la Memoria del pasado año reflejamos con más detalle 
el tema. Baste ahora con dejar constancia de que la pre- 
ocupación va incrementándose día a día. 



FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANOS 
DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 

1. Tribunales de lo Penal. 

A) DATOS GENERALES COMPARATIVOS. 

Las referencias al funcionamiento de los Tribunales 
de lo Penal ha de ser necesariamente complejas en razón 
de los distintos procedimientos que hoy aplican. El pro- 
cedimiento de urgencia absorbe la casi totalidad de las 
funciones de los Tribunales de lo Penal, en instancia, 
sobre todo si contamos con sus dos modalidades: el pro- 
cedimiento ante los Jueces de Instrucción, a quines se 
atribuye el conocimiento y fallo, y el procedimiento ante 
las Audiencias, previa instrucción de sumario. Pero a 
este tipo de proceso en sus dos modalidades -diligen- 
cias preparatorias y sumarios de u r g e n c i a  hay que 
agregar la tramitación de las diligencias previas, comu- 
nes a ambos procedimientos y que constituyen el mayor 
número de actuaciones judiciales en las estadísticas de 
funcionamiento. 

El proceso ordinario ha pasado a ser, valga la para- 
doja, "excepcional", al menos si consideramos el escaso 
número de procedimientos de este género que hoy se 
tramitan, aun incluyendo en tal concepto los que la Ley 
de .Enjuiciamiento Criminal llama "procedimientos espe- 



ciales" y que no son sino procesos ordinarios con aigu- 
nas especificaciones o trámites específicos en cada caso. 

Esto nos induce también a hacer ciertas puntualiza- 
ciones sobre el volumen que alcanza la delincuencia en 
España y especialmente sobre su importancia: en efecto, 
debe observarse que, como ya señalábamos en la Memo- 
ria y aparecerá también en la presente, más de un 85 
por 100 de los procesos por delito corresponden a los que 
venimos denominando "delitos menos graves7', esto es, 
los castigados con penas de arresto mayor o multa hasta 
50.000 pesetas. Cierto es que se incluyen aquí las dili- 
gencias previas, que después pueden convertirse en 
sumarios, pero también es cierto que en los datos rela- 
tivos a los asuntos despachados por las Audiencias -su- 
marios de urgencia y sumarios ordinarios- no exceden 
del 15 por 100 del total de los tramitados. 

Otra de las causas de la complejidad que incide en 
este tema del funcionamiento de los órganos de la jus- 
ticia penal es ésta ya apuntada de la imposibilidad de 
saber en tanto se tramitan si las diligencias previas ter- 
minarán en preparatorias, en sumario de urgencia, en 
sumario ordinario o en archivo o cualquier otra resolu- 
ción. De todas formas, hemos seguido siempre el siste- 
ma de considerar el número de procedimientos trami- 
tados durante el año, computando como diligencias 
preparatorias o como sumarios las diligencias previas que 
durante dicho período de tiempo pasaron a tal situación. 
El arrastre de datos correspondiente a d o s  sucesivos irá 
dando una idea cierta del volumen de trabajo que se 
distribuye entre los distintos órganos jurisdiccionales y 
los distintos tipos de proceso. 

Por todas estas razones seguiremos también en esta 
ocasión el sistema de diferenciar la tramitación de las 
diligencias previas, las diligencias preparatorias, los su- 
marios de urgencia y los sumarios ordinarios. 

La distribución por razón del tipo de proceso y sus 



diferencias con los años anteriores queda reflejada en 
el siguiente cuadro: 

Diferencia Diferencia 
1970 con con 

1969 1968 

Diligencias previas tramitadas ... 216.212 + 20.372 + 26.498 
Diligencias preparatorias ......... 42.13 1 + 2.042 + 9.338 
Sumarios de urgencia ............ 28.71 1 + 2.361 + 3.761 
Sumarios ordinarios ............ 10.441 - 836 - 20.161 

Como se ve, persiste el aumento, aunque, como es 
lógico, en menor proporción de año en año. Hay que 
prescindir del número de sumarios ordinarios de 1968, 
que, por ser el primero en que se aplicó la reforma pro- 
cesal de 8 de abril de 1967, incluyó la tramitación de 
muchos sumarios iniciados antes del 1 de enero de 1968 
como ordinarios en el concepto anterior a la reforma. 

El aumento de la actividad jurisdiccional es mayor 
que el aumento relativo de la criminalidad porque cada 
vez se investigan con mayor diligencia una serie de 
hechos que después, segun apreciación judicial, no revis- 
ten caracteres de delito. 

a) Diligencias previas. 

Ya apuntamos en el capítulo anterior que es dife- 
rente el número de diligencias previas incoadas en los 
Juzgados durante todo el año del número computable 
a efectos de estudiar la criminalidad. A estos últimos 
efectos en el capítulo anterior operamos sobre 116.445 
diligencias previas tramitadas porque, como se recor- 
dará, descontábamos las 60.871 archivadas por no con- 
siderar delictivo el hecho desde el primer momento, las 
38.896 que se declararon falta y también las 14.887 con- 
vertidas en sumario y las 43.022 convertidas en diligen- 



cias preparatorias. En este capítulo hemos de operar con 
todas las diligencias previas, con la sola exclusión de las 
diligencias convertidas en preparatorias o en sumario, 
puesto que éstas se contabilizan también dentro de sus 
epígrafes correspondientes. Pero no podemos eliminar 
las archivadas ni las declaradas falta porque también 
ellas dieron lugar a cierta actividad jurisdiccional, que 
es lo que se trata de estudiar en este capítulo. 

Operando sobre dichas cifras, el cuadro corres-on 
diente a las diligencias previas es el siguiente: 

1 9 6 8  1 9 6 9  1 9 7 0  

Procedi- Por- Procedi- Por- Procedi- Por- 
mientos centaie mientos centaje mientos centaje 

Pendientes del año ante- 
rior ............... - 29.032 38.283 

Iniciadas en el año ... 230.118 247.694 274.121 

Terminadas: 
Archivo (no delito). 37.004 16 58.567 21.2 60.871 19.5 
Autor n o  habido ... 87.264 38 87.264 31,6 107.277 34.4 
Declaradas falta ... 29.158 12 33.161 11.9 38.896 12.4 
Pasaron a sumario. 12.927 5,6 13.83 1 5 14.887 4.8 
Pasaron a preparato- 

rias ............ 27.477 11,9 37.964 13.8 43.022 13.8 
Inhibidas ............ 6.714 3.8 7.238 2.6 8.859 2.8 

En trámite (pendientes). 29.366 12.7 38.701 13.9 38.592 12.3 



Un examen de los distintos porcentajes correspon- 
dientes en cada año a las resoluciones judiciales adop- 
tadas respecto de las diligencias previas nos puede llevar 
a hacer ciertas consideraciones: 

El número de diligencias archivadas por considerar 
que ya inicialmente los hechos que reflejaban no eran 
delictivos experimentó un aumento muy considerable en 
el año 1969 en relación con el anterior, pasando de 
37.004 a 58.567. En el año 1970 el aumento está acom- 
pasado a las cifras de previas tramitadas y su porcen- 
taje (19,5 por 100) es incluso inferior al de 1969, lo que 
indica un cierto perfeccionamiento en el sistema y una 
regresión, que habrá que ver si es suficiente, en el sis- 
tema de archivo de las diligencias previas. 

Si examinamos ahora el número de diligencias pre- 
vias archivadas por no haberse encontrado al autor de 
los hechos podemos hacer también algunas observacio- 
nes. En el año 1968 el porcentaje de archivos por no 
ser habidos los autores ascendió al 38 por 100 del total 
de diligencias previas, bajando al 31,6 por 100 en 1969. 
mientras que ocupa una posición media, con aumento 
sobre el año anterior, pero sin llegar a la cifra de 1968, 
el número de archivos por esta causa, que en 1970 supuso 
un  34,4 por 100. 

En cambio, las declaraciones de falta mantienen una 
línea estable, con variaciones mínimas, como puede 
observarse examinando el cuadro, y lo mismo ocurre con 
las diligencias previas que pasaron a sumario, las que 
pasaron a preparatorias y las que fueron objeto de 
inhibición. 

Ya hemos comprobado que las diligencias previas 
constituyen la clase de asuntos que engrosan las cifras 
de estadística del trabajo de los Juzgados, como lo 
demuestra el número de 274.121 iniciadas durante el 
año 1970. No podemos dejar de tener en cuenta, sin em- 
bargo, que el trámite que requieren las diligencias pre- 
vias que se archivan por no ser el hecho constitutivo de 



delito, las que se archivan por no conocerse al autor de 
los hechos, las que se declaran falta y las que por otras 
razones se inhiben a favor de otras jurisdicciones es mí- 
nimo y sobrecarga poco el trabajo y la atención necesa- 
ria, aunque sea muy cuantioso el número de las dili- 
gencias que se encuentran en esta situación: 215.903 
en 1970. 

b) Diligencias peparatorias. 

Son éstas, dentro del tipo de proceso de urgencia, las 
que realmente constituyen un problema para el trabajo 
de los Juzgados de Instrucción, puesto que a ellos corres- 
ponde el conocimiento y fallo de las mismas. Por consi- 
guiente, en orden al análisis del trabajo que corresponde 
a los Juzgados hemos de centrar mucho la atención en 
los datos relativos a este tipo de proceso y que figura en 
el cuadro siguiente: 

1 9 6 8  1 9 6 9  1 9 7 0  

Procedi- Porcen- P~oced i -  Poicen- Procedi- Porcen- 
mientos taje mientos taje taje -- -- - pp 

Pendientes del año 
anterior ......... - 9 076 10.832 

Instruidas en el año. 27.803 40.089 44.914 
- -  

TOTAL TRAMIT,ADAS. 27.803 100 49.165 100 55 716 100 

Sobreseídas por no 
ser delictivo el he- 
cho o no probarse 
SI] realización ... 6.224(1) 22.4(1) 5.873 11.7 6.982 12.6 

Sobreseídas por no 
conocerse el autor 
o estar exento de 
responsabillidad cri- 
minal ............ - - 4.637 9.2 1.253 5.8 

Abierto el juicio oral. 1 1.967 43 26.083 54 30.972 55.6 
Pasaron a suma~io  ... - - 1.615 3.1 2.783 4.9 
En trámite (pendien- 

tes) ............... 9.612 32,6 10.957 20 1 1.756 21.1 

(1) Esta cifra es el total de sohreseimientos por todas las caiisas. 



Continúa la línea descendente en la cifra de sobre- 
seimientos, que ha pasado del 22,4, en el año 1968, a un 
porcentaje del 20,9, en 1969, y que, por último, es de 
un 18,4 en 1970. También es alentador que continúe el 
aumento del porcentaje en las aperturas de juicio oral, 
que en los años que estamos considerando pasó del 43 
al 54 por 100 y últimamente ha sido de un 55,6 por 100 
para 1970. 

El porcentaje de diligencias previas en que recayó 
sentencia fue, en cambio, ligeramente inferior que en el 
pasado año, pues mientras que supuso un 52,6 por 100 
en 1969 sólo alcanzó el 51,l por 100 para 1970. De todas 
formas, constituye un porcentaje muy notable, que da 
idea de la eficacia y rapidez de este tipo de proceso. 

El estudio comparativo de las sentencias dictadas 
resulta del cuadro siguiente: 

1 9 6 8  1 9 6 9  1 9 7 0  

Número Por- Número Por- Número Por- 
total centaje total centaje total centaje 

Sentencias dictadas ... 10.388 100 24.866 100 28.506 100 
Totaimente conformes 

con la acusación fis- 
cal ............... 6.428 61,8 16.641 66.9 19.345 67.8 

Parcialmente confor- 
mes ............... 2.598 25 4.716 18.9 5.076 17.7 

Disconformes ......... 1.362 132 3.509 14.2 4.085 14.5 



Ha seguido aumentando el porcentaje de sentencias 
totalmente conformes con la acusación, como se com- 
prueba si se examinan los porcentajes de los tres años 
sucesivos: 61,8, 66,9 y 67,8 por 100, respectivamente. El 
porcentaje de sentencias totalmente disconformes, gene- 
ralmente absolutorias, se mantiene prácticamente igual, 
con una oscilación muy pequeña. Se observa que el por- 
centaje de conformidad de las sentencias con la acusa- 
ción disminuye a inedida que aumenta la complejidad 
del proceso; así, es curioso comprobar en los respectivos 
cuadros el porcentaje de sentencias totalmente confor- 
mes en las diligencias preparatorias, en los sumarios de 
urgencia y en los sumarios ordinarios (67,8; 55,l y 42,8, 
respectivamente). 

En cuanto se refiere a los recursos de apelación con- 
tra las sentencias de los Jueces de Instrucción, de que 
conocen las Audiencias, las cifras figuran en el cuadro 
siguiente : 

Número Por- Número Por- Número Por- 
total centaje total centaje total centaje 

Interpuestos por el Fis- 
cal .................. - 1.172 970 

Interpuestos por .las par- 
tes .................. 1.592 2.895 2.477 

Resueltos por (la Audien- 
cia: 
Confirmando la sen- 

tencia ............ 666 68.6 2.301 64.6 2.039 67.8 
Revocando la senten- 

tencia ............ 304 31.4 1.258 35.4 966 32.2 
Pendientes de resolu- 

ción ............... 622 995 811 



Salrio el señalar que al tiempo que disminuyen las 
sentencias, confirmando las de los Juzgados, aumenta 
el porcentaje de revocaciones, nada hay que consignar 
a este respecto. 

c) Sumarios de urgencia. 

En la Memoria anterior comenzamos a referirnos, 
con datos específicos, a este tipo de proceso de urgencia 
y por ello disponemos ya en esta ocasión de datos com- 
parativos. Parece importante, sin embargo, puntualizar 
algo más en el trámite de estos.sumarios, distinguiendo 
la instrucción del trámite de la Audiencia, lo que no 
hicimos el año anterior. Por ello el cuadro correspon- 
diente, aunque algo más complejo, sería el siguiente: 

1 9 6 9  197 O 

Porcen- , Porcen- 
Número taje Número taje 

Trámite de instrucción. 

Pendientes del año anterior. 10.383 6.353 
Incoados en d año ......... 26.247 28.71 1 

Sobreseimiento prov. 1 .O ... 
Sobreseimiento prov. 2.O ... 
Declaración falta ......... 

.................. Inhibidos 
Elevados a la Audiencia ... 
En trámite en el Juzgado ... 
Trámite en la Audiencia. 

Tramitados en total ......... 
Sobreseimiento prov. por no 

ser delito ............... 
Sobreseimiento prov. por no 

conocerse el autor ...... 
Abierto juicio oral ......... 
Extinción de ~esponsabilidad. 
Pendientes ............... 



La única cuestión a destacar, en todo caso, es la pro- 
ximidad de cifras y porcentajes de un año a otro, indi- 
cadores de una estabilidad en el trámite que da idea 
de la regularidad del trabajo de los órganos judiciales. 

Veamos ahora cuanto se refiere a las sentencias dic- 
tadas en las causas tramitadas por el procedimiento de 
urgencia ante las Audiencias, el cuadro es cómo sigue: 

1 9 6 9  1 9 7 0  

Porcen- Porcen- 
Número taje Número taje 

Total sentencias ............ 15.832 100 14.854 I ( i 0  

Totalmente conformes con ,la 
acusaciún ............... 8.937 56.4 8.196 55.1 

Parcialmente conformes ... 3.571 22.6 3.506 23,6 
Disconf m e s  (generahente 

absolutorias) ............ 3.324 21 3.152 21,3 

Aunque descendió ligeramente el número de senten- 
cias dictadas por las Audiencias en este tipo de proceso 
su número todavía supera al de juicios orales abiertos 
(ver cuadro anterior), lo que indica que el trabajo de 
las Audiencias se desenvuelve sin retraso alguno. Las 
cifras de conformidad o disconformidad con las tesis 
acusatorias muestran tambien una estabilidad muy acu- 
sada. 

d) Sumarios ordinarios. 

Examinemos, por Úitimo, este tipo de proceso, que 
ha dejado de ser, paradójicamente, el más "ordinario", 
para convertirse, por razón del número de los que se 
tramitan, en extraordinario. Al ser el trámite que corres- 
ponde, por regla general, a los delitos más graves, sus 
cifras indican también la escasa delincuencia de este 
tipo que se registra en el país. 



Para comparar sus cifras con las del año anterior 
seguiremos también el sistema de distinguir el trámite 
de instrucción del plenario: 

1 9 6 9  1 9 7 0  

Porcen- Porcen- 
Número taje Número taje 

Trrímite de i~lstrrrccióri. 

Pendientes del año anterior. 2.767 2.758 
Incoados en el año ......... 11.073 10.441 

Declarados falta ......... 270 1.9 8 1 0.6 
Inhibidos .................. 177 1.2 199 1.5 
Elevados a la Audiencia ... 10.634 76.8 10.177 77.1 
Pendientes ............... 2.750 20.1 2.742 20.8 

Trhzite eri la Audiencia. 

Total tramitados ............ 11.823 100 10.494 100 
Sobreseídos por no ser cons- 

titutivos de delito. etc. ... 4.676 39.5 4.854 46.7 
Sobreseídos por no ser habi- 

dos los autores. etc. ...... 2.320 19.6 1.858 17.7 
Abierto el juicio oral ...... 2.785 23.6 2.193 70.8 
Extinción de responsabilidad. 333 2.7 266 2.5 
Pendientes ............... 1.709 14.6 1.323 12,8 

En el trámite ante la Audiencia sigue destacando el 
elevado número de sobreseimientos por no ser constitu- 
tivos de delito los hechos imputados, cuyo porcentaje ha 
subido incluso del 39,5 al 46,2 por 100, lo que constituye 
un dato digno de consideración detenida. Cierto es que 
en el procedimiento ordinario no existen los medios pro- 
cesales para terminar la causa, cuando se entienda que 
no constituyen delito los hechos en ella investigados, 
antes del trámite de instrucción, ya ante la Audiencia. 
De todas formas, el porcentaje parece a todas luces 
excesivo. 



Por último, nos queda consignar los datos relativos 
a las sentencias dictadas por las Audiencias en este tipo 
de proceso. 

1 9 6 9  

Porcen- 
Número taje 

Total sentencias dictadas ... 2.652 100 
Totalmente conformes con la 

acusación ............... 1.267 47,7 
Parcialmente conformes ...... 819 30,9 
Disconformes (generalmente 

absolutorias) ............ 566 21.4 

1 9 7 0  

Porcen- 
Número taje 

2.542 100 

Una vez examinados los datos correspondientes a los 
diversos tipos de proceso penal quizás convenga compa- 
rar las cifras qtie se refieren al trabajo de los Juzgados 
y al de las Audiencias provinciales, como hicimos tam- 
bién en Memorias anteriores. 

A este respecto podemos considerar los puntos si- 
guientes: 

e) Comparación de datos relativos al trabajo de las 
Audiencias y de los Juzgados de Instrucción. 

Si consideramos las diligencias previas, aunque téc- 
nicamente no lo sean, como un tipo de proceso al objeto 
de establecer las comparaciones necesarias, la evolución 
sufrida desde la puesta en vigor de la reforma procesal 
de 1967 es la siguiente: 

Audiencias Juzgados 

Número Porcentaje Número Porcentaje 

1968 ............... 55.552 20 222.587 80 
1969 ............... 37.427 13,8 235.929 86.2 
1970 ............... 39.152 13.2 258.345 86.8 



Si nos atenemos ahora a la comparación de las sen- 
tencias dictadas por los Juzgados de Instrucción y a las 
que dictaron las Audiencias en los dos tipos de proceso 
que les corresponden -urgencia ante la Audiencia y 
ordinaricr los datos son los que siguen: 

Audiencias 

Porcen- 
Número taje 

Total sentencias dictadas ... 17.396 100 
Totalmente conformes con la 

acusación ............... 9.284 53.3 
Parcialmente conformes ... 4.468 27.7 
Disconformes (generalmente 

absoli~torias) ............ 3.644 19 

Juzgados 

Porcen- 
Número taje 

28.506 100 

Ya ,señalamos anteriormente que es mayor el por- 
centaje de discrepancias con las tesis acusatorias en las 
Audiencias que en los Juzgados, como puede apreciarse. 
En cambio, el porcentaje de sentencias parcialmente 
conformes, es decir, aquellas en que generalmente se 
acepta la calificación, pero se difiere en la apreciación 
de circunstancias modificativas o en la fijación de la 
pena, es mayor en las Audiencias. 

La comparación entre el número de asuntos trami- 
tados y el de sentencias dictadas, tanto en las Audien- 
cias como en los Juzgados, nos da las siguientes cifras: 

Audiencias Juzgados 

Urgen- Ordi- Por- Por- 
cia nario Total centaje Total centaje 

- - , - - - -  

Asuntos tramita- 
dos ............ 22.812 10.494 33.306 100 55.746 100 

Sentencias dicta- 
das :.. ......... 14.854 2542 17.396 52.2 28.506 51.1 



También sigue teniendo interés la comparación del 
cuadro de sentencias dictadas, que venimos consignando 
en las anteriores Memorias, arrastrando los datos desde 
el año 1950. En él se ve la evolución que sigue, especial- 
mente desde la reforma procesal de 1967, la cifra de las 
sentencias que dictan tanto las Audiencias como los Juz- 
gados. 

Las cifras a que nos referimos son las siguientes: 

Audiencias Juzgados Total 

- 25.221 
- 26.138 
- 32.068 
- 34.612 
- 38.999 
- 40.529 

10.388 38.376 
24.866 43.350 
28.506 45.902 

Salvo las cifras de 1968, primero en la vigencia de la 
reforma procesal aludida, lo que demuestra el cuadro 
anterior es, de una parte, que el aumento de resolucio- 
nes dictadas (que, naturalmente, se corresponde en gran 
parte con el de asuntos incoados) viene a ser anual- 
mente lo que antes era cada cinco años. De otra parte. 
se marca muy acusadamente el traslado que la resolu- 
ción de los asuntos ha sufrido y seguirá sufriendo res- 
pecto del Órgano jurisdiccional competente, Audiencias 
o Juzgados. En el Último año la relación porcentual ha 
sido de un 62,l por 100 del total de sentencias a cargo 
de los Juzgados y un 37,9 por 100 de dicho total a cargo 
de las Audiencias (incluyendo, naturalmente, los dos 
tipos de proceso: urgencia ante la Audiencia y ordi- 
nario). 



En cuanto a las aperturas de juicio oral, podemos 
también establecer la comparación, conforme al siguien- 
te cuadro: 

Audiencias Juzgados - 
1950 ............... 25.346 - 
1955 ............... 26.608 - 
1960 ............... 32.894 - 
1965 ............... 35.505 - 
1966 ............... 40.158 - 
1967 ............... 41.733 - 

............... 1968 27.988 1 1.967 
1969 ............... 16.905 26.083 

............... 1970 16.399 30.972 

A partir de 1968 se aprecia en el trabajo de las 
Audiencias mayor número de sentencias que el de aper- 
turas de juicio oral, lo que indica que se liquida con 
rapidez el escaso retraso de asuntos que pueda quedar 
de años anteriores. 

Para cerrar este capítulo de datos, que considera- 
mos necesario para que pueda ser objeto de análisis en 
cada uno de sus puntos, faltan quizás los relativos al 
trámite de las ejecutorias, tanto en las Audiencias como 
en los Juzgados. La comparación de los archivos defini- 
tivos y de las ejecutorias pendientes es la que sigue: 

Audiencias Juzgados 

Archivos definitivos acordados en 1970 ...... 21.904 13.561 
Otros acuerdos recaídos en la tramitación ...... 78.321 27.017 

............ Número de ejecutorias pendientes 40.619 17.359 

El sistema de obtencibn de estos datos, sin embargo, 
es todavía poco preciso. Será necesario esperar algún 
tiempo a fin de que el sistema de ordenadores nos pueda 



dar, transcurridos los plazos necesarios, una visión más 
exacta de la situación de las ejecutorias, pieza funda- 
mental en el proceso penal y a la que hay que seguir 
dedicando, especialmente por parte del Ministerio Fis- 
cal, un gran interés. 

B) CUESTIONES QUE SUSCITA LA PLURALIDAD DE TIPOS 

DE PROCESO. 

Quizás corresponda a esta parte de la Memoria el 
análisis de algunas cuestiones relacionadas con el nuevo 
tipo de proceso penal para delitos menos graves y con la 
existencia de una pluralidad de tipos de proceso penal. 

Los Fiscales, por regla general, han aceptado el nuevo 
tipo de proceso como más eficaz, aunque no exento de 
defectos que corregir. Sólo a titulo de muestra o ejemplo 
podemos transcribir algunas opiniones. 

Para el Fiscal de Córdoba el proceso penal ante los 
Jueces de Instrucción se muestra muy aceptable. Vea- 
mos sus palabras: 

"Estimamos que deben de darse por abandonados los 
temores que surgieron al implantarse la importante y 
discutida novedad orgánica y procesal de convertir en 
juzgadores a los Jueces exclusivamente instructores por 
la Ley de 8 de abril de 1967, modificadora de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. Por esa Ley se atacó fuerte- 
mente al dogmatismo de nuestro sistema acusatorio, 
tradicional en nuestras Leyes de enjuiciar, pero pode- 
mos afirmar que por lo menos por lo que afecta a los 
Jueces de esta provincia no se han convertido en "Jue- 
ces prevenidos". Enjuician sin prejuicios o, si se quiere, 
juzgan sin prejuzgar, sin haber caído en la "tentación" 
que el sistema cuasi-inquisitivo les ponfa al alcance de 
la mano. Una prueba de ello, entre muchas, es la que 
desde que rige el nuevo procedimiento no se ha dado ni 



un solo caso en que el Juez haga uso de la facultad que 
concede el inciso primero de la regla primera del ar- 
tículo 791 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Una vez más se ha demostrado que "el hombre es el 
sistema" y que un buen cuerpo de Jueces puede hacer 
más, o, por lo menos, tanto, como un conjunto de dogmas, 
aunque éstos los consideremos siempre necesarios." 

Y el de Pontevedra, después de señalar las dificultades 
de la posible disparidad de criterios que suelen sustentar- 
se, dice: 

"Frente a ese aspecto negativo de los divergentes cri- 
terios el nuevo procedimiento ha hecho surgir un aspecto 
positivo: la implicación mayor del Juez en el proceso pe- 
nal, con un aumento de su sentido de responsabilidad por 
el buen éxito del mismo. Efectivamente, de antiguo venía 
el proceso penal constituyendo la "bete noire" de los Juz- 
gados. Considerado, por una deformación del formalismo 
jurídico, como más técnica la materia civil; obligados al 
failo y, por ello, más responsabilizados en ellas los Jueces; 
alejados de los problemas de enjuiciamiento y reducidos 
a la mera instrucción, el proceso penal venía siendo ob- 
jeto de un tratamiento secundario, superficial y más pre- 
ocupado por la mera aportación de datos que por la fi- 
nura jurídica del enjuiciamiento. A los Jueces se les es- 
capaban ciertos matices, ciertas sutilezas, trascendentes 
para una sentencia certera, y con frecuencia atribuían a 
motivos extrajudiciales la revocación para unas diligen- 
cias cuyo verdadero alcance se les ocultaba. Hoy esa si- 
tuación ha cambiado y raro es el Juez a quien no preocu- 
pa el aportar en las diligencias preparatorias el máximo 
posible de datos para llegar a una adecuada sentencia. 
Comprenden ya la trascendencia de que el Juez practique 
personalmente una inspección ocular y las dificultades 
de interpretación de tal clase de diligencias, sin una 
acertada descripción topográfica, sin el auxilio de un 
plano y sin omitir fijar los detalles esenciales. Conocen la 



trascendencia de ciertos aspectos, antes estimados secun- 
darios, y que son precisos para una mejor fijación de las 
responsabilidades civiles. Y en general han llegado a al- 
canzar las dificultades del fallo penal, especialmente 
cuando la instrucción fue normal y deficitaria y ello se 
traduce, en general, en una mejor instrucción del proceso 
ante los Juzgados." 

Pero preocupa al Fiscal de Pontevedra el agobio de 
trabajo que ha  caído sobre los Juzgados y las consecuen- 
cias de posible retraso que ello puede suponer. Dice así: 

"Lo cierto es que al finalizar el año quedan pendientes 
un 27 por 100 de las diligencias preparatorias instruidas, 
porcentaje que excede de la meclia nacional que, según la 
Memoria del excelentísirno señor Fiscal del Tribunal Su- 
premo fue para 1969 de un 20 por 100 (pág. 145) y que, 
mientras en la Audiencia el número de sentencias ha ex- 
cedido al de aperturas de juicio oral, en los Juzgados éstos 
han abierto más juicios que sentencias han dictado. Y 
como ya el pasado año ocurrió !o mismo, la observación 
no debe pasarse por alto, pues, es indicio de una cierta 
tendencia a la acumulación de juicios pendientes o, en 
palabras más claras, al atraso. Y como en materia de 
ejecutorias se observa, como luego veremos, análoga ten- 
dencia, hemos de convenir que frente a la fluidez del nue- 
vo procedimiento ante los Juzgados, en el porvenir no 
podemos mostrarnos optimistas. Aún estamos a tiempo 
para adoptar medidas correctoras y conviene no pasar 
por alto ese fenómeno que las cifras estadísticas nos evi- 
dencian, que era ya previsible y que debe ser atajado." 

En este orden de las dificultades creadas por el nuevo 
tipo de proceso, algunos Fiscales, como el de Ciudad 
Real, señalan la labor unificadora que el Ministerio Fiscal 
puede realizar: 

"Ante una Ley procesal que contribuye a la disgrega- 
ción, la tarea unificadora es quizá la más importante 
que pesa sobre los Fiscales Provinciales. 



Sería conveniente que las Fiscalías al menos niantu- 
viesen criterios únicos. Creemos que ha contribuido a 
esos criterios disgregados la delegación que, a veces, de la 
casi totalidad de la intervención en el procedimiento ante 
los Jueces de Instrucción, se ha hecho a los Fiscales Mu- 
nicipales y Comarcales. Nuestras personales experiencias 
nos dicen que hay graves diferencias en materias tales 
como: incoación de preparatorias directamente, incoa- 
ción de sumarios de urgencia directamente, pase a pre- 
paratorias sin tomar medidas aseguratorias respecto del 
encartado, concreción del acusado sólo en el escrito de 
calificación sin posibilidad, por tanto, de intervención 
para pedir prueba en las diligencias, pago en todo caso de 
las costas de la acusación, intervención y condena de la 
Compañía Aseguradora, límite de las indemnizaciones 
que se consideran son las establecidas en el Seguro Obli- 
gatorio, mantenimiento de diligencias indeterminadas, 
auto constitutivo de título ejecutivo que no todos dictan, 
o lo hacen sólo dentro de los límites del Seguro Obliga- 
torio, y otros extienden a la indemnización que conside- 
ran real, momento de las declaraciones de rebeldía y 
otras varias cuestiones; sin mencionar la variedad del 
criterio al fijar las indemnizaciones en casos análogos e 
inclusive para valorar los hechos y aplicar penas, pero 
éstos son problemas de fondo difíciles de enumerar." 

Desde un punto de vista más general, hay temas tra- 
tados en las Memorias que conviene también transcribir. 
Por ejemplo, el que en relación con las diferentes clases 
de proceso que en el campo penal habría que articular, 
con la coordinación necesaria, incluye el Fiscal de Burgos 
en la suya: 

"Siempre ha sido y será objeto de debate la cuestión 
sobre el número de procedimientos penales. Entendemos 
que la distinción entre el sumaria1 de urgencia y el ordi- 
nario no debe existir, pero el juicio de faltas, el de delitos 



menores y el de delitos graves, deben prevalecer. Nues- 
tras argumentaciones una vez más las elevamos a V. E. 

a) En nuestras memorias anteriores nos hemos in- 
clinado siempre por la existencia de tres procedimientos. 
Uno para el juicio de faltas, otro para los llamados deli- 
tos menores y un tercero para los delitos superiores. Se- 
guimos en la misma postura por entender que la intensi- 
dad de las infracciones de naturaleza penal, es lo suficien- 
temente importante para hacer una clasificación tripar- 
tita, a efectos de su enjuiciamiento. 

El montaje procesal complicado de un delito grave, 
no debe ser igual al de un delito menor y al de las faltas, 
porque las necesidades de servicio no lo requieren, no 
solamente por la competencia del órgano judicial, sino 
también por cuantas personas son llamadas a colaborar 
en la Administración de la Justicia. 

b) Las fases procesales para sanción de las figuras 
punitivas. Creemos que se pueden distinguir las siguien- 
tes: La de investigación, la de aseguramiento o cautelar, 
la de enjuiciamiento o conocimiento y la de ejecución. 

Toda infracción punitiva lo primero que requiere es 
su investigación. Es decir, tratar de buscar su descubri- 
miento porque la convivencia pacífica y normal de la 
sociedad lo requiere. Por ello la sociedad ha de tener 
montado un órgano encargado de esta investigación con 
las suficientes condiciones técnicas a fin de que por otra 
parte las garantías individuales no se vean violadas. 

Una -fez descubierta la infracción punitiva es nece- 
sario, con la mayor urgencia, adoptar precauciones a fin 
de que el ordenamiento jurídico y los intereses lesionados, 
sean reparados a costa de los autores de la misma. De 
aquí vemos que surge una fase más, que nosotros deno- 
minamos de aseguramiento o cautelar. 

Se ha descubierto el delito, se han adoptado o no se- 
gún los casos, las medidas cautelares indicadas anterior- 
mente, y es preciso el enjuiciamiento de las conductas 



punitivas con las suficientes garantías, a efectos de bus- 
car la decisión que corresponda a estas infracciones puni- 
tivas. Vemos, pues, que en el procedimiento o curso de 
la lucha contra el crimen nace una nueva fase que es la 
denominada de enjuiciamiento. 

Una vez que se ha adoptado la decisión es preciso lle- 
varla a efecto, y aquí que nos encontremos en presencia 
del nuevo periodo y último, que es el de la ejecución, que 
a nuestro juicio no ha de quedar reducido a la constancia 
de su cumplimiento en unos folios, sino que ha de ha- 
cerse a base de un estudio del sujeto activo del delito, 
para que en el cumplimiento de la sanción no se vea sola- 
mente la intimidación general y especial del delincuente 
y de la sociedad, sino los fines correctivos de la misma. 

C )  Distinción de los tres procesos.-En la fase de in- 
vestigación, cautelar y de ejecución, no debemos de en- 
contrar diferencias entre ellos. En donde deben de existir 
es la fase de enjuiciamiento. Ante todo el órgano com- 
petente de esta fase ha de ser distinto del de la fase de 
investigación y el mismo del de la fase cautelar. El ser 
investigador y juzgador va en contra del sistema acusa- 
torio, triunfo de un progreso de la cultura jurídica. No 
se nos puede decir que el investigador-instmctor puede 
ser juzgador, porque no emita decisión alguna, porque el 
fundamento de que estas fases no recaigan en el mismo 
órgano, es el estado psíquico que se forma en la persona 
que investiga, no aconsejable para después decidir. Por 
eso afirmamos una vez más la necesidad de que el órgano 
encargado de la fase investigadora sea distinto del de la 
fase de enjuiciamiento. El mayor ataque que se ha hecho, 
a nuestro juicio, sobre el procedimiento actual de delitos 
menores, es el no haberse hecho esta distinción. 

La distinción entre uno y otro procedimiento, es decir, 
entre el juicio de faltas o procedimiento para delitos 
menores y el procedimiento para delitos graves, ha de 
radicar en esta fase de enjuiciamiento, en la que a su vez 



pueden distinguirse los tres períodos que los procesalistas 
marcan para todo procedimiento: el de iniciación, el de 
desarrollo, y el de decisión. 

En los medios de iniciación y de decisión no creen 
que puedan encontrarse grandes diferencias, por lo que 
entendemos, que en donde existe la verdadera diferen- 
ciacion es en el periodo de desarrollo. 

El juicio de faltas ha de venir caracterizado por el 
predominio de la oralidad, de tal forma que su desarro- 
llo debe realizarse simplemente ante el órgano encar- 
gado de dar su decisión por la aportación de pruebas, 
tanto por parte de la acusación como de la defensa, en 
el momento de la celebración del juicio. 

El procedimiento para los delitos menores se ha  de 
diferenciar de !os otros dos en que en el período de des- 
arrollo la constatación de pruebas antes del juicio oral 
será facultativa de las partes, por lo que con anterio- 
ridad a la celebracih del juicio se pueden practicar, 
por el órgano encargado de la decisión, diligencias pre- 
paratorias a petición de parte, las que una vez realiza- 
das conocerán el trámite de instrucción. 

El procedimiento para los delitos mayores vendrá 
caracterizado porque en el periodo de desarrollo la cons- 
tatación de prueba ante un órgano judicial es obligato- 
ria para todos los que intervienen en el proceso y, antes 
de la apertura oral la instrucción preliminar, para resol- 
ver sobre el mismo, ha de ser obligatoria." 

El Fiscal de Tarragona muestra también en su Me- 
moria una actitud favorable, en líneas generales, hacia 
el nuevo procedimiento establecido por la Ley de 8 de 
abril de 1967. Su estudio, sin embargo, es realista y dete- 
nido y por ello incluye también ciertos aspectos en lo 
que es posible y deseable, a su juicio, un perfecciona- 
miento del nuevo tipo de proceso. Los párrafos que a la 
cuestión dedica en su Memoria son los siguientes: 

"No queremos decir, ni mucho menos, que el nuevo 



procedimiento no sea susceptible de perfección y que no 
presente en su actual normativa problemas, inconve- 
nientes y dificultades que en algunos casos pueden 
llegar a ser realmente serios y de los que vamos a expo- 
ner los que, a nuestro modesto parecer, son más desta- 
cables, por su trascendencia, en el desarrollo del pro- 
ceso. 

1." Examen del encartado.-La figura del encartado 
aparece en el nuevo procedimiento por delitos menores 
con extraordinaria vaguedad e imprecisión, creando difi- 
cultades de orden técnico, en muchos casos de difícil 
solución. 

Del contexto de la Ley, y especialmente de sus artícu- 
los 785 y 790, se deduce que la expresión "encartado" 
tiene una doble acepción: la primera, implícita en la 
Ley y de contornos realmente borrosos, que comprende 
al indicado como querellado en la querella, denunciado 
en la denuncia o como posible responsable en el atestado 
policíaco, pero respecto al cual no se han adoptado nin- 
guna de las medidas cautelares establecidas en el ar- 
tículo 785. Su naturaleza procesal no es la de parte acu- 
sada y, en consecuencia, no puede tener en el proceso 
ninguna intervención como tal y, sin embargo, no existe 
el menor obstáculo legal para que hasta el momento en 
que se convierta formal y materialmente en parte acu- 
sada, por dirigirse contra el mismo la acusación en el 
trámite de calificación provisional por el Ministerio Fis- 
cal o por el acusador particular, en su caso, pueda inter- 
venir en el proceso en concepto de acusador, bien como 
querellante o como presunto perjudicado, al amparo de 
lo dispuesto en el articulo 783. Tal posibilidad plantea 
con cierta frecuencia el caso de que en un mismo pro- 
ceso seguido por delito de circulación las personas que 
intervinieron en el accidente formulen querella el uno 
contra el otro y si en tal supuesto el Fiscal no dirige la 
acción contra alguno de ellos, convirtiéndole de esta 



manera automáticamente en parte acusada, sino que 
solicita el sobreseimiento por estimar que de las actua- 
ciones no se deduce en principio responsabilidad crirni- 
nal contra ninguno de ellos, ambos están legitimados 
recíprocamente, en virtud de lo dispuesto en el último 
párrafo de la regla 3.a del artículo 790, para dirigir la 
acusación contra el otro, y como en el proceso por delito 
rige el principio acusatorio y, en consecuencia, nadie 
puede ser simultáneamente acusador y acusado en el 
mismo será el Juez el llamado a resolver, en el Auto de 
apertura de juicio oral, quién debe ocupar una u otra 
posición, no siendo posible continuar el proceso si estima 
que ambos son responsables y, por lo tanto, acusados, 
al no mantenerse la acción penal por el Fiscal, puesto 
que no puede dictar Auto de apertura de juicio oral 
contra ambos al no haber quién mantenga la acusación 
y faltar este principio, el acusatorio, que informa bási- 
camente toda la fase del juicio oral. 

La segunda de las acepciones a las que antes nos 
referimos resulta del examen del artículo 785 y 790, esto 
es, el encartado contra el que se ha adoptado alguna de 
las medidas cautelares que en el primero de los artículos 
citados se regulan. Dichas medidas cautelares, cuando 
se refieren a la libertad o prisión del encartado o al ase- 
guramiento de las posibles responsabilidades pecunia- 
rias, deben adoptarse por Auto, es decir, por una reso- 
lución fundada, en la que debe indicarse las razones o 
motivos que tiene el Juez para su adopción, por lo que, 
aunque pueda discutirse si formalmente es o no parte 
acusada, hay que llegar a la conclusión de que, a lo 
menos materialmente, tiene tal calidad, puesto que la 
Ley le faculta para recurrir contra dichos Autos, para 
nombrar Abogado y Procurador que le represente y para 
solicitar la práctica de las diligencias de prueba que 
estime conveniente para su descargo en defensa de un 
interés, el suyo, que le vincula a la relación jurídica ma- 
terial derivada del delito, con la parcialidad que carac- 



teriza a quien es parte en un proceso, sin que pueda a 
partir del momento en que se dictó contra él el Auto, 
adoptando alguna de las medidas cautelares reseñadas, 
adquirir la calidad de parte acusadora, perdiéndola, 
desde luego, si la hubiera tenido con anterioridad. Su 
naturaleza procesal de parte acusada, a lo menos mate- 
rialmente, es tan indudable que la misma fuerza de la 
decisión judicial en que se adopte alguna medida caute- 
lar obliga, cuando se encuentre en ignorado paradero, 
a aplicar las normas establecidas en la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal para el supuesto de reos ausentes, hasta 
llegar, en su caso, a dictarse Auto declarándole rebelde, 
pues de no ser así, la ausencia del encartado convertiría 
en ineficaces las medidas que contra el mismo se adop- 
ten y el Auto en que se acuerden perdería su carárter 
consustancial de acto procesal ejecutivo. 

En relación con las cuestiones que acabamos de plan- 
tear y por lo sorprendente de las conclusiones a la que 
en la misma se llega merece comentarse la sentencia de 
30 de junio de 1969, dictada por la Audiencia de Bilbao 
-que comienza a ser invocada- y en cuyo Conside- 
rando se viene, en síntesis, a añrmar que en los proce- 
sos por delitos menores si una persona interviene en los 
mismos ejercitando la acusación privada y posterior- 
mente se dicta contra la misma "auto de inculpación", 
al no estar comprendida en las excepciones del artícu- 
lo 102 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, debe con- 
cluirse que puede ostentar en el mismo proceso la doble 
calidad de acusador y acusado, pudiendo incluso ejerci- 
tar la acción acusatoria y su derecho de defensa a tra- 
vés de diferentes representación y defensa. 

Prescindiendo de los errores técnicos que supone el 
afirmar que en actual procedimiento por delitos men* 
res subsiste el "auto de inculpación", al que se refería 
la derogada Ley de uso y circulación de vehículos a mo- 
tor, en la misma, incomprensiblemente, los Juzgadores 
se atienen, para llegar a la decisión antes referida, a la 



ausencia en la Ley de precepto expreso prohibitivo, con 
olvido de los principios que inspiran la totalidad del pro- 
cedimiento de urgencia, en el que se halla comprendido 
el procedimiento por delitos cuyo fallo compete a los 
Juzgados de Instrucción y que por dicha razón cobran 
aún mayor fuerza, principios entre los que "el acusato- 
rio" constituye la base en que descansa toda la fase del 
juicio oral, como precisamente en esta modalidad del 
procedimiento de urgencia lo ponen de manifiesto las 
reglas l.a y 2.a del artículo 791 al quedar el Juez vincu- 
lado en virtud de la La por la petición del Ministerio 
Fiscal de apertura de juicio oral, con la única salvedad 
de que concurra el supuesto del número 2.O del articu- 
lo 637, y, en virtud de la 2.", a acordar el sobreseimiento 
libre o provisional de la causa cuando lo solicitaren el 
Ministerio Fiscal y el acusador particular, si lo hubiere. 

Tanto la argumentación utilizada como la decisión 
a la que se llega en la citada sentencia son realmente 
sorprendentes e inadmisibles de todo punto, poniendo 
de manifiesto el inconveniente, que en ocasiones como 
la expuesta puede ser grave, derivado de la diversidad 
de criterios que en la interpretación del nuevo procedi- 
miento por delitos menores puede existir en las distin- 
tas Audiencias y cuya unificación es dificil de conseguir 
al no concederse en el mismo al recurso de casación. 

2.0 Apertura del juicio oral en las Diligencias Pre- 
paratolzas.-Al disponerse en el párrafo 3.0 de la regla 6." 
del artículo 791, que contra el Auto de apertura del jui- 
cio oral no cabe recurso alguno, el Fiscal carece de me- 
dios para velar por la observancia de la regla 3.O del ar- 
tículo 790, en donde se prohibe al acusador dirigir la 
acusación contra persona que no haya sido encartada a 
su instancia, salvo que resulte también acusada por el 
Ministerio Fiscal. En estos casos el Fiscal no tiene otra 
solución que poner de manifiesto el defecto procesal ob- 
servado pidiendo se deje sin efecto lo actuado por clara 



infracción de la regla 3.a del articulo 790, manteniendo 
tal criterio en su caso a través de sus escritos de califica- 
ción, y en última instancia, recurriendo en apelación 
ante la Audiencia. La dificultad práctica que muchas 
veces entraña para el Juez de Instrucción la interpreta- 
ción de la regla 3." del artículo citado, aconseja modifi- 
car la regla 6.a del articulo 791, en el sentido de admitir 
el recurso de apelación contra el auto de apertura del 
juicio oral cuando solicitado el sobreseimiento por el Fis- 
cal, el acusador particular solicite dicha apertura -que 
es cuando el problema surge realmente-, lo que permi- 
tiría al Fiscal mantener e incluso imponer el criterio re- 
cogido en la Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo 
de 10 de diciembre de 1967, con la que no todos los J u e  
ces de Instrucción están de acuerdo y estiman que basta 
la simple petición de medidas cautelares por parte del 
ofendido meramente personado -no querellante- aun 
cuando éstas se denieguen, para que éste quede legiti- 
mado para ejercitar la acción penal contra persona a la 
que el Fiscal no acusa, y de los que con mucha dificultad 
hemos conseguido hasta ahora que acepten el criterio 
recogido en la mencionada Circular. 

3.0 Rebelaía del acusado.-El gran número de re- 
beldías de extranjeros o nacionales residentes en otro 
Estado que llegan a tal situación, cuando no habiendo 
sido citados personalmente no comparecen en el acto de 
la vista y, por tanto, ésta no puede celebrarse sin su pre- 
sencia, nos mueve a pensar en la conveniencia de modifi- 
car la regla 8." del artículo 791, párrafo 2.0, en el sentido 
de que fuera posible la celebración del juicio, no obstante, 
la incomparecencia del acusado residente en el extran- 
jero, siempre que se le hubiera citado personalmente o 
a través de su Procurador, ya que es muy frecuente que 
el presunto responsable en los casos indicados, antes de 
regresar a su país nombre Procurador que le represente 
en el juicio y creemos que en tal caso la citación tendría 



prácticamente la misma garantía que la personal y de- 
bería, por tanto, producir los mismos efectos. 

4.0 Cuestwnes prejudiciales y articulas de previo y 
especial pronunciamiento.-Por imperativo de la regla 3." 
del artículo 790, unas y otros deberán plantearse en el 
escrito de calificación provisional y ser resueltas en la 
sentencia, con lo que puede desvirtuarse la naturaleza de 
ésta en el supuesto de plantearse una cuestión prejudicial 
devolutiva o como excepción, la falta de autorización ad- 
ministrativa para proceder, pues si la sentencia da lugar 
a las mismas, no podrá entrar en el fondo, limitándose a 
suspender el procedimiento en espera de que la cuestión 
de naturaleza no penal sea resuelta por el Tribunal com- 
petente en el primer caso o hasta que se obtenga la auto- 
rización administrativa para proceder en el segundo, con 
claro quebranto de los artículos 142 y 742 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, a los que remite el artículo 791 
a través del 802 y que obligan imperativamente a que el 
órgano jurisdiccional decida en la sentencia sobre el 
fondo, condenando o absolviendo, sin que sus pronuncia- 
mientos puedan ser en ningún caso condicionales, ni 
mucho menos producir un efecto meramente suspensivo 
del proceso. Procesalmente la solución no es clara ni 
mucho menos, puesto que la posibilidad de que en tales 
casos se dictare un simple Auto resolviendo la cuestión 
planteada, queda vedada expresamente en el artículo 790, 
por lo que deberían introducirse en dicho artículo, las 
normas precisas que dieran una solución procesal acep- 
table a los supuestos que hemos expuesto, de forma que 
no se atente contra la naturaleza procesal de la sentencia. 

5.0 Principio de celeridad.-Capítulo aparte merece 
la consideración de si efectivamente con el nuevo pro- 
cedimiento se ha conseguido la celeridad que en el mismo 
se pretende. 

En líneas generales, las diligencias previas vienen tra- 
mitándose con normalidad en los distintos Juzgados, te- 



niendo en cuenta que su naturaleza es la de un sumario 
en esquema y que muchas veces las dilaciones advertidas 
se deben al retraso con que se despachan los exhortos por 
los Juzgados exhortados, especialmente cuando éstos ra- 
dican en las grandes ciudades. 

Asimismo, y por parte del Ministerio Fiscal se cum- 
plen escrupulosamente los plazos de las diligencias pre- 
paratorias, tanto de proposición de prueba, como de prác- 
tica de la misma, así como el de calificaci6n provisional, 
lo que no ocurre siempre con los defensores que suelen 
dilatar este último plazo todo lo que les consiente la be- 
nevolencia del instructor. 

La celeridad, sin embargo, se está resintiendo en las 
Diligencias preparatorias tramitadas por los Juzgados 
de gran volumen de trabajo, especialmente los de la ca- 
pital, al no celebrarse por los mismos las vistas corres- 
pondientes ni con la proximidad que la Ley exige, ni en 
número suficiente para absorber el número de juicios 
orales abiertos. El retraso advertido se debe principal- 
mente, no a desidia de los Jueces de Instrucción, sino al 
gran trabajo que sobre los mismos pesa en sus distintos 
aspectos jurisdiccionales, por lo que seria deseable que 
se hiciera actualmente uso de la disposición adicional 
primera de la Ley de 8 de abril de 1967 respecto a los 
Juzgados de Instrucción de Tarragona y Reus, encomen- 
dando a uno de los actualmente existentes en ambas 
ciudades, exclusivamente las funciones penales corres- 
pondientes a su grado jurisdiccional." 

Completa esta materia el Fiscal de Pontevedra, con 
un estudio y análisis de ciertas cuestiones relativas al 
procedimiento de urgencia de que estamos tratando. Con 
su inclusión en esta Memoria pretendemos, al igual que 
hemos hecho con los párrafos anteriormente transcritm 
de algunas otras Memorias de Fiscales Provinciales o Te- 
rritoriales, dar una impresión lo más cercana posible a 
la realidad, de las dificultades que en la práctica suscita 



la aplicación del nuevo tipo de proceso. La experiencia 
de los Fiscales en esta materia es sumamente interesante, 
ya que su intervención en cualquiera de los tipos de pro- 
ceso penal hoy existentes, les legitima para establecer 
comparaciones y apuntar los medios más adecuados para 
un futuro perfeccionamiento de aquellos aspectos que, 
en contraste con la realidad práctica, se hayan mostrado 
como más susceptibles de ser retocados. 

El estudio del Fiscal de Pontevedra, a que ahora nos 
referimos, dice así : 

"La verdad es que la práctica es la piedra de toque de 
toda doctrina y eIla se encarga de descubrir los detalles 
que, inevitablemente, aún al más previsor de los legisla- 
dores, se le escapa cuando se iimita a una construcción 
apriorística, como fue la de aquella Ley. Aquí vamos a re- 
ferirnos a alguno de los problemas que esa práctica ha 
planteado, más con ánimo de revelarlos y buscarle re- 
medio, que de pura crítica estéril. Trátanse de puntos 
concretos, muchos discutibles y todos ellos, a nuestro 
juicio perfectibles, que encaramos precisamente con ese 
afán de perfectibilidad. 

A) Los problemas de la apelación en el procedimien- 
to de urgencia. 

El nuevo procedimiento admite la apelación contra 
las sentencias dictadas por el Juez, ante el Tribunal de 
la Audiencia Provincial, pero, como tantas otras ma- 
terias, la regula asaz sucintamente, dejando en el aire 
una serie de incógnitas y provocando criterios dispares 
en las distintas Audiencias españolas. 

Prescindiendo del hecho de si la apelación ha de ser 
o no razonada en el escrito de interposición, punto éste 
sobre el que las dudas sólo pueden surgir de una benévo- 
la y desviada interpretación de la regla 1." del artícu- 
lo 792, pues, claramente se expresa en ella que han de 
expresarse "sucintamente los fundamentos de la impug- 
nación", por lo que no cabe la mera manifestación de 



disconformidad con la sentencia, prescindiendo, repeti- 
mos, de ese punto, la cuestión clave y trascendente, más 
difícil de resolver, es la de si es admisible o no en ese 
recurso la "reformatio in peius". 

El principio de prohibición de la "reformatio in peius" 
está claramente admitido en nuestro ordenamiento ju- 
rídico, tanto en materia de apelaciones civiles (autorizan- 
do incluso la casación al amparo del artículo 1.692, nú- 
mero 3, L. E. Civil), como en materia penal, respecto al 
único recurso que contra las sentencias por delito auto- 
rizaba la clásica L. E. Cr. 

Pero en materia de faltas el T. S. quebró el principio, 
y, como dijimos en otro lugar de esta Memoria, sobre la 
base de la ausencia del principio acusatorio en ese pro- 
cedimiento y la necesidad de que el Juez de apelación 
pudiera corregir los errores del Juez de instancia (mu- 
chas veces lego) admitió la posibilidad de agravar las 
penas impuestas al recurrente (S. T. S. 5-IV-1900; 2-11- 
1906; 19-XI-1927; 8-VI-1942; 9-XI-1949), lo que, como 
señalamos, tenía su base más en razones prácticas (el 
carácter lego de la Justicia Municipal en la época de esas 
sentencias) que técnicas. 

Tal vez por influjo de esta tesis, y ante la insuficiente 
normativa del artículo 792 citado, ciertas Audiencias han 
tendido a considerar que la naturaleza de la apelación 
en el nuevo procedimiento ante el Juzgado, era la de un 
"novum iudicium" que, con palabras de la Audiencia de 
Avila (S. 19-VI-1968) "transfiere al Tribunal la plenitud 
de la jurisdicción y con ella la facultad de calif&ar, im- 
putar y castigar el hecho justiciable bien sea el declarado 
por el Juez "a quo" o modificado por el Tribunal de ape- 
lación, de tal forma que el Tribunal "ad quem" asume 
exactamente las funciones que tuvo el de primera instan- 
cia, pudiendo examinar de nuevo, tanto los hechos corno 
los fundamentos de derechos aplicables al caso sometido 
a su plena jurisdicción7' (sentencia de la Audiencia de 
Huelva de 8-VIII-1968). Consecuencia de ese enfoque de 



la naturaleza de la apelación es la posibilidad de que la 
sentencia de 2." instancia extravase el "tema procesal" 
sometido a su recurso por el apelante y hasta que impon- 
ga al mismo una sentencia más gravosa que aquella de 
que disintió. Y eso no sólo en materia de error en la elec- 
ción o gradación de la pena, en el que el carácter de orden 
público del proceso penal, podría autorizar a enmendar 
el error de la acusación o del Juez "a quo" (autorización 
que puede devenir obligación: S.T.S. 30-V-69 ó 28-X-70), 
sino incluso de simple uso del arbitrio judicial, en virtud 
de que el Tribunal "ad quem" puede agravar la pena 
correctamente impuesta, moviéndose en los límites que 
los términos de la pena señalada al delito autoriza. Y 
hasta podría penar delito más grave del acusado con sólo 
hacer uso de la facultad del artículo 733. 

Frente a esa postura, otras Audiencias ven en la ape- 
lación una simple "revisio prioris instantiaen, en la que la 
sentencia recurrida será revisable en los puntos concre- 
tos en que ha  sido impugnada. El hecho de que la apela- 
ción haya de ser fundada (artículo 792, regla 1.") y los 
adherentes a l  mismo, deban al formular sus alegaciones, 
deducir las oportunas pretensiones (artículo 792, regla 
4.9, implica el que las partes, después de ese momento 
procesal, no puedan ampliar los términos de la impug- 
nación y que sea a tales términos a los que deba reducirse 
la labor revisoria del Tribunal "ad quem". Por lo que, en 
consecuencia, el Tribunal de apelación, no puede agravar 
la pena impuesta, si no hay la oportuna petición en tal 
sentido, de otra parte apelante. 

Para nosotros esta Última es la solución correcta. Por 
razones de dogmática procesal, por razones de equidad y 
por razones de la técnica penal que fundamenta el prin- 
cipio "pro reo". 

Procesalmente hay que tener en cuenta en primer 
lugar que la apelación no es un "novum iudicium", toda 
vez que, de un  lado, el objeto procesal del juicio de 1." 
instancia y el de 2.a es el mismo; y de otro el juicio de 



apelación ha de utilizarse el mismo material jurídico y 
fáctico que se reunió en la primera instancia (el carácter 
preclusivo de las alegaciones y las pruebas juega aquí un 
papel esencial) y sólo excepcionalmente pueden aportar- 
se nuevas pruebas a la apelación (cfr. art. 792, regla 2.9. 
A esas razones de técnica procesal hay que agregar que 
el fundamento de la prohibición de la "reformatio in 
peius", aparte los motivos de equidad que suelen invocar- 
se, tiene una base dogmática concreta: el objeto procesal 
del juicio de 2.a instancia ha quedado fijado en el escrito 
de apelación (que por eso se exige sea fundado) y es ese 
concreto objeto procesal el único que debe y puede ser 
debatido en la apelación. 

Las razones de equidad en contra de la "reformatio in 
peius" son también conocidas: no es justo aprovechar la 
disconformidad del reo con la sentencia impuesta y su 
impugnación, para agravarla en su contra. 

En el mismo orden de prescripción de la agravación 
de la pena impuesta al reo, cuando ninguna de las partes 
acusadoras comparece para solicitarlo, abunda el prin- 
cipio "pro reo". Todo el proceso penal está impregnado de 
tal principio favorable al penado. El que obligaría ya 
por sí a resolver el silencio legal y la posible duda inter- 
pretativa que de él surja, en forma favorable a sus in- 
tereses, esto es, aceptando en el nuevo proceso el imperio 
de la prohibición de la "reformatio in peius", que impera 
ya en la apelación civil y en la casación penal. 

Pero de todas formas, es lo cierto que en la práctica 
no todas las Audiencias lo aceptan así y que sería bueno 
que en una futura reforma, la regla quedará expresa y 
claramente establecida. 

B) La posibilidad del juicio "in absentia" prevista 
en el párrafo 2.0 de la regla 8.a, del artículo 791, falla en 
el supuesto de más necesidad: el del reo con residencia 
habitual en país extranjero, autorizado a ausentarse al 
amparo de la regla 8.a, ap. h) del artículo 786. 



El Fiscal de San Sebastián planteó ya el problema el 
pasado año en los términos de interpretación literal de la 
condición de citación "personal" de la regla 8.a del ar- 
tículo 791 citado, en cuyo caso resulta tanto inadecuada 
la posibilidad de celebrar el juicio sin la comparecencia 
del reo -que no podrá darse en los casos precisamente 
más necesarios- como la propia facultad facilitadora de 
la citada letra h). 

Sin embargo, parece que una interpretación teleológi- 
ca de ese precepto del articulo 786 y aun una sistemática, 
debiera llevar a entender que, en ese caso, la citación de 
representante debe entenderse como citación personal 
a los efectos del artículo 791. Porque ¿qué sentido puede 
tener, si no, el designar "una persona con domicilio fijo 
en España", precisamente para "que reciba las notifica- 
ciones, citaciones y emplazamientos" que al imputado 
hubiera de hacérsele? El "telos" de la Ley parece ser con- 
vertir a la persona designada en un "alter ego" del im- 
putado a los efectos procesales. Y si la Ley autoriza ex- 
presamente en ese precepto a hacer en "otra persona" 
todas las citaciones y emplazamientos que por principio 
son personales, es obvio que también quiso darle a esas 
citaciones y emplazamientos el mismo efecto que si al 
propio reo fueran hechos. 

Claro está que podría alegarse en contra el Último 
párrafo del artículo 786 y la propia exigencia de una 
fianza para asegurar la comparecencia del reo. Pero es 
que no cabe olvidar que hay supuestos en que el acto ha 
de ser personalísimo: así, en sometimiento a la pena 
impuesta, si se acuerda su ejecución. 

De todas formas, y al margen ya de la solución que se 
dé al problema (y que creemos debiera también zanjarse 
en un futuro), queremos señalar que según la norma de 
la citada letra h), sólo puede autorizarse la secuencia de 
residentes en países, "que mantengan relaciones diplomá- 
ticas con España". Y como los paises en que residen la 
mayoría de los extranjeros que resultan encartados en 



las diligencias preparatorias, existen unos Convenios de 
auxilio judicial directo, que permiten la citación personal 
en su domicilio extranjero del imputado, por medios su- 
ficientemente rápidos y efectivos, como para soslayar en 
muchos casos aquella duda interpretativa. Nosotros, al 
menos, hemos hecho uso de esa posibilidad en algún 
caso (como hemos prestado nuestro auxilio para análoga 
diferencia a requerimiento de un "Procureur" francés o 
un "Staatsaneal" alemán). 

C) Otra cuestión que es fuente de resoluciones con- 
tradictorias es la de la imposición al penado de las costas 
de la acusación. En la Ley de 1957 la cuestión era clara: 
a falta de declaración expresa en la seiltencia, las costas 
de la acusación no se entendían impuestas al reo. Pero la 
actual redacción se limita a ordenar que como pronun- 
ciamiento de la sentencia, ésta deberá contener: 2.a Pago 
por el condenado de las costas causadas por el querellante 
particular o actor civil. 

Frente a ese pronunciamiento se han mantenido las 
posturas siguientes: 

a) La mayoría de las Audiencias Provinciales, entre 
las cuales pueden citarse las de León, Pontevedra, San- 
tander, Lugo, Córdoba, Bilbao y Lérida, estiman que co- 
rresponde al Juzgador pronunciarse en cada caso con li- 
bertad de criterio, teniendo en cuenta las circunstancias 
concurrentes; b) otras, como las de Huesca, Málaga y Sa- 
lamanca, consideran que en ningún caso puede exone- 
rarse al penado de las costas causadas por el querellante 
o acusador particular, habida cuenta de la nueva redac- 
ción del número 2.0 del artículo 802, en relación con las 
normas generales de los artículos 239, 240, y 246 de la 
L.E. Cr., y 109, 110 y 111 del Código Penal; y, c) final- 
mente, algunas como la de Guadalajara, con base en el 
precepto del artículo 783 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y una interpretación asaz literal del artículo 
802 distinguen entre querellante y acusador particular, 



para llegar a la conclusión de que si bien las costas cau- 
sadas por el primero deben ser impuestas al penado, no 
sucede lo mismo con las del simple acusador, por no estar 
este Último comprendido en el número 2.0 del citado 
artículo 802, que se refiere, exclusivamente al quere- 
llante. 

A nuestro juicio, la postura correcta es la primera, 
ante todo por razones de interpretación histórica basada 
no sólo en la Ley de 1957, sino también en la de 
24-XII-1962, que mantuvo el mismo criterio en orden a 
las costas. También sistemáticamente, ya que en el pro- 
cedimiento ordinario, por aplicación de las normas ge- 
nerales de los artículos 241, 242 y 246 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, en relación con las de los artículos 
109, 110 y 111 del Código Penal, no ofrece duda -y así la 
proclaman las sentencias de 23 de noviembre de 1917, 31 
de diciembre de 1953 y 18 de febrero de 1959- que entre 
las costas que por la Ley se entienden impuestas a los 
criminales responsables de todo delito, figuran las de la 
acusación particular, que expresamente son mencionadas 
en el número 3 del citado artículo 111, por lo que en nin- 
gún caso pueden ser excluidas, y siendo esto así, si el 
precepto del número 2 del artículo 802 se interpretase en 
el sentido de que obliga a imponer al reo tales costas, es 
manifiesto que carecería de razón de ser, porque vendría 
a decir lo mismo ya establecido en las normas generales 
de que se deja hecho mención, y como, según conocido 
principio de Derecho, debe rechazarse toda interpretación 
que conduzca al absurdo, hay que entender que lo. que en 
realidad quiere expresar dicho precepto es que el Tribu- 
nal debe decidir expresamente la cuestión, pero resolvien- 
do lo que estime oportuno, con absoluta libertad de cri- 
terio. 

Y lo que nos parece desacertado es la distinción a los 
efectos de que se trata, entre querellante y acusador par- 
ticular, ya que en este Último concepto quedan compren- 
didos todos los particulares que ejercitan la acción penal, 



sean o no ofendidos por el delito, y ya lo hagan "ab initio" 
por medio de querella, como es norma general que debe 
efectuarse, o mostrándose parte en la causa después de 
que haya sido instruido de los derechos que le asisten, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 109 y 783 de la 
L.E.Cr., sin que sea admisible que el uso de esa facultad 
que la Ley otorga pueda lesionar su expectativa de ser 
resarcido de los gastos procesales. 

D) La experiencia del período de vigencia del nuevo 
procedimiento nos lleva a estimar que la norma de ab- 
soluta prescripción de las compañías aseguradoras del 
procedimiento penal, establecida en el último párrafo de 
la regla 5." del artículo 784, conduce a veces a consecuen- 
cias graves. 

No es que pretendamos desconocer las dudosas razo- 
nes teóricas alegadas a favor de tal criterio -el vínculo 
entre el reo y la compañía aseguradora nace de una rela- 
ción contractual ajena al proceso- ni las pragmáticas 
que lo impusieron -la personación de las compañías 
tendía a provocar incidentes dilatorios y a prácticas vi- 
ciosas-. Tampoco ignoramos que la Jurisprudencia ha 
sancionado el carácter absoluto de esa prescripción 
(Vid. p. ej. la S.T.S. de 24-VI y 7-X-70, por citar unas de 
las más recientes de que tenemos noticia). 

Pero luego resulta que en la práctica y en muchos 
casos, bien por insuficiencia de la instrucción, bien por 
errores interpretativos del juzgador en orden a los pre- 
ceptos .reguladores del Seguro Obligatorio, se producen 
situaciones y condenas incorrectas (estimación de vigen- 
cia de seguros caducados y error en orden a la compañía 
aseguradora; imposición de condenas que extravasan los 
límites de seguro, etc.) que las compañías afectadas se 
encuentran en la imposibilidad de subsanar. 

Creemos que debiera reconocerse la legitimación pro- 
cesal de esas compañías a los restringidos efectos de po- 
der discutir jurídicamente su "obligación de -afianzarw 



o impugnar la resolución en orden a la' procedencia del 
pago de la indemnización o de la cuantía del mismo, 
cuando venga impuesto a esas compañías como conse- 
cuencia del Seguro Obligatorio, máxime cuando la propia 
Jurisprudencia ha llegado a estimarlos responsables ci- 
viles directos (Cfr. S.T.S. 19-V-1968 ó 18-11-1969)." 

C) Juzgdo y Tribunal de Orden Público 

Aunque en el capitulo anterior vimos la presunta ac- 
tividad delictiva en materias sometidas a la competencia 
del Tribunal de Orden Público, en virtud de lo que dis- 
pone la Ley de 2 de diciembre de 1963, nos corresponde 
ahora examinar la actividad jurisdiccional de estos ór- 
ganos, que forman parte de la jurisdicción ordinaria en 
el orden penal. 

El cuadro de datos relativos a la actividad del Tribu- 
nal, es el siguiente: 

1968 1969 1970 --- 
Causa? incoadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1.054 1 .O01 1.358 
Sentencias dictadas .................. 21 8 356 316 

Absolutorias ........................ 50 114 80 
Condenatorias ..................... 168 342 236 

La relación entre causas incoadas y sentencias dic- 
tadas fue establecida, para los años anteriores, en un 
20,6 por 100 para el año 1968 y un 35,55 uor 100 para el 
año 1969; mientras que en el año que nos ocupa el por- 
centaje se cifra en un 23,2 por 100. 

Como puede verse, también en este ámbito de los ór- 
ganos especializados de Orden Público se dan las mismas 
características que pudimos apreciar en la actuación 
general de los Tribunales de lo penal: el año 1970 supuso 
un punto intermedio entre las cifras del 68 y las del 69: 
Más altas que las de este Último, pero todavía por debajo 



de las de 1968. Lo mismo podemos decir del porcentaje 
comparativo de las sentencias absolutorias y condenato- 
rias, como se aprecia al examinar el cuadro siguiente: 

1966 1967 1968 1969 1970 ----- 
Sentencias dictadas ......... 100 100 100 100 100 

Absolutorias ............ 25,1 26.9 22,9 32 35.3 
Condenatorias ............ 74,9 73.1 77.1 68 74.7 

Por lo que se refiere a los recursos de casación inter- 
puestos contra las sentencias del Tribunal y el sentido 
de los que fueron resueltos durante el año 1970, los datos 
son como muestra el cuadro siguiente: 

1968 1969 1970 

.................. Recursos interpuestos 59 134 181 
Recursos resueltos ..................... 59 9 1 69 

Sentencias casadas .................. 7 10 7 
Sentencias confirmadas ............... 52 8 1 62 

D) La Justicia Municipal en el orden penal 

Al incluir, a partir de la Memoria anterior, los datos 
relativos a los juicios de faltas, podemos ya comenzar a 
establecer comparaciones sobre las tendencias que su 
aumento o disminución nos señale, aunque las cifras de 
dos años tan sólo no sean suficientes para extraer con- 
secuencias firmes sobre su significación. 

Los datos comparativos a que aludimos son los si- 
guientes : 

1969 1970 

Juicios de faltas pendientes del año anterior ... 28.204 35.451) 
.................. Ingresados durante el año 254.656 279.184 

. TOTAL JIlICIOS DE FALTAS TRAMiTAWS ... 282.860 314.634 



La diferencia en más de un año a otro supone un 
10,2 por 100, en que debemos cifrar el aumento experi- 
mentado. 

El número de juicios de faltas resueltos por sentencia, 
tanto en 1969 como en 1970 fue el siguiente: 

Porcentaje 

Porcentajes que, dada la estructura del proceso por 
falta y su escasa complicación, nos parecen excesivamen- 
te bajos. 

La comparación de las sentencias dictadas, según su 
contenido, es como sigue. 

1 9 6 9  1 9 7 0  

Número Porcen- Número Porcen- 
total taje total taje 

Sen:encias dictadas ......... 188.794 100 202.562 100 
Condenatorias ............ 122.944 65.1 129.234 63.7 
Akolutorias ............... 65.850 34.9 73.328 36.3 

El Fiscal no recurrió más que 375 sentencias absolu- 
torias a pesar del gran número de las que se dictaron. 
En algunas provincias el número de recursos interpuestos 
por el Fiscal es mínimo o nulo, lo que hace pensar en un 
aquietamiento convencional que no se corresponde con 
la función que el Ministerio Fiscal tiene- atribuida, por 
lo que seria conveniente que los Fiscales de las Audiencias 
llamaran la atención de los Municipales y Comarcales 
sobre esta actuación, a la vista de las cifras de recursos 
y sentencias de cada uno de los Juzgados de sus respecti- 
vas agrupaciones. 



El perjudicado, en cambio, recurrió en 2.035 casos y 
los condenados en otros 5.731. Del total de recursos re- 
sueltos, fueron confirmadas las sentencias del Juez Muni- 
cipal o Comarcal en el 73,3 por 100 de los casos, porcen- 
taje muy próximo al 72,8 por 100 que dimos en la anterior 
Memoria como correspondiente a 1969. 

2. Funcionamiento de los Tribunales del orden civil 

Comenzando por considerar la totalidad de asuntos 
tramitados en los Juzgados de 1." Instancia y en las 
Audiencias Territoriales y Provinciales, hemos de hacer 
una salvedad: De una parte, pueden computarse todos 
los asuntos del orden civil, sin discriminación alguna por 
razón de su naturaleza, incluyendo exhortas, requeri- 
mientos bancarios y otros de análoga naturaleza; de 
otra, pueden clasificarse los asuntos civiles de contenido 
sustantivo, lo que reduce considerablemente el número 
de los que hemos de tomar en consideración. 

La comparación de ambas cifras nos da la evolución 
de año en año. Por ejemplo, veamos los que se trarnita- 
ron -de todas clases- en los Juzgados de 1." Instancia: 

Lo que supone un aumento anual de un 4,8 por 100 
en 1969 y de un 8,9 en 1970. 

Para las Audiencias Territoriales, en cambio, las ci- 
fras son lógicamente descendentes: 



Y para las Audiencias Provinciales, que por primera 
vez incluimos en la Memoria anterior: 

Mayor interés puede presentar a nuestro objeto, el 
análisis de la clasificación de los asuntos civiles tramita- 
dos por los Juzgados de 1.a Instancia, conforme a la na- 
turaleza de los mismos: 

Porcentje 

Cuestiones de competencia ..................... 
Mayores cuantía .............................. 
Menores cuantía .............................. 
Ejecutivos .................................... 

.............................. Arrendamientos 
Quiebras y suspensiones ........................ 
Otros contenciosos ........................... 
Jurisdicción volutaria ........................... 

Las variaciones más destacables con relación al año 
anterior, cuyos datos constan en la página 165 de aquella 
Memoria, son un ligero aumento de los ejecutivos (suben 
un 4,2 por 100) y un ligerísimo descenso, de un 2 por 100 
aproximadamente, en los asuntos de jurisdicción volun- 
taria. 

La comparación porcentual entre los asuntos de juriS- 
dicción contenciosa y voluntaria a lo largo de los últimos 
años es la siguiente: 

1968 1969 1970 

Jwisdicción contenciosa ............... 68.3 61,l 70.2 
Jurisdicción volutaria .................. 31,7 31,9 2 9 8  



Considerando el número de asuntos civiles despacha- 
dos por los Juzgados de cada Territorio. siempre dentro 
de la cifra dada en el cuadro que clasifica los asuntos por 
razón de su naturaleza y comparándolos con los de años 
anteriores . obtenemos el cuadro: 

Juzgados del territorio de Madrid ............ 
Idem íd . de Barcelona ..................... 
Idem íd . de Valencia ........................ 
Idem íd . de Sevilla ........................ 
Idem íd . de Burgos ........................ 
Tdem íd . de Granada ........................ 
Idem íd . de La Coruña ..................... 
Idem íd . de Albacete ........................ 
Idem íd . de Valladolid ..................... 
Idem íd . de Las Palmas ..................... 
Idem id . de Zaragoza ..................... 
Idem íd . de Oviedo ........................ 
Idem íd . de Baleares ........................ 
Idem íd . de Navarra ........................ 

- Idem id . de Cáceres ........................ 

Aumento proporcionado. aunque con ligeras varian- 
tes. en todos los territorios y escasas variaciones en la 
clasificación general por razbn del volumen de asuntos: 
Albacete se coloca delante de La Coruña y Oviedo baja. 
detrás de Baleares y Navarra . 

Por lo que respecta a las Audiencias Territoriales. la 
distribución de sus asuntos es como sigue: 

Jurisdicción contenciosa ............ 6.180 
Jurisdicción volutaria ............... 83 
Competencias ..................... 43 



Y la clasificación por Audiencias Territoriales nos da 
también las siguientes cifras: 

1969 

Madrid ............... 1.1 19 
Barcelona ............... 979 
Valencia ............... 576 
Burgos ............... 513 

............ La Coruña 491) 
Sevilla .................. 463 
Valladolid ............... 376 
Granada ............... 330 
Albacete ............... 269 

............... Zaragoza 252 
Oviedo ............... 200 

............... Baleares 164 
Pamplona ............... 98 

............... Cáceres 92 
Las Palmas ............ 82 

Las variaciones afectaron a Burgos, que se coloca por 
por encima de Valencia; Granada, que despachó más que 
Valladolid, y Pamplona, que sube por encima de Balea- 
res, Oviedo, Zaragoza y Albacete. 

Las suspensiones de pagos y las quiebras sufrieron 
también variación sensible. Recuérdese que operamos 
sobre asuntos iniciados en los Juzgados y que, por con- 
siguiente, pueden no llegar a término. Aun sobre estas 
bases, las cifras de suspensiones pasaron de 217 en el 
año 1968 a 231 en 1969 y 419 en 1970, con subida verti- 
cal muy próxima, como se ve, al 1OQ por 100 de 1968. 
Las quiebras se mantuvieron en una línea de mayor 
normalidad: de 99 en el año 1968 descendieron a 79 en 
el año 1969 y han vuelto a subir a 97 en 1970. Las varia- 
ciones en las quiebras tampoco son sensibles en la cla- 
sificación par provincias. En cambiio, el espectacular 



aumento de las suspensiones merece que examinemos 
dónde se produjo con mayor intensidad: 

Alicante pasó de 11 a 49, Baleares, de 6 a 19; en Bar- 
celona las 71 suspensiones del año anterior fueron 112 
en 1970, Madrid pasó de 38 a 77, Sevilla, de 10 a 19; 
Valencia, de 9 ascendió a 22 y Murcia, de 4 pasó a 11. 
Las restantes se reparten en escaso número por todas 
las provincias. Ciudad Real, Soria, Badajoz, Lugo, Gua- 
dalajara, Segovia, Toledo, Palencia, Zamora y Teruel no 
registraron ninguna. 

Las cifras correspondientes a los asuntos de que cono- 
cieron en el orden civil las Audiencias Provinciales pue- 
den verse reflejadas a continuación: 

Cuestiones de competencia ........................ 54 3 3 
Apelaciones de asuntos procedentes de Juzgados de 

Primera Instancia ........................... 1.089 1.179 
Apelaciones de asuntos procedentes de la Justicia 

Municipal .................................... 4.490 4.278 
Actos de jurisdicción voluta~ia .................. 163 140 

Las Audiencias con mayor volumen de asuntos, con 
ser éste mínimo, fueron Madrid, con 979; ~árcelona, 
con 693; Sevilla, con 245; La Coruña, con 209, y Valen- 
cia, con 207. De las restantes sólo pasan de cien asun- 
tos al año Alicante, Baleares, San Sebastián, Las Pal- 
mas, León, Málaga, Murcia, Pontevedra, Santa Cruz de 
Tenerife, Santander, Bilbao y Zaragoza. Por el contra- 
rio, no llegaron a 50 asuntos al año las Audiencias de 
Alava, Albacete, Almería, Oviedo, Avila, Cáceres, Caste- 
llón, Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara, Huesca, Jaén, 
Logroño, Orense, Palencia, Segovia, Soria, Teruel y 
Toledo. 



Los órganos de la Justicia municipal entendieron 
durante el año 1970 de un total de 194.293, de los cuales 
152.885 fueron iniciados durante el año y el resto pen- 
dían del año anterior. De este total apuntado quedaron 
resueltos durante el año 148.912. 

En cuanto a las cifras, tema al que estamos dedi- 
cando esta primera parte del estudio sobre el funciona- 
miento de los Tribunales de lo civil, nos queda tan sólo 
reseñar, porque lo hemos hecho en las Memorias ante- 
riores en razón de su novedad, los asuntos a que dio 
lugar la aplicación del Convenio de Nueva York sobre 
alimentos. Se iniciaron 18 asuntos, de los cuales 16 pen- 
den todavía del trámite ante los Juzgados y en otros dos 
se consiguió la transacción. La nacionalidad de las recla- 
mantes siguió siendo en el mayor número de súbditas 
suecas -siete-, seguidas por holandesas y austríacas; 
las restantes, una por país, son francesas, belgas, hún- 
garas y portuguesas. Los demandados fueron en su ma- 
yor parte españoles -12-, seguidos de tres suecos, un  
norteamericano, un húngaro y un portugués. 

Conviene ahora hacer algún comentario sobre los 
principales temas tratados por los Tribunales de lo civil. 
Uno de ellos, como hemos visto, es la abundancia de 
juicios ejecutivos, que, en cierta manera, se corresponde 
con las cifras de protesto de letras de cambio. 

Las letras protestadas durante el año 1970 suman un 
total de 168.656,6 millones de pesetas, con un total de 
5.152.849 efectos, con aumento sobre el año anterior, 
cuya media mensual fue de 207.072, mientras que la 
de 1970 subió a 262.738. Las provincias donde más pro- 
testos se produjeron fueron las de Barcelona, Madrid y 
Sevilla, por este orden. Ello ha motivado que incluso en 
publicaciones diarias y, desde luego, en las revistas espe- 
cializadas en temas económicos se haya planteado el 
problema de un mayor rigor para la eficacia de la letra 
como instrumento de crédito y de pago. Hay que pensar 
en el considerable aumento del sistema de ventas a pla- 



zos, que ha producido un aumento vertical del número 
de efectos emitidos y, por consiguiente, también el de 
efectos protestados, aunque en este último fenómeno no 
dejen de influir considerablemente otras razones, unas, 
de orden económico y, otras, de orden sicológico, entre 
ellas la pérdida de respeto a la letra y al compromiso de 
pago contraído. 

El Fiscal de Pamplona se hace eco del problema y 
consigna en su Memoria unos párrafos de los que entre- 
sacamos los siguientes: 

"Aquí, como en el resto de las provincias españolas, 
uno de los factores determinantes de la crisis económica 
radica en el abuso del crédito, que, indiscutiblemente, 
puede revestir caracteres penales. El protesto de las 
letras de cambio pasó, en todo el ámbito nacional, de 
967.146 en 1961 a 3.152.850 en 1970, lo que representa 
una elevación del 225,99 por 100, y el valor de los efec- 
tos protestados se eleva, de 19.254 millones en el primer 
año citado, a 168.652 en el presente, lo que evidencia que 
una ingente masa de aceptantes nunca dispusieron de 
medios económicos para hacer honor a su firma. La Ley 
penal es severa para el que utiliza los servicios de un 
hotel o de un coche de alquiler y no paga, pero es más 
benigna con el que maneja abusivamente la letra de 
cambio y emplea las formas de la más sutil picaresca 
para burlar el pago. 

Convendría, por parte del Poder Público, que se dic- 
taran medidas de prevención y represión, que podrían 
consistir en la instauración de un Registro público 
-como existe en Bélgica, Francia e Italia- de los pro- 
testos de letras aceptadas o la de establecer un nuevo 
tipo de delito por "abuso de crédito", que podría apli- 
carse a quienes fueran condenados por el impago de 
cierto número de letras aceptadas y que demostraran el 
ánimo de defraudar, siempre que rebasaran cierto im- 
porte. Todo menos el descrédito que suponen los descu- 



biertos y la ineficacia de las normas civiles y a cuyo ám- 
bito no se acude muchas veces por la insolvencia del 
deudor." 

Desde otro punto de vista muy distinto, uno de los 
temas que han preocupado a los Fiscales en materia 
civil, en ocasiones por razón de las dificultades surgidas 
en la actuación judicial, ha sido la reforma legislativa 
de la adopción, a que en otro lugar de esta Memoria nos 
hemos referido ya. En efecto, por ejemplo, el Fiscal de 
Madrid señala que al promulgarse la Ley de 4 de julio 
cie 1970, que reforma los artículos del Código civil sobre 
adopción, se produjo una inmediata paralización de los 
expedientes que tramitaba la Diputación provincial para 
la adopción de expósitos por causa de que había des- 
aparecido de la nueva norma la alusión que el artícu- 
16 176 contenía sobre la formulación de los expedientes 
por los Establecimientos de Beneficiencia. La Fiscalía - 
salió de esta dificultad solicitando de los Juzgados la 
admisión de los expedientes que formulasen los directo- 
res de los establecimientos benéficos, con la diligencia 
de ratificación, en la presencia judicial, de la petición 
básica de adopción. Esta medida ha puesto otra vez en 
marcha el sistema temporalmente suspendido. 

El Fiscal de Bilbao, por su parte, destaca "el éxito 
que empieza a mostrar la nueva regulación de la adop- 
ción", que en aquellos Tribunales no ha creado dificul- 
tad alguna. 

Es el Fiscal de Tarragona quien incluye en su Me- 
moria unas páginas que vamos a reproducir por su inte- 
rés. Se trata de un análisis del derecho foral y de los 
problemas que en este campo plantea la aplicación de 
la reforma de la adopción por la Ley de 4 de julio de 
1970. Este análisis es el siguiente: 

"Consideraciones de tipo general.-Antes de entrar a 
examinar los problemas que concretamente en cada una 
de las legislaciones forales plantea la aplicación de la 



Ley 7/70 consideramos oportuno sentar las siguientes 
premisas : 

1." Que las vigentes Compilaciones de derecho foral 
de Cataluña, Aragón, Baleares, GaLicia, Alava y Vizcaya 
han sido promulgadas con posterioridad a la Ley de 24 
de abril de 1958, de indudable aplicación general y que, 
por tanto, el legislador foral conocía ya el nuevo régi- 
men de la adopción establecido por dicha Ley. 

2." Que en dichas Compilaciones, si bien con alguna 
matización, como en Aragón, el Código Civil tiene el 
carácter de fuente coexistente, regulándose por sus dis- 
posiciones todo aqueIIo que no lo está especialmente en 
las respectivas Compilaciones o contradiga lo que en las 
mismas se dispone. 

3.a Que la Ley 7/70 no viene a establecer realmente 
un régimen legal de la adopción que sustituya el esta- 
blecido por la Ley de 24 de abril de 1958, limitándose a 
modificarlo, si bien en algunos aspectos tal modificación 
sea verdaderamente sensible y que, en consecuencia, no 
puede estimarse que dicha Ley tenga en su conjunto el 
carácter de una disposición general con vigencia en todo 
el territorio nacional, hasta el punto de derogar las dis- 
posiciones pecuiiares de las distintas Compilaciones que 
puedan resultar afectadas, limitándose, en consecuen- 
cia, a regular todo lo que no lo esté especialmente en 
cada una de ellas, pues lo contrario supondría en mu- 
chos casos una discriminación odiosa en favor de los 
hijos adoptivos y en perjuicio de los legítimos, incluso 
de los naturales reconocidos, especialmente en materia 
sucesoria. 

Una vez expuesto lo precedente pasemos a examinar 
en concreto cada una de las distintas legislaciones 
f orales : 



A) Compilación del Derecho Civil de Cataluña de 21 
de junio de 1960. 

a) Disposiciones generales sobre la adopción.-Se 
contienen en su artículo 6.O, en el que textuaImente se 
dispone: "Además de las personas a que se refiere el 
Código Civil podrán adoptar quienes tengan hijos legí- 
timos, legitimados o naturales reconocidos, pero esta 
adopción no perjudicará los derechos legitimarios de és- 
tos. Las disposiciones del mencionado Código serán de 
aplicación a esta materia, salvo en lo referente a los pac- 
tos y derechos sucesorios, que se regirán por lo dispuesto 
en esta Compilación." 

El primer párrafo del artículo que acabamos de expc- 
ner constituía una verdadera especialidad del Derecho 
catalán, pero actualmente ha dejado de tener impor- 
tancia al coincidir con la Ley 7/70, en donde ha desapa- 
recido la tradicional prohibición de adoptar impuesta a 
los sujetos al Derecho Común que tuvieran hijos legíti- 
mos, legitimados o naturales reconocidos, de acuerdo con 
la orientación progresiva a que la normativa de la mis- 
ma obedece. 

Su segundo párrafo conserva, sin embargo, su plena 
vigencia, viniendo a reiterar lo dispuesto en el artículo 1." 
y en la 2.a de las disposiciones finales al fijarse el orden 
de fuentes. Ahora bien, la excepción que en el mismo 
se contiene respecto a la remisión que en materia de 
adupción se hace al Código Civil en lo relativo a los pac- 
tos y derechos sucesorios tiene cierta importancia, como 
después pondremos de manifiesto. 

b) Legitima del hijo adoptivo.-En su aFtícuio 125 
la Compilación equipara los hijos adoptivos, "sin distin- 
ción", a los legítimos en cuanto a la legítima que le 
corresponde en la herencia del adoptante y, por lo tanto, 
no son de aplicación en Cataluña las disposiciones de 
los nuevos artículosl79, párrafo 1.O, particularidades l.a 
y 2.", y el 180, párrafo 3." En cuanto a su determinación 



cuantitativa, deberá estarse a lo dispuesto en el citado 
artículo 125. 

Un problema plantea la falta de preceptos en la Com- 
pilación, relativa a los posibles derechos legitimarios de 
los padres adoptantes en la herencia del hijo adoptado, 
especialmente cuando lo haya sido plenamente, y que, a 
nuestro juicio, podría resolverse aplicando en tales casos 
el penúltimo párrafo del artículo 179, si la adopción 
fuera plena, o el párrafo 3.O del artículo 180, si lo fuera 
simple, cuando el adoptado fallezca sin hijos o descen- 
dientes legítimos, pues al considerar en tal caso como 
legitimados a los padres y ascendientes legítimos res- 
pecto a la herencia de sus hijos o descendientes legíti- 
mos el artículo 124, no obstante la reserva a la que antes 
hemos hecho referencia del artículo 6 . O  en materia de 
sucesión a favor de la Compilación, consideramos que, 
por contemplar dicho artículo exclusivamente la posi- 
ción del adoptado en materia sucesoria y habida cuenta 
de la remisión que en el mismo se hace al Código Civil, 
cabe perfectamente la solución apuntada, que se apoya, 
además, en fuertes consideraciones de equidad en fun- 
ción correctora. 

C) Pretericich del hijo adqtivo.-Por su carácter de 
legitimado, producirá el mismo efecto que la de los hijos 
legítimos, conforme a lo dispuesto en el artículo 141, 
esto es, que tal preterición no dará lugar a la nulidad 
del testamento, sino que simplemente le concederá el 
derecho de exigir lo que por legítima le corresponda. 

d) Sucesión intestada-Expresamente, la Compila- 
ción, y como norma especial, dispone en su artículo 249 
que en la sucesión del padre o madre adoptante los hijos 
adoptivos y sus descendientes legítimos se equipararán a 
los legítimos, incluso en el caso de concurrir con éstos en 
la sucesión, debiendo entenderse que tal llamamiento es 
siempre sin perjuicio del derecho de usufructo que el 
articulo 230 concede, en su caso, al cónyuge viudo. 



La remisión que en el artículo 248 se hace al Código 
Civil en cuanto a la regulación de la sucesión intestada, 
salvo las especialidades contenidas en los tres artículos 
siguientes, en los que no hay disposición alguna relativa 
a la sucesión del adoptante en la herencia del hijo adop- 
tivo cuando éste premuera sin hijos o descendientes legí- - 

timos o adoptivos e intestado, obliga a estimar que, por 
aplicación de lo dispuesto en el penúltimo párrafo de. 
artículo 179 y úitimo inciso del artículo 180 del Código 
Civil, según que el hijo sea adoptado en forma plena o 
simple, el adoptante o adoptantes, en su caso, serhn 
llamados a la totalidad de la herencia, con preferencia 
al hijo natural reconocido, si la adopción es plena, o, 
en defecto de éste, si es simple, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 935 y 944, respectivamente, 
del Código Civil. 

e) He~edamientos.-La referencia que en el artícu- 
lo 6." se hace de los pactos sucesorios, con la reserva de 
que los mismos, en cuanto afectan al hijo adoptivo, se 
regularán por las disposiciones de la Compilación, per- 
mite perfectamente que los cónyuges que adopten en 
forma plena otorguen a favor del adoptado heredamiento 
tanto en forma pura como preventiva e incluso prela- 
tiva, siempre, claro está, que tal otorgamiento se aco- 
mode a la peculiar naturaleza del vínculo nacido de la 
adopción y a que las capitulaciones matrimoniales en 
las que se ordene heredamiento se otorguen después de 
haber contraído matrimonio los adoptantes y una vez 
se haya aprobado judicialmente la adopción, como se 
desprende del contexto del artículo 63 de la Compila- 
ción. 

B) Compilación del Derecho Civil especial de Baleares 
de 19 de abril de 1961. 

a) Consideraciones de orden general.-El orden de 
fuentes en 1% Compilación viene establecido en la dispo- 



sición final 2.", donde se dispone: "Que en lo no previsto 
en la presente Compilación regirán los preceptos del 
Código Civil que no se opongan a ella y las fuentes jurí- 
dicas de aplicación general", confiriendo, pues, al Código 
Civil el carácter de fuente coexistente y complementa- 
ria, lo que queda ratificado en su artículo 2." al estable- 
cerse que las disposiciones de la Compilación regirán con 
preferencia al Código Civil, por lo que lo dispuesto en 
este último cuerpo legal será de aplicación, en materia 
de adopción, en todo aquello no regulado especialmente 
por la Compilación o que no se oponga a lo que en la 
misma se dispone. 

La Compilación consta de un Título preliminar de 
aplicación general y de tres Libros, además de las dispo- 
siciones finales, donde se contienen, respectivamente, las 
disposiciones aplicables en la isla de Mallorca, en la de 
Menorca y en las de Ibiza y Formentera, que examina- 
remos por separado en la medida en que afecten a la 
institución de la adopción, destacando sus peculiari- 
dades. 

Libro 1. Disposiciones aplicables en la isla de Ma- 
llorca. 

a) Legitima del hijo adoptivo.-El articulo 41 sólo 
reconoce como legitimario al hijo adoptado en forma 
plena, al que equipara al legítimo, anticipándose en este 
aspecto el legislador balear al del Derecho común, si se 
tiene en cuenta la fecha de promulgación de la Compi- 
lación, pues en la misma se hallaba entonces vigente la 
reforma introducida en el Código Civil por la Ley de 24 
de abril de 1958, en cuyo artículo 179 se disponía que 
el adoptado, sin distinguirse si lo hubiera sido en forma 
plena o menos plena, hoy simple, tenía en la herencia 
del adoptante, por ministerio de la Ley, los mismos dere- 
chos que el hijo natural reconocido. 

Después de la promulgación de la Ley 7/70 no 
existe la menor duda de que el adoptado en forma plena 



sigue siendo legitimario en la herencia del padre o ma- 
dre adoptante, siendo su cuota la misma que la de los 
hijos legítimos, cuota que varía según el número de 
hijos de esta naturaleza que concurran, de acuerdo con 
lo dispuesto en el citado artículo 41, de forma que si no 
concurre con hijos legítimos o naturales reconocidos su 
cuota será el tercio de la herencia. 

Dada la absoluta equiparación del adoptado en for- 
ma plena al hijo legítimo, debe entenderse que si el hijo 
adoptivo premuere al adoptante sus hijos o descendien- 
tes legítimos accederán a su cuota por derecho de repre- 
sentación, de la misma forma que los descendientes legí- 
timos de los hijos de tal naturaleza acceden a la de su 
ascendiente premuerto por tal derecho, según se dispone 
en el primer párrafo de dicho artículo 41. 

El verdadero problema lo plantea el caso del hijo 
adoptado en forma simple, al que no se incluye como 
legitimario ni en e1 artículo 41 ni en el 43, en los que, 
sin embargo, se reconoce expresamente como legitima- 
rio al hijo natural reconocido, al cual están actualmente 
equiparados los adoptados en forma simple en virtud de 
lo dispuesto en el último párrafo del actual artículo 180 
del Código Civil. 

La cuestión ofrece serias dificultades, pues no puede 
olvidarse que el último párrafo del artículo 180, al que 
antes nos hemos referido, no es un precepto nuevo cuya 
aplicación con carácter general en todo el territorio 
pudiera invocarse por tal motivo, pues ya en el primer 
párrafo del artículo 179 de la Ley de 24 de abril de 1958, 
como ya hemos puesto de manifiesto anteriormente, se 
equiparaba al hijo adoptivo, cualquiera que fuera la 
forma en que hubiese sido adoptado, al hijo natural reco- 
nocido en los derechos que por ministerio de la Ley 
pudieran corresponderle en la herencia del adoptante y 
que, por otra parte, tal precepto lo tuvo indudablemente 
en cuenta el legislador balear, no obstante lo cual con- 
cedió solamente el carácter legitimario al adoptado en 



forma plena, equiparándolo no al hjio natural recono- 
cido, sino al legítimo, y excluyendo deliberadamente de 
entre los legitimarios al adoptado en forma semiplena 
-hoy simple- y que, dada la preferencia de las dispo- 
siciones de la Compilación sobre las del Código Civil, 
debe estarse a lo dispuesto especialmente en aquélla. 

En conclusión, opinamos que, rotundamente, no pue- 
de considerarse legitimarios a los hijos adoptados en for- 
ma simple, criterio éste que, además de lo anteriormente 
expuesto, viene abonado por el hecho de que el hijo 
natural reconocido tiene la misma legítima que el legí- 
timo en la herencia de la madre (art. 41), mientras que 
en la del padre sólo se le equipara al legítimo cuando 
no concurra con hijos de tal naturaleza o descendientes 
de éstos, o bien con ascendientes legítimos, percibiendo 
en el primer caso una cuota igual a la mitad de la que 
corresponde a los hijos legítimos y en el segundo su 
cuota global no puede exceder de la de los ascendientes, 
distingos éstos que indudablemente debieron de influir 
en el legislador balear para mejorar, por una parte, la 
normativa vigente del Código Civil en la fecha de su 
promulgación al equiparar al adoptado plenamente al 
hijo legítimo y, por otra, al decidir la exclusión del adop- 
tado en forma semiplena -hoy simple- de entre los 
legitimarios, pues para ello, o bien tenía también que 
equipararlo al hijo legítimo, lo que probablemente pare- 
ció excesivo, o de equipararlo al natural reconocido, se 
planteaban una serie de dificultades en orden a la deter- 
minación de su cuota legitimaria, por las consideracio- 
nes que acabamos de exponer, que sólo podrían resol- 
verse con un precepto especialmente a él referido que 
necesariamente le colocaría en situación de privilegio 
respecto al hijo natural reconocido, pero no adoptado, 
en la sucesión del padre adoptante cuando existieran 
hijos o descendientes legítimos de éstos, o bien ascen- 
dientes de la misma naturaleza. Por otra parte, era pre- 
ciso resolver, de no establecerse un precepto especial, si 



el adoptante, a los efectos expuestos, tenía la calidad de 
padre o madre natural, no pareciendo que pudiera asig- 
nársele uno u otro carácter, según el sexo, especialmente 
cuando la adopción se hubiera llevado a cabo por una 
sola persona y no por ambos cónyuges. 

b) Legitima de adoptantes.-El adoptante, en la 
adopción plena, es legitimario por disposición expresa 
contenida en el párrafo 2." del artículo 44 y su cuota 
será la misma que la de los descendientes legítimos, a 
los que se le equipara en el primer párrafo del artículo 
citado. 

c) Sucesión intestada: 

a') Hijos adoptados en f m a  plena.-El artículo 51 
remite en esta materia a las disposiciones del Código 
Civil, con la salvedad de que en todo caso y en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 52 los legitimarios conser- 
van sus derechos a la cuota legitimaria en la sucesión 
ab intestato. 

b') Adoptantes en forma plena.-Es de aplicación 
lo que hemos expuesto respecto a los hijos adoptados en 
el apartado anterior. 

c') Hijos mioptados en forma simple.-Al regularse 
la concesión intestada por los preceptos del Código Civil 
debe entenderse aplicable en este punto el último párrafo 
al actual artículo 180 del mismo, que lo equipara al hijo 
natural reconocido en la sucesión del adoptante y, en 
consecuencia, será llamado a la sucesión intestada de 
éste en defecto de hijos legítimos, descendientes de éstos 
y ascendientes de la misma naturaleza, pues, en otro 
caso, el legislador balear lo hubiera excluido de dicha 
sucesión, de la misma forma que lo ha hecho de la legi- 
tima. 

d') Derecho de representccc2ón.-Tanto los descen- 
dientes legítimos del adoptado en forma plena como en 



forma simple, en el caso de que éste premuera al adop- 
tante, accederán a la herencia de este último por dere- 
cho de representación en virtud de lo dispuesto en el 
párrafo 2." del artículo 176 del Código Civil, que esta- 
blece que la adopción causa parentesco entre el adop- 
tante, de una parte, y el adoptado y sus descendientes, 
por otra, precepto éste que debe de entenderse aplicable 
al no existir en la Compilación disposición alguna refe- 
rente a los efectos de la adopción entre adoptante y 
adoptado. 

Libro II. Disposiciones aplicables en la isla de Me- 
norca. 

Al establecerse en el artículo 65 que rige en la isla 
de Menorca todo lo dispuesto en el Libro 1 de la Com- 
pilación, excepción hecha de los capítulos 1 .O  y 2." del 
Título 2.O, el articulo 50. y el Título 3.O y comprendién- 
dose las disposiciones reguladoras de la sucesión intes- 
tada en los capítulos 3.O, 4 .O y 5 . O  del Título 2.", todo lo 
expuesto anteriormente al comentar el Libro 1 es de 
aplicación también en la isla de Menorca. 

Libro iii. Disposiciones aplicables en las islas de 
ibiia y Formentera. 

a) Sucesión testada.-Regulada la legitima en sus 
artículos 79 al 84, ambos inclusive, sólo se consideran 
legitimarios a los descendientes, pero sin distinción 
alguna en orden a su naturaleza, por lo que deben enten- 
derse comprendidos tanto los legítimos como los legiti- 
mados o naturales reconocidos y, en consecuencia, con- 
sideremos que debe tener aplicación las disposiciones del 
Código Civil relativas a los derechos sucesorios del hijo 
adoptivo, si bien con la salvedad de que al no hacerse 
distinción alguna en la Compilación entre los descen- 
dientes y concediéndose a los mismos idéntica cuota, 
cualquiera que sea su naturaleza, si bien ésta variará 
según el número de los legitimarios, tanto el adoptado 



en forma plena como en forma simple concurrirá con 
los mismos derechos e idéntica cuota. 

Los padres adoptantes no pueden considerarse legi- 
timarios al no reconocerse este carácter a los ascendien- 
tes de sangre. 

b) Sucesión intestada.-Al no regularse en forma 
específica esta materia en la Compilación, rigen las nor- 
mas correspondientes del Código Civil y, por lo tanto, 
deben darse por reproducidos los comentarios hechos al 
Libro 1. 

C) Compilación del Derecho Civil de Galicia de 2 de 
di'ciembre de 1963. 

No conteniéndose en la Compilación disposición al- 
guna referente a la adopción ni a los derechos suceso- 
r i o ~  de los hijos adoptivos debe entenderse regida esta 
materia por las normas correspondientes del Código 
Civil, de conformidad con lo que dispone en la 2." de 
las disposiciones finales, en la que se remite a dicho 
cuerpo legal la regulación de las materias no previstas 
en la Compilación. 

D) Com@món del Derecho Civil de Aragón de 8 de 
abril de 1967. 

la) Consi(Ee7aci'ones & umúcter generdZ.-Bajo ieil 
epígrafe de "Fuentes Jurídicas", se determina en su ar- 
tículo 1.0 el sistema de Fuentes del derecho civil especial 
de Aragón, que está integrado por las disposiciones de 
!a Compilación, completadas y suplidas por la costum- 
bre y los principios generales en los que tradicionalmen- 
te se inspira su ordenamiento jurídico, aplicándose en 
defecto de tales normas, el Código Civil y las demás dis- 
posiciones del derecho general español. El le@isladar 
aragonés, viene así a acentuar señaladamente, la pre- 
ferencia de las normas forales sobre el Código Civil, que 



sólo se aplicará cuando no exista norma escrita, ni cos- 
tumbre o principio general de derecho foral aplicable al 
caso concreto, lo que no deja de tener importancia a la 
hora de analizar su normativa, en orden a la posible 
acomodación al mismo de las vigentes disposiciones en 
materia de adopción introducidas en el Código Civil por 
la Ley 7/70. 

Dada la fecha de promulgación de la Compilación y 
al no contenerse en la misma norma alguna relativa al 
régimen de la adopción, no hay duda de que el legisla- 
dor aragonés, quiso remitirse en esta materia al Código 
Civil y concretamente a las disposiciones introductoras 
de su nuevo régimen contenidas en la Ley de 24 de abril 
de 1958, que hoy debe de entenderse sustituidas por las 
de la vigente de 1970, siempre claro es que tales disposi- 
ciones no se opongan a las contenidas en su peculiar or- 
denamiento jurídico. 

Sentada la presente premisa, los problemas que pue- 
den plantearse quedan reducidos al examen de los de- 
rechos sucesorios del hijo adoptivo en la herencia del 
adoptante y los de éste en los de aquél, tanto en la suce- 
sión contractual, como en la testamentaria o intestada. 

b) Sucesión contractual o paccionadu.-El pacto su- 
cesorio a favor del hijo adoptivo sin distinción alguna 
en cuanto a la forma en que fue adoptado, queda ex- 
presamente admitido en el articulo 99 de la Compila- 
ción, bastando con que se den los requisitos exigidos en 
el mismo, es decir, que se haga en escritura pública, por 
mayores de veintiún años o que se otorgue en el marco 
de las instituciones familiares consetudinarias, dder- 
minándose en todo caso por la costumbre, el alcance de 
tales actos. 

Bastando por otra parte en dicho artículo, que los 
que otorguen el pacto sucesarid sean parientes consan- 
guíneos, afines o cdqwtivos y dado que la adapcib 
causa parentesco entre el adoptante de una parte y el 



adoptado y sus descendientes por otra, conforme al pá- 
rrafo 2.O del artículo 176 del Código Civil, no existe el 
menor inconveniente en que el favorecido por el pacto 
sucesorio sea el adoptante, de la misma manera que 
puede y de ordinario será, el adoptado. 

C) Sucesión testamentarila 

a') Legitima del hijo adoptivo.-En Aragón y en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 119 de su Compila- 
ción, solamente son legitimarios los descendientes legí- 
timos "y sólo éstos" (sic), precepto rotundo con que a 
nuestro parecer se excluye claramente de entre los legi- 
tiamrios, a los hijos adoptivos, abonando este criterio 
la preferencia que se concede a la totalidad del ordena- 
miento jurídico aragonés sobre el Código Civil, en el que 
al promulgarse la Compilación, ya se había por cierto 
incorporado el nuevo régimen de la adopción. 

Claro es que el criterio expuesto puede combatirse 
alegando que como en la Ley de 1958 el adoptado, cual- 
quiera que fuese la clase de adopción, estaba equiparado 
en mayoría sucesoria al hijo natural reconocido y éste 
no es legitimario en Aragón, el legislador aragonés no lo 
incluye en el precepto indicado, pero que al equipararse 
en el actual artículo 179 el hijo adoptado plenamente al 
legítimo en la sucesión del adoptante y siendo éste un 
precepto nuevo que por serlo es de aplicación general, 
no hay actualmente inconveniente en considerar que tal 
equiparación rige también en Aragón y que concreta- 
mente el adoptado en forma plena tiene en este territo- 
rio foral el carácter de legitimario. Reconocemos que es 
posible que tal criterio prospere, pese al carácter mera- 
mente modificativo de la Ley de 1970, en cuyo caso la  
legítima del adoptado en forma plena será la misma que 
corresponda al descendiente legítimo, es decir, los dos 
tercios del caudal hereditario, pero que si concurre con 
descendientes legítimos, siendo la legítima colectiva y, 
por tanto, de distribución discrecional, no tendrá más 



derecho por aplicación analógica de lo dispuesto en el 
artículo 179 del Código Civil, que a una parte igual 
que la que corresponda al descendiente legítimo menos 
favorecido. 

En todo caso, el que nunca podrá ser considerado 
legitimario en Aragón, es el adoptado en forma simple, 
dada su equiparacidad en el Código Civil al hijo natural 
reconocido en la sucesión del adoptante, pues ni el hijo 
natural ni el legitimado por concesión del Jefe del ES- 
tado, son legitimarios en Aragón, ni el párrafo Último 
del artículo 180 del Código Civil puede considerarse nor- 
ma nueva y, por tanto, de aplicación general, pues como 
ya hemos dicho anteriormente, ya existía en el viejo 
artículo 179 de la Ley de 1958, si bien referido a las dos 
clases de hijos adoptivos, no obstante, lo cual, el legisla- 
dor aragonés no le reconoció derecho legitimario alguno. 

b') Preterin'ón.-De admitirse la tesis de que el hijo 
adoptado en forma plena es legitimario en Aragón, su 
preterición producirá los efectos del artículo 123 de la 
Compilación, es decir, que simplemente tendrá derecho 
a una porción igual a la del descendiente legítimo menos 
favorecido. 

d) Sucesión intestada.-La Compilación dispone en 
su artículo 127, que la sucesión se abre en defecto de 
testamento o pacto conforme a lo dispuesto en el Código 
Civil y en la Compilación y en consecuencia, el hijo 
adoptado plenamente a quien el Código Civil equipara 
al legítimo, concurre con éste en la sucesión del adop- 
tante, teniendo sus descendientes legítimos derecho de 
representación en caso de que premuera al causante, 
por las mismas razones que se han expuesto con anterio- 
ridad al examinar esta cuestión en los territorios some- 
tidos al Derecho Común. 

El hijo adoptado en forma simple, que el articulo 
180 del Código Civil, equipara al hijo natural reconoci- 
do, será llamado a la herencia en defecto de hijos y 



descendientes legítimos de éstos y de ascendientes, go- 
zando también sus descendientes legítimos de derecho 
de representación. 

Por aplicación asimismo del Código Civil, debe en- 
tenderse que el adoptante sucede al adoptado muerto 
intestado o sin pacto sucesorio, si éste no deja hijos o 
descendientes legítimos y la adopción lo fue en forma 
plena, y si lo fue en forma simple, cuando muriera sin 
dejar posteridad legitima o reconocida por é1. 

Por último, las disposiciones contenidas en los ar- 
tículos 129 al 134 referidas a la devolución de la dote y 
a la sucesión troncal, no tienen aplicación en la adop- 
ción, por razón de su especial peculiaridad. 

e) Consorcio fora1.-Ea examen del articulo 142 
puede plantear la duda si el hijo adoptivo que junta- 
mente con los legítimos del adoptante, reciba a título 
gratuito y proindiviso bienes inrnuebles, puede ser in- 
cluido en el consorcio foral, que por ministerio de la 
Ley se crea entre los hermanos e hijos de hemanos, 
cuando éstos adquieren de un ascendiente bienes in- 
muebles en la forma y cualidad expresada. 

Indudablemente debemos de inclinarnos por Ia ne- 
gativa, pues la adopción no causa parentesco entre el 
adoptado y los hijos y descendientes legítimos del adop- 
tante, y en consecuencia, el término hermano utilizado 
por el legislador, no pueden comprender al adoptado 
que sólo es pariente de quien le adoptó, en virtud de lo 
dispuesto en el articulo 176-2 del Código Civil, pero no 
de los hijos de éste. 

E) Compilación del Derecho Civil de Alava y Vizcaya 
de 30 de julio de 1969. 

a) Consideraciones de carácter ganern1.-No con- 
teniéndose en la Compilación disposición alguna que 
haga referencia a la adopción, tal institución se halla 
a las disposiciones del Código Civil en su actual redac- 



ción, por imperativo de lo dispuesto en la 2.a de las 
disposiciones finales, en la que se establece "que en lo 
no dispuesto en esta Ley y en tanto no se opongan a 
ella, se aplicarán directamente en el infanzonado de 
Vizcaya y en el territorio foral de Alava, el Código Civil 
y las Leyes que éste declare generales". No obstante, eilo, 
en materia sucesoria, las disposiciones del Código Civil 
deberán acomodarse, como es natural, a las pecularie- 
dades de esta legislación foral, en la forma que a con- 
tinuación pasamos a exponer: 

Libro 1. Disposiciones aplicables en Vizcaya. 

a) Sucesi6n testada.-La legítima que se halla 
constituida por los cuatro quintos del haber hereditario, 
se difiere por el orden establecido en el artículo 22, esto 
es: 1.0 "A los hijos y descendientes legítimos con dere- 
cho de representación a favor de sus descendientes legí- 
timos", a los que deben entenderse equiparados al hijo 
adoptado plenamente y sus descendientes legítimos, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 179 del Código 
Civil, en la sucesión del adoptante. 2.0 "A los hijos natu- 
rales reconocidos y a los legitimados por concesión del 
Jefe del Estado, con derecho de representación a favor 
de sus descendientes legítimos", a los que debe asimismo 
entenderse equiparados los hijos adoptados en fonna 
simple, en virtud de lo dispuesto en el último párrafo 
del artículo 180 del Código Civil en la sucesión del adop- 
tante. 3.0 "A los padres y ascendientes legítimos", a los 
que deberá entenderse equiparado el adoptante en forma 
plena, de acuerdo con el penúltimo párrafo del artícu- 
lo 179 del Código Civil en la sucesión del adoptado. 4.0 
"Los colaterales tronqueros, respecto de los bienes tron- 
cales de su propia línea". 

En consecuencia de lo expuesto, el hijo adoptado en 
forma plena será siempre legitimario, pero no así el que 
lo haya sido en forma simple, que sólo tendrá derecho 
a .la legítima cuando no existan hijos o descendientes 



legitimos. Por otra parte y en todo caso, tal derecho 
se halla limitado por la voluntad del causante, puesto 
que en el artículo 23 se le faculta para distribuir libre- 
mente la herencia forzosa entre los herederos compren- 
didos en cada una de las líneas a las que se refiere el 
artículo 22, o elegir uno solo entre ellos, apartando a los 
demás, que en el caso de los hijos o descendientes legíti- 
mos, hijos naturales y ascendientes no requiere forma 
especial, pudiendo el adoptante causante en consecuen- 
cia, seperar de la legítima al hijo adoptado en cualquie- 
ra de las formas que la Ley admite en su caso, cuando 
concurra con hijos y descendientes legítimos si la adop- 
ción es plena, o con hijos naturales reconocidos o legiti- 
mados si es simple, sin que tal separación sea posible, 
salvo que el adoptado incurra en causa de deshereda- 
ción o indignidad, sino concurren a la sucesión tales 
clases de parientes. 

De la misma forma, el hijo adoptado en forma plena, 
podrá separar de la legítima a uno de los padres adoptan- 
t e ~ ,  cuando haya sido adoptado por ambos cónyuges, 
pero no cuando haya sido adoptado por una sola per- 
sona en los casos previstos en el artículo 178 del Código 
Civil, ya que ésta sería en tal caso el único legitimario, 
puesto que los parientes por naturaleza no ostentan 
derecho alguno por ministerio de la Ley en la herencia 
del adoptado, salvo lo dispuesto en el artículo 812 del 
Código Civil que no es de aplicación a este respecto, de 
acuerdo con lo que dispone el último párrafo del tantas 
veces citado artículo 179 de dicho cuerpo legal. 

b) Sucesión intestada.-El artículo 31 establece que 
la sucesión intestada se deferirá por el siguiente orden: 
"1.0 Los hijos legítimos por derecho propio y los demás 
descendientes legítimos por derecho de representación", 
debiendo entenderse, por tanto, comprendido también 
el adoptado en forma plena y sus descendientes legíti- 
mos en todo caso, dada su equiparacidad con los hijos 



de esta última naturaleza en el artículo 179 del Código 
Civil. "2.0 A los hijos naturales reconocidos, a los legiti- 
mados por concesión del Jefe del Estado por derecho 
propio y sus descendientes legítimos por derecho de re- 
presentación", por lo que asimismo debe entenderse 
comprendidos a los hijos adoptados en forma simple, de 
acuerdo con 10 dispuesto en el Último párrafo del ar- 
tículo 180 del Código Civil, en donde se los equipara a 
los hijos naturales reconocidos. 

Solamente a falta de los sucesores antes indicados, 
el artículo 32 llama a la herencia a los ascendientes le- 
gítimos y, por tanto, el adoptante en forma plena será 
llamado a la sucesión del hijo adoptivo que fallezca sin 
hijos ni descendientes legítimos naturales reconocidos, 
legitimados o descendientes legítimos de éstos, pero sus 
derechos quedarán reducidos a los derechos no tron- 
cales, que quedan reservados a los ascendientes tron- 
queros y en su defecto a los colaterales de tal naturaleza, 
precepto éste que por su carácter especialísimo, no pue- 
de entenderse de ninguna manera derogado por el ac- 
tual artículo 179, penúltimo párrafo del Código. 

El adoptante en la adopción simple. que el articulo 
180 del Código Civil equipara al padre natural, no es 
llamado a la herencia del hijo adoptivo, cuando éste 
fallezca sin descendencia, ya que sólo son llamados en 
tal caso los ascendientes legítimos, excluyéndose a los 
naturales. 

Libro 11. De las disposiciones aplicables en Alava. 

La única dificultad que puede surgir de sÜ examen, 
deriva de la especial legislación de la tierra de Ayala, 
conforme a la cual se dispone en el articulo 62 que los 
ayaleses pueden disponer con absoluta libertad, de todos 
sus bienes o parte de ellos, por testamento, manda o 
donación, a título universal o singular, siempre que 
aparten a sus herederos legales con poco o mucho, como 
quisieran o por bien tuvieren, entendiéndose por here- 



deros legales quienes lo sean forzosos según el Código 
Civil, por lo que puede perfectamente el adoptante, bien 
haya adoptado en forma plena o simple, separar de la 
legítima al adoptado en la forma indicada, en el bien 
entendido que su preterición sólo la concederá, de acuer- 
do con el artículo 63, derecho a reclamar su legítima, 
entendiéndose por tal la denominada larga. 

F) Derecho Forai Navarro 

Pendiente todavía de publicación la Compilación del 
Derecho Civil Navarro, debe entenderse que la Ley de 
24 de abril de 1958 y la 7/70 que viene a sustituirla, con 
las que se implanta un nuevo régimen jurídico de la 
adopción, son de aplicación en dicho territorio foral, 
al responder a necesidades sentidas en todas las regio- 
nes españolas y, por tanto, hoy por hoy, la institución 
de la adopción se rige en Navarra por el Código Civil, 
excepto en lo que se refiere a la legítima, pues consa- 
grada por la Novisima Recopilación de Navarra la li- 
bertad d e  testar, la legítima de los hijos legítimos o na- 
turales (únicos herederos forzosos), queda reducida a 
"cinco sueldos febles o derlines y a una robada de tierra 
en los montes comunes", legítima ésta puramente for- 
mularia, pues no existen monedas de las clases indica- 
das, ni los testadores pueden disponer de tierras en los 
bmontes comunales, que pertenecen a los respecuvosi 
Ayuntamientos, bastando que los padres y, por tanto, 
el adoptante señale dicha legítima a sus hijos y en su 
caso al adoptado, para que puedan disponer libremente 
de todos sus bienes, incluso en favor de personas ex- 
trañas". 

3. Los Tribunales del orden co~ztencioso-aáminLtrdivo 

Nos vamos a referir en esta parte de la Memoria, a 
la actividad de las Salas de lo contencioso-administrati- 



vo de las Audiencias Territoriales. así como a las Salas 
existentes en Bilbao y Santa Cruz de Tenerife . 

El cuadro que resume los recursos interpuestos. las 
sentencias dictadas y los recursos estimados. por terri- 
torios. es como sigue: 

Recursos 
interpuestos 

Caducados. 
desistidos . 
desestima- 

dos 

Sentencias 
dictadas 

Recursos 
estimados 

Albacete ......... 
Baleares ......... 
Barcelona ......... 
Burgos ............ 
Cáceres . . . . . . . . .  

...... Coruña (La) 
Granada ......... 
L. as Palmas ...... 
Madrid ............ 
Navarra ......... 

............ Oviedo 
Santa Cruz de Tene- 

rife ............ 
Sevilla ............ 

......... Valencia 
Valladolid ......... 
Vizcaya ......... 
Zaragoza .......... 

Aumenta el número de recursos interpuestos. pero 
no el de sentencias dictadas. al menos en la misma pro- 
porción . Así podemos comprobarlo al examinar las ci- 
fras de años anteriores: 

...... Recursos interpuestos 4.439 4.823 4.477 5.972 
Sentencias .................. 3.706 3.390 3.720 3.795 
Récursos estimados ......... - - 1.972 2.020 



El porcentaje entre sentencias dictadas y recursos 
estimados se sitúa en un punto intermedio entre los que 
corresponden a 1968 y 1969: 

Porcentaje 

1967 ........................... 45 
1968 ........................... 51 
1969 ........................... 58 
1970 ........................... 53 . 

La comparación de este porcentaje medio, que co- 
rresponde a las cifras totales, con el de cada territorio, 
puede darnos idea del sentido con que cada Sala aplica 
sus respectivos criterios, aunque para Madrid y Bar- 
celona se han sumado los datos correspondientes a sus 
dos respectivas Salas. 

4. Tribunales del orden social o laboral 

El volumen de trabajo con que tuvieron que en- 
frentarse las Magistraturas de Trabajo, comparándolo 
con el de años precedentes, fue como sigue: 

Demandas 
presentadas 

a esta Última cifra, de 1970, hay que añadir los 10.239 
asuntos pendientes desde el año anterior, lo que hace 
subir a 136.327 el número total de asuntos a conocer. 

La clasificación de estos asuntos, según su natura- 
leza, nos da las cifras siguientes: 



Demandas 
presentadas 

Despidos ........................ 28.072 
Siilarios y horas extraordinarias ... 58.255 

..................... Accidentes 5.836 
... Reclamaciones por vacaciones 95 

Otros conceptos .................. 33.830 

Los mayores porcentajes corresponden, como puede 
apreciarse, a reclamaciones por salarios y horas extra- 
ordinarias, que supone el 46,2 por 100 y a reclamaciones 
por despidos, que llega al 22,2 por 100. 

Del total de asuntos despachados, podemos obtener 
los siguientes datos : 

Por avenencia .................. 29.842 
.................. Por sentencia 56.187 

Por inhibición .................. 1 1.238 
............ Por otros conceptos 21.519 

La relación porcentual entre los asuntos terminados 
y los que lo fueron por avenencia o precisaron sentencia 
es como sigue : 

1968 1969 1970 - - 
Porcentaje Porcentaje Porcentaje 

Con avenencia ............... 26 27 25.1 
Por sentencia .................. 45 54.3 47.3 

Por lo que se refiere al número de recursos inter- 
puestos ante el Tribunal Central de Trabajo, general- 



mente recursos de suplicacion, con un cierto número 
reducido de recursos de queja, fue de 5.173, a cuya cifra 
hay que añadir los 1.560 pendientes del año anterior. 

De este total de 6.733 recursos, fueron resueltos 5.327 
y de éstos, 3.248 fueron desestimados y 982 estimados. 
El resto se reparte entre los desistidos, no anunciados, 
desiertos, etc. 

5. Actividad del Tribunal Supremo 

Las cifras totales del trabajo llevado a cabo por las 
seis Salas del Tribunal Supremo, durante el año 1970, 
se reflejan en e1 siguiente cuadro: 

Sala Sala Sala Sala Sala Sala 
1 ." 2." 3." 4." 5." 6." 

In_eresadosen1970 ... 1.197 2.615 - - 1.441 
Unica instancia ... - - 753 1.923 2.235 - 
Apelaciones ...... - - 138 507 231 - 

Terminados por sen- 
tencia u otra reso- 
lución definitiva ... 1.255 2.620 713 1.720 1.679 1.3 15 

Y la comparación por Salas, de año a año, nos da 
también idea de la evolución de las cifras de asuntos 
despachados y del ritmo de trabajo de cada Sala. En 
efecto, la Sala 1." sigue mostrando la regularidad de 
que ya nos hicimos eco en anteriores Memorias, tanto 
en el número de recursos interpuestos, como en el de 
asuntos despachados: 

1965 1966 1967 1968 1969 1970 ------ 
Ingresados ......... 1.258 1.315 1.186 1.288 1.239 1.197 
Terminados ......... 1.521 1.384 1.341 1.178 1.195 1.255 



En cuanto a la Sala 2.&, aunque cada año esperamos 
que se produzca la baja consiguiente, por razón de las 
últimas reformas procesales, ésta no acaba de manifes- 
tarse como era de esperar. Por el contrario, el número 
de recursos interpuestos no sólo no disminuye, sino que 
aumenta ligeramente. Veamos el cuadro que cmes- 
ponde: 

Ingresados ... ... ... 2.947 2.425 2.193 2.101 2.412 2.615 
Terminados ... ... ... 2.990 1.998 2.489 2.494 2.967 2.620 

Por lo que se refiere a la Sala 6.a, también la regula- 
ridad es una tónica muy patente. La comparación de 
las cifras así nos lo demuestra: 

Ingresados ......... 1.389 1.337 1.005 1.188 1.397 1.441 
Terminados ......... 1.429 1.527 1.111 1.008 1.364 1.315 

Las Salas de lo contencioso muestran líneas dife- 
rentes de evolución: mientras los asuntos de la Sala 3." 
bajaron de 1.098 a &91; los que corresponden a las 
Salas 4.a y 5." señalan un aumento: En la Sala 4.a se 
pasó de 2.191 a 2.430 y en la Sala 5." todavía fue más es- 
pectacular este aumento, porque los 1.566 asuntos in- 
gresados en el año 1969 se convirtieron en 2.466 en el 
año 1970. 

Por lo que se refiere a la actividad del Ministerio 
Fiscal en cada una de las Salas l.a, 2.8 y 6.a, el resumen 
de asuntos despachados fue el siguiente: 



Sala 1." Sala 2." Sala 6." 

Recursos de casación preparados por el 
Fiscal .............................. . 

Intervención en recursos interpuestos por 
........................... las partes 492 

.................. Recursos de revisión 36 
........................ Otros asuntos 41 

Recursos en beneficio del reo .......... 
Causas especiales ..................... A 



EL MINISTERIO F'ISCAL 

El trabajo que corresponde, en el conjunto de la 
Administración de Justicia, a l  Ministerio Fiscal, es cre- 
ciente. Las últimas reformas procesales, ya lo hemos 
dicho antes de ahora, han hecho recaer sobre el Fiscal 
la responsabilidad de atender de manera directa no sólo 
al trámite en las Audiencias, sino también el que se 
desarrolla ante los Juzgados de Instrucción. Por consi- 
guiente, la disminución paulatina del trabajo en las 
Audiencias provinciales no sólo no afecta al Ministerio 
Fiscal, sino que para él se ha convertido en algo más 
acuciante y de mayor responsabilidad: más acuciante, 
porque la multiplicidad de órganos judiciales ante los 
que hay que actuar obliga a multiplicar la actividad, in- 
cluso los desplazamientos físicos; de actuar sólo ante 
las distintas Secciones de cada Audiencia se ha pasado 
ahora a hacerlo también ante todos los Juzgados de Ins- 
trucción de la capital y poblaciones muy importantes 
de la provincia y a inspeccionar, vigilar y orientar la 
labor del Ministerio público sobre los Juzgados de las 
restantes cabezas de partido judicial, con desplazamien- 
tos frecuentes, por lo menos bisemanales, con la consi- 
.guiente merma en la disponibilidad de tiempo para 
atender al trámite de las causas en la Fiscalía. De mayor 
responsabilidad, decimos también, porque desde la re- 
forma procesal de 1967 es sólo el Fiscal de cada Audien- 
cia quien puede controlar la marcha de la totalidad de 
procedimientos penales que en ella se tramiten. En 



efecto, la Audiencia no interviene para nada en los pro- 
cesos atribuidos al fallo de los Jueces de Instrucción, 
que ya vimos en capítulos anteriores que son los más 
abundantes. Unicamente si se produce recurso de apela- 
ción, interviene, para esta fase del proceso, la Audiencia; 
pero en la mayoría de los casos, es solamente la Fiscalía 
la que puede tener datos reales sobre el volumen de 
trabajo y el ritmo que este alcanza, en el orden penal. 

Naturalmente, ello ha obligado una vez más a plan- 
tear el problema de las plantillas y el de los medios 
materiales. El Gobierno ha de tomar conciencia de que 
el "órgano de comunicación" con los Tribunales de Jus- 
ticia ha de estar suficientemente dotado de medios per- 
sonales y materiales. Una reforma de las plantillas, con 
aumento de 15 plazas más, ha venido a completar los 
cuadros, un tanto insuficientes, del Ministerio Fiscal. 
Baste por ahora con insistir en la necesidad de que se 
considere con visión realista el problema de que un 
Ministerio Fiscal eficiente, requiere que cada uno de sus 
miembros pueda dedicar a cada asunto el tiempo ne- 
cesario para su estudio detenido y también disponga de 
tiempo para estudiar, conocer y actuar sobre los pro- 
blemas generales de la deüncuencia y de la peligrosidad 
social en su provincia, manteniendo con las autoridades 
gubernativas, policiales, penitenciarias, etc., las nece- 
sarias relaciones para lograr entre todos resultados efi- 
caces en la acción frente al delito. Solamente concibiendo 
un Ministerio Fiscal con capacidad de iniciativa puede 
pensarse en una eficacia suficiente de su actuación. 

Piénsese, por ejemplo, que con un total de 230 fun- 
cionarios de servicio activo en las Audiencias, durante 
el año 1970 hubieron de emitirse 527.746 dictámenes, de 
complejidad ciertamente distinta, pero en níngún caso 
susceptibles de ser despachados con premura ni ligereza. 
A ellos hay que añadir la asistencia a 42.933 juicios ora- 
les y a otras 3.645 vistas en recursos de apelación. Otros 
9.375 asuntos gubernativos despachados, más las visitas 



a los Juzgados de la provincia, la inspección directa de 
sumarios, la asistencia a juntas de Autoridades y el des- 
pacho de otros 37.319 dictámenes en asuntos civiles co- 
rrespondientes a los Juzgados de l." Instancia, Audien- 
cias Provinciales y Audiencias Territoriales, completan 
ei cuadro numérico de la labor ingente llevada a cabo por 
estos funcionarios en el pasado año. 

El Ministerio Fiscal en el Tribunal Supremo, despa- 
chó, a su vez, los 569 asuntos civiles, 1.368 asuntos socia- 
les y 2.904 asuntos penales de que ya dimos cuenta en el 
capítulo anterior, más otros 445 asuntos gubernativos, 
55 instrucciones a los Fiscales de las Audiencias, 66 de- 
nuncias tramitadas desde la Fiscalía del Tribunal Su- 
premo y 179 juntas plenarias de Fiscales: cuatro sema- 
nales, durante el tiempo no excluido por vacación de 
Tribunales. Para 23 funcionarios en servicio, la cifra no 
deja de ser realmente importante, habida cuenta de la 
complejidad que alcanzan, normalmente, los asuntos so- 
metidos al conocimiento y decisión del más alto Tribunal 
de Justicia. 

Sigue preocupando a los Fiscales el tema general de 
las funciones del Ministerio Fiscal y algunos lo tratan 
desde diversos puntos de vista. Un planteamiento general 
hace el Fiscal de Zamora en su Memoria, concretándolo 
en los siguientes párrafos: 

"Si bien es cierto que el Ministerio Fiscal, bajo el as- 
pecto constitucional, es órgano de comunicación entre el 
Gobierno y los Tribunales, por lo que es bien factible el 
reconocer desde su cúspide la doble vertiente judicial y 
administrativa, cuando se pone en función, cuando des- 
arrolla su actividad y sus medios los pone en marcha, di- 
bujamos perfectamente la trilogía de su contenido: el 
Fiscal, parte en el proceso; el Fiscal, magistratura de am- 
paro; el Fiscal órgano que encarna o debe encarnar la 
función fiscalizadora. 



El Fiscal como parte siempre necesaria y no volunta- 
ria, porque es llamada de forma imperativa a la contien- 
da y trámite procesal, es donde mayormente se deja sen- 
tir su intervención, porque su organización está basada 
principalmente en este concepto eminentemente proce- 
sal. Toda la configuración del Ministerio F'iscal en nues- 
tra Patria, arranca principalmente del campo del derecho 
procesal en el que sus estudiosos figuran la institución 
del Ministerio Público como órgano creado por el Estado 
para poder atender a la contienda procesal en defensa 
de intereses públicos y sociales. 

Al llegar a este punto el comentario que se nos ofrece 
sobre las funciones del Ministerio F'iscal es el tratamien- 
to específico y peculiar que ha  de tener el Ministerio 
Fiscal por parte de los órganos judiciales, ya que en no 
pocas ocasiones por los titulares de los mismos se oye el 
eco que, aunque lejano y débil de querérsele tratar como 
una simple parte, y nosotros desde estas líneas no le 
negamos esta nauraleza, pero no debemos olvidar el ca- 
rácter necesario e imperativo que la Ley le ordena por 
lo que no debemos ser desconocidos en ningún solo mo- 
mento cuando el precepto le reclama, sin que le sea 
necesario escritos de personación ni otros que hagan 
notar su presencia, porque su presencia viene por la Ley 
y el órgano judicial es el primero que debe cumplirla. 

E1 Ministerio Fiscal es magistratura de amparo, Reco- 
rriendo las facultades que su Estatuto le confiere se ve 
con gran claridad y se dibuja con grandes contornos la 
misión que tienen de defensa de cuantos ante el Dere- 
cho se encuentran indefensos o están dotados de cierta 
debilidad en la capacidad procesal. Permitidme también 
que al llegar a este extremo yo me pregunte: ¿qué me- 
dios cuenta o qué instrumentos tiene a su alcance para 
realizar esta noble función? Como medios directos, ya 
quedan expuestos ante V. E., una exigua plantilla de 
personal y una escasez de medios materiales. A lo sumo 
la Fiscalía recoge denuncias de hechos que reclaman el 



intervenir como magistratura de amparo y después enco- 
mienda su información para poder ejercitar acciones a 
órganos extraños, por lo que la misma no es percibida 
directamente, con lo que su apreciación puede presentar 
un carácter dubitativo sobre el éxito de la misión que 
pretende realizar. 

El Ministerio Fiscal también es órgano que ha de 
encarnar la función fiscalizadora y sobre este extremo 
el debilitamiento, como tal, es lo que resalta en nuestra 
organización. Desde su intervención en el recurso de 
contrafuero, para defensa de las Leyes de mejor rango, 
hasta la intervención en la esfera administrativa, para 
velar por la pureza y eficacia de su procedimiento y 
defensa de intereses públicos y sociales, el camino que 
le queda por recorrer es grande y costoso, porque hoy 
lo Único que se deja sentir es una intervención a la que 
los preceptos legales contestan con el más rotundo no 
y ante el que nosotros, por imperativos de los intereses 
públicos, por imperativo de intereses sociales y por el 
mejor funcionamiento del ordenamiento jurídico, aboga- 
mos por el sí de nuestra intervención en la misión o fun- 
ción fiscalizadora." 

Otros concretan el problema de las funciones del 
Ministerio Fiscal en relación con aspectos más específi- 
cos de algún tipo de proceso. En esta ocasión han sido 
varios los Fiscales que apuntan los defectos hoy existen- 
tes en la regulación de juicios universales y en la inter- 
vención del Fiscal en los mismos. A título de ejemplo 
podemos incluir las opiniones de los Fiscales de Orense 
y Valencia. El primero de ellos realiza un estudio sobre 
la cuestión en los siguientes términos: 

"Hemos de reconocer que, debido a la imprecisa y 
desdibujada posición procesal que al Ministerio Fiscal 
se le señala y atribuye en el actual ordenamiento en los 
procedimientos de concurso y quiebra, su intervención 
en ellos no se adecda a la condición de parte que, de 



manera más nominal que real, se le concede en tales 
expedientes, impidiéndole muchas veces, a pesar de su 
preocupación y desvelo en su función, desarrollar una 
mayor actividad de estudio en los aspectos sustantivo y 
procesal de la materia, postura pasiva, un tanto obli- 
gada y explicada por el carácter marcadamente juspri- 
vatista que la vigente ordenación legal asigna a estas 
instituciones (concurso, quiebra y suspensión de pagos), 
en las que de manera tímida y con atribuciones ambi- 
guas en demasía abstractas y en ocasiones con fa- 
cu!ta<es muy restringidas se quiere mantener la pre- 
uenela del Ministerio Fiscal como simple valedor de 
~iertas prácticas formularias y formalidades de trami- 
tación, cuya observancia no son suficientes, a nues- 
tra modesta opinión, para contribuir a la defensa de 
intereses que - s i n  excluir y olvidar los derechos priva- 
dos de los acreedores- se ponen en juego en falaces 
operaciones y maniobras que en ocasiones conducen al 
concurso y a la quiebra (fraudulentas y culpables), situa- 
ciones en las que peligra el bien común, que aparece 
vulnerado y transgredido cuando en el desenvolvimiento 
de ia vida o actividad industrial y mercantil se llega a 
estados de manifiesto desorden económico provocados 
por conductas o comportamientos de personas que olvi- 
dan con su desaprensivo actuar el mínimo respeto a una 
deontología y normas de buena fe y lealtad, clima en 
que deben desarrollarse las relaciones comerciales, con 
cuyo ilícito obrar producen el desequilibrio y bancarrota 
de determinados negocios que necesariamente, dada la 
forma y la técnica que en el actual momento rige y 
preside la vida del comercio, trascienden de la esfera de 
las relaciones patrimoniales surgidas entre las personas 
más o menos interesadas en la operación mercantil o 
empresarial para proyectarse en círculos o ámbitos más 
amplios, bien geográficos o de grupo, con la consecuen- 
cia de que al adquirir y presentar este carácter de gene- 
ralidad de ataque al bien común y social se resalte y 



reclame la necesidad o conveniencia de una intervención 
más firme y un quehacer más activo del Ministerio 
público en esta clase de expedientes, aun negado el 
carácter de verdadero juicio contencioso que por algunos 
se le atribuye. 

Quizá estas ligeras consideraciones, u otras de mayor 
alcance dialéctico que se escapan a nuestros limitados 
conocimientos, hayan orientado y fundamentado nuevas 
corrientes de doctrina científica que tienden a conceder 
y proclamar una mayor preponderancia, con significa- 
ción de resalte más acentuado al interés público, lesio- 
nados con las conductas de ciertos quebrados o concur- 
sados, modos de pensar que van originando como inme- 
diata consecuencia el que el Derecho penal, protector 
de dichas finalidades y aspiraciones y pretensiones de 
naturaleza social, vaya desprendiéndose de esa rígida 
dependencia -en esta materia- a que viene sujeta y 
vinculada por otros sectores del Derecho como es en este 
caso por la rama mercantil, señalándole por esta disci- 
plina extemporáneamente el camino que aquél debe 
seguir en materia de su exclusiva competencia como es 
toda la problemática relacionada con la antijuridicidad 
y culpabilidad de determinadas conductas; conseguida 
una mayor autonomía y desvinculación se podrá ir cons- 
truyendo, bien doctrinalmente o con la ayuda prestada 
con la evolución de tendencias jurisprudenciales, una 
mayor adaptación de nuestra disciplina a nuevos con- 
ceptos y formas estructurales de la vida económica, 
especialmente cuando en ella juegan como factores o 
elementos de vital trascendencia la presencia en las rela- 
ciones mercantiles de grandes sociedades y empresas, 
pasando a un segundo y menos relevante plano la figura 
del pequeño comerciante, cuya consideración tuvo en 
su momento o etapa histórica destacada importancia, 
que hoy va declinando y oscureciéndose, fenómeno que 
quizá pueda producir -en plazo más o menos largo- 
que la normativa penal, si ha de servir como instru- 



mento eficaz de la lucha contra el delito en este impor- 
tante sector de la vida social como es la actividad que 
rodea el mundo de las operaciones mercantiles, ponga 
a disposición y alcance del juzgador preceptos y normas 
que permitan incriminar las actividades ilícitas y frau- 
dulentas de ciertas entidades y sociedades, las que en el 
actual momento sólo pueden incurrir en sanción a tra- 
vés y por intermedio de sus elementos personales o com- 
ponentes directivos o de gestión como personas indivi- 
duales. cuyo castigo o penalidad -estamos reflexio- 
nando y moviéndonos mentalmente en el terreno de 
"iege ferenda"- no responde, nos parece, a la consecu- 
ción eficaz de concreción y determinación de la verda- 
dera y buscada responsabilidad delictiva, por inadapta- 
ción - e n t r e  otros motivos- a la presencia en la vida 
real de nuevos hechos, acontecimientos, modos y mane- 
ras de actuar en el orden de la economía, tanto para el 
bien y progreso como para el mal y el fraude, de tales 
entidades u organismos colectivos, por ello quizá pueda 
estar en el camino acertado J. A. Martínez, cuyo criterio 
en este particular es recogido por Gerardo Landrove en 
oportuna nota de su documentado libro Las quiebras 
punibles cuando aquél se expresa diciendo que el viejo 
principio "societas delinquere non potest" ha  perdido 
toda realidad y, por consiguiente, toda eficacia y consi- 
dera que el establecimiento de la responsabilidad crimi- 
nal de las corporaciones habrá de producir un  benefi- 
cioso efecto en la sociedad, orientación que ya con ante- 
rioridad fue sostenida por Von Lisz. ya que este viejo 
tema de la responsabilidad de las personas morales y 
jurídicas fue ampliamente debatido en el campo doctri- 
nal; Landrove, al ocuparse de él en su citada obra, nos 
dice: "en el sistema penal español tan sólo el hombre, 
la persona individual, puede ser sujeto activo del delito", 
aunque ni el Código Penal ni la legislación especial hacen 
declaración expresa en este punto, resulta indudable que 
parecen estar redactados sobre esta inteligencia; la 



ausencia de explícita declaración suplida por la juris- 
prudencia patria constantemente declara que la respon- 
sabilidad criminal es individual y que las entidades, cor- 
poraciones, institutos o personas jurídicas no pueden 
ser objeto activo de delito o falta, no puede, concluye, 
exigirse responsabilidad criminal a las sociedades o com- 
pañías por actos que no han ejecutado ni pudieron eje- 
cutar, sino contra sus empleados o mandatarios; éste es 
el sentido de numerosas sentencias del Tribunal Supre- 
mo, que llegan a la conclusión de que las personas jurí- 
dicas no pueden ser sujeto activo de delito o falta, por- 
que sólo las personas naturales son susceptibles de ello 
por ser las únicas en quienes concurren los elementos 
esenciales de la imputabilidad moral. 

El Código de la Dictadura buscó una mayor seguri- 
dad en la sanción de las actividades ilícitas de los comer- 
ciantes colectivos, llevando a dicho ordenamiento penal 
el precepto del artículo 723, en que se establecía "que 
si la quiebra fuese de compañía mercantil, sociedad o 
corporación se impodrán las penas procedentes a 106 
directores, administradores, consejeros o gerentes o cua- 
lesquiera otras personas encargadas de los intereses 
comunes si hubieran procedido con infracción de los 
estatutos o reglamentos de la compañía, sociedad o cor- 
poración o de las disposiciones del Código de Comercio 
o de Derecho común sobre deberes del cargo"; como en 
otras ocasiones y con relación a otras materias, este 
Código de 1928, de tan corta vida legal, recogió, con una 
visión de mayor técnica penal, la labor de la jurispru- 
dencia para otorgar y respaldar con la tipificación un 
carácter más firme y estable a esta materia de la res- 
ponsabilidad colectiva; el lento avance en este aspecto 
de no encontrar sanciones que frenen o limiten con me- 
didas adecuadas a su especial naturaleza el actuar abu- 
sivo dentro del campo de las actividades de estas bocie- 
dades o corporaciones se debe seguramente a que por 
esta falta de autonomía penal haya que laborar con 



conceptos, instituciones o figuras jurídicas pensadas 
para una sistemática de interpretación iusprivatista, 
divergente de la que debe matizar las relaciones de Dere- 
público; la tarea de delimitación de terreno entre el 
Derecho penal y el Derecho privado o común se man- 
tuvo durante mucho tiempo en esta materia de las situa- 
ciones de insolvencia en el contorno de la dependencia 
o acatamiento de aquél con relación a este último; la 
definición del delito de quiebra pertenece, según Pa- 
checo -que mantiene esta postura-, al Código Mer- 
cantil y al Penal sólo le corresponde dictar los castigos 
para las hipótesis reconocidas en el primero; la evolu- 
ción encaminada a buscar la autonomía del Derecho 
penal se fue consiguiendo primero en el campo procesal, 
abandonándose el principio de "cosa juzgada" que venía 
imponiéndose, para dar paso a la admisión del principio 
de que los Tribunales de lo penal tenían y tienen facul- 
tades para realizar nuevas pruebas que pudieran des- 
virtuar las llevadas a cabo en la'jurisdicción civil; así 
lo entendieron las sentencias de 11 de abril de 1960, 
8 de octubre de 1915 y 4 de julio de 1945, entre otras; 
la sentencia de 21 de mayo de 1929, buscando la des- 
vinculación al campo de lo civil, da un paso más y llega 
a sentar que los hechos sometidos para sanción por el 
Juez de lo civil tienen que ser debidamente comproba- 
dos por el Tribunal de lo penal y es por la sentencia 
de 13 de junio de 1959 la que deja reducido a un simple 
requisito de procedibilidad la calificación que en la opor- 
tuna pieza hace el Juez de lo civil en el expediente de 
quiebra, dejándose en esta nueva trayectoria jurispru- 
dencial en absoluta libertad a la jurisdicción penal para 
entrar en un estudio valorativo de las conductas presun- 
tamente delictivas de los quebrados, determinada por la 
práctica de una prueba sumarial, contrastada más tarde 
de manera contradictoria en los debates de un juicio 
pral y público, apreciada en su conjunto con entera 



libertad de criterio y convicción por el juzgador de lo 
penal. 

La fase que esperamos se produzca en esta ya iniciada 
labor interpretativa de nuestro Alto Tribunal será, a no 
dudarlo, la atracción o absorción de determinadas con- 
ductas que "a prima facie" se presentan como dolosas, 
hacia el campo de los jueces de lo penal, independiente- 
mente de que al mismo tiempo, y como actuaciones 
paralelas, se abran o sigan los expedientes de que hoy 
conocen los jueces de lo civil y de la calificación que 
a efectos tan sólo civiles merezcan tales comportamien- 
tos, esfera esta última en que, como es lógico, se entre- 
mezclan e interfieren por obra de los intervinientes 
(masa de acreedores y quebrado) intereses de naturaleza 
esencialmente privados que, aun siendo perfectamente 
legítimos, deben estar, en su regulación y amparo, pre- 
sididos por criterios valorativos en la prueba que no se 
avienen en algunos casos a las directrices que informan 
la prueba en materia penal, donde el Juez instructor 
goza de un criterio de mayor libertad en la práctica de 
las diligencias encaminadas a la búsqueda e investiga- 
ción de la verdad real, finalidad que, en definitiva, al 
ser alcanzada ha de conducir y redundar en una mayor 
y más eficaz protección del bien alterado y vulnerado 
en esta clase de infracciones y quizá incluso se procure 
y consiga -como ocurre cuando se persiguen y averi- 
guan la mayor parte de los delitos- una mayor defensa 
de personas e intereses, que, aunque privados, necesitan 
sus titulares, por su especial situación y circunstancias 
de su mundo circundante, un mayor amparo ante ini- 
ciativas de tipo privado, nacidas de grupos que tienen 
una mayor potencialidad y fuerza económica, no olvi- 
dando tampoco que el principio de justicia rogada que 
impera en el ámbito de lo civil puede colocar a los que 
en dichos procesos intervienen en situaciones de franca 
indefensión, especialmente en su proyección y resultado 
de contenido económico. 



Estamos, por lo tanto, todavía ante la situación de 
las llamadas y conocidas leyes en blanco, que nos llevan 
a darles un  contenido con disposiciones y conceptos 
suministrados por la legisiación mercantil: Código de 
Comercio y Leyes especiales; son estos delitos, "práctica- 
mente perseguibles a instancia de parte a causa de estar 
condicionada la persecución penal a la calificación de la 
quiebra en el procedimiento civil, lo que favorece ia 
impunidad de !as formas más graves, donde los acreedo- 
res se retraen de acudir a ios Tribunales por no haber 
perspectivas de recuperación parcial de sus pérdidas; la 
Ley tiene por ello u n  efecto claramente criminógeno". 
Nos parece acertada la opinión de Ruiz Vadillo al 
proponer la suspensión de los óbices de procedibili- 
dad, que de tales califica a la declaración de! Juez 
civil que actúa de condición necesaria para la entrada 
o llave en el procedimiento penal, bien sea como condi- 
ción de procedibilidad o, como otros entienden, con ei 
carácter de condición objetiva de punibilidad; con tal 
medida de autonomía la zona de interferencia entre la 
insolvencia de efectos civiles y penales quedaría más 
delimitada, con las incontables ventajas y repercusiones 
que la diferenciación de funciones, sin romper ni alterar 
la unidad del Derecho, traería en el terreno del enfren- 
tamiento y contraste ante la realidad de los aconteci- 
mientos mercantiles en esta compleja faceta de las quie- 
bras, con sus posibles repercusiones y aspectos penales. 

No pretendemos, ni mucho menos, que, siguiendo la 
tendencia u opinión de amplios sectores de la doctrina, 
se abandone la posición y criterio tradicional mantenido 
en nuestro ordenamiento, inspirado por la defensa en 
esta clase de infracciones de los intereses patrimoniales 
como proyección del actuar humano en el mundo físico 
y social para sustituirlos de forma exclusiva por otras 
objetividades jurídicas quizá más en concordancia con 
la categoría de "delitos contra el orden económico", reco- 



gidos y estudiados no sólo por la doctrina científica, sino 
ya incorporados y regulados por los ordenamientos jurí- 
dico-positivos de muchos países -en España todavía en 
trámite de estudio o proyecto-, pero sí entendemos que 
al lado de la protección del patrimonio individual se 
conceda una mayor consideración y alcance penal, vigo- 
rizando el aspecto de la quiebra como delito pluriobje- 
tivo a los bienes exponentes y representativos de intere- 
ses de orden social (fe púbiica, orden procesal alterado, 
crédito, etc.) cuya lesión trasciende muy hondamente 
el ámbito de la economía de los países, dimensión social 
necesitada hoy día de amparo penal tanto y en la misma 
medida en que lo están los bienes patrimoniales de 
carácter, condición y naturaleza individual." 

También e! Fiscal de Valencia, como hemos dicho, 
siente la preocupación por este tema y así lo pone de ma- 
nifiesto en el siguiente párrafo de su Memoria: 

"Insistimos, para terminar, como ya lo hicimos en la 
Memoria del año pasado, en la necesidad de vigorizar la 
forma de actuación del Ministerio Fiscal en los procesos 
o juicios universales de suspensiones de pagos y quiebras 
por la trascendencia pública que revisten, ya que afectan 
a :a economía nacional, cuyos intereses por su naturaleza 
deben ser protegidos por el Ministerio Fiscal, no como 
pura parte procesal, sino como una magistratura espe- 
cial, que participa de la misma esencia judicial que el 
magistrado, con caracteiísticas propias." 

En la reunión anual de Fiscales de las Audiencias Te- 
rritoriales y Provinciales, que ha tenido lugar en abril 
pasado en Jávea, fue tratado ampliamente el tema de las 
funciones del Ministerio Fiscal, precisamente al hilo de 
un cambio de impresiones previo a la formulación de 
ideas para el futuro proyecto de Estatuto del Ministerio 
Fiscal, que lógicamente tendrá que promulgarse cuando 
se aprueban las bases de la futura Ley Orgánica de la 
Justicia. De este punto daremos cuenta a continuación, 



al referir con mayor extensión los planteamientos hechos 
en la reunión anual sobre el futuro Estatuto. Baste por 
ahora decir que, como en años anteriores, en esta sexta 
reunión fueron analizados temas de interes común: La 
mecanización de datos para el control de causas crirnina- 
Ies y obtención de datos estadísticos exactos mediante el 
sistema de ordenador; posible perfeccionamiento de la 
labor y cometido de los Cuerpos Auxiliares, en relación 
con la labor que prestan cerca del Ministerio Fiscal; po- 
sible organización futura de los Fiscales Municipales y 
sus Agrupaciones o ideas generales sobre el fnturo Esta- 
tuto orgánico del Ministerio Fiscal. 

Indudablemente el tema m6.s importante de los tra- 
tados fue el que hace referencia a las ideas básicas sobre 
el futuro Estatuto del Ministerio Fiscal. No parece nece- 
sario en este lugar extenderse en detalles sobre el con- 
tenido posibIe del Estatuto, pero si puede ser conveniente 
incluir una referencia sobre las ideas básicas que, en or- 
den a lo que pudiéramos denominar "filosofía" del Mi- 
nisterio Fiscal, se trataron en la ocasión referida. 

La compleja figura del Ministerio Fiscal, sobre la que 
convergen los problemas que plantea la nueva estructura 
del proceso penal y los relativos a la defensa de la legali- 
dad, procurando el mantenimiento del orden jurídico, no 
sólo ante los Tribunales, sino velando por la observancia 
de la Ley en todos los órdenes de la actividad estatal, en 
su evolución histórica no agotada, amplía el ámbito de 
sus funciones al atribuírsele la específica de defensa del 
interés social. Este cúmulo de funciones condiciona tanto 
el concepto de la institución como su naturaleza. 

A) Concepto: Han sido superadas las definiciones 
que del instituto daban, tanto el Estatuto vigente como 
su Reglamento, por el artículo 35 de la L.O. del Estado 
que sustancidmente reproduce el Anteproyecto de la Ley 
Orgánica de la Justicia. Conforme a los mismos podemos 
definir al Ministerio Fiscal como el "órgano de comuni- 



cación entre el Gobierno y los Tribunales de Justicia, en 
el seno de ésta, tiene por misión promover la acción de la 
justicia en defensa de los intereses públicos tutelados por 
la Ley y procurar el mantenimiento del orden jurídico 
ante los Tribunales y la satisfacción del interés social". 

Las crecientes actividades del Estado, la complejidad 
de la vida moderna, reclaman que todo Estado de De- 
recho esté dotado de un instrumento eficaz y adecuado 
para su defensa; como la característica del Estado de 
Daecho es la sumisión de todos a la Ley, los poderes de 
fiscalización, censura y amparo modernamente, en los 
Estados, se atribuye esta misión de vigilancia de la le- 
galidad establecida a un 6rgano constitucional; si en el 
Estado español se echa de menos este órgano de super- 
visión del exacto cumplimiento de las Leyes por adminis- 
tradores y administrados, por Autoridades y súbditos, 1ó- 
gico es que, cuando se trata de estructurar "ex novo" al 
Ministerio Fiscal, se le atribuya expresamente esta fun- 
ción que tradicionalmente ha constituido su misión 
esencial. 

El Ministerio Fiscal, al asumir la defensa de la Ley, 
aparte de ejercer las acciones públicas para reparar las 
conculcaciones del complejo legislativo por los particu- 
lares, vendría también obligado a vigilar el fiel cumpli- 
miento, tanto por parte de los órganos jurisdiccionales 
como por los órganos de la Administración. Sólo dotando 
al Fiscal de esta trascendental misión lograríamos un 
instituto vivo, moderno y dinámico, capaz de prevenir 1% 
violaciones de la Ley sin limitarse, como actualmente, a 
la actividad represiva. 

B) Naturaleza: De las múltiples funciones que, tra- 
dicionalmente, el Ministerio Fiscal concentra, al indagar 
su naturaleza, habrá que centrarla en la más destacada 
de las que asume para inducir de ella la naturaleza de la 
institución, sin perjuicio de perfilarla en consideración 
de las demás. 



Superada actualmente la concepción del "ius punien- 
di", y sustituida por la publicista de "poder jurídico", o 
sea, no un poder de hecho, sino regulado por el Derecho, 
atribuido no al Estado-administración, sino a la autori- 
dad judicial, a la Jurisdicción, al Juez, que es su verdade- 
ro titular, diversificada en dos funciones: una requiren- 
te, atribuida a un órgano de la propia Justicia, el Minis- 
terio Fiscal y otra, la de penar, conferida a Jueces y 
Tribunales, si bien condicionada o autolimitada por la 
existencia de una previa acusación; el Ministerio Fiscal 
se tiene que estructurar como un órgano perteneciente a 
la Justicia, con plena independencia de la función ejecu- 
tiva. 

El Ministerio Fiscal -nos dirá un gran maestro del 
Derecho- "es un órgano público constituido por el Es- 
tado en función de la Justicia (y no del mero interés gu- 
bernativo, o de la "razón de Estado") ; pero independiente 
del órgano jurisdiccional, con quien coopera. Constituye 
la pieza fundamental y característica del sistema pro- 
cesal de la acusación formal. Dada la naturaleza del De- 
recho penal, la colectividad política no puede dejar en 
manos de los particulares la imposición de la pena, como 
deja a su disposición, en el proceso civil, la realización 
del ordenamiento jurídico-privado, A la vez, el efecto ju- 
rídico del delito no se declara y hace efectivo más que por 
la vía del proceso (artículo 1.0 de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal), esto es, por Jueces y Tribunales indepen- 
dientes y no administrativamente. El Estado somete a la 
decisión de aquéllos su propio poder jurídico de pensar en 
el caso concreto. Lo que exige el sistema acusatorio es 
que, para que haya proceso y sentencia, alguien lo pida, 
que la actividad jurisdiccional se promueva desde fuera 
dme ella misma, quedando así separadas las funciones de 
acusar y juzgar. Ambas son funciones públicas; mas lo 
que se busca, justamente, es que el Estado, en cuanto 
acusa, no juzgue; en cuanto juzga, no acuse. Con la ins- 
titución del Ministerio Fiscal se satisfacen al mismo 



tiempo todas esas exigencias coordinadas, políticas y 
técnicas". 

Si la función de promover la justicia ante los Tribuna- 
les, por exigencias del proceso, es diversificada de la de 
juzgar, lógico es que el Ministerio Fiscal, si bien inte- 
grado en la Administración de Justicia, debe ser indepen- 
diente de los Tribunales. De esta integración en la Admi- 
nistración de Justicia, también se infiere su independen- 
cia de la función ejecutiva. 

Otras de las misiones específicas confiadas al Minis- 
terio Fiscal por la Ley Orgánica del Estado perfilará la 
naturaleza, ya esbozada; nos referimos a la de ser medio 
exclusivo de comunicación recíproca entre el Gobierno 
y los Tribunales de Justicia. Función que le está atribui- 
da en aras del respeto a la independencia de la Justicia. 
En efecto, las funciones administrativa y judicial no pue- 
den concebirse como compartimentos estancos, entran y 
tienen constantes relaciones; mas, para respetar en todo 
momento a la Justicia, no entra en contacto directo con 
ella, para no poner ni en tela de juicio su independencia, 
sino que lo hace a través de órgano del Ministerio Fiscal, 
que resultá así el instrumento del cauce normal de co- 
municación entre dos facultades estatales independien- 
tes y soberanas. La exclusividad de este medio de comu- 
nicación también viene exigida por el fin de respeto a la 
independencia judicial, si bien, con eilo, no pretendemos 
que los Tribunales, dentro del limitado marco de la 
pura función jurisdiccional, no puedan dirigirse directa- 
mente a los demás órganos de la Administración, pues 
con ello olvidaríamos que, en el proceso contencioso-ad- 
ministrativo, la Administración está sometida a los Tri- 
bunales y que éstos en materia penal, legalmente tam- 
bién, tienen establecida la comunicación directa, así en 
los supuestos de aplicación del artículo 2.0 de17Código 
Penal y las propuestas o informes para la aplicación por 
el Jefe del Estado de la gracia del indulto. 



Las inquietudes doctrinales que esta función ue en- 
lace entre el Gobierno y la jurisdicción suscita deben 
desecharse, si se tiene en cuenta que esta superposición 
de complejas actividades concentradas por el Ministerio 
Fiscal no están sometidas a los principios de unidad y 
dependencia jerárquica del Ejecutivo sólo proclamados 
por la Ley Orgánica del Estado de su funcionamiento 
interno, pues no en vano el mismo precepto fundamental 
también establece que las funciones confiadas al Mi- 
nisterio Fiscal se lleven a cabo por sus propios órganos. 
Si a estas consideraciones se unen las propias de nuestro 
actual Ministro de Justicia, en su discurso de apertura 
de los Tribunales de 1968, tendremos que, toda la actua- 
ción del Fiscal debe estar presidida por una rigurosa 
observancia de la legalidad. 

C) Fz~nciones y atribuciones del IMZnistememo Fiscal. 

Las funciones esenciales que corresponden al Minis- 
terio Fiscal, sin perjuicio de que constituyan también el 
medio de comunicación ya analizado, se concretan en 
las tres siguientes: 

a)  Defensa de la legaiickd. 

En cumplimiento de esta función, el Ministerio 
Fiscal tendrá las atribuciones siguientes: 

Velar por el fiel cumplimiento de las Leyes por 
todos sus destinatarios. 
Velar por que la función jurisdiccional se ejer- 
za conforme a las Leyes. 
Sostener la integridad de las atribuciones de 
los Tribunales de Justicia. 
Intervenir en los conflictos jurisdiccionales y 
cuestiones de competencia que se susciten en 
todos los órganos jurisdiccionales. 
Promover las correcciones disciplinarias de las 
funciones de la Administración de Justicia, Le- 



trados y Procuradores e intervenir en cuantos 
expedientes se promuevan para la imposición 
de éstas. 
Asesorar a los Gobernadores Civiles en la ma- 
teria en que el Ministerio Fiscal deba inter- 
venir. 

b) La promoción de la justicia, en cuanto concierne 
al interés publico, se ejercerá a través de las 
atribuciones siguientes : 
. Practicando cuantas informaciones considere 

necesarias como previas al ejercicio de las ac- 
ciones. 

. Promover, en el orden judicial penal, la acción 
de la justicia, ejercitando acciones u oponién- 
dose a ellas, conforme determine el Código 
Procesal Penal. 

. Actuar en los demás procesos con el carácter 
que los Códigos respectivos establezcan, sin 
perjuicio de lo que disponga su propio Es- 
tatuto. 

. Intervenir en todos los procesos en que se ven- 
tilen cuestiones que afecten al interés público. 

. Velar por el cumplimiento y ejecución de las 
sentencias penales y de las demás, en todos 
los procesos en que haya intervenido. 

. Reclamar las causas o procedimientos conclui- 
dos para ejercer su función de vigilancia o in- 
formes, mediante testimonio, de los que estén 
en tramitación. 

. Requerir el auxilio de las Autoridades o sus 
agentes para el desempeño de su ministerio. 

, Dar a cuantos funcionarios y agentes integran 
la Policía Judicial las órdenes e instrucciones 
convenientes para el cumplimiento de su mi- 
sión. 



c)  La defensa del interés social, en lo que le esté 
atribuido por las Leyes, se llevará a cabo a través 
de las atribuciones de: 

. Promover la defensa de las garantías penales 
y procesales de la persona. 

. Ostentar la representación del interés particu- 
lar cuyo titular no esté identificado. 

. Promover la constitución de los organismos 
tutelares o de menores del régimen foral. 

. Ostentar la defensa de los incapacitados o au- 
sentes carentes de representación le@, en 
tanto se constituya ésta. 

. Prestar el auxilio internacional extrajurisdic- 
cional que establecen los Tratados suscritos 
por España. 

D) Principios informa.dmes de la actuación del Ministe- 
rio Fiscal 

El ejercicio de las funciones señaladas se llevará a 
cabo bajo los principios de exclusividad, legalidad, im- 
parcialidad y responsabilidad. 

. Por virtud de la exclusividad, las funciones en- 
comendadas al Ministerio Fiscal no podrán ser 
compartidas por ningún otro órgano del Es- 
tado ni ejercidas conjuntamente con él. Exclu- 
sividad que no contradice el sistema de ejer- 
cicio de la acción penal por los particulares y 
que tampoco impedirá el ejercicio de la acción 
civil del Estado como perjudicado mediante 
la Abogacía del Estado, pero que, lógicamente, 
debe obstaculizar el ejercicio de la acción penal 
por otro Órgano estatal distinto al Ministerio 
Fiscal porque tiene por el Estado asignada esta 
especifica misión. 



Por el principio de legalidad, el Ministerio Fis- 
cal, en el ejercicio de cualquiera de sus fun- 
ciones, actuará siempre con estricta sujeción 
a los preceptos legales, asesorando, dictami- 
nando, o ejerciendo las acciones pertinentes 
sólo en la medida en que aquéllos lo permitan. 

Por el principio de imparcialidad, el Ministerio 
Fiscal actuará con la más absoluta objetividad 
en defensa de los intereses sociales que le están 
confiados, sin perjuicio de defender, también, 
los intereses particulares en la medida que es- 
tén identificados con aquéllos. 

. Por el principio de responsabilidad, como ga- 
rantía del recto cumplimiento de las misiones 
encomendadas a los miembros del Ministerio 
Fiscal, el futuro Estatuto debe establecer el 
principio de responsabiilidad de los mismos 
con la extensión, forma, condiciones y exen- 
ciones que se determinen en la Ley. 

E )  Organización del Ministerio Fiscal 

El mantenimiento del sistema tradicional que con- 
cibe al Ministerio Fiscal como órgano monocrático trae 
como secuela la proclamación por la L.O. del Estado de 
los principios rectores de su organización y actuación 
interna, los de "unidad y dependencia jerárquica". La 
pluralidad de funciones y las múltiples misiones confia- 
das a la institución reclaman una actuación uniforme, 
sólo posible a través de la unidad de dirección encarnada 
en la jefatura, sin merma de la diversidad de opiniones y 
del merecido respeto a la independencia de cada miembro 
en particular a través de la garantía de su propia inicia- 
tiva y, especialmente, cuando ésta es emitida oralmente 
ante los Tribunales y pueda ser documentada en acta. 



La eficaz actuación colegida de determinados órga- 
nos, como la Junta de Fiscales Generales, puede determi- 
nar que el mismo sistema se adopte en aquellas Fiscalías 
de plantilla numérica que sirven a varios Tribunales. 

Por razón de tales principios: 

Primero.-El Fiscal General del Reino será el Jefe del 
Ministerio Fiscal, adscrito, a efectos administrativos y a 
los fines de órgano de comunicación, al Ministro de Justi- 
cia; los Fiscales Territoriales lo serán en sus respectivos 
territorios y los Provinciales en las provincias respecti- 
vas, actuando, tanto éstos como los Fiscales que integren 
las plantillas, los de Distrito y los de Paz, en representa- 
ción del Ministerio Fiscal y por delegación de aquél. 

Segundo.-E1 Fiscal General del Reino dará las órde- 
nes e instrucciones convenientes a sus subordinados, 
para el ejercicio de sus funciones, tanto de carácter ge- 
neral como de orden particular, y éstos pondrán en co- 
nocimiento de aquél los hechos relativos a su misión que, 
por su importancia o trascendencia, debe conocer, veri- 
ficando las consultas convenientes al ejercicio de sus 
funciones a través del superior jerárquico. 

Tercero.-Para el estudio de los asuntos de especial 
trascendencia o dificultad, lograr unidad de criterio y 
transmitir o dar las instrucciones convenientes al ejer- 
cicio de sus funciones, en todas las Fiscalías se celebrarán 
juntas periódicas con obligatoria asistencia de los Fis- 
cales que la integren. En ellas, oído el parecer de cuantos 
lo emitan, será decisivo el criterio del Fiscal Jefe, que la 
presidirá, si bien, cuando tal criterio sea contrario al de 
la mayoría, vendrá obligado a consultar al Fiscal superior 
inmediato. 

Cz~arto.-En la forma. y tiempo que reglamentaria- 
mente se establezca, los Fiscales de Distrito remitirán a 
los Provinciales, éstos a los Territoriales y éstos al Fiscal 
General del Reino, Memorias detalladas relativas al ejer- 



cicio de sus funciones en el ámbito territorial correspon- 
diente. El Fiscal General del Reino elevará al Gobierno, 
anualmente, Memoria General de la actuación del Mi- 
nisterio Fiscal, con el contenido que se establezca regla- 
mentariamente. 



CUESTIONES PENITENCIARIAS 

1. Movimiento de la población reclusa 
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La población reclusa en 31 de diciembre de 1970 as- 
cendía, según datos de la Dirección General de Institu- 
ciones Penitenciarias, a 14.512 personas, aunque según 
los datos que corresponden a la estadística de Audiencias 
y Juzgados, la cifra de penados y presos a disposición 
de la jurisdicción ordinaria era solamente de 10.556. 
Esta diferencia no se debe, como es natural, a defectos 
en la estimación, sino al hecho de que las autoridades 
penitenciarias computan la total población reclusa, esté 
a disposición de unas u otras autoridades, mientras que 
los órganos tienen en cuenta los 
presos y pen 1s. Ha de tenerse en 
cuenta los presos y penaaos sometidos a la jurisdicción 
militar, de una parte, y los que se encontrarán a disposi- 
ción de la autoridad gubernativa, de otra, en un mo- 
mento en que, suspendida la garantía del artículo 18 del 
Fuero de los Españoles, no rige el plazo máximo de 72 
horas -para la detención. 

Es cierto, sin embargo, que la población reclusa va 
asr~ildiendo paulatinamente, aunque en cifras alarman- 
tes. Si examinarnos el cuadro de datos de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias, podemos apre- 
ciarlo : 



Diciembre de 1965 ............... 11.109 
1966 ............... 11.274 
1967 ............... 11.354 
1968 ............... 12.723 
1969 ............... 13.312 
1970 ............... 14.512 

Sobre estas cifras hay que hacer, por lo que respecta 
a la jurisdicción ordinaria, las correcciones de que antes 
hemos hablado. Pero aun suponiendo, como es lógico, 
que también en lo que afecta a la jurisdicción ordinaria 
se ha  producido este aumento de población reclusa, aun- 
que no llegue a las cifras absolutas que acabamos de con- 
signar, la explicación de este aumento resulta clara y 
plenamente justificada. Ya en anteriores Memorias he- 
mos advertido que la población reclusa en España, una 
de las más bajas del mundo, no se corresponde con las 
cifras de criminalidad, aun siendo éstas también de las 
más bajas apreciadas. En algunas de estas Memorias 
pueden verse juicios y pareceres sobre este tema que 
ponen de manifiesto el fenómeno, achacándolo a varias 
causas: la abundante utilización de la remisión condicio- 
nal, favorecida por ser la criminalidad menos grave la 
más abundante; la frecuente utilización del sistema de 
indultos generales y la proverbial blandura de muchos 
Tribunales a la hora de imponer las penas privativas de 
libertad. 

Ahora, cuando las cifras de reclusos van subiendo 
lentamente, un análisis de la situación puede poner de 
manifiesto : 

a) Que no se han dictado normas sobre indultos ge- 
nerales desde 1965. Esta es una de las principales causas 
del aumento de población penal. No se olvide que las ma- 
yores cifras de nuestra criminalidad inciden sobre deli- 
tos menos graves, que los Tribunales, además, no casti- 
gan con excesiva dureza. A estas penas cortas de priva- 
ción de libertad, vinieron afectando los indultos tan rei- 



teradamente otorgados, hasta hacerlas totalmente inefi- 
caces. En cuanto han pasado cinco años sin que este 
fenómeno se produzca, es lógico que la población reclusa 
se embalse. 

b) Que han cambiado radicalmente los criterios en 
cuanto a la concesión de la libertad condicional. En efec- 
to, una vista a las cifras anuales, nos muestra clara- 
mente el espectacular cambio observado en esta materia: 

1966 ......... 2:061 libertades condicionales concedidas. 
1967 ......... 1.344 " 
1968 ......... 818 " 
1969 ......... 622 " 
1970 ......... 742 " 

Sólo la diferencia entre 1966 y 1970 -1.219 libertades 
menos- sirve ya para enjugar una tercera parte y m8s 
de la que existe, entre los mismos años, en la población 
reclusa totaI. 

c)  Aumento real de la criminalidad. En el capítulo 11 
de esta Memoria hemos señalado un aumento de las 
cifras de la "criminalidad aparente" que Ilega a un 11,77 
por 100. Es lógico que esta diferencia se traduzca tam- 
bién en un aumento de la población reclusa. 

La comparación entre las sentencias condenatorias 
dictadas en 1969 y 1970 es, por otra parte, !a siguiente: 

lo que también demuestra que este aumento de "crimina- 
lidad aparente'' se corresponde realmente con la crimina- 
lidad real, declarada por resolución judicial. 

Este acercamiento de la población reclusa a las cifras 
reales de criminalidad, señala, sin embargo, lo que es de 
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todas mant ,ente: los bajos índices de delincuencia 
y poblaciór a que presenta España. 

Aunque no se refiera concretamente a este punto que 
estamos tratando, quizá no esté de más tratar aquí, de 
nuevo, el tema de las penas de muerte. Un afío más te- 
nemos que señalar que no ha sido impuesta por los Tri- 
bunales españoles ni una sola pena de muerte. Tampoco 
se aplicó ninguna que viniese impuesta por sentencia 
dictada en años anteriores. Con ello, se reafirma de nuevo 
el sistema a que tantas veces hemos aludido: La pena de 
muerte es en nuestro ordenamiento un elemento de inti- 
midación penal, que se utiliza tan excepcionalmente que 
no plantea reaimente problema sobre su permanencia en 
nuestras leyes. Cierto que éste es un argumento poco con- 
vincente para quienes se muestran partidarios de su abo- 
lición, porque en tanto siga figurando en el Código, el 
peligro de su utilización y aplicación, persiste. Sin em- 
bargo, en un mundo que se debate todavía entre tensio- 
nes abolicionistas y no abolicionistas, donde existen paí- 
ses, como los EE. UU. de Norteamérica, con 620 condena- 
dos pendientes de ejecución, no parece que el sistema 
español, tan sensatamente aplicado por nuestros Tribu- 
nales, sea demasiado digno de crítica. 

En todo caso, consignamos con satisfa 3- 

tancia ya señalada en cuanto a las cifras totalmente ne- 
gati i con la pena de muer' te. 

m. lri r 2. A1gUn.Q.S cuestimes relacionadas cc.. .- gecvczon 
penal 

Desde otro punto de vista hemos de considerar en 
este capítulo algunas cuestiones que hacen referencia a 
materia penitenciaria. Una de ellas se refiere a la nece- 
saria atención que ha de prestarse a la instalación y sos- 
tenimiento de los arrestos municipales. Dos son los Fis- 
cales que dedican una gran actividad a este tema y que 
muestran una preocupación constante por la mejora de 



la instalación y del funcionamiento y atención de los 
arrestos de este tipo: el de Ciudad-Real y el de Jaén. 
Ambos están realizando una extraordinaria labor en esta 
materia, en la que han logrado interesar a las autorida- 
des competentes para la realización de obras de mejora 
y acondicionamiento y para la dotación de los medios 
necesarios para una atención adecuada a los detenidos 
que en ellos han de permanecer. Es de destacar esta labor 
a que nos referimos, que muestra una preocupación muy 
loable en materia que, por ~ t a  a la 
obtención de grandes resi 
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cuando todo era bien distinto, lo que hoy llamaríamos 
una "monografía" con el título de "Tratado del cuidado 
que se debe tener con los presos", nadie ignora el nombre 
de Cerdán de Tallada, ni su labor como penitenciarista, 
cuya obra "Visita de la cárcel y de los presos" se publicó 
diez años después de la de Sandoval. Mucho más se ocu- 
paron luego de este tema, hasta llegar a los estudios de 
Concepción Arenal y Rafael Salillas, lo que demuestra 
que, en España, siempre se tuvieron presente ciertas 
ideas humanitarias y cristianas, en relación con el trato 
de los presos, pues basta con repasar los títulos de sus 
obras, y hojear sus índices, para darse cuenta de la fm- 
lidad que los guiaba. 

El derecho, así, ei aerecho de aar mal zraw a los 
presos, fue no sólo una realidad, sino que estuvo hasta 
"institucionalizado", como diríamos hoy, y los citados 
autores, y otros muchos, hubieron de levantarse contra 
el denominado "ius maletractandi", que si bien se abolió 
en su manifestación más directa y física, como facultad 
señorial reconocida incluso en Fueros Territoriales del 
siglo xm, aún se continúa p~ ie sus 
formas, si bien sólo por los 1 :ntras 
se encuentran en algunos depositos o arrestos munici- . 
pales." 
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Otra serie de cuestiones a tratar es la que se reflere 
a ciertos aspectos de la ejecución penal, esto es, de las 
medidas que para la ejecución de las penas pueden adop- 
tar las autoridades gubernativas y penitenciarias. El Fis- 
cal de Albacete llama la atención S o que 
resulta que haya de ser nada meno ?jo de 
Ministros quien decida el paso de los penaaos al ultimo 
período de cumplimiento, con o sin libertad ional. 
Estas son sus palabras: 
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L relación con otros aspectos de la ejecución penal 
mito insinuar que, a estas alturas, carece de razón 

suficiente el tener que molestar la atención nada menos 



que del Consejo de Ministros con algo tan simple como 
es el pase de los penados al Último período de cumpli- 
miento. ¿Por qué la orden de pase a la situación de liber- 
tad condicional ha de disponerse por el Excmo. señor 
Ministro de Justicia y en virtud de acuerdo del Consejo 
de Ministros? Quizá esto tuvo su razón de ser cuando el 
mecanismo penitenciario carecía de la perfección y la 
garantía que hoy ha alcanzado gracias al benemérito 
Cuerpo que sirve a la importante función penitenciaria. 
Quizá, también, cual redominio de 1: 
política podía hacer 1 roblemas en ca  
ración indiscriminad, , .dzá masiva. 

i delinc 
30 de ur 

uencia 
la libe- 

Pero ¿hoy? Cuando tanto se habla de la simplifica- 
ción administrativa, creo que bien podría reconsiderarse 
esta solución, buscando un mecanismo en que, con inter- 
vención del : 
ción Penitenc 
Y agi1'"-" " 

Fiscal . , - - - - -. -. 

tituciór 
la aten 

n t . ~ .  

i de rei 
ición co 

nciador 
:se el s 

de pei 
iversos 

y de 1i 
istema 

nas por 
aspecto 

a Administra- 
más sencillez 

sin raz 
-a - -  I-^. 

Al una le 
aplicaciur~ u u e  las autoridaum uer i i~e i l c i anw 11a1;13~1 uc 

la ins Sención 
llama ~n los d 
siguieALw-. 

el tra' 
s de la 

bajo y 
forma 

"En la ap. de este beneficio penitenciario nin- 
guna intervencion tiene el Ministerio Fiscal, pues se 
trata de una reducción en el cumplimiento de la pena 
que, si bien se establece en el artículo 100 del Código 
Penal, se desarrolla su concesión en el Reglamento de 
Prisiones y por ello son los Organismos penitenciarios los 
encargados de conceder este beneficio y sólo a través de 
las propuestas de licenciamiento se tiene conocimiento 
por los Tribunales y por el Ministerio Fiscal del tiempo 
redimido. También en este aspecto el Reglamento de 
Prisiones ha modificado sustancialmente el Código Penal, 
pues permite una serie de casos en los que, por conce- 
sión de redenciones extrawdinarias, se redime mucho 



más tiempo del que procede de acuerdo con el Código 
Penal, llegándose en algunos casos a redimir un día por 
otro, en vez de uno por dos, de trabajo. También la apli- 
cación de los preceptos legales vigentes da lugar a situa- 
ciones injustas y, así, hemos visto varios casos en que 
por condenarse en una misma causa a dos individuos a 
penas diferentes, uno a seis meses y un día de presidio 
menor y otro a seis meses de arresto mayor, ha podido 
redimir el que tenía la condena más grave y sólo cum- 
plió cuatro meses y un día; en cambio, el de los seis 
meses tuvo que cumplirlos íntegros por no alcanzarle 
dicho beneficio. Todo ello hace que también se imponga 
una reforma de la regulación legal de la redención por 
el trabajo." 

El gran tema de la ejecución de las penas, especial- 
mente de las penas cortas de libertad, es el de la con- 
dena condicional. En las Memorias anteriores hemos 
dedicado a esta cuestión abundantes páginas y hemos 
transcrito también opiniones y criterios de los Fiscales 
de las Audiencias señalando los inconvenientes que pue- 
den ser corregidos. Es necesario, sin embargo, que siga- 
mos dedicando atención al tema y así lo haremos den- 
tro de este mismo capítulo. 

Los datos que se refieren a la aplicaciói con- 
dena condicional y a los casos en que tuvo que ser ciejada 
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Perc s importante intentar profw en la 
esencia misma de la institución con objeto ,, .-dtruc- 
turar en lo que sea necesario su regulación legislativa, 
a fin de dar la mayor eficacia posible a una institución 
que muestra ventajas de gran alcance, 



El Fiscal de Pontevedra, que ya ha dedicado en Me- 
morias ante] áginas muy expresivas a este tema, 
lo hace tamt la ÚItima con un estudio que trans- 
cribimos a continuz - - 
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Al. in caso 
pura y simple suspension de conaena es msuncience e 
ineficaz. En el prin o porque para  ver el 
arrepentimiento y rcción se hact 
actuación sobre el reo que le ayude a la enmienda y la 
simple suspensión de condena, tal como aquí se prac- 
tica, deja al reo solo con su problema, lo abandona a sus 
fuerzas y no hace nada para prestarle ayuda social o 
calor de comprensión que le sirva para instaurar un 
proceso de enmienda y corrección. Y en el segundo caso 
porque de lo que se trata no es de eliminar la pena 
corta de prisión, esto es, de no imponerla o no cumplirla 
(como ocurre en la práctica española). sino de susti- 
tuirla, esto es, toda vez que esas ] on perniciosas 
y poco eficaces, reemplazarlas por po de institu- 
ción penitenciaria más apta y eficaz, y la condena con- 
dicional no es tal sustituto de la pena breve, sino una 
mera dejación, una suspensión de su ejecución, sin ofre- 
cer a cambio otra alternativa de actuación penitencia- 
ria. La condena condicional no debe ser un favor hecho 
al reo, sino instaurarse como un tratamiento peculiar 



para los delincuentes primarios, en evitación de su 
entrada en el mecanismo de la recidiva. 

Lo cierto es que se dé a la pena el sentido que se 
quiera, la condena condicional de tipo europeo (el "sur- 
sis" simple) es un fraude punitivo. Si se concibe la pena 
con un significado ético, de castigo o retribución del 
acto jurídicamente reprobable, la mera suspensión de 
!a condena burla aquel fundamento retributivo al dejar 
el hecho sin castigo. Si se concibe la pena con un fun- 
damento defensivo, preventivo, la simple suspensión de 
condena, que no va acompañada de ningún coetáneo 
tratamiento penitenciario y corrector, se muestra inútil 
y traiciona aquella finalidad de prevención especial que 
sirve de base a la pena. 

Ahora bien, ese defecto intrínseco es sólo imputable 
a la suspensión condicional simple, tal como fue conce- 
bida por las primeras legislaciones europeas (la pionera 
Ley belga de 1888 o la francesa de 1891, de la que tomó 
modelo tardío la española de 1908), en que los efectos 
se limitan a condicionar la ejecución de la pena im- 
puesta a ciertas condiciones suspensivas -fundamen- 
talmente la no recaída en un plazo-. Ha sido este sis- 
tema el que fracasó, y bien pronto. El propio padre de 
!a condena condicional en Francia, Béranger, confesaba 
entristecido ese fracaso en 1910, culpando de él a los 
Tribunales, que la aplicaron sin tener en cuenta las cir- 
cunstancias del reo (como se ve, el reproche de indiscri- 
minación en el uso es antiguo y se da en todos los pai- 
ses). Y ese mismo año, Simons, procurador del Rey en 
Bruselas, refutaba la condena condicional en el país que 
le dio forma primera en Europa, acusándola de fomen- 
tar la criminalidad en vez de restringirla. A partir de 
entonces los reproches se sucedieron, prácticamente 
todos los penalistas integrados en la escuela de defensa 
social atacaron sin denuedo la ineficacia del sistema. 

Estimamos que el fracaso radicó en haber tomado la 
institución -inspirada en el "Probation System" anglo- 



sajón-, fraccionada. La esencia del sometimiento a 
prueba no radica tanto en la suspensión de la pena como 
en el sometimiento a tutela del "probation officer", que 
vigila y auxilia a los reos a quienes se aplica el sistema. 
La "probation", más que una medida de enajenación de 
la pena corta de prisión, es una modalidad de trata- 
miento del delincuente, con una restricción de su plena 
libertad de- acción, con lo que hay un cierto "senti- 
miento", que satisface la penalidad retributiva y encauza 
el sentido de culpabilidad y de enmienda y una planifi- 
cación de su modo de vida que le ayuda a corregirse y 
reintegrarse a la comunidad social. Y esto es lo que 
falta totalmente en la simple condena condicional y 
esto creemos es la razón de su fracaso y su desprestigio. 

Y no debemos estar muy descaminados porque lo 
cierto es que examinando el Derecho comparado vemos 
que a partir del período de entreguerras se observa una 
evolución del "sursis simple" al "sursis traitement", en 
el que la suspensión va acompañada de una vigilancia 
por agentes de la autoridad o un auxilio por asistentes 
sociales. Tratase realmente de una modalidad de trata- 
miento penitenciario en libertad (Código Penal suizo, 
art. 41; Código Penal holandés, art. 14; Ordenanza fran- 
cesa de 1957, Ley belga de 1964, Código italiano, art. 165; 
Alemania, Ley de 1953, etc.). 

En definitiva, trátase de una toma de conciencia de 
la situación criminógena y de que para la lucha contra 
la delincuencia se precisa algo más que meras actitudes 
formales. La técnica penitenciaria ha evolucionado y 
hoy se tiende a la prevención y a aprovechar el cumpli- 
miento de la pena para la reeducación del penado. Pero 
eso es factible sólo cuando el internamiento dura lo suA- 
ciente para una efectiva situación. Pero los pequeños 
delincuentes, los sometidos a penas leves, necesitan otra 
forma de tutela y reeducación. 

Por ello parece llegado el momento de considerar la 
conveniencia de sustituir nuestro sistema, formalista y 



estéril, por un sistema de sometimiento a prueba, cuya 
indudable ventaja nadie niega hoy. En esta época de 
colectivización y asistentes sociales parece desfasado 
dejar al delincuente primario, a quien se le autoriza a 
seguir en libertad, sin asistencia ni guia para su rein- 
tegración social. Cierto que ello exige un cuerpo de 
asistentes sociales, de delegados de Tribunal, para aten- 
der a aquellos que por su infracción han demostrado su 
incapacidad para acomodarse al patrón medio social. 
Y entrarnos entonces en el eterno problema de los me- 
dios económicos. Pero incluso desde este punto de vista 
el momento parece propicio, pues acaba de aprobarse la 
Ley de Peligrosidad Social y en el ella el artículo 5.O 
prevé, entre las medidas a aplicar, la sumisión a la vigi- 
lancia de la Autoridad, que ha de ejercerse "por  cEele- 
gados especiales y tendrá carácter tutelar y de protec- 
ción". Una de las misiones de esos delegados será, ade- 
más, el proporcionar trabajo adecuado a sus aptitudes 
al sometido a vigilancia. Con lo que la institución ya 
existe, sólo hay que aprovecharla y extenderla. Y dis- 
tinguir la naturaleza de los dos tratamientos - e l  de 
peligrosidad y el de delito, aunque, en el fondo, esas dife- 
rencias son más formales que sustanciales. 

De otro lado, la aceptación del sometimiento a prueba 
como fórmula alternativa de sanción permitiría exten- 
der los límites de la condena condicional a penas supe- 
riores al actual término de un año, por cuanto la sumi- 
sión al asistente o delegado constriñe al reo e implica 
un sufrimiento que hace más tolerable a la sociedad la 
conmutación del castigo por el plazo de prueba. 

Conviene, sin embargo, señalar que en el puro sis- 
tema de la "probation" lo que se da, más que una sus- 
pensión de la pena, es una suspensión de la condena, con 
lo que, si la prueba se pasa con éxito, la sentencia no 
se dicta, con las consiguientes ventajas para la total 
recuperación social del reo por cuanto no resta ni repro- 
che judicial ni anotación de antecedentes. Tal sistema 



indudablemente es más propio del pragmatismo anglo- 
sajón que del formalismo europeo, al que repugna un 
poco un enjuiciamiento sin sentencia. Pero entendemos 
que en nuestro sistema procesal cabría una posición 
intermedia: indudablemente, si se llegaba a la senten- 
cia, el sistema de prueba habría de ser judicial, con todas 
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l.' ensión acompañada de tratamiento reeau- 
cador, con sumisión a tutela de un asistente o 
delegado judicial durante el plazo de prueba. 

2 . O  Ampliación de catálogo de penas susceptibles de 
ser sustituidas por el sometimiento a prueba. 

3 . O  Previsión de un doble sistema: uno, "pre-iudi- 



cium", de suspensión de la acusación, que habría 
de ser aceptado por el reo; otro, "post-iudicium", 
con suspensión de la pena, que sería impuesto 
por el Juez. 

4." Consideración, con respecto a esa segunda mo- 
dalidad de la conveniencia de considerar auto- 
máticamente rehabilitado el penado, si pasaba 
con éxito la prueba, con los mismos efectos que 
la rehabilitación del artículo 118 (revivir en caso 
de reincidencia). En efecto, parece que la correc- 
ción y reeducación del pequeño delincuente pue- 
den resultar baldías si perdura la nota infa- 
mante propagada por los certificados de antece- 
dentes penales, que obstaculizan la obtención de 
puestos de trabajo, emigración, etc. 

Un punto digno de meditación es el de la sucesiva 
concesión de indultos condicionales. De un lado, la con- 
dición se torna inútil, pues, incumplida, procede aplicar 
al reo un  indulto posterior que también le beneficia en 
igual cuantía. De otro, si éste es a su vez condicional, 
se entra en una situación de permanente espectativa 
que pesa sobre el reo y sobre la buena marcha de la 
Administración de Justicia. La experiencia demuestra 
que aquellas condiciones que acompañan a los indultos, 
a partir de el de 1952, suelen ser ineficaces y sólo sirven 
para acumular causas pendientes en los archivos judi- 
ciales y para distraer con trámites formales las energías 
de los funcionarios. La alternativa debiera ser o indultos 
puros o prohibición de aplicar el nuevo indulto a quien 
hubiera disfrutado otro condicional y perdido el benefi- 
cio por recaída en un delito doloso durante el plmo de 
la condición." 

La gran atención prestada por los Fiscales en sus 
Memorias al tema de la remisión condicional y también, 
en parte, al de la libertad condicional nos ha movido a 



realizar un estudio sobre estas materias y las posibles 
modificaciones legislativas que pudieran introducirse en 
la regulación normativa de ambos sistemas. 
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Son estas cuest ue nos intere i gran 
manera por la influc ie ejercen sobr bcución 
de las penas y sobre la pvUible reinserción y ~ ~ ~ d b i l i t a -  
ción social de los delincuentes. 

En la Memoria del año 1968, c ámbito de la 
competencia privativa de los Tribunales de Justicia, tra- 
tábamos de las dudas que suscita la aplicación que 
viene haciéndose de la libertad condicional, especial- 
mente en las propuestas que se elevan al Gobierno. Dada 
la extraordinaria importancia, trascedencia y utilidad 
de este instituto jurídico-penal consideramos llegado el 
momento de ocuparnos de él con la extensión y deteni- 
miento que merece, examinando los principales proble- 
mas y deficiencias que en su aplicación se observan a 
efecto de señalar aquellas modifica isidera- 
mos imprescindibles para que el ' fin que 
le está encomendado se cumpla. 

El fundar 'ncuen- 
tra en su uti contra 
la delincuencia, ya que, como se aeciaro solemnemente 
en el Preámbulo del Decreto de indulto, dado para con- 
memorar la exaltación al Solio Pontificio de Su Santidad 
el Papa Juan XXIII y en memoria de su venerado ante- 
cesor Pío XII, en 31 de octubre de 1958, la "nota carac- 
terística de nuestro sistema penal es la de atender, más 
que a la finalidad represiva, a un criterio de prevención 
que asegure la paz social". 

A este criterio preventivo responde la libertad condi- 
cional, ya que, organizada sobre la base de una ade- 
cuada asistencia y vigilancia durante un determinado 



plazo y, sobre todo, el temor a un reingreso en la pri- 
sión si no se cumplen las condiciones establecidas, la 
convierte en una medida de protección social mucho 
más eficaz que el cumplimiento de la totalidad de la 
condena, seguido de la libertad definitiva. 

Con relación al órgano al que le está conferida su 
aplicación, se siguen distintos sistemas, siendo los prin- 
cipales los siguientes : 

a) EL judicial.-Según este sistema, la libertad con- 
dicional es concedida por el Tribunal o Juez que dictó 
la sentencia o por el Tribunal o Juez de ejecución de 
penas. En algunos países esta facultad corresponde al 
Tribunal o Corte Suprema de Justicia. 

Este sistema es seguido por los siguientes paises: 
Alemania (Código Penal, parágrafo 26), Brasil (art. 60 
del Código Penal y 714 del Código de Procedimiento 
Penal), Colombia (Código Penal, art. 85), Cuba (Código 
de Defensa Social, art. 99, A, y art. 54, D, de la Ley de 
Ejecución de Sanciones), Italia (art. 144 del Código 
Penal), Portugal (Decreto-Ley de 28 de mayo de 1936, 
artículo 399), Uruguay (art. 131 del Código Penal), Rusia 
(artículo 53 del Código Penal de 1960), etc. 

Complemento indispensable a dicho sistema son los 
informes de la prisión y los correspondientes asesora- 
mientos psiquiátricos, pedagógicos y sociológicos, con lo 
que al elemento jurídico añadiremos el criminológico y 
el psiquiátrico. 

b) El a.üministrativo.-Como su nombre indica, es 
a la Autoridad administrativa y no a la judicial a la que 
corresponde la concesión de la libertad condicional y 
reviste principalmente dos modalidades: 

En la primera la facultad de su concesión está enco- 
mendada a la Administración Penitenciaria, así ocurre, 
por ejemplo, en Suecia (Ley de 18 de septiembre de 1943 
y Código Penal de 1962) y Finlandia (Ley de 27 de mayo 
de 1932). 
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En la modalidad segunda es al poder o función eje- 
cutiva a la que corresponde y, así, en Dinamarca es el 
Ministro de Justicia el encargado de su concesión (Código 
Penal, arts. 63 y 66); en España decide el Consejo de 
Ministros, a propuesta del de Justicia, y en Luxemburgo 
(Código Penal, art. 100) se sigue el mismo criterio. 

c) El de las Com -En n 3s paí- 
ses esta función está a comi rorma- 
das por la autoridad judicial (generalmente la que dictó 
la sen tria. 

En 1.1 y Pei 2brado 
en La Haya en el ano de 1950, se sostuvo el criterio de 
encomendar la facultad de concesión de la liberación 
condicional a una comisión constituida por el Juez que 
pronuncia la pena, el director del estableci penal, 
el psiquíatra de dicho establecimiento y istente 
social (Actas, volumen V, págs. 224 y sigs 

La aplicación de la libertad condicional requiere 
someter a un tratamiento al recluso que le prepare a 
este paso. Mas difieren los penólogos, pues mientras unos 
opinan que todo régimen penitenciario debe ser orien- 
tado desde el comienzo a este fin, otros se muestran par- 
tidarios de un régimen progresivo, cuyos últimos perío- 
dos son los destinados al cumplimiento I s fines 
preparatorios. 

La mayoría de los penalistas asistentes al XII Con- 
greso Penal y Penitenciario de La Haya, celebrado en 
1950, se mostraron partidarios de la organización en las 
prisiones de un régimen especial destinado a servir de 
transición entre la reclusión y la vida libre; mas el cri- 
terio actualmente predominante es que todo el régimen 
penitenciario debe estar encaminado desde el principio 
a preparar al recluso para la libertad. Se fundamentan 
en que si el tratamiento penitenciario ha de aspirar a 
la readaptación social del penado no se comprende que 
ésta haya de ser demorada mediante la aplicación de 

miento 
el asj 

J. 

le esto! 



un régimen ajeno a la finalidad reeducadora, cuya eje- 
cución ha de retardar su reforma y, por consiguiente, 
el otorgamiento de la liberación condicional, que es el 
medio más adecuado para su comprobación. 

Otro elemento importantísimo para la determinación 
de las posibilidades de readaptación del sujeto es el cono- 
cimiento de su personalidad, lo que permitirá una acer- 
tada selección de los penados para su liberación condi- 
cional. 

Generalmente, para la aplicación de la libertad con- 
dicional se requiere el cumplimiento del plazo legal mi- 
nimo o del fijado por la Ley. En Europa e Hispanoamé- 
rica, antes de su aplicación, es imprescindible que el 
penado haya cumplido la mitad, las dos terceras partes 
o las tres cuartas partes de la pena impuesta. En los 
Estados Unidos el período de privación de libertad que 
el penado ha de haber cumplido para la concesión de la 
parole varía extraordinariamente en los diferentes Esta- 
dos de la Unión, pues va desde las dos terceras partes 
del máximo de la condena a tres meses antes del curn- 
plimiento del mínimum, no faltando algún Estado en 
que se autoriza la liberación en cualquier momento, sin 
más limitación que lo dispuesto en las normas del Con- 
sejo de Indultos (Board of Perdons). 

Es aconsejable que el recluso haya adquirido la sufi- 
ciente instrucción o preparación para que una vez libe- 
rado pueda proporcionarse con su trabajo los medios 
indispensables para vivir honradamente y algunos penó- 
logos creen necesario que antes de ser puesto condicio- 
nalmente en libertad tengan asegurada una colocación 
con arreglo a sus aptitudes y conocimientos. 

Es esencial para la concesión de esta libertad adelan- 
tada el cumplimiento de determinadas condiciones. Estas 
varían según las legislaciones de los diferentes países y 
las generalmente aceptadas, además del cumplimiento 
de parte de la pena impuesta, suelen ser el manteni- 
miento de contacto con los encargados de la vigilancia 



pospenitenciaria, trabajar, mantener a su familia, no 
frecuentar malas compañías, abstenerse de bebidas 
alcohólicas y del uso de estupefacientes, prohibición de 
frecuentar lugares de vicio, no cambiar de residencia o 
empleo sin ponerlo en conocimiento de los organismos 
competentes y no cometer nuevos delitos. En el sistema 
angloamericano suele exigirse la garantía de una Der- 
sona de vida intack 
jero del liberado y 
los parole officers. 
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miento a ia Administración penitenciaria y recomienda 
se establezcan los correspondientes recursos contra su 
denegación. Estos recursos son admitidos en Italia y 
Australia, pero no 
dado el carácter di 
buye a la liberacióil t.vliuluviial. 
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sivamente de una buena organización, encargada de la 
protección y vigilancia de los liberados; sin ella no es 
posible conocer si las condiciones que le fueran impues- 
tas al liberado se cumplen o no. Sin una adecuada tutela 
y vigilancia de los liberados es imposible un buen siste- 
ma de libertad condicional. En este sentido se pronunció 

reso Internacional de Praga de 193( 
~quellos países en los que hay funcic 

petentes encargados de la asistencia y vigilancia de los 
liberados los resultados suelen ser buenos, ( :urre 
en el Estado de Nueva York, donde existe trido 
cuerpo de "parole officers" y de otros funcionalvs ~nca r -  
gados de la aplicación de este sistema. 

La importancia de la libertad condicional se aemues- 
tra por el hecl de los más 
tratados en loi males . ipal- 
mente en el XII Congreso Penal y Penitenciario, cele- 
1 aya en 

:ongresc 
celebrado en Madrid en septiembre de 1970, se prL,,.. 
taron d resantei obre esta materia: 
uno, sol ?stigacii de Zibertaü condi- 
cional. iire~e~ibado por GL P L U ~ G U L J ~  uz la Universidad de 

mte, 
t or el 
proresor ae la universiaaa ae r,rimrgo woir ~vlidaen- 
dorff. 

En el 11 Curso-Coloquio, celebrado en el Instituto de 
Policía, en Madrid, en junio de 1970, la octava de sus 
"conclusiones" establece "estimarse necesario un con- 
trol de los jóvenes a auienes se apliaue la condena con- 
( , pues e 
c mcia". 

Tratando de establecer mias a t e s  pora ia rriouiñca- 
ción de nuestro sistema legislativo en esta materia, es 
necesario examinar el problema en su conjunto y para 

ogía, 
%con- 
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ello hemos de ocuparnos también de la "remisión con- 
dicional" o "suspensión condicional de la pena". 

Nuestro concepto de la remisión condicional es apli- 
cable al sistema franco-belga no obstante sus propias 
peculiaridades, pero no al sistema anglosajón de "pro- 
bation", según el cual lo que se condiciona es la con- 
dena, después de h declaración de culpabilidad, 
y no el cumplirnien i. pena ya impuesta. Por esta 
razón consideramos yala nuestro sistema inapropiada 
la denominación "condena condicional", empleada en 
nuestro Derecho Positivo, y preferimos la de "remisión 
condicional", ya que lo condicionado no es la condena, 
sino el cumplimiento de la pena impuesta. 

La aplicación de la remisión condicional se 
mente en diversas razones: unas, de tipo económico; 
otras, de tipo práctico, y, algunas, de carácter técnico. 

Como principal razón de tipo económico suele adu- 
cirse el eIevado costo aue supondría el internamiento en 
establecimientos pe. ? los COI 

tas de prisión, mas algunos 
es cierto en parte, ya que hoy día no se concme un auen 
sistema de remisión condicional sin un tratamiento en 
libertad, encomendado a funcionarios competentes que 
vigilc ejan y aconsejen al liberado, lo que también 
supo itiosos gastos. Lo cierto es, como demuestra 
Wolf Middendorff en su citada comunicación al VI Con- 
greso Internacional de Cr gía, celebrado en Ma- 
drid en 1970, que es muy r el coste del interna- 
miento; así, en Estados UilluvU U¿ pueden proporcionar 
unos excele irvicios de libertad condicional por 
200 dólares sona y año, mientras el tratamiento 
en una institucion cuesta 2.000. En Inglaterra por cada 
dos adolescentes que se pueda evitar c S a un 
"Borstal" se ahorra suficiente dinero agar el 
sueldo de un funcionario encargado de la libertad con- 
dicional perfectamente adiestrado y con dedicación 
plena. En Alemania Occidental el coste diario de un 

~L 

nales df 
, para ; 

ndenadc 
, este a 

>S a per 
lrgumer .. 

iminolol 
superio 
n:.-Irrn nr  

mviarle 
para p, 

~. 

las cor- 
1to sólo 



cle gracj 
:ho adq 

delincuente sujeto a libertad condicional es de de 1,17 
marcos, mientras el de un preso supone 5,73 marcos. 

Entre las razones de tipo práctico suelen señalarse 
el evitar el influjo pernicioso de la prisión, el no apartar 
al condenado de sus normas habituales de vida, el no 
separarle de su familia, el poder seguir atendiendo a 
ésta económicamente con su trabajo, etc. 

Técnicamente, es el mejor sustitutivo de las tan cen- 
suradas penas cortas de prisión, es el más trascendental 
paso hacia la individualización penal y un poderoso me- 
dio para la readaptación social del delincuente, lo que 
constituye actualmente uno de los primordiales fmes de 
la pena. 

Con relación a su naturaleza jurídica, unos creen 
que es un acto 1 ia o benevolencia, para otros cons- 
tituye un derec pirido en virtud de un precepto 
legal vigente. 

La concesión de la remisión condicional está subor- 
dinada a la concurrencia de determinadas condiciones. 
Las generalmente exigidas por las distintas legislaciones 
sulen ser las sif 

empo o la pens 
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La inexistencia de h na anterior se exige, entre 
otras, por el Código io .para el Departamento 
Federal (art. 90), en el argentino (art. 26) y el italiano 
(artículo 64). 

Se prescinde de la cc anterior, siemp laya 
transcurrido cierto tiempo, en Suiza (art. 41 del Codigo 
Penal, reformado por Ley de 5 de octubre de 1950), 
Noruega (Código Penal, art. 52, 1.O, b), Alemania (pará- 
grafo 23 del Código Penal, introducido por Ley de 4 de 
agosto de 1953) y Yugoslavia (Código Penal de 1951, 
articulo 48, 4.9 y se fija este plazo en cinco años. 

re que k 
- .  -. 



No se tiene en cuenta la condena anterior, siempre 
que no alcance cierta gravedad, en Bélgica (Ley de 14 
de noviembre de 1947), donde se exige no haber sido 
condenado anteriormente por crimen o a prisión de más 
de tres meses; en Alemania, a pena de privación de liber- 
tad superior a seis meses (Código Penal, parágrafo 23); 
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delito o delitos cometidos anteriormente al que es objeto 
de la aplicación de la remisión condicional y el que 
requiere que aquellas condenas no excedan de cierta 
gravc s es de 
tenel Austria, 
Dinamarca, Checoslovaquia y Holanda, no se exige la 
concurrencia de ninguno de estos requisitos, por lo que 
resulta perfectamente aplicable la remisión condicional 
a los 
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tida; e que la prisión o el 
encie da de nueve meses o 
que la pena impuesta sea ia ae arresto; en Austria, a 
toda pena principal de prisión no superior a cinco años, 
a la de multa y a la prohibición del ejercicio de deter- 
mina s (Ley de Condena Condicional de 
1920, i 1952); en Dinamarca está permi- 
tida la suspensión de las penas de detención no supe- 
riores a dos años, de las de prisión hasta un año y de 
la de multa (Código Penal, art. 56); en Finlandia, pri- 
sión no superior a un año y multa; Dinamarca, prisión 
hasta un año y multa; en Holanda, la prisión hasta un 
año, el arresto y la multa (art. 14 del Código Penal); 
Argentina, reclusión o prisión que no excedan de dos 
años y la multa (art. 26 del Código Penal); Brasil, pena 
de detención no superior a dos años o la de reclusión; 



Méjico, cualquier pena privativa de libertad que no 
exceda de dos años (art. 90 del Código Penal para el 
Federal), etc. 

3.8 En algunos paises se suele someter 
tidos condicionalmente de parte de la cond 

:emi- 
e les 
"-m- fue impuesta al cumplimiento de determinadas noiiilan 

de conducta durante el plazo de prueba. Estas normas 
son iguales o semejantes a las impuestas a los liberados 
condicionalmente y tienden al favorecimiento de S 
adaptación social. 

U re- 

Por algunos paises se somete a los que gozan ael 
beneficio de la remisión condicional a la protección y 
vigilancia de funcionarios especializados o de un patro- 
nato. Así ocurre en Alemania, Holanda, Noruega, Portu- 
gal, etc 

Algu les a 
sociedades de beneficiencia o particulares, como ocurre 

islacion .es enco n estas 

en Austria y Dinamarca. Esto supor iotable acer- 
camiento al sistema anglosajón. 

El plazo de suspensión de la pena impuesta y a cuya 
conclusión se considera ésta como cumplida también 
varía en las distintas legislaciones: es de uno a cinco 
años en Austria, de dos a cinco en Alemania, Dina- 
marca, Noruega y Suiza, de tres para los delitos y dos 
para las faltas en Holanda v de cinco años en Bélgica y 
Francia 
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En r legislac 1 comisión de un delito cul- 
poso durante el período de prueba no supone el cese del 
beneficio concedido; así ocurre, por ejemplo, en Dina- 
marca y Portugal; mas actualmente esta adquiriendo 
extraordinaria aceptación el criterio introducido, en vir- 
tud de modificación efectuada en 1950 en el Código 
Penal suizo, según el cual la Autoridad judicial podrá, 



en casos de poca gravedad, sustituir el cumplimiento de 
la pena por la imposición de nuevas condiciones, por 
una reprensión o por la prórroga del plazo de suspen- 
sión dL la condena, no pudiendo exceder dicha prórroga 
de la mitad del tiempo por el que fue suspendida la 
aplicación de la pena impuesta. Es de hacer constar que 
en Holanda es al Ministerio Público al que corresponde 
la determinación de las condiciones que ha de cumplir 
el reo durante el tiempo de suspensión de la pena im- 
puesta y el que tiene la obligación de poner en conoci- 
miento del Tribunal la comisión de una nueva infrac- 
ción o el incumplimiento de alguna de las condiciones 
impuestas. El Tribunal podrá revoc emisión condi- 
cional, prolongar el plazo de pri 
infrarcn- 
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titución, pero, en general, es ensalzada y sus resultados 
son estimados como positivos. Las críticas, más que con- 
tra la institución en sí, se refieren a su aplicación en 
la práctica. Se lamenta que su concesión se haya con- 
vertido en "una rutina" que desvirtúa su fin, ya que en 
cada caso es necesario tener en menta la naturaleza del 
delito y las condiciones del reo. Como hace notar el F'is- 
cal de Tenerife, es imprescindible que no sea apreciada 
por el que goza del beneficio como sinónima de absolu- 
ción. Son muchos los que así lo entienden al no haber 
cumplido la pena y esto es necesario evitarlo para que 
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se cumplan los fines de la remisión. Si existiese una asis- 
tencia por parte de Delegados especializados es induda- 
ble que no ocurriría. De aquí otro argumento más que 
pone de manifiesto su necesidad. 

Estadísticamente, por las razones indica1 iesde 
el punto de vista científico, no pueden ~ ~ ~ U L ~ L S T :  ~ ~ n c l u -  
siones definitivas sobre los resultados de la ri con- 
dicional. No obstante, indicaremos que durar I fue- 
ron concedidas en España 13.011 suspensiones condicio- 
nales y se revocaron 552 y en el año 1969 10.466, de las 
que se dejaron sin efecto 533, y en 1970,11.843, dejándose 
este efecto en 943 casos. 

En la Fiscalía de Madrid fecto 
sistema de fichas, se pone de L,LaLLLLLG,u, .U¿ en 1967 se 
concedieron 1.125 y se revocaron 124, en 1968 1.445, de 
las que fueron revocadas 146, y en 1969 1.207 y se deja- 
ron sin efecto 157. Es de tener en cuenta que no todas 
estas re nes son debidas a la levos 
delitos, incipalmente por ause ,icilio 
designa,". 

A nuestros sistemas de libertad y remisión condicio- 
nal corresponden en el Derecho anglosajón la "libertad 
bajo palabra" ("paro1 System" o, simplem-- +- "paro- 
le") y la "probation" o régimen de prueba. 

Ambas instituciones gozan de un merec stigio 
internacional, por ello estimamos conveniente nacer un 
examen comparativo con nuestro sistema para, con el 
respeto debido a nuestra tradición jurídica, ver si de su 
resultado podemos obtener elementos que nos permitan 
orientar las modificaciones necesarias para perfeccionar 
estas instituciones, que están reclamando una profunda 
reforma. 

El "Paro1 System" consiste en la liberacj iicio- 
nal del penado, seleccionado, antes de que ,, ,~,~,plete 
el plazo de la pena de prisión a que fue sentenciado. La 
libertad se concede mediante el compromiso de cumplir 
determinadas condiciones que son aceptadas por el libe- 
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rado bajo su "palabra de honor". De aquí 
minación "parole". 

Características del "Paro1 System" sc 
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c) El cumplimiento de las condiciones impuestas y 

8) Vigilancia 3 
"parole offzers", funcionarios especializados en la vigi- 
lancia, asistencia y mión de 
esencia y el éxito c sistema 
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C estro sistema de "libc mdicio- 
nal" System" inmediatm ie com- 
prueba que lo que podemos, sin perjuicio de nuestras 
propias características, es acoger i ien de vigilan- 
cia, asistencia y protección por fu ios especializa- 
dos. Gracias a la admisión de este L G ~ U L U L ~ O  las diferen- 
cias t x europeo y anglosajon son ci 
menc secuencia de la creciente ev 
realizaaa en Europa hacia el modelo norteamencano. 

La 'lprobation" viene a ser "un procedimiento con el 
que el Tribunal, en lugar de imponer una pena de cár- 
cel, permite que un delin conser ibertad 
sujeto por un período de tj L detern condi- 
ciones y a ser supervisado y ur1c;ntado PUL L ~ L  funciw 
nario encargado de vigilarlo7'. Acertadamente, hace cons- 
tar que la teoría y la práctica de la libertad condicional 
varían de un país a otro y que, al igual que otras insti- 
tuciones soci 
tura a otra. 

En Inglaterra se suspende el pronunciamiento de la 
conde leclaración de culpabilidad (convic- 
tion). 
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En muchos de los Estadhs de la Unión norteameri- 
cana se prescinde de la previa declaración de culpabi- 
lidad para la aplicación de la "probation". En otros se 
sigue el sistema inglés. 

En Suecia (Código Penal de 1962) e Israel (Ordc 
nanza sobre Libertad Condicional de 1969) se sigue un 
sistema mixto que permite a los Jueces elegir entre la 
suspensión de dictar condena o la inaplicación condicio- 
nada de la pena impuesta. Aquí conjuntamente, son 
aplicables el sistema angla-americano de la "probation" 
y el continental-europeo de el "sursis". 

Salvo las modalidades ind 
damentales de la "probation' 

licadas, 
' son: 

los elementos fun- 

a) Suspensión de la condena previa declaración de 
culpabilidad. 

b) Período de prueba, durante el que es imprescln- 
dible el cumplimiento de determinadas condiciones, 
generalmente obligación de buena conducta y vida hon- 
rada. 

ro. Esto 
total 1 

, . .  . 

los deli 
A -  

c) Seleccii ncuentes que han de ser 
sometidos a e s ~ a  Iilsuiua GUU un criterio predominante- 
mente subjeti~ supone una profunda investiga- 
ción sobre la ~ersonalidad del delincuente, sir- 
viendo de límite oojetivo para la no aplicación la suma 
gravedad del delito cometido. 

d )  Sumisión a vigilancia. Este, que consatuye el 
elemento esencial y típico de la "probation", es el que 
le diferencia del sistema de libertad condicional. 

e) El consentimiento del culpable. Según el Ciclo 
de Estudios de Londres sobre la "probation", celebrado 
en octubre de 1953 y organizado por la O. N. U., la exi- 
gencia de este consentimiento constituye un elemento 
de éxito por la atmósfera de cooperación que propor- 
ciona a la obra emprendida el consentimiento del acu- 
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sado. Como advierten muchos penólogos, hay delincuen- 
tes que prefif mplir una pena corta de prisión a 
sufrir las lin es de su libertad que suponen la 
vigilancia y el cumplimiento de las condiciones im- 
puestas. 

La "probation" se aplica en Inglaterra, Estados Uni- 
dos, Escocia, Nueva Zelanda, Africa del Su ralia y 
Suecia (Ley de 22 de junio de 1939). Como i ayoría 
de los países, se está admitiendo la necesidad del régi- 
men de vigilancia y asistencia, se pone de manifiesto un 
acercamiento entre la "probation" y la remisión condi- 
cional, quedando como fundamental diferencia el que 
se pronuncie Mas este problema se com- 
plica extraor en la doctrina alemana al 
complementarse la tradicional suspensión ("sursis") con 
la imposición de determinadas condiciones y el rBgimen 
de vigilancia en la "Strafaussetning zur Bewamrung". 

Siguiendo la misma sistemática que en las breves 
indicaciones que sobre tan ilimitado tema hemos hecho 
en los aspectos filosófico, técnico-jurídico y de legisla- 
ción comparada, trataremos, en relación a nuestro Dere- 
cho positivo, por separado la liberk remisió 
dicionales. Señalaremos las dificult te en si 
cación se han encontrado y, por último, sentaremos las 
bases para la posible reforma de estas fundamentales 
instituciones, tan necesarias de una actualización, para 
que en nuestros días cumplan las transcendentales fina- 
lidades jurídico-sociales para las que fueron creadas. 

La libertad condicional se estableció en España por 
Ley de 24 de julio de 1914. Su parte sustantiva se refun- 
dió en los Códigos Penales de 1928 y 1932 y a través del 
de 1944 pasó al vigente, que la reeula en sus artícu- 
los 98 y 99. 

A las con1 go naa 
añadir la impuebvt pul ei neglaimibu ue Prisioil~b t.1~ 

el número cuarto de su articulo 53, la que exige que el 
penado se halle en posesión de instrucción elemental y 
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educación mínima religiosa. Examinemos estas condi- 
ciones. 

En cuanto al requisito de la duración de la pena 
-inferior a un año- plantea algunos problemas a los 
que se refiere en interesante trabajo el Abogado Fiscal 
Diego Luzón Domingo, encargado del des~acho de eje- 
cutorias en la Fiscalía de Madrid: I ue la 
aplicación práctica de este preceptc 'm a 
diversos inconvenientes y problemas. Le parece lícito 
que se señale un límite mínimo en la cuantía de la pena 
para la concesión de la libertad condicional, pero seiíala 
la anomalía de que el condenado a un año y un día sea 
puesto en libertad a los nueve meses y un día, mientras 
que el condenado a un año solamente, si no se le aplica 
la remi ~ndicion cumpli egra- 
mente. 

Este LIAbvirvenientt or; G v L u a  ,a las legislaciones 
europeas: Alemania, Dinamarca, Grecia, Rusia, etc., 
señalando como requisito que el condenado haya cum- 
plido parte de la pena impuesta, generalmente los dos 
tercios, para que pueda suspenderse condicionalmente 
su ejecución. Al no establecerse un límite mínimo en 
cuanto a la duración de la pena impuesta es natural 
que cor iistema desapa indi- 
cada. 

La hY  añola la parte de la uaae uc ~ U C ,  a~ l~e ra l -  
mente, a los condenados a penas que no excedan de un 
año se les aplica la remisión condicional y para los con- 
denados a penas superiores es aplicable la libertad con- 
dicional; con ello parece lógicamente regulada la cues- 
tión con arreglo a las distintas cuantías de penas, pero 
en los casos en que no estime comeniente conceder la 
suspensión de la pena impuesta aparece esta desigualdad, 
que quiebra .la aparente perfección del sistema. Como 
se ha indicado, este inconveniente desaparece con el 
requisito de exigir el cumplimiento de cierta parte de 
la pena impuesta, mas, sin salirnos de nuestro sistema 

2 desigi ualdad 



tradicional, puede también remediarse esta injusta de5 
igualdad si dispusiera la Ley que gozarán de los bene- 
fZcios de la libertad condicz'~l~tL los condmdos a penas 
inferi5res a un año a Los que no haya sido aplicuch la 
remis ih  c a n ü m L .  

Con esto, quedaría sobra ;e comentado este re- 
quisito legal, pero la introducción en el Reglamento de 
los Servicios de Prisiones de 2 de febrero de 1956, de dis- 
posiciones sobre esta materia, cuya regulación sólo debe 
corresponder a cuerpos legales de superior rango como es 
el Codigo Penal, crea nuevas dificultades y problemas. 

En la primitiva redacción del artículo 56 del citado 
Regiamento de Prisiones, se disponía que, Las varias p s  
nas impuestas en una sentencia se considerarian a efec- 
tos de la Lz3wtacE condicional como una sola de mayor 
duración. 

Como clai de estc 3to re- : se des 
: n n  -nni 

rprende 
.c. imn. 

itaria, t 
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glamentario, l a n  v a l l a n  pr;ilaa IILlpdestas en una senten- 
cia (unidad procesal) se considerarán (ficción), a estos 
efectos, como una sola y, por tanto, procederá la aplica- 
ción de la libertad condicional, cuando la suma de estas 
penas exceda de un año. 

Esta regulación, aunque human ?S contraria al 
espíritu y a la letra del artículo 98 del Código Penal, que, 
indudablemente, se refiere a la pena impuesta aislada- 
mente considerada. Es también de tener en cuenta que 
la regla 1." del artículo 70 del Código Penal, establece, 
cuando es posible, el cumplimiento sucesivo de las penas, 
siguiendo el orden de su gravedad y que, acertadamente, 
no se conceden efectos sustantivm a meros accidentes 
procesales, como la unidad o pluralidad de procesos, 
siempre que, por su conexión. los hechos pudieran haber 
sido perseguidos en uno sol ndo párrafo de la re- 
gla 2." del artículo 70 del C 'enal, introducido por 
la Ley de 8 de abril de 1967,. 

Modificado el citado artículo 56 del Reglamento de los 
servicicx de Prisiones, por Decreto de 25 de enero de 
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1968, la ficción de considerar como una sola las varias 
penas impuestas, se limita a las penas superiores a la 
de arresto, quedando ésta excluida de la acumulación. 
Esto agrava la m, ya c su primitivo texto, 
esta disposiciór rente d mento y dotada de 
un indudable espiritu de justicia, solo constituía una ex- 
tensiva interpretación del artículo 98 del Código Penal; 
más, la actual redacción, carece de aquellos sólidos fun- 
damentos y principios de justicia a aue aludíamos v da 
lugar a casos como el siguien 

Al condenado a tres pena: 
prisión menor y a otra de cuatro meses ae arresEo mayor, 
se le unirán las tres primeras para que pueda serle apli- 
cada la libertad condicional y en el último período de 
condena, cumplidas las tres cuartas partes de ésta, por 
su intachable conducta y ofrecer garantías de vida hon- 
rada en libertad se considera tiene derecho a que se le 
( rtad condicional. No c ,, deber; 
I cumpliendo la pena d~ o mayo 

s desigualdades, cuando proceden de una d,, 
sición reglamentaria deben ser evitadas mediante una 
completa regulación en el Código. Si la concesión de la 
libertad condicional. siguiendo el sistema judicial. estu- 
viera er Tribun enciado Juez 
de ejecu ;eguro c ie produ ?&as 
irregulariaaaes, aebiaas a una inrraestimacion de lp  ip- 

rarquía entre las fuent Ierecho positivc 
El segundo de los r IS, es que el ser 

er~cuentre en el último pendo  de co>zde?uc. Esta con- 
dición, r cuencia de constituir la libertad condicio- 
nal el ú1 ?ríodo del s2Utem.u p~ogr&vo. Son disposi- 
ciones que concuerdan con la misma del artículo 84 del 
Código Penal y el 48 del Reglamento de los a de 
Prisiones, modificado por el Decreto de 1968. 

Coml requisi quiere que haya extinguf- 
do las 2 :rtm pa la condena. En cuarto y 
quinto lugar, es necesario que el reo merezca dichol bene- 
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ficio por su intachable cmducta y que ofrezca garantias 
de hacer vida honrada en libertad. 

La naturaleza de estas dos últimas circunsta 
hace que no sea fácil la acertada apreciación de si1 rnn- 

currencia. Los autores, hacen constar que los delir 
tes profesionales y los más empedernidos son la 
mejor se adaptan a los regímenes penitenciarios, sin que 
esto suponga que estén ni regenerados, ni arrepentidos. 

A las citadas condiciones añade el artículo 53 del Re- 
glamento de Prisiones, otras dos: "Que el penado se halle 
en posesión de la instrucción elemental y educación mí- 
nWa religiosa". La instrucción, la cultura, es indudable 
que constituye un importante factor para evitar la cri- 
minalidad. Después de las modificaciones introducidas en 
1968, para respetar la libertad religiosa del recluso, ¿qué 
habrá que entender por "educación mínin iosa"? 

Ambas condiciones son positivas, loable las de 
ser incluidas en el Código Penal; pero mientras esto no 
ocurra es dudoso que puedan ser tenidas en cuenta. En 
una próxima reforma, debería tenerse muy en cuenta, la 
enseñanza, en su caso, de un oficio, lo que indudablemen- 
te facilitaría, o constituiría el elemento e; 
readaptación del liberado, a la vida social. 

Exactamente igual ocurre con la disposicion corice- 
nida en el artículo 51 ,ado Reglameni 
"los sentenciados qu 'sen cumplido 1 
tenta años, o la cumplan durante la extincion de 1 

dena", que no aparece inclu 
tículo 98 del Código Penal. 

Lógica consecuencia de la naturaleza jurídica 
libertad condicional, es el contenido del artículo 
Código Penal. La claridad del mismo, no requiere nllirull 
comentario. Solamente, es de hacer notar que la 
conducta, durante este período, tiene tanta transcf 
cia que supone la revocación de la libertad conc,,.,,. 
Para su debida apreciación, como ya indicamos, 
prescindible la implantación de un adecuado servi 
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protección y vigilancia encomendado a funcionarios es 
pecializados. La práctica, pone de manifiesto, que en 
comendar esta labor, que constituye la esencia teleológicx 
del sistema, a los Servicios de Libertad Vigilada (artícu- 
lo 63 del Reglamento de Prisiones), es insuficiente e in- 
eficaz. 

Extraordinario interés tiene la cuestión referente a si 
la concesión de la libertad condicional debe corresponder 
a la autoridad judicial o a la administrativa. Actual- 
mente, en nuestro Derecho, se sigue el sistema adminis- 
trativo. 

La posición de esta Fiscalía, quedó fijada en la Me- 
moria de 1968 en la que se decía: "El carácter jurídico de 
la institución penal llamada libertad condicional se de- 
riva fácilmente de los preceptos del Código Penal. Así, 
el requisito establecido en su artículo 98 para obtenerla 
de "que hayan extinguido las tres cuartas partes de la 
condena", lleva consigo que se practique la liquidación 
de la condena, operación que sólo puede efectuar la 
Autoridad Judicial con vista de la sentencia firme." 

El periodo de libertad condicional, sigue diciendo el 
artículo 99 del código Penal, durará todo el tiempo que 
falte al liberado para cumplir su condena, luego el perío- 
do de libertad condicional es una forma del cumplimiento 
o ejecución de la pena; su aplicación y vigilancia carres- 
ponde privativamente a los Jueces y Tribunales de lo 
Criminal. Así, el artículo 9 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal dispone que "los Jueces y Tribunales que ten- 
gan competencia para conocer de una causa determinada 
la tendrán también para todas sus incidencias, para lle- 
var a efecto las providencias de tramitación y para la 
ejecución de las sentencias", y el artículo 2.0 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial establece que: "La facultad 
de aplicar las Leyes en los juicios civiles y criminales, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde 
exclusivamente a los Jueces y Tribunales de Justicia". 
Por último, el artículo 31 de la Ley Orgánica del Estado, 



de rango fundamental, dice: "La función jurisdiccional, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, en los juicios 
civiles y penales, contencioso-administrativos, laborales 
y demás que establezcan las Leyes corresponde exclusi- 
vamente a los Juzgados y Tribunales determinados en la 
Ley Orgánica de la Justicia, según su diversa compe- 
tencia". 

Continúa el arti 'enal, diciendo 
que si en el períodu ur; ~~ber tad  L ~ L , ~ L ~ L o ~ ~ ~  vuelve e! 
penado a delinquir u observa mala conducta se revocará 
la libertad concedida y el penado volverá a su situación 
anterior, reingresando en prisión y en el período peniten- 
ciario que corresponda, según las circunstancias. 

Pues bien: la revocación de la libertad condicional ya 
concedida y el reingreso en prisión sólo puede acordarse 
por auto motivado y por el mandamiento de prisión, todo 
lo que.es de la competencia de la autoridad judicial. 

Lo mismo puede decirse del último párrafo del ar- 
tículo 99 del Código Penal, cuando establece que la re- 
incidencia o reiteración en el delito llevarán aparejada la 
pérdida del tiempo pasado en libertad condicional, pues 
sólo los Jueces y Tribunales de Justicia pueden apreciar 
técnicamente la reincidencia y la reiteración con juris- 
dicción prop ?tía ju- 
rídica del pe 

La libertaa cunaIciunal es uria clase o iorma de con- 
dena que está sujetx equisitos s e ñ a  la Ley, 
es una modificaciór pena que aten igor de 
su cumplimiento o ejecucio 

A las razones de tipo téc rídico, e r aduci- 
das, podemos añadir otra d= lógica jurídica: Si los 
Tribunales de justicia son los únicos con 
otorgar la remisi& cmdicional, que deja 
totalidad del cumplimiento de la pena irnpuessa (arsicu- 
los 92 y siguientes del vigente Código Penal), cc 
razón deben serlo para la concesión de la libertc 
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dicional, que sólo supone la suspensión de una cuarta 
parte de la condena. 

Constituyen las fuentes de la remisi& condicional en 
nuestro Derecho positivo los artículos 92 a g * .. 
Penal y la Ley de 17 de marzo de 1908, por 1 
plantó en España esta institución. 

Del examen de estos preceptos se desprende que, acer- 
tadamente, la concesión de la remisión condicional se 
confiere a los Tribunales de Justicia y que ésta reviste 
dos formas: La facultativa (artículo 93) y la preceptiva, 
o "por ministerio de la Ley" (artículo 94). 

La facultad concedida a los Tribunales para aplicar 
o no, la remisión condicional, es necesario entenderla en 
el sentido de deberán o no concederla según el resultado 
del examen de los distintos elementos que señala la Ley. 
La concesión de la remisión condicional no debe quedar 
al libre arbitrio de los Tribunales y menos puede conver- 
tirse en "una rutina", como acertadamente censuran 
varios Fiscales en sus Memorias. 

La primera condición indispensab ler el 
cumplimiento de la condena exigida por el artículo 93 
del Código Penal, consiste en "que el reo hay luido 
por primera vez". 

La interpretación de este requisito ha daao lugar a 
fundadas dudas, sobre varias cuestiones. 

Hay quien estima que no está claro si la expresión 
delinquir, se rc e a la comisión de infrac- 
ciones definida bmo delitos, o comprenden 
también las iniracciones que la misma denomina faltas. 
Otros, aunque no admiten que la comisión, con anteriori- 
dad, de una falta sea motivo para estimar la no concu- 
rrencia de esta circunstancia, entienden que después de 
haberse extendido la aplicación de la condena condicional 
a las faltas, en la reforma de 1944, la interpretación con- 
traria "parece ahora lógica, pues la misma extensión se 
debe dar a la palabra "delinquido" para cuando favorece 
que para cuando perjudica". También hay quien, con 
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base en una'interpretación gramatical, cree, que no se 
puede denegar la concesión de este beneficio por haber 
sido el sujeto declarado anteriormente responsable de 
una falta, ya que "delinquir" significa, se diecio- 
nario de la Lengua, "cometer delito". 

Otro tema debatido es el referente a si pata ~i~ tende r  
que el reo ha "delinquido", es necesario que haya sido 
"condenado"; esto es, si la condición de "que el reo haya 
delinquido por primera vez", ha de entenderse como sin6 
nima de "que el reo haya sido condenado por primera 
vez". Hay autores contrarios a esta interpretación por 
entender "vulnera claramente la Ley en su letra y en su 
espíritu", y que es debida a un criterio de extrema bene- 
volencia por parte de algunos Tribunales. En la Memoria 
de 1968, algunos Fiscales, entienden que dicha interpre- 
tación conduciría a confundir esta condición con la re- 
incidencia. Pero no falta quien, por el contrario, sostiene 
que "la condición de no haber delinquido ha de enten- 
derse procesalmente por no haber sido condenado, es 
decir, la de carecer de antecedentes penales por delito (o 
por falta, si a faltas se refieri ) ". 

Los casos indicados, dem Las que, 
este precepto legal. 

Si se tiene en cuenta que todas las condiciones que 
deben requerirse para que pueda ser concedida la remi- 
sión condicional han de estar en armonía con su funda- 
mento, esencia y fines y si se reconoce por la doctrina 
científica, incluso la más reciente, que la remisión condi- 
cional es un eficaz sustitutivo de las penas cortas de 
prisión, que no solamente no corrigen, ni reforman, sino 
que en' ocasiones, por estar en contacto con delincuentes 
peligrosos, se convierten en "escuelas" de delincuencia 
donde aprenden métodos para ellos desconocidos y se les 
inculca un espíritu criminal que no tenían, lógico que 
se evite, por todos los medias, el internamiento oor deli- 
tos de escasa importancia, de los q 
en prisión. 

suscita 

estado 



Como segunda condición, se requiere, por el artícu- 
lo 93, "que no haya sido declarado en rebeldía". 

Esta condición, que constituye una peculiaridad de 
nuestro sistema, tampoco es justa como certeramente se 
pone de manifiesto al señalar en primer lugar, que no 
todas las rebeldías son iguales; hay casos en que el pro- 
cesado ha huido o se ha ocultado con el fin de eludir la 
acción de la Justicia; pero en otros, se debe a simples 
cambios de domicilio o de lugar de trabajo, muchas veces 
sin salir del lugar en que cometió el delito, y, en todo 
caso, sin ánimo de ocultarse o de huir. En estos casos, si 
se ha dictado el auto de rebeldía, es ya imposible con- 
cederle la remisión condicional. Le añade, que es más 
rigurosa la Ley con el procesado rebelde que con el con- 
denado que se declara en situación análoga a la rebeldía 
procesalmente declarada. Efectivamente, a estos últimos, 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8 y 10 de la 
Ley de Condena Condicional de 17 de marzo de 1908, se 
les permite la justificación de la falta de comparecencia, 
después de la segunda citación y caso de que, por ello, se 
deje sin efecto la suspensión de la condena, se le permite 
acudir ante el Tribunal sentenciador que resolverá sin 
ulterior recurso. Igual facultad se concede a los que ha- 
biendo cambiado de domicilio, no hicieren 
ción reglamentaria. 

Seguramente tiene razón quien afirma que la condi- 
ción de no haber sido declarado en rebeldz'a, es de dudosa 
exégesis, por haber sido debido el precepto a una mala 
interpretación del modelo francés, país en el que existe 
condena en rebeldía, por tanto, entiende que esta 
dición "hace mérito a no ser aplicable la condena 
dicional cuando después de haberse dictado sentencia, se 
declare la rebeldía del reo." 

Es lógico que no se concc "emisión conaic 
al procesado que trata de eludir la acción de la justicia; 
pero no, que se dé igual trato al que por circunstancias 
especiales y sin la citada intención es procesalmente re- 
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senta- 
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belde. Para evitar la citada anomalía, se debe facultar a 
los Tribunales para que, si estiman que las razones adu- 
cidas por el rebelde son suficientes para justificar su con- 
ducta, puedan, no obstante haber sido declarado en re- 
beldía, otorgar la remisión condicional. 

Por Último, y en tercer lugar, requiere el artículo 93: 
"Que la pena consista en privación de libertad, cuya du- 
ración no exceda de un año y esté impuesta como princi- 
pal del delito o falta o c m  subsidiaria por insolvencia 
en caso de multa." 

La Única duda que pudiera plantearse en la inter- 
pretación de esta "condición", que es la referente a si 
procede la concesión de este beneficio al condenado, en 
una misma sentencia, a varias penas de privación de li- 
bertad inferiores a un año, ya fue resuelta por esta Fis- 
calía (Memoria de 1945), en el sentido de que se pude, 
pero no se debe acordar la suspensión, ya que estando re- 
servado este beneficio para los delincuentes ocasionales, 
los que repiten la comisión del delito denotan un estado 
propenso a la delincuencia y no tienen aquella calidad. 

Objeto de duras críticas, ha sido la facultad conce- 
dida a los Tribunales de poder ampliar el beneficio de la 
condena condicional a los condenados hasta dos años, 
cuando concurra una atenuante muy calificada (último 
párrafo del artículo 93); pero es de tener en cuenta que, 
como vimos, muchos códigos señalan plazos mayores, que 
ha  de concederse "en resolución expresa motivada" y, 
sobre todo, la pmdencia y ponderación que han usado 
nuestros Tribunales al hacer uso de esta facultad. 

El artículo 94 del Código Penal, regula la segunda 
forma que en nuestro Derecho reviste la remisión con- 
dicional; la preceptiva o por ministerio de la Ley. 

Teniendo en cuenta la cuidadosa selección a que 
deben ser sometidos los reos a los que se aplique este be- 
neficio, la necesidad de tener en cuenta todas sus cir- 
cunstancias personales, así como la naturaleza, gravedad 
y toda clase de elementos concurrentes en el hecho puni- 



ble y, sobre todo, que ofrezca garantías de hacer una 
vida honrada en libertad, claramente se ve que es con- 
trario a la naturaleza y fines de esta institución, la obli- 
gatoriedad de aplicarla por mandato legal. 

La doctrina científica española estima ;la ge- 
~din in-  neral que nunca se debió establecer l a  remision coi------ 
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estar comprendida la minoría de edad en el número 1.0 
del artículo 94. No obstante, la atenuante 3." del artícu- 
lo 9, en cuanto a la punición, produce los m rectos; 
esto es, la rebaja de la pena en uno o dc 
tículo 65). 
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Los anteriores razonamientos, aconsejan Ia revisión 
de este precepto y la toma en consideración de todos estos 
supuestos. 

Menos razón de subsistir os nú- 
meros de este artículo 94, referente a los delitos que se 



persiguen a instancia del agraviado si mediare solicitud 
expresa, ya que los Tribunales lo interpretan restrictiva- 
mente al considerar que sólo es aplicable a los delitos 
que requieren como condición objetiva de perseguibilidad 
la presentación de querella, quedando, por tanto, reduci- 
da su aplicación a los delitos de adulterio, amanceba- 
miento (artículos 451 artícu- 
lo 467, párrafo 3.O), ;os pri- 
vados: violación, abusos aesnvnesLvs, esupru, rapto (ar- 
tículo 443) y abandono de familia (artículo 487), que 
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El plazo de suspensión señalado por el ultimo parra- 
fo del artículo 92, es de dos a cinco años y para fijarlo 
deberán atender los Tribunales a las circunstancias del 
hecho y a la jn de la pena i 

Al no señ fijo, sir 
un máximo y un minimo, sigue el lioaigo las nomas re- 
comendadas por la doctrina científica y admitidas en la 
legislación de la mayoría de los países. Aunque hay al- 
gunos Códigos, como el ruso, que señalan plazos más am- 
plios, el de d j: es el generalmente estable- 
cido por los ( eros. Puede servir de ejemplo 
el alemán, el pVidCV, ei pul tugués v el de Islandia. 

El criterio puramente objetivo q Código 
para señalar los elementos que habran de tener en cuenta 
los Tribunales para señalar el plazo de suspensión entre 
el mínimo y máximo establecidos por la Ley (circuns- 
tancias del hecho y duración de la pena) debería ser com- 
pletado con otro subjetivo, pues, en este instituto jurídi- 
co-penal tiene tal relevancia la total personalidad del 
delincuente que no puede ser olvidada a estos efectos. 

Sería de desear que estos elementos fuesen tenidos en 
cuenta por nuestros Tribunales y que se abandonase la 
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Al que se encuentra en "situacion ue cunueria cun- 
dicion: stro Derecho (artículos 9 y 10 de la 1 
Conde] icional de 17 de marzo de 1908), no 
pone más condición que la de no poder cambiar de re- 
sidencia sin ponerlo en conocimiento del Juez de Ins- 
trucción o del Municipal donde aquél no exista, del lugar 
donde resida y la de 
des judiciales en el pl 
hubiese trasladado. 
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' versa1 de aproximación a la "probation", se exige por 
regla general, la buena conducta, el trabajo honrado, el 
cumplimiento de sus deberes familiares y el sometimiento 
a la vigilancia de funcionarios especializados: elementos 
que necesaria lan de ser introducidc 
sistema de rí condicional si quere 
eficaz. 

La remisión condicional quedari ecto y "se le 
obligará" al reo a que cumpla la conaena no sólo cuando 
deje de cumplir la obligación de  comunica^ mbios 
de residencia, sino, de acuerdo con lo dis en el 
artículo 14 de la citada Ley de condena ~ ~ ~ ~ ~ ~ d i o n a l ,  
cuandc 
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Y, Si cumplido el plazo de la suspensión sin ser 
condenado, pero después lo fuere por hc inibile 
cometido durante aquel plazo. 

El Fiscal de Málaga, cree que este artículo no es acor- 
de con el espíritu de la institución y que debe modificarse 
en el sentido de que no se dejen sin efecto los beneficios 
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más que en el caso de delito cometido dura lazo de 
prueba, no así cuando el reo fuera cond~ iurante 
dicho plazo por hecho delictivo cometid~ dnterio- 
ridad. 

La Sala S bunal Supremo, en se1 
de 17 de noviemwre ae ~ Y O Y ,  estima que en caso de aemo 
cometido con mucha anterioridad 1 que f i  
denado el reo en plazo de suspensic puede dc 
nar la revocación de los beneficios de la remisión condi- 
cional, "equivaliendo la solución contraria a una inad- 
misible interpretación de aquel texto legal, vulnerante 
además de uno de los esenciales ~rincipios inspiradores 
del instituto de la ci onal, cual es 1i 
neración de delincue ado medidas di 
sentido o tendencia, estimuiantes de un buen comporta- 
miento al posibilitar que la condena en definitiva, no se 
ejecute y advertidoras de 10 contrario si se delinque de 
nuevo, más .lquier supuesto operantes siempre 
tales resortes mente tomando en consideración la 
conducta del sujeto, en este particular extremo, durante 
el pla condena, y nc ni des- 
pués.' 

ColLlV bra,laiiir;ubc nr; ,dprende de la doctrina sen- 
tada en este j i sentido es ind 
prácticament supuesto esta 
artículo 14 de la Ley ae condena condicional u ue isrecep- 
túa que la suspensión queda revocada en de ser 
sentenciado el reo durante el plazo de p )or un 
delito cometido con anterioridad. El hecho de que la 
doctrina jurisprudencia1 tenga que apartarse tan clara- 
mente de la letra de la Ley, hace evidente la necesidad 
de una modificación 
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rante la suspensión de la condena; pero la remisión que- 
dará sin efecto cuando se cometa, durante el periodo de 
prueba, otro delito, aunque éste sea culposo y de escasa 
gravedad, tanto si ha sido la suspensión conced 
autor de un delito o al de una falta. 

Desde el punto de vista práctico, es de tener en cuenxa 
que, tanto del incumplimiento del deber de residencia 
como de la comisión de un nuevo delito antes de la re- 
misión de la condena, no se suele tener conocimiento 
hasta el momento de declarar remitida la pena, que es 
cuando se pide la hoja histórico-penal y se solicitan los 
oportunos informes. Existiendo la adecuada vigi 
protectora, esto no ocurriría, ya que se tendría cor 
información sobre el comportamiento del liberado 

El Tribun: 'ía poder dejar sin efec ~spen- 
sión de la cor prorrogar el plazo de hasta 
la mitad del fijaao, si el reo no observa buena conducta, 
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remisión condicional en el doble aspecto preceptivo y pu- 
testativo, caso de incumplimiento de las condicion ' 

puestas o de aplicación de medidas de seguridad. 
Este sister sto por la más 
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El lugar de este precepto, dada su naturaleza sustan- 
tiva, estaría en el Código Penal, al igual que el articulo 15 
de la Ley, referente a que, transcurrido el período de 
prueba, se remitirá 1i na. 

Con relación al articulo 97 del Código Penal, Única- 
mente es de señalar la conveniencia de incluir entre las 
penas a las que no es extensiva la remisión condicional, 
la de privación del permiso de conducir. 
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Dada la naturaleza procesal de los artículos 95 y 96 
del Código Penal y la necesidad de una regulación ade- 
cuada de los trámites y recursos que deben establecerse, 
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riores a un año a quienes no haya sido aplicada la rl 
sión condicional, y 

emi- 

b) Se exija que el penado se halle en posesión de 
instrucción elemental, educación mínima ética o reli- 
giosa y capacitado para el ejercicio de una profesión u 
oficio. 

3. Sometimiento de los liberados a la vigilancia pro- 
tectora de funcionarios especializador 

B) RemMón condicional. 

1. Sustituir el criterio puramente objetivo seguido 
por el Código en el último párrafo del artículo 92 por el 
subj etivo-objeti~ nente e ,a la 
personalidad de 

ro, tenif 
!l reo. 

incipalr n cuent 

^ "Iodificar el arwcuio YJ uei ~ouigo  renal en el 
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, Requerirse que el reo 7w naya CumpLzao pma de 
privación de libertad ni gozado de l( e la 
remisimL condicional, en lugar de "qut din- 
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ceder la remisión condicional a los declarados en rebel- 
día que justifiquen su falta de presentación y no se con- 
sidere que han tenido intención de sustraerse a la acción 
de la Justicia. 

c)  Ampliar la facultad cc lales 
para aplicar la remisión condi ena- 
dos a penas privativas de libertad hasta de dos años 
cuando concurra una atenuante muy calificada, a los 
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supuestos de apreciarse la concurrencia de dos o más 
circunstancias atenuantes, la existencia de una exi- 
mente incompleta o de la atenuante de ser el culpable 
mayor de dieciséis años y menor de dieciocho. 



3. Supresión del artículo 94 del Código Penal. 
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4. Exigirse durante el plazo de suspensión buena 
conducta, trabajo honrado, el cumplimiento de los debe- 
res familiares y que no se sustraiga a la vigilancia acor- 
dada. 

5. Sometimiento a la vigilancia protectora de fun- 
cionarios especializados. 

6.  Modificar el artículo 14 de la Ley de Condena 
Condicional de 1908, que debería ser incluido en el 
Código Penal, en el sentido de que se procederá a ejecu- 
tar el fallo de suspenso, salvo caso de prescripción: 

a) privació bertad 
por de el perío rueba. 

b) Al que se le hubiere suspendido la 
falta si durante el período de prueba ci 
falta de la misma naturaleza. 

7. Conceder a los Jueces o Tribunales la facultad 
de dejar sin efecto la suspensión de la condena o de pro- 
rrogar el plazo de prueba hasta la mitad del que se haya 
señalado en los casos de incumplimiento de las condi- 
ciones impuestas, sustraerse a la vigilancia de los dele- 
gados de medidas de 

8. i la Ley de Enj 
del p i v ~ c z u i i i i r ~ r i u v  rara la aplicación de la libertad y 
remisión condicionales, estableciendo oportunos recursos. 

Podría establecerse que, cuando proceda, se acuerde 
la aplicación de la remisión condicional en la misma sen- 
tencia condenatoria, quedando sometido nismos 
recursos establecidos contra ésta tanto e aso de 
concederse su aplicación como en el de ser denegada. 

9. Creación de un Cuerpo especializado en la vigi- 
lancia protectora o utilización a estos fines de personas 
o instituciones que voluntariamente acel come- 
tido. 
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CUESTIONES DE INTERES DOCl 
O LEGISLATIVO 

Los cambios que vienen operándose en la esti 
sociológica y, por supuesto, en la económica de nuestra 
sociedad vienen produciendo un desplazamient 
intenso de la incidencia de la criminalidad. No p 
ya contemplar las grandes líneas de infracciones perra- 
les con los criterios clásicos. Por el contrario, tanto desde 
el punto de vista del bien jurídico a proteger como desde 
los medios puestos en juego para realizar la acción anti- 
jurídica, los supuestos están cambiando profundamente. 

Ya nos hemos referido en ocasiones anteriores a la 
aparición, en proporción no despreciable, de los que han 
dado en llamarse, muy impropiamente, "delitos econó- 
micos". También en otras Memorias nos hicimos eco de 
las inquietudes manifestadas en cuanto a la necesaria 
penalización de los "delitos sociales". A estos dos tipos 
de infracciones vamos a dedicar en esta ocasión el capí- 
tulo 1 brjuicio de tratar otras 
interi 

!, sin pe cuestic 

ructura 

o muy 
odemos 

---- 

1. LOS DELITOS CONTRA LA ECONOMÍA DE LOS G 

GRUPOS. 

Ya en ocasiones anteriores hemos puesto de mani- 
fiesto que no basta, con ser rigurosamente necesario, 
afrontar el problema de los "delitos económicos" desde 
el punto de vista de los "delitos contra la economía 



pública" exclusivamente. Las conductas antijurídicas 
relacionadas con el tráfico comercial, mercantil o finan- 
ciero tienen que ser estudiadas a fondo y analizados sus 
elementos para concretar la necesaria tipicidad penal. 

Un análisis de la legislación comparada nos lleva a 
la conclusión de que existen ya no pocas conductas que 
han merecido su inclusión en las leyes penales, deci- 
diendo así que no sólo merecen un reproche ético, sino 
también normativo. En este punto, vamos a examinar 
algunas de estas conductas, que en otros lugares han 
sido ya incorporadas al catálogo de figuras penales. Con- 
sideramos así que bien pudieran ser tenidas en cuenta 
a los posibles efectos de una regulación legislativa ulte- 
rior en nuestro país. 

Al abordar en la presente Memoria esta clase de delin- 
cuencia, que sobrecoge al mundo económico de nuestros 
días, queremos, principalmente, referirnos a los delitos 
contra los intereses económicos de grandes grupos de 
personas, unidas entre sí por el vínculo de una inver- 
sión común de sus ahorros, pero también por una des- 
ilusión común por el sentimiento general de desamparo 
frente a maniobras que pudieron quizás ser previstas, 
pero que nadie, posiblemente por la dispersión del grupo 
o por la falta de capacidad social o técnica de sus com- 
ponentes, ha logrado evitar. Este fenómeno delictivo pro- 
voca un gran impacto social y las gentes no llegan a 
comprender cómo pueden producirse estas situaciones, 
en que todo se verifica "a gran orquesta". De una parte, 
cientos de personas afectadas por la catástrofe finan- 
ciera y, de otra, empresas o grupos de empresas mo- 
viendo los hilos de la maniobra, con desprecio de los 
intereses ajenos, en bloque. Por encima de todo ello, 
una organización que deslumbra la vista, en un am- 
biente de inconcebible estimación personal y respeto tau- 
matúrgico a las siglas y nombres comerciales, cada día 
más ostentosos. 

En este fenómeno delictivc laras 



de criminalidad, pero existen también otras en las que 
se precisa hacer una investigación encaminada a discri- 
minar las conductas lo más certeramente posible. Deben, 
pues, examinarse las conductas en concreto, estudiando 
las diversas situaciones que pueden presentarse. Esto es 
lo que vamos a hacer aquí, a la luz de ciertas legislacio- 
nes extranjeras, donde el Derecho Penal positivo ha 
comenzado ya a considerar estas conductas. 

A) Trazos fundamentaZes que caracterizan estos delitos. 

Podemos considerar como tales los siguientes: 

1. La especial configuración del sujeto activo. 

Tradicionalmente ha sido el hombre, la persona indi- 
vidual, el constante sujeto activo del delito. Han sido 
bastante raras, en efecto, las ocasiones en que la acción 
delictiva se ha realizado por una conjunción de perso- 
nas, bien sin organización (muchedumbre en tumulto), 
bien con una organización primitiva (conspiración para 
delinquir). 

Pero en los Últimos años, sobre todo desde la entre- 
guerra, las cosas han cambiado sustancialmente: al lado 
de la persona individual que se enfrente normalmente 
con los derechos de otra ha sido necesario situar otros 
sujetos activos, formados por personas colectivas, aso- 
ciaciones de empresas o meros grupos de las mismas, 
que acusan su presencia cuando se trata de producir 
un desgarro económico en el patrimonio de una conjun- 
ción de personas más o menos dispersas. El hombre ais- 
lado no se atreve ante una pluralidad de personas y 
entonces desea escudarse en una organización y en el 
consenso de otras personas, que están engarzadas en 
una organización superior con el basamento de un 
patrimonio más o menos consistente y la mejor legiti- 
midad que les dé la existencia de un fin comercial apa- 
rentemente intachable. Estos sujetos activos-grupos in- 
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tervienen, como decimos, en la mayoría, por no decir la 
totalidad, de situaciones ilícitas en las que se quebran- 
tan los derechos económicos de grandes grupos de per- 
sonas formando estructuras poderosas que causan pavor 
al ciudadano honrado, el cual contempla lleno de estu- 
por cómo se desarrolla la potencia criminógena de estas 
entidades, aparentemente señeras, pero faltas de un 
clima de moralidad. Tan grave es la actuación de estas 
colectividades que ha  determinado el que se vueiva a 
plantear e: grave y debatido problema --que viene en 
discusión desde principios de siglo- sobre la responsa- 
bilidad penal de las personas jurz'dicas, pues, frente a 
todos los argumentos aducidos en la diatriba doctrinal, 
hay por encima un hecho real e indiscutible y es que 
!a mayoría, por no decir la totalidad, de los a veces gra- 
ves delitos que a través de ellas se cometen no han podido 
nunca ser realizados por la persona individual aislada. 
Precisan aqukllos, en efecto, una organización "ajustada 
a Derecho". una razón social que impresiont me- 
nos a la masa, una presencia conjunta de c per- 
sonas, ordenantes y ordenadoras, que saben, pueaen y 
quieren utiliza lo social para teros 
designios, una ;er colectivo, cc exte- 
rior, frente al gran público, sin apunte alg~,,, ,, oscu- 
rantismo, y una mar :ión del organismo 
tentacular en el mur ocios sociales. Este 
medio indispensable riact: paliaar en la necesidad de 
reconsiderar ac tblema : a luz 
de los nuevos ; defen! lerno 
Estado cuenta en su lucha contra la criminalidad. 

La cuestrór rque 
coincide con i S: el 
deseo cada día mas intenso ae parsicipm gran masa de 
personas en el área financiera. Hasta los añ0.s 50, en 
efecto, pocas eran las familias que se cuidaban de inver- 
tir sus ahorros en los fondos de las sociedades. Los fon- 
dos públicos eran la casi única meta de la ilusión pre- 
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visora; a partir, sin embargo, de aquellos años se ha 
producido una mutación muy sensible: el gusto del 
público por formar parte de empresas que llevan el tono 
de la dinámica industrial y comercial. A esto hay que 
añadir que la elevación del tono de vida, el ahorro de lo 
ganado con el trabajo en el exterior, el gran despertar 
del comercio y de la industria, el sentic Y 
emulación creadora ha determinado qu m- 
tos de personas participen con sus a h o l ~ " ~  cu CL ~ a ~ i ¿ a l  
de las empresas. Este fenómeno de inve la socie- 
dad en las sociedades ha construido el vo 
de esta "criminalidad de los dirigentes' 
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r el sujeto pasivo de un 
del t aislada, que ha  sentido 
en su propia vida, integridad corporal, honor o propie- 
dad el ataque del transgresor de la Ley. La idea de una 
pluralidad de sujetos pasivos apenas si se representó en 
la mente de cualquier autor que pudiéramos llamar "nor- 
mal" desde el punto de vista de la frecuencia delictiva, 
o sea, aauel cuya capacidad de acción se encuentra afec- ' 

tada por un desgs su componente OS 
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siempre tradicionalmente bajo el impulso de ?a 
individual y todas las proyecciones pluriperson si- 
bles sobrevenidas, bien i n  ipso actz~ melefici (nu arlbc~), 
bie vaciones naturales de la prop a- 
lid; deradas por él como meros e a- 
mien~os personales de carácter colateral que apen: 
tenían vigor de independencia por ser simples accidei 
tes de su idea. El pensamiento de que un delito só 
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podía tener como sujeto pasivo una persona aislada tenía 
tambj a praxis judicí 
actos ztamente que1 
caba la viaa humana, habia, en efecto, que considerar 
los hechos, cuando son varias las personas atacadas, 
como un  delito tie imprudencia "del que resultaban 
varias muertes o lesiones", y en los actos abiertc 
queridos, en los que la pluralidad personal fue p 
o aprovechada, tuvo la jurisprudencia que imponerse 
con g ro y a& is infracciones contra 
los dt sagrad~ ibles de las personas 
no es yuarlirr: alegar r a  ugula ~ ~ ~ ~ l l c a d a  del delito conti- 
nuado. Es de< 1 trasfoi  tos de c 
seguía siemr ?ndo la melacit 
naturalística ae un solo sujeto pasivo con un acto aeiic- 
tivo. 

Lc 
mutaciun aerisiuie erl el sirrio uel acu1iLect.i ueiiceivu. 
pues se ha producid 
cepto de sujeto paz 
persona aislada la victima corriente ae todo delito (qui- 
zás en base a esta i n d i v i d u a l i ~ ,  q . normalmente 
aparejada la indefensión, se afianz indiscutido el 
Derec 1 dispos eado para amr 
las pi 5ctimas lincuente), per 
lado se situ,, ,-., io tamL .,,. -,jeto pasivo, granaes 
números de as, sujeto pasivo-mas 
cada uha en ra de derechos la agres 
tor de la Lev. r a d a  en un principio, al UuL6LL oi IoLiu- 

meno vida, que precisamente por esa plui 
nalid esa conjunción masiva de personas 
das, no habia necesidad de acudir a los dispositivos pena- 
les protectores, ya que la 
intensa, la propia masa de 
ses por el delito, debía estimarse como suficiente, dado 
su propio volumen- social, para imponerse incontrasta- 
blemente a quien tuviera la intención de quebrantarla 
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en su conjunto o en algunos miembros que la integran. 
La realidad, sin embargo, ha demostrado lo contrario: 
el número de personas, sobre todo cuando son atacadas 
en sus intereses materiales, no juega para nada, todo lo 
contrario, la dispersión del volumen económico en gran 
número de sujetos determina más bien una completa 
disminución de su potencia de reacción, de su capacidad 
defensiva. Es éste un .fenómeno muy observado en los 
tiempos modernos y debe seguir siendo objeto del más 
cuidadoso estudio, tanto desde los planos psicológicos 
como desde.10~ sociaks. De momento, diremos que, unas 
veces, por un calar astuto y hondo .en la psicología colec- - 

tiva, y, otras, por una mera intuición de esas reacciones 
débiles de las grandes conjunciones de personas, se ha 
logrado una facilitación del juego delictivo, tanto por 
el mecanismo, el modus operandi, como por la esperanza 
de impunidad que caracteriza a estos modernos delitos 
contra el sujeto pasivo-masa. Se sabe, en efecto, con 
anterioridad que nadie va a reaccionar a 
alguna posible reacción ya se montan d IS 

dispositivos rios para acallar toda protesta o para 
que ésta nc triunfar. Consecuencia de esta actua- 
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positivos penales para restablecer el equilibrio y rigorizar 
las defensas de est reses agredidos y sin apenas 
protección. Particul e sobre este último vamos a 
trabajar. Hoy día es de gran interés toda investigación 
encaminada a profundizar en estas situaciones de que- 
branto pluripersonal; para ello tenemos que hacernos 
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Importa toaavia más la investigación sobre la culpa- 
bilidad de este trascendente fenómeno delicti 
domina el mundo económico de nuestros días 
situaciones muy excepcionales, no hay en él, en efecto, 
una de dolo directo, prec te por 
la d sujeto pasivo-masa r factible 
conceair una in~ención de dañar a personas concretas y 
determinadas en particular. El dolo quf 
nueva criminalidad económica es un dolc 
culpables conciben su operación en y para su propio 
'beneficio, no en el concreto perjuicio de los demás, 
actuando bajo el signo de la riqueza o poder propios, 
no con el pensamiento de 1 -esenta, 
es cierto, la posibilidad de daño a 
todos o a la mayor parte de los que aportan su patri- 
monio al fondo social o están en él en un plano minori- 
tario, por lo menos en una concepción de persona a per- 
sona, pero confían en aue el mismo azar del juego econó- 
mico podrá 8 fectos dañosos. 
En todo casc tado no es más 
que uno de los CapnChOS ae ese ?uego, en el que quien 
tome parte en él ya sabe que, aunque confíe en la ganan- 
cia, no descarta la posibilidad de la pérdida. En última 
instancia, poco ha de importar la ajena desventura. sólo 
importa que con ella se ha convertido en real 
fulgurante pensamiento del majestuoso negocio 

superar 
1, piensa 

? domir 
9 event 

Se repr 
rca un 

vo que 
. Salvo 

la esta 
ual, los 



2. UU I 

En estos 
AS.-." A4 

tcteriza 
?río def 

ayor ni  
to, com 

iesentie: 
vidad d - - -  

a esta 
ensivo . . 

ima par 
e la ma 

dad del 
:llos sol 

.te pued 
~rcha sc 

ictiva 1 
bre quii ... . - 

r es 1 i  
ehes re -. 

E r -  zbsoluta indefensión de los perjudicrAn- 

I 
persuila uiopcioao i i a y  uiio, ~ i ~ ~ u i i o v a i i ~ i a  o i~1gu~a.r  yu' 

cara modalii falta de 
podi de aquf caen los 
dañosos electos ae las torpes manioaras. r;l pensamiento 
a m mero de personas, mt ~cción c b1 
delil o definimos, es equivl La real a 
demostrado todo lo contrario; de la masa de inversores, 
en efecto, un porcentaje muy respetable está integrado 
por personas débiles por su condición social, posición eco- 
nómica o bagaje cultural; en el resto muchos de ellos 
se c nden de todo conocin a 
acti e la empresa, importe 1 

diviaendo lo más elevado posible ael capital que arrles- 
gue. Sólo una mín: le, sabe .e entrar 
en conocimiento 'd )cial y ( lenta de 
maniobras falaces que los administradores e ir S 

mayoritarios quieren llevar a efecto; pero cuan a 
el momento de protestar, de dejar oír su voz y, some 
todo, de intentar impedir un desafuero n 
ante la presión u obstrucción de aquéllo o 
indirectamente obstaculizan toda protes 
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Finalmente, otro rasgo que caracteriza estos moder- 
nos delitos, de gran repercusión personal, es el poco 
valor del daño que con sus maniobras causan uti singuli, 
en relación con el extraordinario e 
las mismas. Naturalmente, que e 1- 

ción de carácter relativo, pues lo que para una persona 
puede no tener importanc S otra 1 r 
la base, por lo menos, de 2 luilidad c 
jetivismo apenas ha contado hasta hoy. Todo se ha mi- 
rado desde la cúspide negocial, e c 
nes aisladas son sólo gotas de agi rl 
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del ente financiero, lo que de momento ha privado pers- 
pectiva de remordimiento a los autores y cuando, por 
"haber salido mal las cosas", se ha intentado lograr un 
castigo adecuado la represión ha tropezado con la vieja 
mecánica punitiva de los delitos contra la propiedad, 
sancionados en proporción al daño individual causado 
y siempre con el tope de la famosa acumula rídica, 
puerta de escape por donde han salido de tes de 
la más baja condición moral. Las conduc,,, de 
deslealtad, aprovechamiento ilícito y enriquecimiento 
inconcebible no siempre han sido castigadas por falta de 
una tipiflcación penal adecuada, pero cuando pudieron 
haberlo sido, en virtud de un precepto penal de refe- 
rencia o de una interpretación extensiva que los Tribu- 
nales forzaron ante la triste repercusión social, no llega- 
ron a serlo por la misma mecánica de la ley penal, siem- 
pre pensada en relación a sujetos pasivos individuales, 
no en orden a un suieto ~asivemasa. integrado Dor un 
gran r de pers sí que 
el señi nún qu S aho- 
rros, pero dispersas en el area del munao economico e 
indefensas frente al desordenado apetito de riquezas. 

Examinemos ahora las principales situaciones en que 
pueden producirse los modernos delitos de las empresas, 
analizando el clima en que se producen, sus rasgos carac- 
terísticos v tratando de a ~ o r t a r  remedios eficaces para 
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comerciantes, de 1s :turas q ejo Derecho eco- 
nómico tiene para ormal jn de las indus- 
trias y el comercio, pLuuuciéndos6, d o ,  resultados de 
lucro sorprendentes a cost atrimonio de gran masa 
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ción abusiva de las estructuras; la sociedad ficticia, la 
llamada sociedad de fachada y los grupos financieros de 
presión interior. La sociedad ficticia es auizá la más an- 
tigi ;te orden; supc o 
prir ente para prov 1- 

ciabiliaaa económica que, en la generaliaaa ae los casos, 
desemboca en una sorprendente defraudación. 
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Por lo regular su creación ha sido normal y normal 
es 1 liento; pero se tra vacia 
de 3 bienes que a] mente fi- 
g u r a ~ ~  LLU U C L L C ~ L  ulia 1r;alida.d sensible; lcr~ aL,LIILnistrado- 
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. l. . de tercero. El problema penal de la sociedad ficacia es 

muy delicado, pues, si po 'constituye bajo 
el signo de un apetito desi itención fraudu- 
lente y de ganancias ilícitas todavía puede ser ins- 
trumento de un juego financiero sin resultad( E). 

La investigación, pues, tiene que adentrarse en 31 

u menor intensidad del animus lucrandi en la rriayur o 

> daños 
la mayi 
-- - -- - - 

menor regularidad de sus operaciones, en el como y ma- 
nera se h a  llegado a la recogida de capitales; en los pro- 
blemas de publicidad y culpabilidad y en la concentración 
o dispersión del volumen económico y, sobre todo, en los 
planos morales de sus dirigentes o accionistas mayori- 
tar 

nada en Francia socieüad de fachada es -una 
situacion distinta de la anterior. En ella hay una normal 



constitución, un normal funcionamienm 
un patrimon pero el designio inten iio real; 

, o fach; 

y, soar 
10 no rc 
ue se ea 

'-~*e todo, 
?sponde 

a su exterior %da. Es una sociedad q ;tablece 
para disimular la actividad del comerciante individual. 
Este se sirve de ella para utilizarla como pantalla y eludir 
así una posible implicación de sus bienes u otros fenóme- 
nos c Le gran empeño el deslinde de la so- os. Es E 

chada c cieda :on situaciones normalmente acepta- 
das por lo que la investigación debe ser cuidadosa. En 
términos generales descubriremos una sociedad de facha 
da cuando se observe la sustitución plena del interés co- 
lectivo por el individual de un accionista; la contempla- 

como di ción de éste ueño exclusivo de la empresa; la con- 
nivencia o complicidad de los restantes accionistas fic- 
ticios en todo o en su mayor parte y, sobre todo, al dolo 

miento 
: partic~ -..". -.. - 

ilícito, 
fiares. 
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tanto E !n rela- de ocultación y aprovecha 
ción con el Estado o con los 
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aparte de estos problemas del deslinde existen los de la 
intensidad del ocultismo patrimonial; los momentos de 
quiebra o alzamiento de bienes y el sustancial rescate del 
patrimonio del dirigente oculto extendiendo al mismo los 
efectos de la quiebra de la sociedad que "gobierna en su 
propi o interi 

aytyamos, -- "".A,- 

,". 
, finalm 
^" $2- rrn 

la terce 
m*,,. .,n . ra situa 

",,.O".+, m 

.ción inl 
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. - por ~ C I U  L L ~ L J ~  ILIIwILLLcl Va C/LLc Gwlli pI ~ n z m  de 
varias sociedades y en los que se produce una pe"Ó?~ 

irresistible de una de ellas sobre las demás. También es 
éste un problema muy sutil, pues las superestructura 
de los grupos es un fenóm rriente en la vida del leno COI 

hace ne tráficó. Es por esto que se 1 cesaria una investiga- 
ción encaminada a lograr el deslinde de situaciones. Para 
eilo habrá que tenerse en cuenta varios expedientes sobre 
todo el de la culpabilidad y dentro de ella, planos WTOS 

como el de la buena o mala fe en el incumplimiento de lo 
pactado y pZ b objetivos como el del abuso de las anos m 

e confia facultades di lnza que el pacto de unión confiere, 



nenoscs 
das sin 

e irregi 

con el fin de causar la ruina de la sociedad dominada o 
su total absorción; y, finalmente, planos intermedios 
como la gestión en interés propio o en interés del grupo 
con r interés propio :ión de 
pérdil ,artida o la ind 'ión del 
patrimonio de la sociedad dominada, aún cuando sea sin 
motivaciones específicas de dañar. La investigación ha 
de cuidar mucho este asunto y determinar si para que se 
produzca el ilícito penal basta con que el resultado da- 
ñoso 'ciedad i tya pro( 
sin n ón espe ;a que 
financiero naya tenido lugar con una silueta patente- 
ment erandi. 
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Como ya hemos puesto de manifiesto una de las ca- 
racterísticas más acusadas de la economía moderna es la 
intervención de las I icionis- 
tas en los planos acl ,es bajo 
la idea del ahorro; otras bajo la de inversic,, b,, dspíritu 
de mejor ganancia y otras, finalmente, pensando en la 
propia especulación. Lo cierto y verdad es que, hoy día, 
la mayoría de las familias tan pronto poseen elementos 
económicos de reserva, aspiran a colocar sus peqi 
grandes ganancias suscribiendo acciones de soc 
de producción, comercio o inversión. Entonces al intentar 
conc~ empresa objeto de sus preferencias tratan de 
inf or le su situación económica. He aquí por qué 
tiene ~ L U  ~mnscendencia, tanto desde el punto de vista 
moral y social como desde ~ómico, que dicha in- 
formación sea verídica o po nos lo más cerca posi- 
ble de la realidad y por eso se na impuesto en el mundo 
moderno un bjetiva de la v d de la 
información mendacidad mt 

ación o' 
Ón a la : 

leños ai 
mas vec 
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ción al 
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leñas o 
iedades . . 



~ndente 
.S legisl . -.. . 

'stado d 
f ormati 
..mn,.Cn, 

ite, par; 
otro m 

S los p 
iedio de 
. . 

les. 
idencia 

trance de la inversión del ahorro. Las viejas disposiciones 
sobre los inventarios resultan hoy día trasnochadas por lo 
que figuran al frente de la información contable las dis- 
posiciones sobre los balances, muy bien acogidas por la 
práctica dado el reagrupamiento metódico de las diversas 
cuentas en r~bricas condensadas que permiten juzgar 
más rápidamente el e e los negocios sociales. Apar- 
te de esta función in va para el gran público, los 
balances sirven de ~ ~ ~ T I I I G ~ ~ I ~ U S  de juicio para los acreedo- 
res sociales (banqueros en general) que se atienen a la fe 
del balance para otorgar préstamos a la sociedad y "mi- 
den por el balance la importancia y duración de sus 
adelantos". F'inalmeri y i o s  accionistas no 
existe en la práctica S mayor información 
que el balance cuando se trata de votar la aceptación o 
rechazo de las cuentas anual 

Por esta enorme transcen que el 
Derecho moderno se preocupe de reglamentar los aspec- 
tos formalistas de los balances y de sancionar con bas- 
tante rigor las maniobras contra la ordenación y veraci- 
dad de los mismos. Hay que pensar, en efecto, en el gran 
peligro que tienen los balances de convertirse en un fa- 
buloso instrumento de engaño a disposición de los diri- 
gentes sociales, aumentando todavía más por la gran 
facilidad con que pueden practicarse estas maniobras 
que, tan tentadoras resultan. La primera de eiias, más 
transcc y que ya tiene cierta historia punitiva en 
alguna aciones, consiste en "embellecer la situa- 
ción sociala, a~ultando el activo y disminuyendo injusti- 
ficadamente el pasivo. Pero las cosas no se presentan 
sfempre con esta sencillez: hay otras segundas maniobras 
que la investigación debe recoger y que no cuenta apenas 
con historia penal. Nos referimos a la maniobra contra- 
ria, es decir, a la presentación de un tinte sombrío en el 
balance disminuyendo el activo y abultando el pasivo. 
Cuando el mundo de los negocios financieros quedaba 
reducido a muy pocas personas esta segunda maniobra 
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apenas si tenia transcendencia porque, se quisiera o no, 
la operación :ntaba iin peligro para 
los acreedor los accionistas 
que sabían perfectamente cuál era la verdadera situación 
económica de la empresa. Pero hoy que se busca la apor- 
tación económica de grandes grupos de personas, la 
cuestión cal ucho, ya que éstas apenas si tienen 
oportunidad ar hondamente en la realidad econó- 
mica de la t~,,,,,,~. Por ello los accionistas, a veces ate- 
rrorizados por el "tinte sombrío del balance", cederán a 
bajo precio sus acciones. Estas y otras operaciones de es- 
peculación sobre posibles "reservas ocultas" han determi- 
nado que se incrimine taml 
irregular por carta de me 

En realidad, la investiga~iuri ucuc w a u a j a l  auult: WUG 

la panorámica social y apoyarse i emento intelec. 
tual; los propósitos; los móviles, e 1 particular so. 
bre hechos que pueden presentar un cariz muy distinto. 
Pensemos, por ejemplo, en la reducción de beneficios dis- 
tribuible~ con el propósito de constituir reservar o pro- 
visiones de fondos o fondos de amortización; pensemos en 
la devaluación monetaria, en la constante alza de los 
precios y se observará cuán difícil es matizar en este 
asur !nte, como dijimos, la investigación 
de& ta, "prima facie", los planos de culpa- 
bilidau, pcrv liv b u u ~  es subjetivo en este asunto; hay cier- 
tas reglas que marcan inexorablemente un tinte objetivo 
que la investigación ha de tener en cuenta. Recordemos 
al efecto las dos vertientes del balance, como resumen del 
inventario ! resumen de la contabilidad. En esto 
último sí pc mucho los planos intencionales; pero 
en la enumeración y estimación de los valores sociales no 
hay necesidad de sondear tan hondamente en la inten- 
ción de los administradores, que si quebrantan conscien- 
temente las reglas tradicionales de enjundia e interés 
social ya debe ser responsabilizados porque saben que 
ese quebrantamiento ya puede de por sí provocar estados 



de confusión y pérdic :ces irreparables en grandes 
grupos de personas. 1 ', pues, exigida una absoluta 
sinceridad en la enumeración; no se puede simular un 
activo ni disimular el pasivo; y, mucho me car la 
sinceridad de la evaluación. Esta ultima on es 
también muy delicada. La investigación deae zener en 
cuenta en tal los principios les de 1 
luación y las mes especialísii 
sentarf 0 

das a vt 
lebe ser 

nos ata 
+ cuesti 
8 ,  . 

sentid( 
situacic 

genera 
mas qut 

a eva- 
n pre- 

La 
tiempc 
terminar la creencia erronea ae un acrecentamzeni 
daderoi del cmpital social. Est e, por ej 
simulación de suscripcimtes ( de unas 
plimentar, desde un punto de vista formalistico, los pre- 
ceptos legales asociativos (como el numero mínimo de 
accionistas) y otras tienen un alcance más profundo, 
como 
una el 

Como esras suscrzpczunes jzc~zczas escan rnuncauas 
sobre tal ausencia dt loluntac scribir 
plante figura delictivs dos pro1 de in- 
tencionalidad relacionados principalmente con la deses- 
perante labor el ánir or no- 
minal y en el mueven iestros 
días la ~ r á c t i ~ a  al U ~ U  ~ulibempla tic* u m u i i i b a D  ~ ~ ~ u a c i o -  

ite por figurar personas ima- 
mestu de una prssona real, 

que no na prestaao, sin emaargo, su adhesión; y, la sus- 
cripción por complacencia otorgada por alguien que, por 
su insolvencia o su situación de dependencia respecto del 
fundador, permiten presumir que "no ha tenido la vo- 
luntad sincera de comprometerse socialmente". Esto, sin 
embargo, no son todos los casos que pueden presentarse 
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por lo que la investigación debe adentrarse en el moldus 
operandi y en el estudio de estas y otras presunciones 
con el fin de obtener resultados los más definitivos po- 
sibles sobre la exist inexist 
cietatis y sobre la l del frr 1 

indirectamente. 

I ieno del mas ct 1 

simi es de lo )S aesen por las ; 

~ ~ n ~ u ~ ~ ~ i c a r i ~ i a ~  cori el juego bancalio cuntable general- 
mente utilizado y como "autor ini vés bien 
del bloqueo provisional de los foni mulario 
de los fondos, seguido de una retiraaa inmediata de los 
misr n de otr aquel 1 peranüi 
gene te dada, tos de a ) del ca- 
pital socid, ucede, 1 
ción de rese 1 Pago r 

Estas conaucta, hasta anora, generamente, impreci- 
sas en el área penal o encu i 

tipos de las estafas, se h t 

como verdaderos delitos de rE;uurl>auv y iiuii~a DE u a i r  Luri- 

siderado cuando se ponen i 

producido una hecatombe : 
las cosas no tienen remedio. ror  ello se impone reconsi- 
derar penalmente 1i 
tigación profunda p 
los límites de los nuevos tipos; cuidar mucho la intencio- 
nalidad; establecer bien el deslinde con situaciones acep- 
tadas por la honesta práctica financiera y en todo caso 
mantener un fuerte criterio formalista para que la viola- 
ción de las normas precautorias, propugnadas al efecto, 
determine la razón delictiva, evitándose así el profundo 
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Este es un aelito muy de nuestros días quizá porque 
el subjetivim ciones 1 establecer a 
favor de admi tccionis roritarios un 
escudo de defellaa ueilt,r: a i~~zul~acioiiw uubteriores. Con 
esta co )re la 
realida .ca el 
principio ae igualaaa encre los componentes aei grupo 
valorar realizada. El 
enjuici, hecho hasta 
ahora particularmente difícil porque, como d tutor, 
la gravedad del engaño se acrecienta en la p hipó- 
tesis dado que los accionistas vacilan en provocar una 
nulidad de la c ellos las primeras víctimas. 
Este delito pla últiples problemas de difícil 
solución, como son los referentes al momento de la valo- 
ración; posible alcance objet la en 
que los bienes quedan transf ocial; 
cambio de valor sobrevenido, prueaa ue ra so~revalua- 
ción; 1; t través de la 7 cticia 
con pn ello aparte de 1 Lemas 
técnico-penales propiamente dichos; como la cuestión de 
la tentativa, el )lema 
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Dentro de la mecánica financiera de las empresas o 
grupos de capital, resulta bien distinta la invitación al 
público para obtener la suscripción de acciones, de la 
emisión de estas propiamente dichas, ya que ésta se pro- 
duce por la creación, 10 definitivo, dc didad 
de accionistas 

Precisa, pu misión, sentido técnico, una 
conjunción de le gran alcance: la creación mate- 

de moc e la cur 
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rial seguida de la entrega jurídica al suscriptor de lo* 
títulos negociables, asignándole :lidad de socio. 
Ahora bien: es factible y a vecei nte, en la pica- 
resca basada en la dispersión del capital, el fallo de al- 
gunos elementos de este trípode e verda- 
deros fraudes en el sujeto pasivo- aber, en 
efecto, creación material y no sobrevenir la entrega; pue- 
de haber entrega física sin las calidades que la ley exige; 
y puede haber entrega jurídica sin conceder, de manera 
definitiva, 1 :ocio. Ahora bic o quiera 
que el área particularmen ,vada, el 
mundo de lb* LLcguLivD U L C L ~ ~  que aceptar a priori algunas 
de e ~aciones en fal: onclusión puede ser in- 
sopc pero hay que t . cuenta que en ocasio- 
nes se narla casi imposible ia puesta en marcha del im- 
pulso finan *tigación 
adecuada 1: resencia 
de una mera "audacia financiera", y cuando hay un ver- 
dadero delil qisión de acciones. Qué "cantidad" de 
confianza e esperar del gran público y cuáles son 
!os verdaderos L U I ~ S  de la intencionalidad. En concreto 
hast S 

cert - 
dos por los titulos; los proDlemas ae ia rirma ae los aami- 
nistradores, etc. 

Por lo que concierne a los requzsztos mznzmos Legales 
exigidos por la ley en defensa dc al disperso que 
acude a la sociedad formada a bo platillo, pueden 
producirse situaciones delictivas yuG r~avoquen la res- 
ponsabilidad de fundadores y administradores, en los 
casos en que insistan en constituir la sociedad sin que el 
capital se haya suscrito, o, hubieren emitido acciones por 
bajo de la par abierta o disimuladamente. También podrá 
existir responsabilidad cuando los suscriptures sean imac 
ginarios o inventados por los fundadores, o, cuando sien- 
do existentes, se han adherido por pura complacencia al 
pacto social permitiendo a los fundadores la constitución 
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de una sociedad aparentemente regular, pero sin haber 
abonado las acciones suscritas, ni tenido el propósito de 
hacerlo. Ahora bien: esta cuestión es muy delicada por 
rozar con situaciones de mero juego financiero y merece, 
por tanto, una investigación profunda, tanto sobre la 
intencionalidad, como sobre los procedimientos simula- 
torios, y, en particular, sobre algunas situaciones concre- 
tas de gran duda. Hay que pensar en efecto en las in- 
solvencias aisladas; las infracciones cubiertas bajo prés- 
tamo; la intervención por prestanombres. En un plano 
medio deberá servir de punto de referencia para aquella 
investigación la línea más o menos vigorosa de la affectio 
sacietatis concretándose si este elemento espiritual, tan 
típico del contrato de sociedad, se halla en todos los 
suscriptores o sólo en una mínima parte que actúa i n  
fraudem legis tratando de conseguir el quorum personal 
imperiosamente exigido por la norma. 

Lo mismo sucede con el mantenimiento de la inte- 
gración de1 accionariado, ya que pueden producirse si- 
tuaciones vidriosas en las que la suscripción, íntegra en 
su origen, deja de serlo con posterioridad. Por ello habrá 
que trabajar sobre la readquisición por la sociedad de 
sus propias acciones; el abandono fraudulento de la pri- 
mera cuota; las famosas comisiones a deducir, concedi- 
das a algún sector bancario que suscriben por cuenta 
propia, pero con propósito predeterminado de revender 
en seguida al público; las suscripciones a término o con- 
dición, etc. 

Pero si importante es la pureza en la suscripcion pro- 
piamente dicha, aún quizá mayor ha de serlo la realidad 
inmediata de la integración o desembolso, ya que para 
que la emisión no sea irregular es indispensable que, una 
vez suscrito el capital social, las acciones sean integradas 
o desembolsada's en la proporción que la ley exige. Este 
desembolso ha de ser hecho en forma efectiva y eficiente, 
ya que la sociedad necesita disponer de la parte prevista 
de su capital. Todo este campo es de gran enjundia y en 



él la doctrina y la jurisprudencia han evolucionado de 
menor a mayor rigor tratando de evitar maniobras a 
veces catastróficas, como el pago por compensación, la 
aportación de títulos fácilmente realizables, los giros en 
descubierto, la simulación de créditos abiertos, etc. 

Interesa en particular en todo este asunto la incri- 
minación de aquellas conductas encaminadas a la exa- 
geración fraudulenta de las aportacimes "in natura". 
Muy interesante es al respecto la disciplina legal, que 
en los Derechos modernos cuida del control previo sobre 
las aportaciones reales (dictamen de los censores de fun- 
dación, en Alemania; informe de los expertos designa- 
dos judicialmente, en Italia, y otros procedimien ,- 

lagos en la nueva Ley francesa). 
Pero la verdad es que estos controles previos suelen Ia- 

llar porque se emplean medios engañosos para conseguir 
que la valoración sea aceptada por el Juez o por los órga- 
nos sociales o quien corresponde, en cada caso, el ejercicio 
de las funciones de control. Así sucede con la presenta- 
ción de informes procedentes de peritos incompetentes, 
la buscada complacencia de otros, la entrega de docu- 
mentos que puedan inducir a error sobre S 

aportaciones, la disimulación de una carg , 
la imposibilidad de cumplir la obligación asegurada en 
elia, etc. 

Hagamos constar ante todo que el viejo expediente 
del engaño fraudulento, tan típico de la clásica, 
apenas si puede servir porque muchas n o  hay 
intención de daño persmd directo. 

También cuidará la investigación de excluir, cuando 
proceda, los pretendidos efectos sanatorios de los acuer- 
dos en Junta General, pues no deben, en buen principio, 
tener poder para convalidar la fraudulc Iwm 
de las aportaciones. Desde luego, existt L 

bastante grave, que habrá de abordarse ~ A A  u v u a  .,u iIia5- 

nitud social para evitar verdaderas maniobras de sana- 
ción oscura, enfrente de la suprema actuación del poder 
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judicial, a pesar de los asientos contractualistas, tan del 
gusto de aquellos que se complacen en esta sospechosa 
técnica. De todas formas, siempre habrá de estudiarse 
la posi n que si 
disienl )ría. 
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Anse el inusisaao auge ae la circulación de tituios 
los le€ es de la mayoría de los países trat 
proteg ienes adquieren los mismos, sin pode 
pués obtener su regularidad. Para eilo tipifican liz LvLr- 

ducta de negociación ilícita, que, por cier 
minado viva polémica incluso en la dogmál 
luchando decididamente los impunistas, ae una 
y aquellos quc aplauden el en 
penal de estai i realidad, no 
deba mantener un criterlo unitario, sino que todo depen- 
derá del alcance de las operaciones de negociación, la 
mayor o menor gravedad de la irregularidad de los titu- 
los y la condición de las pe que int 
eso la investigación es interc r debe c 
terios subjetivos y objetivos. En cuanto al primer requi- 
sito, deberá ante todo resolver sobre si esta nueva figura 
penal debe cubrir toda clase de operaciones o sólo las 
que se hacen por mediación de los Agentes oficiales 
correspondientes. Adelantemos que esta interpre 
estricta tuvo gran predicamento en los primero 
mentos de la vida de esta figura delictiva, pero en la 
actualidad parece conveniente una orientación encami- 
nada a incluir toda clase de operaciones, desde la tradi- 
ción manual a las ventas amigables. Lo importante en 
esta reciente figura deter 
la nutu~aleza objeto iegociac 
el alcance de la irreguiariaad de aquellos. 

Respecto a la naturaleza de los títulos, 3lemá- 
tica es muy intensa, pues aun descartando toao lo con- 

tación 
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cerniente a las obligaciones strictu sensu, dentro incluso 
del accionariado, es objeto de preocupación determinar, 
por ejemplo, si la cesión de un derecho de inscripción 
desglosado de una acción irregular está o no compren- 
dido en la temática de la figura; lo mismo ocurre con 
las promesas de acciones y otras situaciones similares. 

Respecto de las irregularidades de los titulos, las 
nuevas leyes castigan la negociación de acciones en las 
que exista irregularidad, bien en cuanto al valor, bien 
en cuanto a la forma. Esta última ;tendente sobre 
todo por lo que respecta a la cesi ~cciones al por- 
tador no liberadas. Otras cues t io l l~~ pantean también 
problemas muy delicados de interpretaci 

Pero todos estos probienlas están, en di 
tados con la condicih y voluntad de las personas que 
intervienen, estableciéndose, lógicamente, el rigorismo 
penal contra los que fueren responsables de los vicios 
de constitución y contra las personas que están obliga- 
das, por sus funciones en la sociedad, a vigilar las ope- 
raciones que en ella se efectúan. Las cosas, sin embargo, 
no se presentan, normalmente, con esta ?z, pues 
no siempre intervienen personas de es iad. La 
investigación entonces deberá ir encaminada a deter- 
minar si los nientes 
gularidad o ieda pui 
mos títulos. 
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Como es m atri- 
buto esencir t través 
de él, puede11 aus C V A ~ L ~ V I ~ C L L ~ ~ C U  atiliual, U I L C L I , ~  O indi- 
rectamente, la administración de la Sociedad. 
Esto determ 2xtraordinaria importancia que tiene 
el ejercicio ae aquel derecho y las razones que asisten 
al Derecho moderno para conseguir la mayor limpieza 
en la emisión de los votos sociales y castigar los proce- 



dimientos arteros que los Administradores ponen en 
juego para obtener una mayoría más o menos ficticia 
con la que conseguir que se adopten todas sus pro- 
puestas. 

Hay que tener ei a la enorme dispersión de los 
accionistas en una socieaad mercantil moderna, la falta 
de capacitación financiera de la masa de accionistas, la 
general ausencia de conocimientos jurídicos y, en par- 
ticular, la ignorancia del mecanismo técnico-mercantil 
que tienen los tenedores de las acciones y se compren- 
derá la indefensión que éstos tienen frente a las manio- 
bras abusivas de los administradores y, por tanto, la 
necesidad de tomar medidas cautelares y represivas 
sobre este asunto. Por ello es importante la investiga- 
ción que, en orden a las primeras medidas, deberá obser- 
var el resultado práctico de algunas medidas que las 
más florecientes al respecto han establecido; concreta- 
mente la puesta en manos de personas calificadas del 
ejercicio de voto (votung trust), la unión especial de 
accionistas a estos concretos efectos, la enajenación del 
derecho de voto, la supresión del mismo en determina- 
das acciones, la reserva del voto a las acciones nomina- 
tivas, etc. En cuanto a las segundas medidas, la inves- 
tigación examinará el efecto que va a determinar la 
promulgación de disposiciones penales que sancionan las 
conductas de administradores y grupos de accionistas 
de relieve que tratan de invalidar la posible protesta del 
accionariado. Son preceptos punitivos del moderno dere- 
cho de protección de la débil y dispersa masa de titu- 
lares de acciones, que no está asentado en un daño con- 
creto e individual, sino en peligro general; normas pena- 
Ies, a veces en blanco, que tienen el designio supremo de 
evitar que se imponga y prospere el despojo. Una de las 
conductas más trascendentes a este respecto es la simu- 
Zdón de la cualidad de accionista con el fin de parti- 
cipar con el voto en una Asamblea General; éste es un 
delito propio de los Administradores, ya que son los 
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"calificaaos" para apreciar durante una sesión la cali- 
dad de accionistas. Este delito empezó exigiendo la alte- 
ración del resultado del escrutinio, pero modernamente 
se exige sólo que el autor partici a 
Asamblea General presentándose 1- 

pietario de acciones o de cupones de acciones o entre- 
gan acciones a un tercero para permitirle 
com ón. La investigación cuidará de deter- 
minar que ueae entenderse isor simulación de la calidad 
de r ta, quién propi ?1 
pro1 le la represenl S 

bajo condición resolutoria, pacto de retroventa, , ,,,, i;, 
las acciones entregadas en prend ipuestos en que 
no hay simulación de calidad, S plemente situa- 
ción de prestanombres o s u s c r i p ~ ~ ~ ~ ~  llcticios, -+" 

Tambiéi la inve, n en el o 
abusivo de parte o Ldminki 9, 

en particular los uamaaos poderes en blanco, que los 
mis hacen entregar de los accionistas para que 
los nten en las Asambleas. Cuando estos pode- 
res sirven para orientar la mayoría a placer de aquéllos, 
desviándolos del fin para el cual fueron entregados, se 
produce un empleo abusivo de votos que las Leyes deben 

cionar. 
La inve )S 

votos de los que ru,u, -,,ner el Administrador, 
independientemente de los que correspondan a I- 

pias acciones; cuándo se entiende utilizados 1 )S 

para lograr resoluciones de las Asambleas contrarias al 
interés soc directa o indirectamente fa n 
sus propioi ses o el de otra Sociedad el ie 
estuviese interesado de una manera cualquiera; el pro- 
bler le 
tul] 

r,inaimente, pueae consiaerarse el valor penal de 
tocl ?Uas conductas que impongan violación del 
@l !e proporcionalidad entre el derecho de voto 
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y el capital suscrito, excepto, naturalmente, las situa- 
ciones legales admitidas, como el acuerdo estatutario 
respecto de ciertas clases de acciones o intervención de 
personas morales de Derecho Público, explotaciones con- 
cedidas por las autoridades administrativas competen- 
tes, etc. 

La Ley quiere qu 'eche de voto no pueda sepa- 
rarse de la acción n e pueda atentar al principio 

.e el de1 
ii que S 

T n in.. de proporcionalidad. IIAvestigación cuidará de exami- 
nar las cosas más sobresalientes, en particular el pro- 
blema de la divisibilidad, la cuestión del usufructo> las 
convenciones particulares sobre el derecho de voto, la 
culpabilidad, ularidac' -"- 

8. La publicación de hechos falsos para lograr la cap- 
:ión de participes. 

, como 
i que aj  
ín A n l  

En el campo íinanciero caben en todas las 
facetas de la vida, ciertas mentiras rudan, por así 
decirlo, a mantener viva la i l u s i~~ ,  ,,, negocio, pero 
estas mentiras o, por mejor decir, este "derecho a men- 
tir", asentado en tradicional costumbre en los negocios, 
tiene unos trazos que manan del espacio gobernado por 
la moral y los usos sociales. Mientras que la empresa se 
mueva dentro de ellas no tendrán sus dirigentes más 
reproche que sus conciencias, pero cuando se traspasan 
esos límites se cae ya dentro de la antijuricidad. La con- 
creción de ésta y la fulminación de un castigo penal 
se impone cuando aquellas "mentiras" sobrepasan en 
exceso el límite de lo tolerable, son publicadas con el 
evidente propósito de enriquecerse a despecho de la posi- 
ble ruina de los partícipes y forman parte de una mise 
in scene para lograr aviesamente los :S del 
gran público. Lo primero, pues, que ex es el 
alcance de la mentira. No se trata de afirmar más o me- 
nos suposiciones certeras sobre el porvenir del negocio 
ni incluso de apreciaciones sobre la prosperidad de la 



empresa, aunque sean algo temerarias, se trata de la 
alegación pública de hechos falsos, como, por ejemplo, 
la publicación de suscripciones que no tienen existencia 
real, la de nombres de personas 1 

aludidas como vinculadas a la el 
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de inmuebles como libres sabienuv yuo están gravados, 
la publicación de aportaciones falsamente valuadas, la 
difusión de noticias inexactas en vista de una emisión 
de obligaciones, etc. Este delito plantea graves proble- 
mas de investigación para podt r lo reprimible, 
pero ausente de incriminación p sí, la posibilidad 
de que la mentira punible pueda integrarse también por 
una simple reticencia, el problema de la alegación actual 
de balances exactos, pero de fecha anterior; el anuncio 

?de distribución de dividendos en explotaciones que, en 
definitiva, son o van a ser deficitarias. Todo esto, aparte 
de la problemática que surge en un área más cercana a 
la técnica penal, como la necesidad de una proyección 
defraudatoria in concreto, el concepto técnico-penal de 
publicación de hechos falsos, la posibilidad de una comi- 
siói jensado to de las 
obl en la p 

incum] 
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9. Los delitos de abzlso de 20s 'bienes sociales en perjui- 
cio de los accionistas. 

A vecei 
inómico 
, i n n n o  a 

j la sociedad de capitales tiene poco alcance 
eco o, si lo tiene, puede haber concentración de 
acc,,,,,, ¿n pocas manos, haciendo posible un mejor 
control sobre la actuación de los administradores, pero 
esto no es lo corriente. En general, el fraude de empresas 
tiene una proyección económica muy repartida en el 
gran público, que adquiere las acciones como empleo del 
ahorro. Entonces, como ya se ha dicho, el control indi- 
vidual sobre la actuación de los administradores se hace 
más difícil, sobre todo si se tiene en cuenta que cuanto 
más diluido está el accionario más fuerte es la tendencia 



de los mandatarios sociales a considerar a la sociedad 
como cosa propia, llegando incluso hasta utilizar los 
poderes recibidos para lograr un beneficio o un éxito 
personal. El accionista se encuentra indefenso frente a 
la libertad de acción de los mandatarios y para afrontar 
este grave y peligroso desequilibrio algunos Derechos mo- 
dernos han instaurado en los Códigos o en Leyes espe- 
ciales normas penales para sancionar el abuso de los 
bienes y del crkdito de la sociedad. Este delito es muy 
singular, pues puede existir un daño sobre bienes con- 
cretos y puede incluso no existir ni ánimo fraudulento. 
Si estos factores existieran no habría problema, ya que 
deberían valer los tipos del Derecho Pen ún, con 
una prudente interpretación extensiva. Pe uy otra 
la conducta a incriminar aquí: las actuaciones son, 
generalmente, de peligro, en ellas puede no quebrantarse 
la potencia económica de la sociedad considerada en su 
conjunto, pero el administrador S ! el acto a rea- 
lizar puede ocasionar aquel quebr: 3 parece prima 
facie,. o puede no parecer, un fin inmediato de medro 
personal o de favorecer a otra sociedad en la cual estu- 
vieran interesados de una manera cualquiera, pero puede 
producirse el beneficio. La investigación, pues, es difícil, 
ya que frente a la actuación del administrador desho- 
nesto puede existir la del audaz o de peligroso compor- 
tamiento. Es dura, pues, la tarea de la incriminación y 
todo se centra sobre los planos de la culpabilidad. La 
problemática del deslinde es difícil, en primer lugar por- 
que, por regla general, no existen claras extralirnitacio- 
nes de poder, sino unas desviaciones o abusos. Los 
administradores cuidan de obrar dentro de los Iímites 
jurídicos del mandato. Lo que hay es que las operacic 
nes realizadas dentro de su fuero no están orient- 
en el sentido e interés de la sociedad, sino en el posible 
beneficio o éxito pei r en el favorecimiento de otra 
sociedad en la que t en interesados directa o indi- 
rectamente. 
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La casuística en la Jurisprudencia moderna es muy 
prolija y va desde el conseguir la provocación de un 
afianzamiento por la sociedad de los créditos concedidos 
a la persona del administi asta la distribución de 
dividendos ficticios, atendi iego el descubierto con 
el importe de nuevas ernlUlull,, de títulos o logrando 
anotaciones contables i n e ~  [ue provocan un riesgo 
para la Sociedad. Todo el11 do por la concesión de 
créditos sin garantías suncientes, reconocimientos de 
deudas ante inseguras pre es, a c e ~  8s o ava- 
les cambiarios de letras de acencia eficio de 
acreedores personales, am,,,, , parientes del adminis- 
trador, etc. 

Estos y patrimo- 
nio social, considerado en su conjunto, provocan la nece- 
sidad de normatizar en concreto determinadas conduc- 
tas por el riesgo que corre el accionariado. Lo importante 
es, sin emb mcretar en la investigación los pin- 
cipios que regir en las situaciones de desline. 
A estos efectos consignemos, sobre todo de momento, el 
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1 iductas idaces y dignas 
de represión, que hasta ahora ha sido apoyada -y, por 
tanto, no perseguida en los sagrados derechos de la 
propiedad mercantil, derivados de la pomposamente 
llamada economía liberal. El empresario o grupo de em- 
presarios p 2s de productos o mercancías que por 
la superabi .a de ellas u otras razones derivadas 
del juego mercantil se encuentra ante una situación de 
baja o espera que se produzca la misma destruye gran 
parte de ellas para lograr de esa forma un alza de los 
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precios. El fenómeno es socialmente reprobable, econó- 
micamente deplorable y, desde el punto de vista moral, 
sólo tiene la ligera apoyatura de que no hay a la vista 
personas físicas determinadas que reciben un daño con- 
creto particularizado. Pero esto no cubre nunca ni puede 
cubrir estas conductas, que tienen una repercusión en 
un verdader o-pasivc ialment 
tente, bien a ropia cc i en ot 
tinta. Por ello los legisladores se aprestan a incriminar 
estas conduc ecian el sentid nitario 
de la vida y isoportable ego el des- 
precio de grupva U ~ J C L U U U ~ ~  a quienes hu~~t; la l i  ido O 

debido ir a F 
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consecuencias que los mismos pueaen proaucir en el 
orden económico pu el ámb ial. En 
el estudio habrá quj ,igar so lpabili- 
dad, la mayor o menor falta de sentido ético del sujeto 
activo y las derivaciones más o menos perjudiciales que 
estos hechos pueden también determinar para la econo- 
mía del Estado. En 1 odo ello 
los tipos y las pena, kpondier 
bién si cabe en a l g ~ ,  aor-cto una sanción pecuniaria, 
bien a título ia prop : dicha o en 1 
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Otra ae las inrracciones cuya comision es factitxe 
observar en el mundo moderno es la de difusión de fal- 
sas noticias o tendenciosos rumores con el fin de pro- 
vocar una situación de desprestigio en la economía de 
otras empresas, que en ocasiones se materializa en el 
acto concreto de retirar, casi en tumulto, los fondos ban- 



carios. Generalmente esta situación se suele dominar poi 
las empresas afectadas, pero en alguna ocasión se ha 
provocado un estado de ruina por la imposibilidad de 
superar la liquidez de los pagos. 

Naturalmente que el sujeto pa! iediato 
tidad bancaria o crediticia que se v c  vuiLgada a1 iiL- 

mediato, pero en c s puede linarse la afec- 
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ción de varias pers iando a no han logrado 
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delito con sujeto pasivo masa que como dijimoz 3. 

de las características más acusadas de los mode 
litos de las Empresas. Lo normal será que medie un dolo 
directo de causar un daño evidente a la entidad contra 
la que se dirige la maniobra, pero nada obsta entonces a 
que la situación encaje más en esta nueva modalidad de- 
lictiva si lo que se desea es el refuerzo económico de ac- 
ciones que se poseen y que corresponden a otra entidad, 
importando poco al respe a 
producirse un grave perju t- 

nes de la entidad afectada. 
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tos penales que sancionan esre aespreciaoie proceaer 
contra la ec . de los grupos ! initiva la econo- 
mía de los g~ U ~ U D  y en definitiva  mía del país. 

La investigación tendrá que cuidar mucho estos ma- 
tices de culpabilidad porque la teoría del rumor es muy , 

delicada y pueden presentarse situaciones incluso de 
buena fe o por lo menos de un estado de L- 
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En Memorias anteriores nos hemos hecho eco de la 
sensibilidad de ciertos sectores, principalmente sindica- 
les, hacia este tema. Cuando esta Memoria se encuentra 
ya en prensa el Gobierno acaba de remitir a las Cortes 
un proyecto de Ley modificando ciertos aspectos del 
Código Penal y entre ellos incluve algunas figuras de 
lo que podemos deno lopie- 
dad, "delitos sociales' 

" 
? sea cc 
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)n impi 

Esta circunstancia pulir; uc aLuuauuau U L L  i>cula sobre 
el que vamos a transcribir dos aportaciones de interés, 
consignadas en las Memorias de los Fiscales: la primera 
corresponde al  Fiscal de Zamora y la segunda de ellas 
al  de Pontevedra. Ambas se n en los dos puntos 
siguientes: 
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ación 1. Consideraciones g 
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r sobre .a regul 

1, a t ra  viene 
plui>r;gLt;liuu iuo .u,,,arnentales derechos de la persona 
con la bre los actos a ellos atenta- 
torios : mestidad, honor, libertad, 
seguriaaa y propieoaa, cori idéntico rango debe entrar 
en el texto le iitivo 12 :ción penal del tra- 
bajo, ya que derecho mental del hombre, 
definido como tal en las leyes, que establecen que "el 
derecho de tr¿  2s una consecuencia E 'r im- 
puesto al hom Dios para el curnplin le sus 
fines individuaicb y la prosperidad y grallucfia de la 
Patria" (F. T., 1, 3) y comprometiéndose en su protec- 
ción al  decir que "el Estado valora y exalta el trabajo, 
fecunda expresión del espíritu creador del hombre, y, en 
tal sentido, lo protegerá por 1 1 de la Ley, otorgán- 
dole las máximas considera( (F. T., 1, 41, Y que 
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"el Estado se compromete a ejercer una acción cons- 
tante y eficaz en defensa del trabajador, su vida y su 
trabajo" (F. T., 11, 1). Requiere el trabajo, por su pro- 
pia función y por impera 
dica, que no será del todc 
función en el Derecho Per 

Por otra parte, justificaciones específic 
defensa de la tesis por la que abogamos: 

.tivo lee 
3 eficaz 
ial. 

;al, una 
si no 1 

L garan 
tiene si 

:as abu. 
una, de 
--L!.- .  - 

tia jurí- 
i Última 

ndan en 
: sentido 

cualitativo, porque el trabajo es, indiscusialemente, la 
forma más legítima y noble de adquisición del patrimo- 
nio. Por ello, si existen preceptos protectores del patri- 

, monio ya adquirido, mucho más justificado aparecería 
el precepto que haga objeto de protección especial al 
trabajo, como título más excelso de adquisición. De esta 
forma se protegería no sólo la pro~iedad del propietario, 
sino la propiedad ( adano, la del trabajo. 
Otra, de sentido ci ivo en que los delitos 
atentatorios contra el trabajo y sus frutos tienen el signo 

iel ciud 
iantitat 

. .  . 

A 

que es 
cuanto - .  

especial de un sujeto pasivo, cuyo único patrimonio 
-por lo general- es el fruto del trabajo y al ser des- 
poseído del bien jurídico que se trata de garantizar 
queda en situación de mayor desvalimiento que en cual- 
quier otro atentado al patrimonio. El despojo, por tanto, 
tiene mayor entidad que en otra especic 

Un primer problema plantearían los c 
delitos laborales, o delitos contra el trabap. caw plv- 

blema el del sujeto activo. Porque, cada vez más, estos 
hechos se cometen por "la empresa", que es por lo gene- 

es de la 
esponsa 
.....-m - . 
a defini 
podría 

", . 

ral, un ente social, aunque a veces, sin los requisitos 
legal' sociedad civil tntil. Al tratar de exi- 
gir r~ bilidades crimi este tipo de entes de 
C O ~ ~ ~ L ~ I U U  U caracteres de pelaulia ~olectiva, aunque quizá 
si un da entidad social capaz de personalidad jurí- 
dica, diluirse aquélla entre el entramado de las 

O mercz 
nales a 

,. 

personas risicas que participan en la empresa y sus es- 
pecificas funciones. No creemos que el obstáculo sea in- 
salvable, pues el propio Código Penal ha contemplado y 



graduado la responsabilidad criminal de los que partici- 
pan en una conducta plenamente responsable plasmada 
en un "acto de empresa". El artículo 15, en relación con 
el 13, es un  caso claro en el que el texto punitivo aborda 
un tipo de responsabilidad de un acto de empresa en que 
la imputación podría por ello desdibujarse. Otro ejemplo 
se halla en las reuniones y asociaciones ilícitas (artícu- 
los 167 al  169; 174 y 175); en la definición de promovedo- 
res o directores del delito del artículo 150 y la que es- 
tablece la responsabilidad de quienes participan en la 
confección de impresos clandestinos (artículo 165). Un 
precepto semejante que graduase la responsabilidad de 
los miembros de la empresa que participan en el acto 
de la misma que resulte delictivo, salvaría perfectamente 
este primer problema. 
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Otra consic .o, al 
tratar de una posible regulación de ur;iiuvU ovLia!es, 
es la singulari ue la 
mayoría de la: 1s en 
una infracción ae  alguna norma de Derecho Social, con 
un resultado de desvalimient ipojo ps ujeto 
pasivo. Quiere con ello decirsc 1 casi tc deli- 
tos sociales se podría plantea1 U L L ~  cuestióri I J i C V i d  que 
sería el pronunciamiento de tinta 
de la penal. A este respecto, E eren- 
cias: Es una de ellas que los distintos tipos delictivos 
deberán'ser de una amplia generalidad en su formulación 
para acoger con carácter permanente el panorama cain- 
biante de la legislación laboral, sien muy viva y 
rápida mutación evolutiva. Es otra, - itá exigiendo 
la realidad jurídica y social como muy expresiva nece- 
sidad- la presencia del Ministerio FiscaI en el derecho 
del Trabajo, donde el interés social es cada vez más pre- 
valente sobre los intereses individuales y el propio interés 
público, fiscalizando la legalidad de los actos administra- 
tivos, ejercitando pretensiones como Magistraturas de 



Amparo e instando, cuando la estime delictiva, el trata- 
miento penal de la conducta de que has1 2, conoce 
solamente la Magistratura de Trabajo. 

La última consideración, respecto de las peculiarida- 
des que, en general, plantearían los delitos contra el tra- 
bajo, sería la de que es engañosa la rúbrica si se preten- 
diese que el sujeto activo del delito fuese siempre el 
"empleado" o patrono y sujeto pasivo siempre el "em- 
pleado" u obrero. Es posible que sea esta la regla general 
porque el trabajador es siempre la parte más desvalida 
de la relación laboral y por ello la  más suceptible de ser 
víctima del ataque, el abuso o el fraude, pero ello sin 
desconocer que pueden existir conductas claramente de- 
lictivas realizadas por el trabajador y, específicamente, 
las que atentan a un patrimonio destinado a beneficios 
lsociales de sus compañeros destinatarios del benefi- 
cio; v. g.: el abuso de la situación de desempleo, simulán- 
dola o arolongándola. con des~oio del ~atr imonio aue 
sub tales si' 

de la fo :1 
Código renal que proteje el trabajo, se nos ocurre -sin 
propósito de avanzar ningún concreto proyecto y menos 
exhaustivamente- que el ordenamiento jurídico-penal 
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- La vida del contrato de trabajo. 

spectos 

- Las consecuencias jurídicas y económicas del tra- 
bajo prestad 

Encuadradas en el numero 1.' 
apuntados, creemos que deben ap 
nor grado, como delictivos: 

0 de los 
arecer, 

i aspecxos antes 
en mayor o. me- 

a) Los recursos dolosos y reiterados que se emplean 
con infracción de las disposiciones legales, para sustraer 
de la producción los bienes del país, privando de esta for- 
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ma de puestos de trabajo a los que poarian ser emplea- 
dos en rales. No sólo 
signific a producción 
y a la cLuiiuiiiia uaLiuual ,  UILLU ~ U C  UuauacI i  también los 
medios de producción al derecho que el productor tiene 
de obtener trabajo dentro de su propio país, sin verse for- 
zado a emigrar para obtenerlo. 

b) Las crisis artificiales de las empresas, bien con- 
sistentes en cierres de las mismas sin cumplir las dispo- 
sicione )lecidas :ando 
simula sas de Ir situa- 
ción de aesempleo a 10s produc~ores encuaaraaos en ella. 

En el segundo as1 -vida de ~ t o  de traba- 
jo-, se nos ofrecen a dos facc ~ntemplar : 

1.0 Relaciones personales emanaaas ael contrato de 
trabajo: Aparecen aquí, a nuestro entender, las circuns- 
tancias vejatorias de muy diversa índole para los traba- 
jadores en general, abusos de poder que subyugan al pro- 
ductor bajo pretexto de necesidades del trabajo, faltas 
reiteradas de documentación, recibos de salarios en con- 
tra de la realidad y calificación indebida de los trabaja- 
dores prevaliéndose de una coyuntura de plétora de mano 
de obra. Y fundamentalmente, el llamado "tráfico del 
trabajc ~ntratac a sa- 
larios I n a otre neral- 
mente radicadas en lugar distinto del ae la contratación, 
por sa :S en que se obtiene el lucro de la 
dif erer molumentos que al productor se le 
abona11 currio curlcratados y los aue se ~erciben Dor la 
empre! 1 tráfica 

2.0 iones económic tbajo: 
Se podrían encuadr 
guientes: 
- Impagos reiterauuo uc luU UalallUn U otros emolu- 
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parienc ivencia por parte de la empresa 
en -atación suitado de insolvencia cuando 
se \alr a ~ ,ecu ta r  los delitos resultantes en favor de los 
pro1 5. 
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no superiores con salarios correspondientes a ellos, con 
ánimo de lucro en.la diferencia salarial. 
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El tercer aspecto -consecuencias juridicas y econo- 
micas del trabajo ia primera con- 
sideración, ya apu e este capítulo: 
la necesidad de que se arLicule uria iiscalización de los 
órg; la Seguridad Social, )1 
de 1 dientes administrativo i- 
miento de sus requisitos legales de fondo y forma, con 
intervención del órgano fiscalizador en el informe de la 
procedencia o improceáencia de las peticiones y en la 
posibilidad de recurrir las resoluc 

Por otra parte, es sabido que e a 
y económica del trabajo prestado CL UCLCLL~U a la asruli- 
dad social del trabajador a 
garantía si no se sancior S 

atentatorias a las prestaciones, al menos las mas trans- 
cendentales, que en tal concept tan debidas. Si 
bien la denegación de auxilio o 1 ón del deber de 
socorro regulan genéricamente la iiiatxi'- '- '>negable 
tras ~ i a  soci; rabajo 1 na espe- 
cífic ación, E #o juicic r la mis- 
ma a dos vertientes, una de ellas abarcadora de las con- 
ductas que privan al trabajador de sus prestaciones más 
vitales, y otra la conducta ilícita del trabajador que re- 
clama y obtiene 1 s 
exigibles para tene 

Aparte de estas ariLenores consiaeraciones en que se 
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aqui cabida las omisiones dolosas o cuioosas de las em- 
presas que dejan de cumplir sus deberes relativos a la 
seguridad social de sus trabajadores, bien incumpliendo 
reiteradamente la obligación de afiliación de los mismos 
en la Seguridad Social, bien omitiendo el deber de ase- 
gurarles en ramo tan importante dentro de la produc- 
ción, como es el de accidentes de trabajo, que ocasiona, 
en no pocos casos, el desamparo total o parcial del pro- 
ductor ante el siniestro laboral, o bien la necesidad de 
que tal siniestro haya de ser atendido por organismos es- 
tatales o paraestatales que sup;an el resultado de la omi- 
sión dolosa o culposa de las empresa- 
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Otro punto en que la accion penal queda con fre- 
cuenci, 3n posil se produzcan 
situaci iidad, Í 2s condlictas 
de  cara^^^^ iicuaiiiciik delicbivu v CLL algunos casos de 
notoria grave( >unto d de su 
repercusión sc ie su ti1 ~n po- 
sitiva se presenca en el terreno 1aboral;con la agravante 
en este caso de que tal posibilidad se eliminaría casi en 
absoluto, si existiera una más adecuada colaboración y 
comunicación entre 11 Le la jurisdic- 
ción, concretamente , jurisdicción 
laboral y la jurisdicción pena 

Dejando a un lado otras posibles conductas, que de- 
rivando de relaciohes laborales, inciden en el plano jurí- 
dico-penal y cuya clarificación se lograría, mediante la 
tipificación del delito laboral (que no dejaría por otra 
parte de presentar problemas en el aspecto de su sistema- 
tización), quiero hacer referencia a dos claros supuestos, 
en los que estimo se produciendo situaciones de 
impunidad. 

e vista 
~ificaciC 



El primero tiene relación con lo dispuesto en el ar- 
ticulo 147 del texto articulado 1.0 de la Ley de Seguridad 
Social, que viene a recoger lo antes normado en el ar- 
tículo 55 del Reglamento de Accidentes de Trabajo. En 
el citado artículo se dice: "Las indemnizaciones a tanto 
alzado, las pensiones vitalicias y las cantidades tasadas 
en el baremo de lesiones no invalidantes, que resulten 
debidas a un trabajador víctima de accidente de trabajo 
o enfermedad profesional, se aumentarán, según la gra- 
vedad de la infracción, de un treinta a un cincuenta por 
ciento, cuando la lesión se produzca en máquinas, arte- 
factos, instalaciones o centros y lugares de trabajo que 
carezcan de los dispositivos de precaución reglamenta- 
rios, los tenga inutilizados o en maias condiciones o en 
los que no se hayan observado las medidas generales o 
particulares de seguridad e higii el trab: 1s 
elementales de salubridad y adei al tral: ~a 
jurisprudencia, al interpretar este precepto ha venido 
a sentar los siguientes principios fundamentales: a) Se 
trata de un precepto de carácter penal o sancionador, 
aunque, como es lógico, al sentar t a 
pensando en un propio tipo pen tl 
carácter sancionador debe ser objeto dt: ...,,p retación 
restrictiva; c) por ello se la 
que corresponde al trabaj 10 

exista una relación causal entre la omision ae segunaad 
y el resultado lesivo producido. r- 
tante. 
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Se establece, pues, una agravación de la responsabili- 
dad indemnizatoria, que corre siempre a cargo de la 
empresa y que no puede ser objeto de seguro alguno, no 
sólo perfectamente compatible con la existencia de una 
responsabilidad de tipo penal (como se explicita en el 
número 3 del citado artículo, donde se dice: "La respon- 
sabilidad que regula este artículo es independiente y 
compatible con las de todo orden, incluso penal, que 
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pueden derivarse de !a infracción"), sino incluso presupo- 
niéndola, pues aquellas infracciones de las normas de 
seguridad laboral implican generalmente una irnpruden- 
cia grave sancionable criminalmente. Como es lógico esta 
responsabilidad será exigible ante la Jurisdicción Penal 
Ordinaria, la cual examinará primordialmente el aspecto 
de la culpabi .rsonas que con su actuación 
hubieran prc ;ión desencadenadora del ac- 
cidente o de ia u i a y u L  aGlavación de éste, ya que en la 
resolución y aun así quedar vinculado por ésta, se ha- 
brían ya probado la culpa (inexistencia de las medidas) y 
la relación causal. Incumbe, pues, a las Magistraturas de 
Trabajo la misión de remitir a los órganos encargados 
de la represión penal, testimonio de las sentencias que 
pronuncien en los juicios indicados, a fin de depurar las 
responsabilidades de tipo penal que puedan existir. Sin 
embargo, y aun sin estadísticas a mano, la experiencia 
nos indica que son muy escasos los casos de imprudencia 
punible, que llegan a conocimiento de los órganos de 
Jurisdicción Penal a través de una comunicación de la 
Jurisdicción Laboral. Tal vez influya en ello el equivo- 
cado criterio de estimar que, la agravación de la respon- 
sabilidad indemnizadora, subsume responsabilidades de 
índole totalmente diferente y de aquí que sólo en aquellos 
casos, en que la espectacularidad del accidente laboral o 
las gravísimas consecuencias del mismo, motivó desde 
el primer momento la intervención de los Organos de la 
Jurisdicción Penal, pudo investigarse claramente la res- 
ponsa 
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sas reclamaciones de ?r laboral, entie 
solución que los sala dmente percibii 
bajador o la categoria laboral o profesional de este, son 
diferentes de los que figuran declarados a efectos de co- 
tización en la Seguridad Social. No cabe dudar que las 
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consecuencias de tal discordancia en el plano laboral se- 
rán resueltas en las decisiones de la Magistratura de 
Trabajo, pero también es cierto que la actividad origina- 
dora de las lesiones puede tener carácter delictivo, de 
clara tipificación en nuestro ordenamiento positivo 
y concretamente dentro de las figuras de falsedad do- 
cun estafa. No deb lvidar q tctuacio- 
nes ciadas tienen ( ?jeto pa muchos 
casos, no sólo al trabajador, sino tambibn a las Entida- 
des Gestoras de la Seguridad Social y entre ellas el Es- 
tado, cuando en virtud de la normativa vigente asume 
tal gestión, a través de los organismos correspondientes, 
ya que el aseguramiento de las fut ntingen á 
en intima relación con las bases cación f i- 
das. Sería, pues, de desear que las Magistraturas de 
Trabajo, al conocer de los litigios ante ellas planteados y 
que las Inspecciones de Trabajo y Delegaciones Provin- 
ciales de tal carácter, al levantar ver las le 
infracción de las normas de Segi Social, I 5- 

pecto concreto a que se ha hecho ~ ~ r ~ i ~ l i c i a ,  tutlc~ail  ~n 
cuenta la posible existencia de responsabilidad de orden 
penal, remitiendo a los Organos Judiciales pertinentes 
las certificaciones o testimonios necesarios, a fin de co- 
menzar, si procediera, la investigación cr evitando 
se originen situaciones de impunidad, qu tra parte 
llevan a considerar como normales, conducbas daramen- 
te antisociales y dignas de la más profw 

Es evidente tras lo expuesto que el 21 
Código Penal está demasiado olvidado. Pero aun sin ue- 
gar a esos extremos de responsabilidad del funcionario, 
si .existe un inexplicable olvido de sus más elementales 
deb 
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El Fiscal de Bilbao con el propósito de romper la mo- 
notonía histórica en que vive el Derecho Penal y para 
ponerlo de acuerdo con las exigencias de los nuevos 
tiempos, si bien admite que una serie de tipicidades han 
de permanecer para proteger bienes jurídicos eternos, 
apunta la necesidad de crear otras que reclama la con- 
ciencia actual de la antijuridicidad. Entiende que el 
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derecho penal debe ampliar su campo de acción absor- 
biendo funciones que en la actualidad vienen atribuidas 
a la administración por normas disciplinarias, sanciona- 
doras del fraude fiscal, etc. 

Hay que crear penas más variadas para evitar que 
las penas privativas de libertad predominen de tal ma- 
nera, que prácticamente se consideren Únicas. El hecho 
de que detrás de la tipicidad se vea siempre la cárcel es 
un obstáculo para que nuevos tipo, tntarse 
llevando aparejada otra forma de 

Persistiendo en su idea renovaaora, essima que debe 
ser objeto de ideración, el a 
diéndole efec rilegiados al igi 
edad o las enulir;r~¿es incompletas, ~ ~ r ; t j ~ i u v  ulbluav a 

valor cumpliendo la 
f acto iperación y rei: 
del delincuente. 

El Fiscal de Burgos entiende que la jurisprudencia no 
ha  perfilado claramente el problema de la inducción. El 
inductor, dice, es partícipe subjetivamente de una dosis 
de culpabilidad que no debe escapar a la sanción punitiva 
ni ser objeto de la incertidumbre que deia verse en la 
doctrina. En busca de una solución, distinl 
penales normales, es decir, aquellos en qut 
cepción técnico-jurídica se dan los elementos de tipici- 
dad, antijuridicidad y culpabilidad y aquellos otros anor- 
males que exigen además otros requisitos ya sean referi- 
dos al sujeto activo, al pasivo, condiciones obietivas de 
punibilidad o presupuestos de pr 
esto distingue entre inducción siml 
cada según sea un mero móvil de la acción humana o in- 
fluya en el ataque a los demás elementos que pueden dar- 
se en el delito. El inductor simple será responsable en 
concepto de partícipe en las delitos de tipo normal, pero 
n6 en los delitos de tipo anormal, en los que será precisa 
una inducción cualificada. Si el inductor aconseja a. un 
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hijo que mate a su padre, su responsabilidad debe ser la 
de un autor de delito de homicidio, pero si su persuasión 
pretende menoscabar la relación parental, lo será de un 
delito de parricidio. 

En los delitos for so), la 
ihducción simple estana exenta ae responsaoiuaad, pero 
si actúa com( be ser 
punible. 

Los Fiscales ae nurgos, La uoruna, ralencia, derona 
y Córdoba, se muestran unánimes en la necesidad de 
nlodificar el artículo 22 del Código Penal, tanto por esti- 
mar desfasada y arcaica su terminología, como por la 
necesidad de ampliar los casos en que el dueño de ve- 
hículo de motor debe responder subsidiariamente de las 
consecuencias civiles derivadas de los delitos o faltas de 
imprudencia que se cometan con su automóvil, debiendo 
ampliarse también su contenido isor vía de reforma para 
recoger io que ya vil a jurisl ia por 
vía de interpretación lalógica 

Apuntan la necesidad de ulia ~ i i f i c a c i ó ~ ~  ut: ~ ~ i t e r i o s  
en Io que respecta a la consideración del asegurador como 
tercero 'perjudicado y el de Gerona concretamente se 
inclina a que no deben quedar excluidos de la obligación 
de asegurar por no tener consideración de vehículos de 
motor los ciclomotores. 

Resalta el Fiscal de Huelva la frecuencia con la que 
los conductores asalariados se ven obligados a realizar 
largos trayectos sin descanso reparador, al transportar 
mercancías que precisan llegar la destino en plazos fijos 
y otros supuestos en los que la constante atención por 
una s ~ l s  persona a un trabajo variado en jornada que 
exceda con mucho a unos límites normales, provoca una 
serie de accidentes de los que no sólo deben ser respon- 
saales aquellos que con su negligencia, consecuente ago- 
tamiento o oansancio, los han provocado, sino a quienes 
han permitido o hecho posible u obligado a realizar un 
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trabajo que supera los límites normales de la resistencia 
humana, sin que quepa alegar que esa sobrecarga de tra- 
bajo se ha aceptado voluntariamente y con eiio el riesgo 
inherente, ya que una negativa del obrero o empleado 
podría crearles una postura difícil en la empresa de que 
dependen. Esta situación, dice el Fiscal de Huelva. exige 
la ci po delic 5, 

Por lentes y 
El Fiscal de Murcia har :tenido estudio B 

prescripción de las penas ;er freci r 
en el despacho de ejecutorias, la negacib,, $arte del 
Tribunal, de la prescripción de la pena, para los reclusos 
en prisión, a pesar de reconocerse en el auto correspon- 
diente, que se cumplen los plazos y requisitos de los 
artí .5 y 116 del Código Pei 

1 n caso, agrega, el Trib r 
declaraao de acuerdo con el informe ael blscai, prescma 
la pena por haber transcurrido el plazo señalado en el 
artículo 115 del Código Penal, revocó su resolución al 
informar la Dirección General de Prisiones, que no pro- 
cedía la prescripción porque el condenado había estado 
hasta entonces cumpliendo otras penas preferentes. 

Esta negativa, dice el Fiscal d ia, del beneficio 
de la prescripción a los condenad idos de libertad, 
encuentra su apoyo en los artículos 69 y 70 del Cbdigo 
Penal, conforme a los cuales, al culpable de dos o más 
delitos o faltas, se le impondrán todas las penas corres- 
pondientes v cuando no se puedan cumplir simultánea- 
mente, se s el orden de su gravedz 1- 

plimiento s y habrán de cumplirs 3- 

tivamente unas detrás de otras. También puede encon- 
trarse apoyo, agrega, para mantener tal criterio, en el 
artículo 26, 2.0 del Reglamento de Prisiones de 2 de fe- 
brero de 1956, que dice ' S- 

tintas sentencias el pena S, 

las extinguirá todas sucesl~alll~ll 
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Tal rigor interpretativo, cont~núa diciendo el Fiscal 
de Murcia, que puede llegar a la privación de libertad 
de por vida, ha sido paliado por la misericordiosa ex- 
tensión de los indultos que a partir de 1961 ordena la 
libertad inmediata de los que llevan veinte años seguidos 
en la cárcel. Pero el indulto, dice, es una gracia y no un 
derecho y por ello considera necesario una reglamenta- 
ción legislativa en esta materia. 

Se trata, pues, de esclarecer, sin más, que las penas 
prescriben por el transcursc plazos que señala el 
Código Penal, cumplidos loi iitos exigidos, abstra- 
ción hecha, de la situación ucl wndenado, ya esté en 
libertad, rebeldía o en prisión, cumpliendo otras penas. 
Después de amplias consideraciones el Fiscal de Murcia, 
destaca el criterio de mantener la interpretación de 
acumulación jurídic; al de acumulación m 
o suma de penas. 

El Fiscal de Tarragona, considera que los términos 
de "enajenación mental" y "transtorno mental transi- 
torio" resultan hov uoco urecisos. dados los avances de 
la moderna p 

Propone 1 lscancia 
artículo 8 del ~ U U L ~ U  relral, bt.a ~cdactada cuu uila CULL- 

cepciC técnica, que pe ,alorar no sólo la psi- 
cosis, s psicopatías y las neurosis desde el 
punto de vista penal a efectos de exención o atenuación, 
teniendo en cuenta las aportaciones de la doctrina ju- 
risprudencial y de la moderna psiquiatría. 

Entiende el Fiscal de Gerona que las razones en que 
se funda la circunstancia de parentesco, así como la 
excusa absolutoria del 564, por lo que a cónyuges se re- 
fiere, son purameni anas ci ,&% a senti- 
mientos de afecto y dad de es, por lo que 
tanto da que se trate U1; vcLdadero II1aYl~l~~onio, como de 
situación de hecho tenida como tal sin la existencia del 
vínculo matrimonial que debía beneficiarse de ambas. 
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Insiste el Mscal de Vitoria, tal como lo hizo en la 
Memoria anterior, en la necesidad de refundir las cir- 
cunstancias 5.a y 6." del artículo 9.O, así como las 14 g 15 
del artículo 10. 

Pone de manifiesto el Fiscal de Cuenc: 
ción por el problema grave, y de difícil solución, que 
plantea el método a seguir para determinar el momento 
a partir del cual los seres humanos son responsables de 
sus actos ligados íntimamente con el de su tratamiento 
punitivo con vistas a su posible ci kn. Ninguna de 
las soluciones ya sean basadas e rios biológicos, 
sicológicos o mixtos puede decirse que sea satisfactoria. 
Hoy día puede afirmarse que no hay legislación que no 
recoja el límite previo de edad, prescindiendo o no del 
discernimiento, tanto para eximir como ~tenuar. 
Esta solución no es satisfactoria y su elecc ) parece 
estar justificada como mal menor. 

Nuestro Código Penal sigue este criterio en su artícu- 
lo 8-2.0 y 9-3.0, no exento de severas críticas por lo per- 
judicial que resulta para el condenado el que no se auli- 
que a los menores de dieciocho aiíos el régime. 1 
ordinario, aunque atenuado en el tiempo al aml 1 
artículo 65. A paliar este inconveniente tiende el uiciso 
Último del citado artículo que permite la sustitución de 
la pena de internamiento en institución especial de re- 
forma "hasta conseguir la corrección del culpable". 

Esta solución, calificada de acertada en su día, cabe 
preguntarse hoy si ha respondido a las esperanzas en 
ella %das y la realidad es que sus resultados son 
más gativos, tanto por la falta de centros adecua- 
dos, como por los problemas que plantea el hecho de que 
de una manera evidente, se a~recit ión pre- 
tendida y que es condición "sine qi i libera- 
ción, no va a lograrse. 

¿Podría mantenerse indefinidamente esta medida? 
Recoge el Fiscal una serie de comentarios doctrinales a 
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este respecto para calificar la situación de "callejón sin 
salida", ya que ese internamiento indefinido cc 
en inminente peligro el principio de certeza qe 
presidir la justicia penal. 

El problema es de gran i ncia, ya que la medida 
prevista en el artículo 65 va rererida a la de-hcuencia 
juver :ciséis y dieciocho &os, h q  numero- 
sas y 

Es, pues, ------aria una reforma que complete la 
norma comentada con un tratamiento verdaderamente 
eficaz, no sólo para la reforma del joven delincuente, sino 
para su readaptacie- 

E' por injusta la 
regla el artícuio 75, 
regla l.a, al considerar conlv Y C U ~  superior de la reclu- 
sión mayor, la misma pena, con la cláusula de que su 
duración será de cuarenta anos. Seria más adecuado y 
justo lo que con evidente acierto disponía el artículo 79 
del Código Penal de 1932, que "en los casos en que la 
Ley señale una Dena superior.. . 1.0 Si Pa nena determi- 
nada ,lusiÓn I 

Ci cal de 93 del 
Códil;~ rciiai ucuc redactaio~ LUULU robaua  GIL CL Código 
de 1932, por creer ser abusiva la concesión de tales be- 
neficios a los condenados a pena hasta dos años (aunque 
se haya apreciado una atenuante muy cualificada como 
tal en la sentencia), pues de ser así, el artículo 94 debe 
ser explícito en orden a que también debe otorgarse los 
beneficios de la condena condicional a los penados res- 
pecto de los cuales concurra el mayor número de circuns- 
tancias para exención de responsabilidad criminal y todo 
ello al objeto de equiparar las circunstancias atenuantes 
muy cualificadas a que hace referencia el número 5.0 del 
artículo 9.0, con las eximentes incom~letas a aue se re- 
fiere el número 1 c no artíc n a las 
descritas en los art 3 y 66. le si es 
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posible aplicar discrecionalmente los beneficios de la 
condena condicional a los penados hasta dos años, cuan- 
do concurren atenuantes muy cualificadas, con mayor 
razón hay que conceder dichos beneficios 3enados 
hasta dos años, en los que concurren exi incom- 
pletas. Este sustitutivo penal, sólo debe u~uigado a 
penados cuya pena no supere el 
libertad. 

El Fiscal de Lugo en relación CULI t.1 U I,ICUIU 100 del 
Código Penal sobre redención de penas por el trabajo, 
considera incongruente que quien es condenado a seis 
meses de arresto mayor no pueda redimir pena por el 
trabajo, mientras que quien es condenado prácticamente 
sólo a un día más, puede reducir y acortar su condena. 
Ya que el artículo 100 citado dispone, que podrán redi- 
mir su pena por el trabajo en los casos de condena de 
reclusión, presidio y prisión; por tanto, desde la condena 
de seis meses y un día puede redimirse y no antes. Con 
ello, dice, puede darse el caso de que quien es condenado 
a una pena mayor, permanezca en prisión menos tiempo 
que quien fue condenado a menor pena. o debe 
corregirse tal anom cuanto a con1 ie este 
beneficio. 

Señala el de Almc :onfusionismo 
el Código Pei u artículo 111 incurre, mantenienao 
el de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, al no disi 
en su número 3.O, entre acusador particular y ac 
privado, diferenciación ya señalada por la doctrirla rlcP 
cesalista y que debe tener reflejo en el precepto citado 
redactándolo anteponiendo al Estado, el acusador pri- 
vado y siguiendo a aquél, en el orden de la satisfacción 
de las respon! iniarias, al acusador particu- 
lar, suprimiéi cesario el último apartado de 
dicho artícul~. 
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impuesto por delitos solamente perseguibles mediante 
denuncia o querella de agraviado, que al no disponerse 
como en los casos de amnistía, que el perdón del ofendido 
lleve consigo la extinción de la pena con todos sus efec- 
tos, si el perdonado ha sido ya condenado, subsisten los 
antecedentes penales. Por lo que aconseja que debe in- 
troducirse a tal efecto la correspondiente modificación, 
para que en el supuesto de haber reci idena, con la 
remisión de la pena, remitan tambi antecedentes 
penales. 

Considera ruz de Tenerife en 
relación con el artículo 118 del Código Penal, que el 
plazo para la rehabilitación en los casos de segunda o 
posteriores condenas, debe ser inferior para las faltas 
en relación con los delitos y modificar en tal sentido el 
número 3.0 del citado artículo. 

Considera necesario el Fiscal de Tarragona modificar 
el articulo 118 del Código Penal, en el requisito tercero, 
en el sentido de que señale un plazo de dos años de pro- 
banza para los casos de condena o pena de multa o 
privación del permiso de conducir, ya que hoy por exi- 
gencias del precepto, el plazo de rehabilitación de dichas 
penas, es de cuatro años, mientras que para la pena de 
arresto mayor, es de tres solamente, ello resulta incon- 
gruente con el criterio del legislador en los demás casos, 
en los que el plazo exigido va de menor a mayor, teniendo 
en cuenta la r gravedad de las penas im- 
puestas. 

Propone además el Fiscal de Tarragona en relación 
con el articulo 118 del Código Penal, que su párrafo Ú1- 
timo sea modificado en el sentido, de que una vez can- 
celado el antecedente penal, se estime el mismo prescrito 
a todos los demás efectos y que la comisión de un nuevo 
delito no produzca, como ahora, el que la inscripción 
cancelada, recobre su eficacia plena. Fundamenta este 
criterio en las mismas razones que justifican la pres- 
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cripción del delito o la pena en su caso, esto es, el efecto 
destructor del tiempo en la vida jurídica. 

El Fiscal de Lugo en relación con el artículo 118 del 
Código Penal considera necesaria una reforma, en el 
sentido de exceptuar de los casos en que queda sin efecto 
la cancelación de antecedentes penales, aquellos supues- 
tos de condenas ya muy antiguas (a veces de veinticinco 
a treinta años) y referentes a delitos de naturaleza com- 
pletamente diferente. 

Considera el Fiscal de Pontevedra, en orden a-  las 
falsedades, que existe un desequilibrio entre algunas de 
documentos oficiales atípicas, subsumibles por ello en 
el artículo 302 y otras más específicas, y sin duda más 
graves, que se ponen en la sección 3.a, concebida en mo- 
mentos en que la identidad personal tenía menor tras- 
cendencia administrativa. 

Existe por otra parte, dice, un desequilibrio entre el 
trato dado a los funcionarios y el dado a los particulares 
y destaca una gran laguna en cuanto a los documentos 
privados sin finalidad económica, que escapan al 306 y 
no entran en el 302, como los llamados "certificados" que 
expenden empresas privadas o particulares (sin faculta- 
des de certificación) para ejercer un oficio a fines de 
contratos de inmigración (certificados de haber conduci- 
do vehículos, etc.). Parece por ello necesario, prever un 
tipo especial, para el supuesto del particular que exten- 
diere falsamente un documento que vaya a surtir efectos 
en un expediente administrativo o judicial, aunque se 
sancione con pena leve. 

El Fiscal de Pontevedra con carácti ral, dice, 
que debieran ser revisadas las falsedades, para adaptar- 
las al actual complejidad administrativa y de tráfico 
jurídico. 

El Fiscal de Teruel, al interpretar el artículo 337 del 
Código Penal, dice, que de su redacción parece deducirse 
que el apoderamiento por el acreedor de una cosa mueble 



de su deudor sin violencia o intimidación para hacerse 
pago con ello de la deuda, . L punible. En- 
tiende que ello es un acto il puede encua- 
drarse en el artículo 337, si pOdria serlo en el 514, ya 
que difícilmente se puede dejar de apreciar ei ánimo 
de lucro al producirse un incremento, o al menos una 
nivelación en el pat 1 del acreedor. Y aun en el rimonic 

Dnar la supuesto de condicic devolución, al pago de la 
deuda, el hecho podría configurarse en el delito de coac- 
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El Fiscal de Pontevedra considera que el crite 
duración de la sanidad de las lesiones debiera ser 
tuido por otros más adecuados para medir la intencion 
del agente y gravedad de su acto (armas utilizadas, rei- 
teración de heridas, etc.). Considera que, dados los ade- 
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lantos de la cirugía y los antibióticos, pueden presen- 
tarse situaciones injustas 

El Fiscal de Tarragol.,, ,.. relacion con el articu- 
lo 430, señala que en el mismo se sancionan indiscrimi- 
nadamente los atentados violentos contra la honestidad, 
tanto si son de naturaleza heterosexual u homosex~ial, 
y considera que estos Últimos son de ins scenden- 
cia individual y social, especialmente c las vícti- 
mas son menores de edad, en los que la inciiscriri' ina- 
ción sexual, al no estar lo suficientemente diferenciasa, 
puede dar lugar a decisivas desviaciones el1 su normal 
desarrollo psíquico y ser-- '  "ir ello Dronone aue al 
referido artículo se agreg -1 
que se diga: "euando los e 
se refiere el párrafo anterior sean de naturaleza homo- 
sexual se impondrá la pena superior en grado". 

El Fiscal de Bilbao se muestra partidario d t  lllvuAli- 
car el artíi iódigo Penal e e 
agravar la 1 ofendido fuer > _  

ciocho año& u. ai rrierios. de dieciséis, en acencion al 
grai 

1 ~ i s c a i  I elion qi S 

artí~urus -34, 436 y rrl uel Código renal a la mujer ae 
veintitrés años no espués de esta- 
blecida la mayoría el Código Civil, 
a los veintiún año, 

Las reformas d ,ro ordenamien - 
riores a las del Código Civil hacen pensar yur: llu ilaba 
de un olvidl bien parece qc - 
cionadamer :r esta prórrog 1 
ámbito penal, que si aien puaiera tener alguna justin- 
cación en los tipos de los a 434 y srece de 
ella en el del artículo 436, be adap la edad 
fijada en e! Código Civil. 

Comentando el artículo 443 del Código Pena 1 
Fiscal de Tarragona que la garantía de su  pár 
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al exigir que el perdón del representante legal cuando 
los ofendidos sean menores de vei ños o mayores 
de veintiuno y menor de veintitrc ! ser aprobado 
por el Tribunal oído el Fiscal, debe extenederse esa 
garantía a los casos en que por incapacidad del mayor 
de veintitrés años otorgue el perdón su representante 
legal. 
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tantc istencia de su colocación sistemática 
como ción positiva, en la que se mantiene 
una situación de privilegio del marido, en contradicción 
con la equiparación e igualdad entre ambos cónyuges 
lograda en la esfera del Derecho Civil con la reforma 
por 1 ie 1958 iículo 105 del 
procl 
tales. 
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La reforn teria, se alcan- 
zaría con la ivos, relegando 
la infidelidad conyugal al campo civil. Ello, dice, no 
representaría la debilitación de los lazos conyugales ni 
atentaría a la integridad y cohexión de la familia, cuya 
protección h ación de toda 
política legis :riminación de 
estos supuestos,  di^,, considera .,, represente un 
freno eficaz iantene: elidad ( 

;os deiit 

:onyuga 

;os habi 

~1. 

rían de En todo itiende 
refundirse en una sola figura comprensiva de los yaci- 
mientos realizados por cualquier cónyuge con un ter- 
cero, señalándose en la Ley como condiciones de perse- 
guibiiidad no solamente las actuales del artículo 450, 
sino la inexistencia de una separación judicial de los 
cónyuges, pues el deber de fidelidad sólo se concibe en 
el marco de una vida común y des ? en la separa- 
ción efectiva de cuerpos y bienes. 
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La consideración de :a fidelidad como deber que per- 
dura aun en la separación legal, mantenida como doc- 
trina, ha conducido en la ~ rác t i ca  a situaciones de des- 
igualdad en perjuicio de 1; 

El hecho de que los ni I 

y la técnica brindan, pueaen ser incorporaaos por !os 
delincuentes a sus actividades delictivas, al Fis- 
cal de Logroño a proponer que sean pei on m5s 
rigor los delitos de robo y de hurto cometidos mediante 
el empleo de vehículos de motor, por la facilidad que 
proporciona a su perpetración y a lograr su impunidad, 
por lo que debían introducirse las oport 
en los artículos 506 y 516 del Código Per 

La incorporación a l  Código Penal en su articu- 
lo 516 bis del delito de hurto de 1 ntea una serie 
de problemas que han si60 objeto tención de casi 
todos los Fiscales v particularmeilt,~ uc los de Oviedo, 
Sant; rife, Logroño, Almería, León y Tarra- 
gona nuestran su criterio coincidente en 
que la rrecuencia ae este tipo de delito exige por parte 
del legislador una F .d más grave de la que tiene 
señalada, inclinándc s por la conjunta de arresto 
y multa y otros por pciia qi :ase del 
al presidio menor en toda ensión, 
de un amplio margen para graduarla en atención a las 
circunstancias concurrentes. Señalan también la dificul- 
tad de fijación del plazo de veinticuatro horas previsto 
por la Ley. Ponen de relieve el hecho de no estar pre- 
vista la utilt motores por desgracia, 
frecuentísimc vehícu tienen la con- 
sideración de vehiculos de motor, por lo que o su utili- 
zación queda impune o, de considerarse como hurto 
corriente, podría ser sancionado con pena mayor, por lo 
que sería necesario su tipificación 

El Fiscal de Almería entiende c 
artículo 516 bis del Código Penal pueae plantear aigun 
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prowlema interpretativo cuando el reo de hurto dejase 
transcurrir veinticuatro h i restituir el vehículo, 
careciendo de antecedente 11 vehículo fuese justi- 
preciado en cantidad inferior a 2.500 pesetas. Según su 
criterio, dos pueden ser las soluciones: o dejar impune 
el hurto de uso, ya que la actual redacción del artícu- 
lo 587 del Código Penal no permil ir en el mismo 
conductas o modos que no sean lc sados en el ar- 
tículo 514, o sancionar los hechos Lvlllu donstitutivos de 
una falta de hurto. ión pro- 
pone agregar al 58 hurtos 
de vehículos de motor comprenaiaos en el parrafo 3." 
del artículo 516 bis cuando r del ve 10 exce- 
diere de 2.500 pesetas." Cc 'n idént erio los 
Fiscales de León, TarragoLAa .y Y ~ g r ~ Í i ~ ,  YUc, además, 
estiman que al no ii rtículo 515, 4.O, 
dena anterior por ( de uso para E 

esta categoría los hurtos inreriores a 2.500 pesetas sepia 

reformarse el precepto en el sentido expresado. 
Lamenta el Fiscal de Granada que sólo sea punible 

la usurpación cuando med lcia o ii ción en 
la persona y propone que, 1 que la del 518 
pasa a falta nor razón de la cuanda, en el aav, L.", podía 
ser falta ta al no mediar aquella 
circunstanci 

El Fiscal ae santanaer hace resaaar, en relación con 
la pena de privación de permiso para conducir, la prác- 
tica de los Tribunales de lo Criminal imponiendo con 
carácter general el grado de la misma y pro- 
pone por ello que se rebaje ación de esta pena, de 
acuerdo con las siguientes LvLA.deraciones: a) Articu- 
lo 28. Se reputará grave la pena de privación del per- 
miso de conducir cuando fuera por tiempo superior a 
un mes y en otro caso leve. b)  Artículo 30. La de priva- 
ción del permiso de conducir vehículos de motor, de un 
mes a seis años. c) Artículo 340 bis a). Será castigado 
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coi  las penas de multa de 5 a 50.000 peset vación 
del permiso de conducir por tiempo de u a tres 
afios. .. Suprimir el párrafo Último, pues, e~ L U ~ L ~ O  a la 
pena de privación del permiso de conduc e apli- 
carse el artículo 61 y, en cuanto a la mult rstante 
explícito el artículo 63. d) Artículo 565. ketocar el pá- 
rrafo r de de 
este s decir ' 

Termina el b'iscal de Santanaer su comentario ren- 
riéndose a la privación del permiso de conduc 
carácter definitivo y dice que tal pena debería c 
recer 
si el i 

Ante el aelicaao y, por aesgracia, Irecuence nnecno ue 
adultl > sólo en cali- 
dad, , ~plique peligro 
algun, la salud, pero sí para la economía, no sólo 
privada, sino tentar : 
ducción nac natura 
comercio exterior, propone el Fiscal ae nuelva la crea- 
ción de un delito di calidad ie", sin 
la exigencia de una 1 mism &mar 
insuficiente tanto el encuadramiento en el artículo 528, 
con la consiguiente limitación de cuantía, como el siste- 
ma de sanciones que viene imponiendo el Ministerio de 
Come 

Pr 'iscal di 
tación ae los delitos patrimoniales en nuestro Código 
Penal tiene su máxima expresión en el ii o capí- 
tulo N del Título XIII y particularmen SU sec- 
ción l.a. Ante una marcha defectuosa de sus empresas, 
con tiempo suficient necesarios ase: 
prepara un aparent o de insolvenci 
los legítimos derechos de los acreedores, auténtica acti- 
vidad antijurídica que desborda el tipo penal, haciendo 
imposible la sanción. El remedio puede estar en dotar 
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nómica , surta patrimc 

de contenido propio los tipos penales actualmente en 
blanco y proporcionar al Ministerio Fiscal más medios 
de investigación. Debe sancionarse cualquier conducta 
de tipo dispositivo realizada por el deudor tras conocer 
su situación de insuficiencia patrimonial, así como cual- 
quier actividad tendente a desvirtuar la realidad de una 
actividad eco o no efectos miales 
lesivos. 

El Fiscal ae r a m a  consiaercl necesario ~ ~ L U L I I ~ ~ I  la 

penalidad establecida en el artículo 531 del Código Pe- 
nal, ya que dice ser corriente que el comprador de un 
piso en construcción o con precio aplazado lo haga en 
escritura privada, mientras que el dueño del inmueble 
garantiza sus derechos en escrituras públicas e inscrip- 
ción en el Registro de la Propiedad y, como titular regis- 
trado, constituya hipotecas sobre tal inmueble, que, caso 
de ejecutarse, puede resultar envuelto el comprador de 
buena fe en un procedimiento hipotecario, con todas sus 
consecuencias. Ello representa un peligro social y tales 
supuestos aparecen sancionados con arresto mayor y 
multa del tanto al triplo del perjuicio ocasionado. san- 
ción pecuniaria que en la mayoría de los 
inoperante por la insolvencia del autor. 

El Fiscal de Palma, al c r el artículo 535 bis, 
dice que su redacción puede gar a dudas de inter- 
pretación y que debe sanciorlal~e al que, transformando 
la naturaleza jurídica del cheque, lo toma, no como m e  
dio de pago, sino de garantía. Considera muy peligrosos 
los cheques postdatados, que, siendo al portador, se 
transforman en moneda al poderse entregar a otra per- 
sona, pudiendo haber confabulación entre librador y 
tomador para defraudar a u n  tc----- confabulación 
muy difícil de probar. 

La profesionalidad del autor es, a juicio del Fiscal 
de Madrid, un elemento a ponderar por el juzgador para 
fijar el grado de imprudencia, pero no una nueva clase 
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de imprudencia. El esfuerzo infr~ctuoso ~rispru- 
dencia para definir esta agravante cualifi iemues- 
tra la improcedencia del criterio legal, ~ U G  ~ e b e  ser 
atemperado a la infracción de un deber técnic 
pofesión y no a la imprudencia del profesional. 

Recoge el Fiscal de Murcia, en orden a las faltas, 
sugerencias de los Fiscales Municipales y Comarcales 
que, por su práctica en la materia, considera de interés. 
Se señala, dice, por los Fiscales Municipales de los Juz- 
gados números 1 y 2 de Murcia y el de Caravaca la ano- 
malía de los artículos 582 y 583 del Código Penal, ya 
que al recoger el primero un supuesto más grave que 
el segundo tiene una sola pena y con grado penal con 
un mínimo más bajo que el segundo. Así, los casos com- 
prendidos en el artículo 583 habrán de ser condenados 
al menos con cinco días de arresto menor y reprensión 
privada, mientras aue los castigados conforme al artícu- 
lo 582 puedc 1 

reprensión. 
Por el Fiscal de balaval;a u c  sugic~c  ia C V I I V C L ~ L C ~ ~ C L ~  

de reglamentar una culpa "levísima", ini la sim- 
ple negligencia establecida por las falta pudiera 
hacer conciliables la infracción de reglamentos (muy 
difícil de eludir en los tan frecuentes delitos de circula- 
ción), con la calificación de falta en los supuestos de esa 
mínima culpabilidad. 

El Fiscal de Lugo seña en el L [ 

del Código Penal de un precepco que casdgue como rana 
el m a fuga 3 

de c )r impli L 

a constituir el delito de omisión del deber de socorro, del 
artículo 489 bis. 

El Fiscal de Gi 
tiva tanto a las faltas contra las personas como contra 
la propiedad. Por lo que respecta a las primeras, y 
teniendo en cuenta la eficacia de los modernos medios 
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asistenciales y progresos de la medicina, deben elevarse 
a delitos las lesiones superiores a diez días. 

Con respecto a las faltas contra la propiedad estima 
insuficiente el de 5 setas, que debería ser elevado 
a 10.000 en atencii slor adquisitivo del dinero. 

Se lamenta el Fiscal ae Jaén de que en las numerosas 
reformas llevadas a cabo e digo Penal el legislador 
jamás se ha ocupado del 1 1, salvo por razones de 
concordancia. Estima necesalla ~ i i a  revisión a fondo, con 
nuevas orie es, y se posibili- 
dades conci : reforn 

ntacion 
retas -df 

n el Cól 
Libro 11 
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La primera se refiere a la raiza ae nurLo ae uso (ar- 
tículo 587, ,incidiendo en ello con el criterio de 
otros señor1 tles sobre la necesidad de crear una 
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1 .nda, al  pasto^^^ Ilc;gligente (art. 592). El 
casu 5 este artículo conduce a veces a resultados 
sorprendentes, según se trate de una clase u otra de 
ganado y existan o no árboles en la heredad. Sería mu- 
cho más lógico suprimir esta modalidad de negligencia 
y-llevarla al ,marco genérico del artículo 60.0 o, de man- 
tenerse, darle una regulación más -racional, unificando 
la sanción entre el mínimo de 50 pesetas y un máximo 
de 2.500 pesetas, donde el arbitrio judicial pueda mo- 
verse con soltura. 

-La tercera reforma que propone se refiere a la falta 
de daños por imprudencia (art. 600), que debería llevar 
aparejada la pena de privación del permiso para condu- 
cir, o también cabría dejar al  arbitrio del Juzgado el 
imponerlo o no. 

Considera el Fiscal de Vitoria que no tiene razón de 
existir el articulo 7." del Código Penal, ya que -resulta 
paradójico indicar que "no quedan sujetos a las dispo- 
siciones de este Código los delitos o faltas que se hallen 



penados en leyes especiales" cuando en la práctica, 
racionalmente, los Tribunales aplican constantemente 
normas del Código Penal común en los casos de infrac- 
ción de las leyes de caza, propiedad intelc 
dad industrial, etc., especialmente en cuz 
cunstancias atenuantes o agravantes que puedan con- 
currir en el hecho sujeto a enjuiciE imiento 

2. Relacionadas con el Código C F 7  
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Con la extensión que el tema n con densidad 
que dificulta el resumen plantea el rlwai de Cuenca el 
problema del reconocimiento de hijos na 
cando la falta de consecuencia entre lo 
Código Civil y lo que dispone el Reglamento del Hegis- 
tro Civil al señalar este Últ 35, una 
serie de documentos públj conoci- 
miento que no puede tener U ~ L U  vaiui qut: al rliaiamente 
enunciativo, por lo que se puede afirmar, dice, 
reconocimiento puede formularse en cualquier 
mento público autorizado por funcionario cuya fe pu- 
blica pueda cubrir la emisión de la declaración de reco- 
nocimiento. Lo extraño es que se exija la aprobación 
judicial del reconoci en unos docun )úblicos 
y en otros no. Así, !xije en el hecl 1 testa- 
mento y sí en el hecho en escritura públi- "bstante 
ser el mismo el autorizante en ambos casos. Relata un 
supuesto de reconocimiento tardío hecho en testamento 
para poner de relieve que la innecesariedad de aproba- 
ción judicial en es1 puede prestarse al fraude y 
de ahí que la mayo ' no decir la totalidad, de los 
reconocimientos tardíos se hacen en testamento por su 
mayor facili 1 ocasiones ma 
evidentes. 

Quizá puedan aducirse argumentos utilitarios si se 
piensa en casos de reconocimiento por quien no es el 
verdadero padre, pero que reporta un beneficio al niño, 
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que se encontrará así acogido en una familia v c"--' 
ficada i ión, lo que s ie~  preferi 
manen un establecimii 

También apunta que aun en los supuestos en que es 
necesaria la aprobación judicial ésta no cumple su come- 
tido por falta de medios adecuados para la información. 

Todo lo expuesto lleva a r un retoque F '-- 
textos legales que evitaría n s problemas. 

Arrancando de la modellla bGL~dencia de ni. 
legislación a evitar 1 scriminación por razC 
sexo, el Fiscal de Cm apunta que no tiene 
de ser el artículo 321 ael código Civil al pronügi 
parte 1 ría de t la mu, ta los v 
cinco E inguno supuest condic: 

para dejar el domicilio de éstos tiene justificación en 
nuestros días. El acceso de la mujer a cualquier puesto 
de trabajo en paridad de condiciones con el v a r h  
razón más qut 
este precepto. 

Entre las rerormas civiles que senala el &isc 
Burgos como necesarias es la de una más completa 
lación de la ~ersonalidad iurídica de los entes soc 
dado e 
social. 
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economía procesal y 2 10 propugnan que la 
mancomunidad solidr regla general y la 
simple la excepción. 

Reclama también una intervención directa del 1 
terio Fiscal en la constitución y puesta en march 
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Consejo de Familia, así como en el Registro de Tutelas. 
El Fiscal de Albacete, refiriéndose a la Ley 7/1970, 

de 4 de julio, sobre adopción seííala la omisión dei pre- 
cepto que confería a las Diputaciones la facultad de 
instruir el expediente de adopción de los acogidos en sus 
establecimientos, lo que en la práctica ha creado algu- 
nas dificultades al ser interpretada la supresión como 
privación de tal facultad. Estima que si bien una correcta 
interpretación conduciría a este criterio, ello dificultaría 
la adopción, cuando el espíritu de la Ley es el 
litarla. A este respecto hemos de hacer constar L 

la Fiscalía del Tribunal Supremo, haciéndose eco ae los 
problemas planteados por esta omisión, en'su Circular 
número 1, de fecha 2 de mayo de 1971, da instrucciones 
concretas a los señ 3bre est ;e puntc 

3. En relación con la Lq de Enjuiciamiento CriminaL. 

:1 Fiscal 
L Ley de 

i el artii 
staca 1s 

culo 145 
L impor, 

E de Santander, en relai ! 
de lz ! Enjuiciamiento Criminal, de 
tancia que tienen las sentencias y tanto mas las ae 
rango superior por ser el resultado (después de haberse 
agotado un proceso) de un gran estudio y trabajo. Van 
dirigidas a las partes cuyos derechos y obligaciones reco- 
nocen o rechazan y en general a Tribunales inferiores 
que han de ejecutarlas; enseñan cómo doctrina y cómo 
jurisprudencia obligan. Por todas estas razones, señala el 
Fiscal de Santander, la importancia de que sean redac- 
tadas con claridad, precisión, propiedad de lenguaje y 
verdad en el concepto; en tal sentido propone que se 
adicione un párrafo a tenor de las características antes 
indzadas o, en otro caso, publicarse una Orden al estilo 
de la de 5 de abril de 1932, en la que se dan normas 
sobre cómo debieran ser dictadas las sentencias. 

El Fiscal de Huesca pide una regulación más com- 
pleta de seguro de responsabilidad civil exigible a extran- 
jeros que recorren el territorio nacional, ya que, por 
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regla general, la póliza de que van provistos tiene una 
cobertura semejante al seguro obligatorio patrio, que 
no garantiza las indemnizaciones por daños materiales, 
que suelen ser los más frecuentes, obligando a los Juz- 
gados a acordar la retención de los vehículos, con 
los inconvenientes y molestias que tal medida reg 
Un seguro obligatorio a todo riesgo solucionaría estos 
problemas. 

La supresión del procedimiento en los "delitos meno- 
res", di scal de gran 
desconl múltip luevo 
término introciucido en sustitucion: el encartamiento. 
La prir ida que surge e si se trata de un 
formal .ciamiento o de tuación jurídica que 
se configura por la adopción ua iiiedidas contra r'-'-- 
minadas personas. Cree que esta últ 
adoptar, sin que ello le muestre partidario 
sión; por entender que el procesamiento en su origen 
fue una verdadera conquista procesal en pro del justi- 
ciable, lo que le inclina a propugnar su reintegra- 
aión a la ley $ , si bien hasta que esto ocurra no 
debe haber fo renunciamiento de encartamiento, 
sin que ello prive al Fiscal de la posibilidad de formular 

ión, pero sí el or particular. 
orden al proc~ to por faltas, :ra el 

Fiscal de Jaén que lon r ~ ~ l l L i p i ~ s  de simplicidad, celeri- 
dad y 1 por los que se rige eso de faltas 
son na ?nte insuficientes par; ~ e r  las cues- 
tiones imporLantes que se plantean noy en un juicio de 
faltas cuando son de aplicación los artículos 583, 3.0, y 
600 del Código Penal, dice el Fiscal de Jaén, haciéndose 
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incurrir en error. En aquellos juicios de faltas nacidos 
de accidentes de automóvil y, en general, cuando se 
hayan tramitado antes como diligencias previas debía 
existir un trámite previo al juicio de instrucción para el 
Fiscal y demás partes. También debe regularse la propo- 
sición de prueba. El sistema actual, con la pretensión de 
hacer más corto el procedimiento, lo convierte en m h  
farragoso y con menores garantías. 

Por 10 que se refiere al recurso de cm 
relieve el Fiscal de Huelva el gran númf I 

de casación que se preparan e interp~nt~,,  oLLL 

remota posibilidad de que el fallo de inst 
cado. El retraso eil el pago de la indemni 
motivos inconfesables, son las causas a que oDeaecen 
estos recursos. A veces ni el pro] 
la interposición del recurso. 
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Para evitar estos abusos propone que se oiga al 
penado para que manifieste su voluntad de recurrir, que 
se exija el depósito de la indemnización y que, de con- 
firmarse la sentencia, además de la indemnización fija- 
da, se condene al pago de un interés del 7,50 por 100 
de la cantidad a que aquélla ascienda. 

!ue las 
A-.. mar 

Se lamenta el Fiscal de Albacete de q Últimas 
reformas procesales introducidas en el o r , ,~  r.;~ial han 
dado lugar a múltiples criterios en la aplicaciói 
Ley penal al quedar una larga lista de delitos p 
de revisión y unificación a través del recurso de casa- 
ción, por lo que estima conveniente se introdujes 
Ley le Enjuiciamiento Criminal una modalidad 
fica de recurso de casación, en interés de la Lty, ~ U C  

podría interponer el Ministerio Fiscal cuando observase 
desviaciones interpretativas en los Tribunales de instan- 
cia del orden penal y propugna también la creación, 
dentro del Ministerio Fiscal, de un servicio de inspec- 
ción o control de criterios interprovinciales para cono- 
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cer las divergencias y proporcionar con ello la base para 
el ejercicio del recurso en interés de la Ley 

El Fiscal de Lugo considera que debiei 
un recurso de casación, en interés de la Ley, interpuesto 
solamente por el Fiscal, contra sentencias en apelación 
dictadas por el Tribunal colegiado, en el procedimiento 
que ca y f allai ueces de Instrucción. Dice 
que se1 más, la de abrir brecha para llegar 
a la casación en general interpuesta en interés de la 
Ley PO Fiscal en otros procedimientos. 

En mas de abstención, entiende el Fis- 
cal de r u u a w b c  que: uebía estimarse como causa de recu- 

nción 15 istancia, hoy posible, de que 
procesc igencias previas por delitos 

"menores", en el supuesto de que el Juez de Instrucción 
dicte sentencia condenatoria y ser ésta recurrida, se 
dicte una nueva absolutoria, con lo que al no quedar 
extinguida la acción civil y la parte interesada 
al proceso civil corresponde] este nuevo enjuicia- 
miento al mismo Juez que dictó la sentencia condena- 
toria, 1 en el de do la descon- 
fianza, mo Juei había conde- 
nado por al mismo necno en la vía 

uicia- 
e que 

por tener por oajeco el proceso penal la veraaa material, 
debe rt itarse c' ite la posibilidad de utilizar 
todos 1 los para isecución. Al establecerse la 
doble instancia en el nuevo procedimiento por delitos me- 
nores, considera necesario que de la misma manera que 
se admite en la Regla 2." de ese artículo, que las partes 
puedan proponer en el recurso de a 1, la práctica 
de deligencias de pruebas que no puc ?r propuestas 
en primera instancia o fueron indebiua~~~rrce denegadas, 
cuando transcurrido el trámite de proposición de dichas 
pruebas el Fiscal o la parte tuviera conocimiento de al- 
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,.Un hecho que pudiera producir alteraciones sustancia- 
les en el proceso, puede solicitarse la práctica de una 
sumaria información suplementaria. Agrega, que, aunque 
tal posibilidad pueda entenderse viable por aplicación 
analógica con el número 6.0 del srtículo '746, ya que con 
el recurso de apeiación no se agota la instancia, consi- 
dera muy conveniente, añadir un párrafo a la Regla 6.a 
del artículo 792, donde expresamente se admita tal po- 
sibilidad; estableciéndose en tal caso, que acordada la 
infonnaci6n suplementaria, se señalara t 
la vista, después de instruido el Fiscal y 1: 

El Fiscal de Santa Cruz de Tenerife. a1iau.m con de- 
talle lo dispuesto en el artículo 6! 
ciarniento Criminal, al decir que ( 

midad del acuerdo con la pena soiicitaua por la acusa- 
cibn, cuando ésta no fuese la procedente, sino otra mayor, 
acordará el Tribunal la continuación del juicio.. Estima 
el Fiscal de Tenerife, que tal precepto debe ampliarse a 
los supuestos en que el delito calificado, corresponde u n a  
pena conjunta y sólo se solicitara por error, la imposición 
de una da ellas. Alega como fundamento de esta tesis la 
sentencia del Tribunal Supremo de 2 de junio de 1962, al 
declarar que "en el supuesto del artículo 655 en relación 
con el 694 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el Tri- 
bunal sentenciador, no puede imponer una pena mayor 
que la solicitada por la acusación que más gravemente 
hubiera calij 
djda previstI 
la privación del pemso  ae conaucir), que no nanian sou- 
citado las acusaciones". 

El FicaI de P a h a ,  destaca la importancia que tienen 
los médicos forenses y sugiere que su intervención, sea 
tan obligatoria en 10 laboral, civil y contencioso, como en 
lo penal. ya que así lo justifica la importancia de los ex- 
pedientes de incapacidad o vigilancia y sanidad de un 
lesionado laboral (sin perjuicio como sucede en-lo crimi- 

ula me- 
.1 (corno . . 



4. Ref 

Recl 

nal, de si un litigante o lesionado lo desea, intervenga 
otro mbdico a sus expensas). Ello tiene raz6n de ser, ya 
que el médico forense se considera c pecialista en 
materia judicial en sus relaciones con la medicina, sien- 
do más convenientes sus informes y simplificadas sus in- 
tervenciones, lo que evitaría muchas dudas, con las que 
a veces se encuentran los Maoistrados del Trabajo, a Pa 
hora de dictar 

Considera c la inte 
ción del forense en los embaisamientos, como freno g 
garantía,de buen servicio y que éste sea económico, evi- 
tando que las funerarias elijan libremente médico en 
estos cs 

Ter1 ~d de 
que los médicos forenses sean dotados de mejores medios, 
salas dc acho, 
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Lad y m Lama el Fiscal de Alica edios 
para que el dictamen a emitir en actos de jurisdicción 
voluntaria, de tanta transcendencia en el ámbito patri- 
monial-familiar, cuente con la garantía de que le dotaría 
el disponer de elementos suficientes, como podría ser una 
propia y especializada policía judicial, para hacer su in- 
tervención eficaz en materia de tanta trascendencia. Es 
sumam )so el pr 
de las 1 o cuanc 
la voluntaa ae personas vinculadas ai incapaz con l n ~ n -  

tan prc 
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gación de prestar fianza por toda la responsabilidad fi- 
jada por el Juez, incluyendo costas y multa sin perjuicio 
del derecho a repetir contra el penado, siempre claro es, 
que no estén expresamente exciuidas en el documento. 2.0 
Que a todo vehículo que hubiere entrado en España con 
Carta Verde vigente que caduque antes de salir, se le 
considere prorroga( ~ r i o  na- 
cional. 

la hast 
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xofesio 
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En relación con la con~trucciói~ , ..... iería califica el 
Fiscal de Palma, df uosísima la regulaciór 1 

obligaciones de los 1 nales, Arquitectos, Ing 
Aparejadores, Caparaces de Minas, etc. Considera que 
todas esas denominaciones que apa n la Iegislación 
laboral, se encuentran faltas de 2ntación en la 
legislación administrativa, por lo que se refiere a con- 
cretar la función y obligación de cada una de esas per- 
sonas, lo que se traduce en una gran dificultad para en- 
cuadrar sus actos en los casos de imprudencia simple 
con infracción de reglamentos (salvo los c infrac- 
ción de preceptos de la Ley de Seguridad S.,,,, , Higiene 
en el trabajc ' 

Consider: 
nes del A r q u , , , ~ ~ ~  CLL , c z L c L a , ,  a L q u l u c L u u  U I L C X I ~ U I  uc vvla,  
aparejador, etc ...., en relación con mezclas 
de los materiales, vigilancia, etc. Ot decirse 
de la minería y censura que el Reglamento ae Minas, 
permite que un mismo ingeniero pueda dirigir varias 
minas, con la especial atención que debe dedicarse en 
estos casos 1 leligro c 
del producto 

El Fiscal de Palma se preocupa también por la impor- 
tancia que tiene la publicidad y concretamente en el 
caso de los anuncios y considera necesario que se dicte 
una disposición de carácter general sobre la reglamenta- 
ción de los mismos y en la que se sancionen aquellas 
ofertas tras de las cuales se oculta un fraude, los casos 
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en los que se ofrecen colocaciones que resultan imp 
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El a asimi staca la lad de 
que le ben pai n metá in elló 
dice, se anorraria trabajo al personal auxiliar (la expen- 
dición de reci función, limitándose 
a la vigilanc correspondientes en 
cadá, caso. Y pur ACGULLULCZ ia 1~11~0rtancia de esta ma- 
teria propone que debiera procederse a l  s e una 
reglamentación detallada de la misma. 
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En a compiiación foral de Cataluña de 
21 de , dice el Fiscal de Tarragona, que 
cumpliéndose el año 1970 íos diez años de vigencia de tal 
compi er de ac ton lo estable- 
cido e onal, pi omisión com- 
pilado~&. a iurrnuiar una memoria que recoja omisiones, 
dudas, 
presen 
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igo Civi 
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i proced 
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splicaci sus pre 

Señala, que a tal fin, se prepara un Congreso jurídico 
para estudiar en el año 1971 las posibles reformas de esa 
compilación en relación a las cuales el Fiscal de ~ a r r a -  
gona a as siguientes sugerenc Reconsiderar 
la con ia de mantener el prii le libre inves- 
tigación de la paternidad recogido GIA au drtículo 4.0, y 
que es  do en 
el Cód 1s a la 

;a oposii 
:omodai .--- . 

- 
rión COI 
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ncipio d 
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adopcion a la Ley r/lu.ru ae 4 ae julio, aisnnguiendo en 
orden a los derechos sucesorios, entre los adoptac 
forma plena y simple; 3." Reconsiderar todo lo refi 
a las instituciones tradicionales de orden familia; , ,, 
vista de la industrialización y aumento demográfico de 

los en 
-rente 
r n 1.7 

las ciudades. 4." Reconocer a la mujer casada capacidad 
para contratar sin licencia de su marido, en materia 
civil y comercial. 5." Conceder al hijo natural, derecho a 
la legítima en la herencia paterna y asimismo, reconocer 
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como legitimario al cónyuge viudo, atribuyéndole una 
cuota usufructuaria. 6." Regular con mayor precisión 
técnica las donaciones entre cónyuges hechas durante el 
matrimonio fuera de capitulacion Les, a las 
que se refiere el artículo 20, puf lrdo que 
después de sentar como dogma que tales donaciones son 
nulas (no anulables) , trate r 
en cuenta las circunstanci 1 

del campo, mecanización 4 L r c a L i v l r  ur; vvvycrai>ivaa. 

Por lo que se refiere al Fuero de los funcionarios ci- 
viles el Fiscal de Tarragona estudia concretamente el 
caso de los Jefes Superiores de Adminístración Civil, en 
orden a la competencia para conocer de los supuestos 
de res~onsabilidad penal de los mismos v señala que el 
text la Ley 1 e la Ad- 
min stado a ie 26 de 
julio de 1957, establece en el articulo 46 letra B que es 
competente la Sala de lo C del Tribunal Supremo 
para conocer de los casos c nsabilidad, entre otros, 
de las autoridades o f u n c i c l ~ i a ~ i ~ ~  con categoría de Jefes 
Supc :ión. Pe  la el Fiscal de 
Tarr ría, cor restantes admi- 
nistrativas, nan aesaparecido tras las publicaciones de 
la Ley artic le Funcionarios Civiles del Estado y 
considera q rista de ello el privilegio procesal se 
man 
diciC 

En relacion con la Ley electoral de 8 de agosto de 
1907, el Fiscal de San Sebastián se plantea las dudas 
que presenta el Título VI11 de la misma, y concretamente 
el artículo 68, que ti~ifica los delitos de coacción electo- 
ral. Este Título, col 1 vigent 
totalidad, ya que lo del refe 
tículo que tipificaban los delitos especiticos de coaccion 
electoral, están expresamente derogados por la disposi- 
ción final primera de la Ley de 28 de junio de 1967. Pues, 
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aunque esta Ley regule la representación familiar en 
Cortes, comc ogación es terminante y sin reservas, 3 la der 

nderse I ha de entei que tampoco pueden tener vigencia 
para las elecciones municipales. Y como es posible, dice, 
la comisión de un delito de coacción electoral, habrían de 

rara sus 
or la Le 

las con' 
de junj 

- .  

aplicarse las normas del Código Penal, que considera in- 
suficientes F tituir a tenidas en los números 
derogados p ,y de 28 io de 1967. 

Considera después el Fiscal de San Sebastián, que re- 
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sulta compli las elecciones munici- 
pales, cuand :ia del mencionado Tí- 
tulo VI11 y racuriuce ser IIIUY curnpleja la legislación a 
este respecto, todo 
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del artículo t vigente Ley de pesca obliga- 
ría, para evi impunidad, a califica] o delito 
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eficaz por otra parte, prolifere seria conveniente una 
reforma que lo incl xpresamente. 

El Fiscal de C U ~ L L G ~ ,  a~~alizando la Ley uc rol0 sobre 
indulto, estudia el r , y estima que, 
aunque su redaccii L no puede in- 
terpretarse como una excepcion al articulo anterior, el 2, 
ya que ello supondría que en los tipos delictivos a que se 
refiere el artículo 2.0 se podría otorgar el indulto sin una 

3 de la 
stá nac ., - 

misma 
la clara ., . 

previa sentencia condenatoria lo que no sería admisible. 
Cabe por otra parte preguntarse si el contenido del ar- 
tículo 3 es una excepción a la regla general establecida 



en el artículo 1, como lo es el 2.0, nacida c 
del delito. Ahora bien: de aceptarse este 
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que el contenido de los capítulos y títulos ciur? b ~ u a  no ha 
sido siempre el mismo y así vemos que los capítulos 1, 11 
y 111 del Título 111 del Código Penal ha  pasado a ser en 
la actualidad "De la falsificación de firma o estampilla 
del Jefe del Estado, etc ...." en lugar de "De los delitos 

unes". . de rebelión, sedición y disposiciones com . lo que 
representa un.  bien jurídico protegido totalmente dis- 
tintc 3 justifica la. excepción - 3 que-nc 
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En.relaciÓn con la Ley de seguridad S 

de responsabilidad- civil, el Fiscal de Albacese propone la 
supresión o modificación del párrafo último del aparta- 
do, 3.O del articulo 97 del texto articulado de la Ley de 
Bases de la Seguridad Social que faculta a Mutualidades, 
Mutuas o Empresarios para persc 1 

procedimientos penales o civiles 3 

terceros perjudicados por hallarse eri pugna C U I ~  niu- 
dernas'directrices de las L ocesalez - 
prudencia del Tribunal Si. que tiei '1 
ámbito del proceso penal a quienes sin vinculacion di- 
recta con el delito, sólo son afectados por ciertas conse- 
cuencias derivadas de relaciones jurídicas preexistentes, 
ya sean de seguro o em~leo. Estima aue tal norma debe 
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6.  Referentes al Ministerio Fiscal 

El Fiscal de Albacete propone como "retoques" al Re- 
glamento Orgánicc ) .los sig 
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uientes 
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Se muestra partidario de sustituir abiertamente la 
destitución por la jubilación al perder aptitud física o 
intelectual aplicable por igual a todos los integrantes del 
Cuerpo Fiscal. 

Propone la reforma del artículo 102-2 del Reglamento 
eliminando el criterio de rigurosa antigüedad en el des- 
empeño de los distintos cargos en cada Fiscalía siempre, 
claro está, bajo el riguroso control del Consejo Fiscal. 

Con respecto a los problemas que crea la situación de 
"excedencia especial" particularmente en Fiscalías de 
mínima plantilla estima que debe buscarse una solución 
más eficaz que los remedios actuales no muy satiifac- 
torios. 

Señala para su posible corrección la patente desigual- 
dad entre los funcionarios judiciales y fiscales que ejer- 
cen su carrera en un Juzgado y los que la ejercen en una 
Audiencia o Fiscalía. Los primeros en caso de vacante o 
licencia, otro se encarga del trabajo mediante más o me- 
nos amplia retribución complementaría, pero no así en 
los segundos y particularmente en Fiscalía, donde no 
hay suplentes. Una reforma del Decreto regulador de 
puntos podría ser la solución. 

Finalmente, propone la desaparición del párrafo ter- 
cero de la Regla 8" del artículo 791 que autoriza la cele- 
bración del juicio penal sin la intervención personal y 
directa de Letrado. 

Propugna el Fiscal de Albacete que, ante las exigen- 
cias del nuevo procedimiento penal, la labor de los F'isca- 
les Municipales y Comarcales ha  de realizarse cada vez 
con más competencia y esmero, lo que implica una exi- 
gencia real de cumplimiento de sus funciones que de- 
manda una revisión de los criterios retributivos de dichos 
funcionarios. 





CIRC NUM. : 

LAS DECLARACIONES DE HEREDEROS ABINTESTA- 
TO POR ACTAS DE NOTORIEDAD 

a tenidc 
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como a 
nto de : 

decla- 
i actas 

Hi 3 título 
de adquisicion ae Dienes por sucesion intestaaa, se han 
aportado a determinadas actuaciones judiciales 
raciones de herederos abintestato, efectuadas er 
notariales de las reguladas ctas de notoriedad en 
el artículo 209 del Reglame La Organización y Ré- 
gimen del Notariado aprobado por Decreto de 2 de junio 
de 1944, modificado por Decreto de 22 de julio de 1967. 

Por entender que tales actas fueron autorizadas sin 
estricta sujeción a los límites de la función del Notario, 
que no puede invadir la competencia que según la Ley 
corresponde a la Autoridad Judicial, tanto el Fiscal en 
su dictamen, como el Juzgado en su resolución, conside- 
raron que eran inútiles e ineficaces, sin finalidad p 
ni transcendencia jurídica. 

Resulta necesario a la vista de lo que anteccu~ a r  

ñalar cuál debe ser la actuación del Ministerio Fiscal 
ante estas situaciones de hecho, en cumplimiento de la 
misión que le encomienda la Ley Orgánica del Estado en 
su artículo 35, en defensa de los intereses públicos tu- 
telados por la Ley y de procurar ante los Juzgados y 

ráctica 



Tribunales el mantenimiento del orden jurídico y la sa- 
tisfacción del interés social, y también del deber con- 
creto que le impone su Estatuto (artículo 2-2.O), de sos- 
tener la integridad de las atribuciones y competencia de 
los Juzgados y Tribunales en general y defenderlos de 
toda invasión, sea cualquiera el orden o jurisdicción de 
donde ésta provenga. 

La tendencia a considerar que la declaración de he- 
rederos abintestato, no debe caer en el ámbito de la 
Autoridad Judicial para incluirla en la función propia 
del Notario, no constituye ninguna novedad. Las pro- 
mesas que supuso la Ley Orgánica del Notariado de 28 
de mayo de 1862, definiendo al Notario como "el funcio- 
nario público autorizado para dar fe conforme a las leyes 
de los contratos y demás actos extrajudiciales", hizo con- 
cebir la esperanza de un posterior desarrollo legislativo, y 
no quedará en lo fundamental reducido al limitado mar- 
co de 1 n "la 
prueba licos" 
entre cuyos preceptos cuenta como esencial el artícu- 
lo 1.217, al establecer que "los documentos en que inter- 
venga Notario público, se regirán por la legislación no- , 1.218 L pro- tarial". 
batoria 
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,""a orientación favorable a la actuación del Notario 
en actos de la jurisdicción voluntaria, es puramente una 
discusión doctrinal, en la que no sin fundamento ter- 
cian también partidarios de que la Autoridad judicial 
siga conociendo de aquellos actos que impliquen auto- 
rizaciones, complementos de capacidad y declaración de 
situaciones jurídicas, entre las que se incluyen las de- 
claraciones de herederos abintestato. También el Minis- 
terio Fiscal expresó su opinión favorable a la reforma 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, para armonizar sus 
preceptos con los del Código Civil y para puntualizar la 
naturaleza de los actos que requieran la intervención ju- 
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-se dijo- si la jurisdicción es la facultad de aplicar la 
Ley pronunciando una resolución, es notorio que entre 
los actos que se comprenden como propios de la jurisdic- 
ción voluntaria, hay muchos que no necesitan de la 
actuación del Juez para que tengan vigor y eficacia, y 
deben ser encomendados a otro ministerio que no fun- 
ciona en forma jurisdiccional: el Notariado (Memoria de 
la Fiscalía del Tribunal Supremo correspondiente al año 
1926, Exposición, página 90, redactada por don Diego 
María Crehuet) . 

También en el Redamento Notarial de 8 de agosto de 
1935 (en el c *iedad), 
en su exposii odifica- 
ciones pretendidas de la legislacion notarial, se indica: 
"que está vigente 1, ie 28 de mayo 
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cia exclusiva y excluyente a los Jueces y Tribunales para 
conocer de esta clase de actos jurídicos, criterio legislati- 
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LA DECLARACION DE hafibuafivu ABINTESTATO 
EN I DE ENJUICIAMIENTO cn I 

DISPOSICIONES LEGALEZ 
TIL, Y 
3 

OTRAS 

A) La Ley de Enjuiciamiento Civil de 5 de octubre 
de 1855, primera parte: Jurisdicción contenciosa Tit. IX, 



artículos 351 al 403, regula los abintestatos y, en el ar- 
tículo 354, atribuye la competencia para conocer de los 
mismos, "al Juez del domicilio que tenía el difunto; y si 
lo tenía en el extranjero al del lugar del último domicilio 
en España o donde esté la mayor parte de los bienes". 
En la segunda parte, artículos 1.207 al 1.413 establece el 
procedimiento judicial para la Jurisdicción voluntaria. 
Tanto en los abintestatos, como en la jurisdicción vo- 
luntaria, la intervención del Ministerio Fiscal, era pre- 
ceptiva. 

B )  La primitiva Ley hipotecaria ae a ae fearero ae 
1861, Titulo 11 "De la forma y efecto$ nscripción", 
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artículo 21, en la redacción dada al 1 por Ley de 
17 de julio de 1877, se autoriza a los herederos abintes- 
tato para que median1 Licial 
practicada con audienc edan 

lformat. 
rio Púb' -- ..- 

:ión juc 
Lico, pul . - 2.. L - obtener la declaración ae su aerecno. ra ra  la inserpre- 

tación de esta I .edificaba el pr ento 

ae  por 1 
e la entc 

:ef orma 
rstatos, 

9 que m 
por Re 

ocedimi 
20 de r sobre los abintc ,al Decreto de nayo 

de 1578, se estableció que la referida información debía 
efectuar 3 368 
al 375 dc Zivil. 

iites sef 
gente L 

ialados 
ey de EI 

en los a 
njuiciar 

~rtículoz 
niento í 

C) La Ley de Bases de 21 de junio de 1880 para la 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil, artículo 1.0 
Base 2.a, número 5.0 y Bases 9 y 18, ordenó el procedi- 
miento para la declaración de herederos abintestato y los 
actos de la jurisdicción voluntaria, procedimientos que 
en virtud de este mandato legislativo. se han recogido 

L vigent 

;o de la vigente ley 

to Civil. 

uiciami ento 
Civil de 3 ae remero de 1881 ha sido susatuiao y reíorma- 
do desde su publicación por 27 disposiciones legislativas 
(que se citan en la edición "Textos Legales", del Minis- 
terio de Justicia de 1967). Entre éstas la Ley de 30 de 
diciembre de 1939 modificando entre otros los artículos 
2.031 a 2.047; la de 24 de abril de 1958, los artículos 1.880 
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y 1.917; y las de 23 de diciembre de 1961 y de 23 de julio 
de 1966 artículo 4, preceptos que corresponden a la juris- 
dicción contenciosa y a la voluntaria. Y además debe in- 
cluirse entre dichas reformas la Ley de 30 de junio de 
1968, sobre ci % civil de las Audien- 
cias Provinci: 

Pe iinguna de estas modificaciones, se ha in- 
tenta( era por el legislador alterar lo más mínimo 
la competencia atribuida a la Jurisdicción Ordinaria. 

Er le diciembre de 1961, se mo- 
difica ulos 979 y 982, para abreviar 
los tramites de la aeclaración de herederos abintestato 
e introduce la nove que para deducir esta pre- 
tensión es necesario de Letrado, cuando el valor 
de los bienes de la herencia sea superior a 25.000 pesetas. 
En la notivos. se razona esta innovación di- 
ciendi iye la asistencia técnico-jurídica de 
los Abogaaos, para establecer la colaboración del Abogado 
con el Juez a de los juicios valorati ha de 
realizar éste. 

La ? av ae sobre competencia de 
las Al 1s Provi eria civil, les atribuye 
el c o n ~ ~ l ~ l ~ ~ ~ ~ i t o  de ~ G U  rcLurnvn  ur; dpelación interpuestos 
contra las re les de los Juzg ! 1." Instancia 
en "los actos sdicción volunl ntenidos en el 
Libro 111 de la Ley ae Enjuiciamiento ~ i v i l  y cualesquiera 
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dicho 

Al no arecrar esGa wrorma a id iurisdicción curiw~i- 
ciosa, de los recursos de ape itra las 
resoluciones de los Juzgada siguen 
C O ~ O C  ts Audiencias Ternton 

E, eto de 24 de enero d sobre 
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artículo 8.0 dispone que: "En materia civil, los Jueces 
Municipales y Comarcales serán competentes" : "J) De 
los actos de jurisdicción voluntaria que en función propia 
o preventiva corresponda su conocimiento a los Jueces 
Municipales con arreglo a la legislación vigente"; y la 
Ley de 23 de julio de 1966 modificando determinados ar- 
tículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, artículo 4.0, que 
reproduce íntegramente el texto del artículo 8 citado del 
referido Decreto de 1947 sobre intervención de los Jueces 
Municipales o la jurisdicciór taria. 
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septiembre de IV IU ,  tituio v l ,  capítulo 1.O "ue la exten- 
sión de la jurisdicción ordinaria" articulo 267, establece 
que "la jurisdicción ordinaria será competente para co. 
nocer de los negocios civiles que se susciten itorio 
español entre españoles, entre extranjeros 'e es- 
pañoles y extranjeros". En el capítulo IV "De las atri- 
buciones de los Tribunales de partido", artículo 273, dice: 
"2.0 Ejercer la jurisdicción voluntaria con arreglo a las 
leyes" y "3.0 Conocer en primera instancia de los iuicios, 
a excepción de los verbales.. . ' .pítu- 
lo 11, artículo 309, número 1 a CO- 

nocer en los abintestatos la atribuye "al Juez del lugar en 
que hubiere tenido su último domicilio el finado. Si éste 
hubiere tenido su domicilio en país extranjero, será fuero 
competente el del lugar en aue hubiere tenido el finado 
su últir icilio en le1 luga ~e es- 
tuviere or part ;", prec y in- 
cluido en la Ley de Enjuiciamiento Civil artículo 63, 
regla 5. 
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G) La Ley Hipotecana publicaaa el 8 de febrero 
de 1946, dispone en el artículc I "el título de la su- 
cesión hereditaria a los efectc legistro, es el testa- 
mento, el contrato sucesorio, U la uc;dlaraciÓn judicial de 
herederos abin '; y el s Reglamento 
Hipotecario de 'ebrero ece que "En 
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la inscripción de los bienes adquiridos por herencia in- 
testada, se consignarán los -particulares de la declara- 
ción judicial de herederos". 
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H) El Código de Justicia Militar de 17 de julio de 
1945 al reguiar la prevención del abintestato de los mi- 
litares, empleados y dependientes de los ejércitos de 
Tierra, Mar y Aire, artícuio 1.065, úitimo párrafo, dis- 
pone que "en ningún caso se hará por Autoridad Judicial 
(Militar) declaración de herederos ni de otros derechos 
sucesi Esta de jn como las incidencias que 
puedz ir sobrc ribución de los bienes de la 
herencia, cuando no resulte plenamente justificado el 
derecho hereditario, se reserva al Juez Civil competente. 
Según la Exposición de Motivos de este Código "Se 
agrega esta prevención e q  Ira evitar posibles ex- 
tralimitaciones por ser ello .tiva de la Ju- 
risdicción ordinaria". 

1) 
de 2 c 
que ante cualquier Juzgaao se solicite declaracion de que 
perso allecido abintestato o la aprobación de par- 
ticion ticadas en virtud de cualquier acto de últi- 
ma voluntad, se presentará el respectivo certific: 
el que se consignen los testamentos registrados 
presión de que no consta ninguno del causante". 

"El certificado se unirá a los autos, y el Juez, sin 
perjuicio de que en su vista acuerde lo que estime pro- 
cedente. cuidará, al hacer la declaración de herederos o 
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ciones legales promulgadas con finalidades tan varias, 
unas anteriores y alguna posterior a la Ley Orgánica del 
Notariado de 1862 y el Decreto de 22 de julio de 1967 
modificando determinados artículos del Reglamento No- 
tarial de 2 de junio de 1944, el legislador expresa su vo- 



luntad inalterable, de atribuii irisdicción Ordinaria 
la potestad y competencia pai :er de la declaración 
de herederos abintestato y dc; Lv, &tos de Jurisdicción 
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y otras egales. 
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regla 5.a Ley de Enjuiciamiento Civil), sin que sea posible 
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así lo resolvió la Fiscalía d 
sulta de noviembre de 1910 
1912 y 13 de mayo de 1930. 
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el Código Civil determina quiénes son los parien 
mados a la sucesión, pero este llamamiento legal I 
una declaración judicial y una tramitación especifica, 
según se trate de descendientes, ascendientes, cok 
hasta el cuarto grado o herede el Estado (artícu 
982, 983 y 1.000 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). 
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4.0 Todas las resoluciones judiciales acordando o de- 
negando la declaración de herede1 bles en 
apelación ante la Audiencia Terri' 
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5.0 Constituye una obligación impuesta por 
que el Ministerio Fiscal, intervenga en el procedi: 
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en defensa y protección de los derechos y de los bienes 
de los llamados por la Ley a la sucesión i,ntestada y es- 
pecialmente de los que no son parte en el proceso y pue- 
den resultar perjudicados por la declaración solicitada. 
con facultad de actuar en la práctica de las p 
proponerlas, velar porque se cumplan los trámites 
y que éstos tengan la publicidad necesaria cuando la 
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declaración se solicita por parientes colaterales, informar 
sobre el derecho de los solicitantes e intervenir en las 
apelaciones que la ley autoriza contra k 
judiciales (artículos 981, 982, 989, 995 Le 
miento Civil). 
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El Fiscal actúa en esta clase de juicios, como colabo- 
rador de la Autoridad Judicial y como coadyuvante de la 
parte a quien la Ley ampara, y en representación de las 
que pueden tener derecho a la herencia (artículo 972 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil), pero siempre con el 
criterio de la misma ley y no como gestor de los intere- 
sados y también como dema ncident tndado 1 

, no ces 
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ando SL 

es que 
ención se (artículo 990) i interv~ 

hasta que sea firme la resolución judicial por la que se 
haya hecho la declaración de herederos (artículo 996), 
porque desde esta resolución, la herencia tiene ya su 
representante y es a este heredero decla ~dicial- 
mente, al que puede demandarse uor quie ~ién se 
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a tamb 
-7.- .-.e crea con derecho a la herencia, demanda qur; puede 

entablar el que partj en el ji 
testato. (S. 2-2-1929). 
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A liw auvas ue rlutoriedaa w rsriere curicresarneriw el 
lo 209 del vigente Reglamento de la Organización 
men del Notario de 2 de junio de 1944. La reforma 

introducida en este precepto por Decreto de 22 de julio 
de 1967, añade entre los requisitos de esta clase de actas, 
en el número 4.0 un segundo párrafo que dice: "cuando 
además de comprobar la notoriedad se pretenda el re- 
conocimiento de derechos o la legitimación de situaciones 
personales o patrimoniales, se pedirá así en el requeri- 
miento inicial, y el Notario emitirá s mis- 
mos, declarándolos formalmente, si lentes 
por la aplicación directa de los precepbos aunentes al 
caso": y en el requisito 5.0 agrega también un sq 
párrafo en el que dispone: "Por acta de notorieda 
drán legitimarse hechos y situaciones de todo LA,,,,, 



cuya justificación, sin oposición de parte interesada, pue- 
de realizarse por medio de cualquier procedimiento no 
litigioso. La declaración que ponga fin al acta de notorie- 
dad, será firme y eficaz, por sí sola, e inscribible donde 
corresponda sin ningún trámite o aprobación posterior". 

En estas modificaciones del articulo 209 se funda la 
pretensión de situar la función notarial en el mismo 
plano que la judicial, para la declaración de herederos 
abintestato y actos de la Jurisdicción voluntaria con ol- 
vido ~ns tan t  ?guida 1 , 
pue! nanifiee sicione: e 
citadas y además sin tener en cuenta las razones legales 
siguientes : 
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1.O Que la Ley Orgánica del Estado articulo 31 y la 
Ley Orgánica del Poder Judicial artículos 2.0 y 7.O nú- 
mero 1, disponen que la función jurisdiccional o potestad 
de a~l icar  las leyes juzgando v haciendo ejecutar lo juz- 
gad~ sponde exc1usi.i Juzgados y Tri- 
bun i que estos pu eglamentos que 
estén en desacuerdo con las leyes. Y segun el artículo 1.0 
de la L.E.C. hay que comparecer en juicio ante el Juez o 
Tribunal que sea competente en la forma ordenada por 
esta ley, tanto en 2 a 
como en la volunt. 

La Ley del Notal-iauu de 28 de mayo ue laol,  r e a ~ i ~ ó  
la escisión de las funciones que ejercían los escribanos 
-actuales secretarios judiciales- que antes intervenían 
con fe pública en las actuaciones judiciales, en el otorga- 
miento de las escrituras públicas y en otros actos para 
los que eran requeridos, dejándolas limitadas a las ju- 
diciales: esta ley autoriza al Notario en el articulo 1.0, 
com onario público: "para dar fe, conforme a las 
leye n contratos y demás actos extrajudiciales", 
precepto al que se ajusta el artículo 1.0 del Reglamento 
de la Organización,~ Régimen del Notario vigente que 
considera al Notario además de profesional del derecho 

:ión con 

si 4 n n n  



como funcionario que ampara la fe pública notarial en 
la esfera de los hechos de los que ve, oye o percibe por 
sus sentidos y en la esfera del derecho la autenticidad v 
fuerza probatoria de las decl 
partes en el instrumento pú 
las ley-- 

aracioni 
~blico rc 

m las a 

~luntad 
D confo 

u 

de las 
rme a 

noto- 
Ública .. a*.,. 

rieaaa, no pueae craspasar los limites de la Ie p 
extrajudicial para q re los hechos notorio* ~ U C  ue sobi 

arse de! advera, puedan fund spués derechos o situaciones 
jurídicas. Por ello estas actas no pueden contener de- 
claraciones de situaciones o patrimoniales con - 

lo concc 

La fii 

transcendencia jurídica, erga umnes, porque esta clase 
de declaraciones im~lica potestad iurisdiccional que la 
ley s6 . Autoridad Ju, 

2.O laiiuau del Decreto de oa ae julio ae 1967 
fue la de introducir "una reforma parcial y de limitado 
alcance en el Reglamento Orgánico del Notariado, para 
la mejora del servicio público y modernizar la actuación 
notarial ajustándola a disposiciones de superior rango y 
a las exigencias de la Bpoca actual.. ." y así se dice: "en 
otros casos ha sido la concordancia con las normas pro- 

;es, la q 
2 sucedi 
- .. . 

ue ha c 
u con la 
- 

cesales vigent kbligado a introducir modifi- 
caciones comc LS actas de notoriedad". (Ex- 
posición de Motivos). Pero este propósito inspirador de 

le las 11 
año de 

eyes pn 
la .prin 

ción de 
Igentes, 
- - 3  L.. 

la reforma, de acomodar la regula las actas de 
notoriedad a las leyes procesales vj no puede in- 
terpretarse de modo que contradiga el tradicional sen- 
tido c ocesales vigentes, manifiesto desde 
1855, iitiva L. de E. Civil pasando por la 
vigente, hasta la Ley de 30 de junio de 1968, sobrc 
petencia en materia civil de las Audiencias Provin 

r com- 
iciales, 

ni tampoco variar el procedimiento establecido para de- 
terminadas actas de notoriedad en leyes especiales, como 
el regulado en la Ley de 5 de julio qe 1938, modificando 
la -de 1873. sobre reconstitución de los Registros de la 



Propiedad Inmobiliaria, y en el de la Ley Hipotecaria ar- 
tículo 203, para establecer la concordancia entre el Re- 
gistro y la realidad jurídica y mucho menos que la re- 
forma, autorice para sustituir la función jurisdiccional 
atribuida a la Autoridad judicial, por la fe extrajudicial 
conferida al Notario. 

La transcendencia de la reforma que el Decreto in- 
troduce en las actas de notoriedad, para que concuerde 
con las leyes procesales, como se pretende según la ex- 
posición de motivos del Decreto, no puede ir más allá de 
la función extrajudicial atribuida al Notario por el ar- . 
tíeulo 1.0 de la Ley de 18( do las 1 D- 

cesales, que concreten la le 
la función notarial. 
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tos para la aeclaracion ae nereaeros awntestato. EL pro- 
cedimiento regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil 
en el que actua el Juez competente, con los interesados 
en la sucesión, asistidos de Letrac do el valor de los 
bienes excede de 25.000 pesetas, iniendo también 
el Ministerio Fiscal que ostenta la representación de los 
que pueden tener I rencia, siendo recurrible 
la resolución judic diencia Territorial; y el 
acta de notoriedau aiiipaiaua por la fe notarial, en la 
que el interés preponderante es el del particular requi- 
rente y la actuación del Notario se caracteriza porque 
asume en su actuación las funciones de instructor del 
acta, de asesoramiento del interesado en la sucesión y de 
representación de los que pueden tener derecho a la he- 
rencia, practicando cuantas pruebas estime necesarias, 
sean o no propuestas por el requirente, terminando el 
acta con la declaración que hace el Notario sobre la no- 
toriedad del hecho que fue objeto de la prueba que según 
el precepto reglamentario, artículo 209 último párrafo, 
"será firme y eficaz, por sí sola, e inscribible donde co- 



rresponda, sin ningún trámite o aprobación posterior", 
norma incompatible jurídicamente, con lo que dispone el 
artículo 996 de la L.E.C., que sólo reconoce como heredero 
al así declarado judicialmente por resolución que sea 
firme. Lo mismo puede decirse, respecto a las actas de 
notoriedad reguladas en el artículo 203 de la Ley Hipote- 
caria, que exigen la aprobación judicial, oyendo al Mi- 
nisterio Fiscal. 

Pero en esta clase de actas de notoriedad, los que no 
son requirentes carecen de representación, porque el 
Notario no puede requerirIos para que comparezcan ante 
él y solicitar en la pretendida declaración de herederos, 
lo que a su derecho convenga, ni tampoco puede el No- 
tario, requerir al Ministerio Fiscal, para que ostente la 
representación de los que puedan derecho a la 
herencia, porque el Ministerio Fiscal ?1 abintestato 
órgano de colaboración con el Juez; y la declaración de 
herede tuada por un Notario carece 
dencia a, porque el que ha sido declai 
en esta. loinia notarial no puede demandar, ni ser me- 

tdo en juicio cc edero d tnte de 
, ya que la coni le hered atenta, 

ya se ha dicho, desde que es firme la resolución judicial 
que contenga dicha declaración, porque hasta este mo- 
mento procesal, la herencia está representada por el Mi- 
nisteri 

Est ie cener 
ConseCu~~i~a uuligaua, e11 aigurius casus y a  la ha te~uuo, 
que cuando las actas de notsriedad conteniendo declara- 
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ciones de herederos, se aportan a las actuaciones judicia- 
les, los Juzgados las declaren ineficaces y sin transcen- 
dencia jurídica, por considerarlas en abierta oposición 
con el artículo 2.0 y 7.0 número 1 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y con los artículos 29 y 31 de la Ley Orgá- 
nica del Estado y con todos los preceptos de la L.E.C. que 
se refieren a la declaración de herederos abintestato, te- 



niendo los interesados que acudir a la vía judicial, para 
el logro de la declaración de sus derechos sucesorios, con 
los consiguientes perjuicios morales y materiales. 

icial qi: 

ederos 
edimier 
.:..1.r nn 

y actos 
itos re- ... n r iCn  - 

El bcuencia, si la resolución jud 
dictarse en procedimientos comprendidos en la ~ e y  ae 
Enjuiciamiento Civil (declaración de her 
de la jurisdicción voluntaria), o en proc 
gulados en otras leyes, se pretende sustitiillia PUL ec,uau 

de notoriedad, o, se prescinde de la aprobación judicial 
de esta clase de actas cuando lo ordena la Ley, para sos- 
tener la integridad de atribuciones y competencia de los 
Jueces y Tribunales y en defensa y protección de los 
intereses jurídicos, cuya representación atribuyen las le- 
yes al Ministerio Fiscal, los Fiscales en su actuación de- 
berán atenerse a las instrucciones siguientes: 

fe la d< 
iones es 

1." Cuando las actas notariales de notoriedad con- 
teniendo declaraciones de herederos abintestato se apor- 
ten a actuaciones judiciales como título de adquisición 
de bienes o derechos adquiridos por sucesión intestada en 
sustit xlaración judicial procedente, si en 
estas parte el Ministerio Fiscal, solicitará 
que se las considere ineficaces y sin tran icia ju- 
rídica por ser contrarias a las leye 

La misma petición formulará Guaiiuu eaba clase de 
actas se pree tución de las resoluciones ju- 
diciales prev ey para los actos de jurisdic- 
ción voluntana o en actas de notoriedad reguladas en 
las leyes, que exijan 
ción judicial. 

De la petición de ineficacia formuiaaa y resoiucion 
judicial recaída tan pronto se notifique a , se in- 
formará debidamente a esta Fiscalía. 

para s. :ia juríc 

scender 

1 Fiscal 



2.a Si además los hechos y declaraciones contenidas 
en esta clase de actas y su inscripción en el Registro de 
la Propiedad, infringen algún precepto penal, previas 
las comprobaciones que se estimen procedentes, prepará 
el escrito ejercitando la acción penal y la civil derivada 
del delito, comprensiva, del-daño y perjuicio causado y 
la declaración de nulidad del acta. 

El escrito preparando la querella se someterá a con- 
sulta de este Centro para que el Ministerio Fiscal actue 
con unidad de criterio en E 

reclama su  intervención. 
De la presente Circular virá acusar recibo y 

comunicar que han sido ent le la misma todos los 
Fiscales del territorio incluyendo los Municipales y Co- 
m m 8  

E. mucl Di' 
Madrid, 9 de marzo de 1 

CIRCULAR 

se ser. 
erados ( 

untos e n que la Ley 

NüMERO DE MAGISTRADOS NECESARIOS PARA 
DICTAR SENTENCIA EN CAUSAS EN QUE SE SOLI- 
CITE POR LAS PARTES ACUSADORAS COMO PENA 
CORI : RECL' 

El articulo 145 párrafo 2.0 de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal en su redacción actual, desde la reforma de 
dicho precepto por la Disposición Adicional de la Ley del 
Jurado de 20 de abril de 1888, dispone que: 

"Para dictar autos y sentencias en las causas cuyo 
conocimiento corresponde a las Audiencias de lo criminal 
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o a l  respectivas Audiencia toriales, 
serár es Magistrados, y cin L dictar 
senteiitiia C L L  r a s  ~atisas en que se hubiere rcuLuU pena de 
mue~  !clusión perpetuas." 

A Código Penal de 1932 
petutta. be lis S U ~ C I C ~ ~ O  desde entonces la uuua UUULC C A  

num~ ntencia 
cuan :clusión 
mayor a muerte y las acusaciones soliciten unicamente 
la de reclusión mayor. 

Aunque la cuestión no ca I L U Z V ~ ,  es interesante es- 
tudíarla con le mere 2 que ei 
terio Fiscal : ad de cr n las ca 
que sea proceaense la pecición de escas penas. 

M articulo 145 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
en su primitiva redacción exigía, para kutos y 
sentencias en las causas criminales cuyc imiento 
corre as de lo Crimii la Sala 
de la Territorial, tre strados. 
El artículo 153 de B r a u r ~ d  ley constaba Uc; ULL degundo 
párrs ): "La pena de erpetua 
sólo . 'rse habiendo t )me.  Si 
no los numere se entenderá impuesza la pena inmediata 
inferior correspondiente". 

muertc 
res votc 
-L. . ~ 

L Minis- 
usas en 

:n que s e pida 1 muerte . - Para que en las causas c 
o perpetua haya tres votos conrormes, la inaicaaa LEY 

de 20 de abril de 1888, suprimió el 2.0 párrafo del artícu- 
lo 153 y modificó el articulo 145, añadiéndole el párrafo 
en que establece que serán necesarios cinco Magistrados 
para dictar sentencia en las causas en que se hubiere 
pedido pena de muerte, cadena o reclusión perpetuas. 



Esta reforma, ampliando el número de Magistrados, 
contiene evidentemente una garantía procesal, tanto 
para el reo del delito como para la sociedad. 

.ivos y 
Código 

.as refc 
ación d8 . ,. . 

,. Código Penal de 1870, vigente cuando se publicó 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal el 14 de septiembre 
de 1882 y la Ley de 20 de abril de 1888 que modificó el 
artículo 145, fue reformado por el Código Penal de 1932 
que, entre otros mot con el fin de humani 
sistema punitivo del de 1870, "sustituye" Is 
de muerte por "la aenominada reclusión mayor, que 
dura de veinte años y un día a treinta años y además 
suprime las penas perpetuas" (Exp. de Mot.). Restable- 
cida después la pena de muerte en la Ley de 11 de oc- 
tubre de 1934, la pena de reclusión mayor, subsiste junta- 
mente con aquella pena de muerte, en la legislación pos- 
terior al Código Penal de 1932, y también se encuentran 
ambas penas en el Código Penal vigente, texto revisado 
de 1963. Las penas perpetuas no han vuelto a tener exis- 
tencia desde que las suprimió el Código Penal de 1 

Además de estas innovaciones, se introdujeron 
Código Penal de 1944, y después fueron acogidas por el 
Código de 1963, oti krmas muy importantes en 
orden a la determini e la pena señalada para los 
delitos dentro del ám~i to  judicial; así, en el artículo 61, 
regla 2." se distinguen los casos en que no es posible 
pedir la pena capital. ("En ningún caso se impondrá la 
pena de muerte cuando, no hallándose establecida en este 
Código para el delito de que se trate, resulte aplicable 
por agravación de la pena señalada al mismo", artícu- 
lo 61, regla 2.a, párrafo Último), de aquellos otros en que 
se conmina para el delito pena en que el grado máximo 
lo constituye la pena de muerte, y sólo concurra una 

zar el 
L pena 
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circunstancia de agravación, en cuyo caso, "los Tribuna- 
les podrán dejar de imponerla, teniendo en cuenta la 
naturaleza y circunstancias del delito y del culpable" 
(artículo 61, regla 2.a, pár ~ i é n  contiene la 
novedad de que "cuando circunstancias 
atenuantes ni agravantes, LUD ~ririuriarc?S, teniendo en 
cuenta la mayor o gravedad del hecho y 1- 

nalidad del delinci: npondrán la pena en o 
que estimen conveniente-. (artículo 61, regla 4.a) 

1 rbitrio judicial plicació e 
mue refiere la Circi esta Fi e 
enero de 1945: "Un principio consignado en la Ley de 
Bases, en relación con la pena de muerte, lo recoge el 
Código en sus preceptos: El de que nunca se imponga 
com única. Con ello contri' i penali- 
dad, aspecto más grave, 1 isticidad 
par& Liante el FiscaI en su actuaLluLL, Lulllu 21 Tribu- 
nal en su sentencia aquilaten escrupulosamente cuantas 
circunstancias se puedan presentar en cada caso y evitar 
colocar a los Magistrados ante un concepto categórico 
insalvable. Está regulada esta doctrina en la 2." de las 
reglas del artículo 61, y llega hasta prohibir que se im- 
ponga la última pena, cuando no hallándose establecida 
para el delito de que se trate, resi plicabl~ a 
agravación de la pena a él seña f en ef ;i 
resulta en los distintos preceptos en que se estaalece ia 
pen: lerte que siem io de "reclusión 
maY lerte". (Véanse !O, 121, 122, 136, 
139, 142, 144, 163. 215, 219, 233. 234, 260 6 

Y 50 
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: para 1. 
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irnpj ?na capital cuando concurre una sola 
circi .gravación, y cuando no concurrieren 
circunstancias atenuantes ni agravantes, corresponde 
al Tribunal; y este arbitrio judicial al no quedar supedi- 
tado a la petición que hagan las acusaciones, sólo puede 
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usarse omento de dictar sentencia como resultado 
de las s practicadas en el acto del juicio oral, 
apreciauau conciencia, por el Tribunal. 

Pero estas innovaciones introducidas en la legislación 
penal, no fueron seguidas de otras correlativas en el 
artículo 145 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con la 
consecl je que una interpretación literal de este 
precepl a la conclusión de que solamente per- 
mite la LwLu,Lbución del Tribunal con cinco MagistmnAn- 
cuando isaciones solicit 

Es$ le adecuación d 
la penal aeae suplirse teniéndose en cuenta que mermmo 
el contenido del artíc por ha uprimido las 
penas perpetuas, ests a legisl Lebe suplirse 
mediante la orientación del precepto hacia las nuevas 
situaciones jurídicas equivalentes cr gisla- 
ción penal, entre las que destacan: 

) 145 de ia Ley de 
el número de juz- 

gauvica, r c p l w c i i k a  la gaiaiikla I ~ ~ ~ ~ e ~ a l  de tres votos 
conformes y la posibilidad del mayor acierto e n  las 
sentencias que pronuncian cinco Magistrados en que se 
imponen las penas de mayor gravedad por sus conse- 

ación y efectos 
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wue el Código Penal ue ~ o i u ,  no concenia entre 
plicació logas 
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concediendo a los TriuunaLw GL aluiriiiv v a l a  U C J ~ ~  de 
imponer la pena capital concurriend~ ircunstancia 
de agravación, ni para recorrer la p toda su ex- 
tensión, cuando no concurren circunstancias modificati- 
vas de la responsabilidad criminal, ni a las partes acusa- 
doras en las mismas condiciones, para dejar de pedirla 
o pedir la que estimara conveniente. En el Código de 
1870, cuando concurría alguna circunstancia agravante, 
había que imponer forzosamente la pena en su grado 
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máximo y cuando no concurrían circunstancias había 
que imponer la pena en su grado medio, artículo 82, re- 
glas 1." y 3.a. Idéntica regla contenía el Código de 1932, 
artículo 67, regla l.", para el hecho delictivo sin circuns- 
tancias. 

C) Que ra si-cuación personal, aei condenado a ca- 
dena o reclusión perpetuas era semejante a la del con- 
denado a treinta años de reclusión mayor, por las ra- 
zones siguiei?+a~- 

1." Los1 
decía el artíc 
(lo que indica que el indulto debe decretarse de oficio), 
a los treinta años de cumplimiento de la condena, salvo 
casos especiales debido a la conducta del reo. Este indulto 
se retrasaba hasta los cuarenta años, en los casos en que 
dichas penas se impusieron como penas superiores a sí 
mismas (artículo 94); y la reclusión mayor tiene la du- 
ración de veinte años y un día a treinta años, y como 
pena superior a sí misma también alcanza a cuarenta 
años, según los artículos 30 y 75 del Código Penal vigente. 

2." La cadena perpetua llevaba como accesoria, la 
de degradación en el caso de que la pena fuere impuesta 
a determinados em~leados públicos Dor delitos cometidos 
en el i cargo e los qi 
fierer lanente icción ( 
pena ae recmsion perpetua tenia como pena accesoria 
solamente la inhabilitación perpetua absoluta (artícu- 
los 54 y 55 del Código Penal de 1870); y la pena de re- 
clusión mayor lleva consigo la inhabilitación absoluta, 
con los efectos que señala el artículo 35 y la interdicción 
civil del penado según el artículo 45, ambos del Código 
Penal de 1963, pena esta última que repres 
civil del penado y que no figuraba como z 
reclusión perpetua. 

D) La comparación entre la duración y efectos de 
las penas perpetuas y la reclusión mayor, conduce a pen- 
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sar que si bien pueden parecer más graves en ciertos 
casos las penas perpetuas por su duración, en cambio son 
más graves las penas accesorias de la reclusión mayor, 
que las de las perpetuas. 
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El Tribunal Supremo interpretó en algunas ocasiones 
el artículo 145 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en 
el sentido de que sólo procedía la constitución excepcio- 
nal del Tribunal con cinco Magistrados cuando se soli- 
citase la pena de muerte. (SS. 28 de febrero de 1948, 5 
de abril de 1952). Fundaba este criterio en que la reclu- 
sión mayor es pen¿ temporal, sin que en 
ningún caso pueda reinta años, como su- 
cedía con las denciiiiiriaua~ rcLret~a~,  cuya duración 
mínima era la de treinta años, aunque si no mediaba 
indulto podía alcanzar su duración a cuarenta años 
(SS. 16 de octubre y 18 de mayo de 1961). 

Pero en la sentencia de 24 de mayo de 1965 se de- 
clara que constituido el Tribunal con tres Magistrados y 
solici' del juic 1 de muerte, la 
const bunal c strados es pre- 
ceptiva, pues reconocido el aerecno ae las partes a la 
modificación de las conclusiones provisionales, basta que 
se propugne por cualquiera de ellas la petición de la má- 
xima sanción para que obedeciendo al principio inspira- 
dor d u10 145 establecido en garantía del justicia- 
ble y ~ciedad, se suspenda el juicio, aunque no se 
solicite y se constituya de nuevo con cinco Magistrados, 
porque las leyes procesales son de orden público y las 
garantías que establece no pueden ni deben eludirse; y 
añade que, para evitar la casación y la repetición de los 
juicios es aconsejable en la práctica, que cuando en el 
delito calificado se comprenda una pena cuyo grado má- 
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ximo sea la de muerte, aunque no se solicite en las pro- 
visionales, se constituya el Tribunal con el número de 
Magistrados necesarios para en su caso y siendo proce- 
dente imponerla, si iiegare a pedirse y rechazarse si no 
es justa. A esta conveniencia de que se constituya el Tri- 
bunal con cinco Magistrados en estos casos en que las 
penas de reclusión a muerte correspondan al delito ca- 
lificado, se refiere también la S. de 22 de diciembre 
de 1947. 
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Y en la de 21 de noviembre de 1969 se sienta 1: 
na de que "calificados los hechos por el Ministerio r.iscal 
comc tutivos de un delito de robo con homicidio 
del a 501, número 1.0, cualificado por el uso de 
a r m á ~  párrafo 2.0 del número 5.0 del mismo pre- 
cepto, delito que sanciona el Código con pena que arran- 
ca en la reclusión mayor y llega a la de muerte, con la 
posibilidad de que ésta sea la que se imponga, siguiendo 
la orientación que marca el párrafo ment 
mero 5.0, aunque también quede abierta 1 : 
eludirla. si procediese la aplicación de Owua placepws 

que n la rigurosidad sancionadora, cuando así 
lo ac i las circunstancias que rodeen o configuren 
el suceso, en este caso tan reprochable, es patente, con 
estos antecedentes procesales, que el Tribunal de instan- 
cia debió quedar constituido para el juicio oral y faiio del 
asunto con cinco Magistrados, según previene para éstos 
casos el párrafo 2.0 del articulo 145 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, que exige este número para dictar sen- 
tencia en las causas en que se hubiese pedido pena de 
muerte, cadena o reclusión perpetua, si bien estas últi- 
mas desaparecidas en nuestro actual ordenamiento pe- 
nal, han sido reemplazadas por las antes aludidas de 
reclusión, por lo que, al no haberse hecho así y quedar 
constituido el Tribunal "a quo" con sólo tres Magistrados, 
se ha incurrido en un vicio de nulidad de leno derecho, 
conforme al articulo 4.0 del Código Civil". 



Sin entrar a comentar todas las cuestiones que plan- 
tea esta sentencia y limitando únicamente su examen a 
la composición del Tribunal con cinco Magistrados, lo 
esencial es la pena con la que el Código castiga el delito 
calificado. Cuando este tenga señalada la pena de re- 
clusión mayor a muerte, debe constituirse con cinco Ma- 
gistrados. Es decir, que lo vinculante para la constitución 
del Tribunal más que el grado de la pena señalado en el 
acta de acusación, es la que verdaderamente corresponda 
al delito calificado, que es la que en defini 
Tribunal. 

Esta interpretación doctrinal del articulo 145, es acor- 
de con el arbitrio que concede a los Tribunales el artícu- 
lo 61, regla 2." del Código Penal para que excepcional- , 
mente en los casos en que el grado máximo de la pena 
lo constituye la pena de muerte y sólo concurriendo una 
circunstancia de agravación, pueda dejar de imponer 
dicha pena, teniendo en cuenta la naturaleza y circuns- 
tancia del delito y del culpable. Son estas circunstancias 
del delito y del culpable las determinantes del arbitrio 
judicial para dejar de imponer la pena c 
rriendo una circunstancia de agravación. 

Esta clase de circunstancia pueden alegarla las acu- 
saciones y no invocada, apreciarla libremente el Tribu- 
nal, porque al Tribunal lo que le está vedado es calificar 
un delito más grave que el que es objeto de la acusación, 
sin proceder previamente como determina el artículo 733, 
pero si acepta la calificación propuesta, la apreciación 
de circunstancias agravantes, aunque no hayan sido 
alegadas, así como el grado de participación en el delito, 
queda determinado por su libre arbitrio, "apreciando, 
según ciencia, las pruebas practicadas en el juicio, 
las ra xpuestas por la acusación y lo manifestado 
por los mismos procesados.. ." (artículo 741). 

Por ello en los casos en que al delito calificado corres- 
ponda la pena de reclusión mayor a muerte, el Tribunal 
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constituido por tres Magistrados, no es competente para 
dictar sentencia, puesto que la deliberación, votación y 
fallo que en definitiva recaiga, ha de ser adoptado por 
los cinco Magistrados que ordena el articulo 145 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con el ar- 
tículo 61, regla 2.a, párrafo 2.0 del Código Penal, cuyo 
precepto no figuraba como queda dicho, ni en el Código 
Penal de 1870, ni en el Código Penal de 1932. 
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CIRCULAR NUM. 3/1970 

DELITOS COMETIDOS CON MOTIT 
EMIGRACION 

La Ley de 3 de mayo de 1962 de Ordenación de la 
Emigración, manteniendo el principio indeclinable de la 
libertad de todo español para emigrar, se caracteriza 
porque amplía extraordinariamente los beneficios de la 
acción social del Estado haciendo partícipes de ellos a 
todos los que trabajan fuera de las fronteras de España, 
a cuyo efecto implanta un estado jurídico del emigrante 
para que la protección estatal comprenda dentro del 
territorio nacional al emigrante y su familia, tanto en la 
preparación de su partida, como en sus viajes de ida y 
retorno y se extiende también a sus familiares en el 
territorio nacional mientras no se reúnan con él conti- 
nuando esta protección de acuerdo con los Estados res- 
pectivos, mientras los emigrantes permanezcan en e1 
extranjero. 

Esta protección que la Ley dispensa, al que se ve pre- 
cisado a emigrar con el fin de mejorar sus condiciones 
de vida y para que no se encuentre abandonado en países 
poco propicios a brindar empleo digno, principalmente 
a los que carecen de preparación y de asistencia, queda 
burlada por quienes ilegalmente perturban el régimen 
establecido por la Ley para la emigración. 

Según antecedentes facilitados a esta Fiscalía por el 
Instituto Español de Emigración del Ministerio de Tra- 
bajo, subsisten en la actualidad, las actividades de re- 
clutamiento clandestino de emigrantes con notorio per- 



juicio para la política oficial de programación de empleo, 
y para los que desean emigrar, a quienes unas veces se 
obliga a ilegales desembolsos por los reclutadores clan- 
destinos para la obtención de un contrato de trabajo y 
en otras, al percibir el reclutador una comisión directa- 
mente de los patronos extranjeros, ofrece unas condicio- 
nes que en la práctica son mucho más desfavorables 
siendo únicamente conocidas cuando el trabajador se 
encuentra en territorio extranjero, con la alternativa de 
aceptarlas o repatriarse; en numerosas ocasiones los con- 
tratos ofrecidos son falsos y al no contarse con la oportu- 
na autorización de residencia en el país extranjero, las 
autoridades expulsan del pai trabajadores. El re- 
clutamiento de mujeres jóve lbrir algunas 
veces la denominada trata de W L ~ ~ L L W .  
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Interpretando estos precepxos penales se han cursado 
instrucciones por esta Fiscalía en las Circulares de 30 de 
junio de 1909 (Memoria ídem Apéndice 1), 5 de julio de 
1920 (Memoria ídem, página 53), 3 de marzo de 1948 
(Memoria ídem, página 169) y 11 de octubre de 1960 
(Memoria 1961 página 55) y Consultas de 5 de mayo de 
1961 (Memoria ídem, página 48) y 30 de octubre de 1962 
(Memoria ídem, página 119), cuyas prevenciones respecto 
a la actividad del Ministerio Fiscal en los procedimientos 



para la persecución de esta clase de delitos, deben obser- 
varse, porque en el artículo 74 de la nueva Ley de 3 de 
mayo de 1962 se incluyen las actividades delictivas pe- 
nadas en la legislación anterior. 

Entre las disposiciones de la Ley de 3 de mayo de 
1962 relativas a sanciones en materia de emigra( 
conveniente señalar : 

1.0 En el orden penal: 

a) Que en un solo artículo, el 74, se recogen las dis- 
tintas formas delictivas, que la ley anterior derogada de 
20 de diciembre de 1924 distinguía en preceptos indepen- 
dientes, que se sancionan con pena de "prisión correccio- 
nal" (prisión menor). (A estos distintos preceptos se 
referían las Circulares y Consultas de esta Fiscalía, ya 
citados.) 

b) En el artículo 76, se reproduce el ar 19 de la 
Ley de 1924, para que las penas con que el ) Penal 
castiga las falsedades, los delitos contra la salud pública, 
el de prevaricación, el cohecho, la sustracción y corrup- 
ción de menores, las estafas y otros engaños, se apliquen 
siempre en su grado máximo cuando el hecho punible se 
refiera a la emigración o el perjudicado sea un emigrante. 

c)  En los artfculos 71 y 74 se precisa que la sanción 
y responsabilidad penal es independiente y sin perjuicio 
de las sanciones y responsabilidades de otro orden que 
correspondan. 

Las infracciones de los preceptos generales regulad* 
res de la emigración y repatriación de emigrantes, del 
transporte terrestre, aéreo o marítimo de los mismos y 
de cualquier acto u omisión que infrinja lo dispuesto en 
la Ley de emigración, se enumeran en la Instrucción del 



Ministerio de Trabajo de 26 de septiembre de 1963, y su 
estudio ofrece especial interés como materia orientadora 
para la interpretación de las modalidades delictivas es- 
tablecidas en el indicado pre~ 4 de la 

2.0 En materia procesal: 

a) En la tramitación de los sumarios que se sigan 
por estos delitos y faltas se aplicará el procedimiento de 
urgencia previsto en la Ley (articulo 74, primero de la 
Ley). Este procedimiento es actualmente el regulado en 
el capítulo 111, título 111 del libro IV de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal "Del procedimiento para delitos 
competencia de las Audiencias", dada la pena de pri- 
sión menor (prisión correccional) establecida para esta 
clase de delitos. 

b) ,as no se efectúe la designación del Juz- 
gado ~ U ~ G L L ~ L  para la instrucción de los sumarios por 
delitos de emigración, en cumplimiento de lo dispuesto 
en la Ley de Bases de 22 de diciembre de 19601 y artícu- 
lo 74, primero, del Decreto de 3 de mayo de 1962, por el 
que se aprueba el Texto articulado de la Ley de Ordena- 
ción de la emigración, la competencia del Juzgado de 
Instrucción quedará atribuida siguiendo las normas or- 
dinarias de competencia territorial, como ya se resolvió 
en la Consulta de 5 de mayo de 1961. 

Como se decía en la Circular de 1920 recordada en la 
de 1948 y en la de 1960, es indispensable que el Ministerio 
Fiscal en esta clase de procesos actúe atendiendo no sólo 
a la intervención necesaria procesalmente cuando se 
haya incoado causa con motivo u ocasión de la emigra- 
ción, sino que además ha de procurar interponer su 
iniciativa propia siempre que tenga conocimiento de 



algún hecho de aquella índole especial; que revele la 
perpetración de un delito que afecte a la emigración, re- 
quiriendo directamente la cooperación de las Autorida- 
des gubernativas y de la policía para que le faciliten los 
antecedentes indiciarios que le permitan formalizar la 
correspondiente querella. 

Las anteriores normas legales y la interpretación que 
se hace de las mismas deberán observarse en todos los 
casos 
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Entre las aisposiciones aue regulan el Patrimonio 
Histórico-Artístico 1 
tancia 

-A - 

1 desta impor- 

La Ley de 7 de julio de 1911, sobre excavacioi~~~ al- 

tisticas y científicas, ruinas y antigüedades y objetos en 
ellas descubiertos. Y el Reglamento para su aplicación 
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Arqueologico Nacional, dignos de ser conservados para 
la Nación poi ?S de arte y cultura. La vigencia de 
este Real De ey está declarada en la sentencia 
del Tribunal Supremo de Justicia, Sala Tercera de lo 
Contencioso-Administrativo, de 16 de mayo de 1966. El 
artículo 39 de este Real Decreto-Ley, dispone que quedan 
subsistentes en cuanto no SI :an a sus prescripcio- 
nes.. . el Real Decreto de 9 d de 1923, relativo a la 
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gicos e históricos de más de cien años de antigüedad y 
regulando los trámites admin!istratlivos para su con- 
cesión. 

La Ley de 13 de r ! 1933, promulgada con la fi- 
nalidad de poner en armonia cuantas se habían dictado 



para la protección del Patrimonio Histórico-Artístico Na- 
cional y el Reglamento para su aplicación de 16 de abril 
de 1936: Esta Ley de 13 de mayo de 1933 en su artículo 37, 
mantiene en vigor todos los preceptos de la Ley de 7 de 
julio de 1911 en cuanto se refieren a las excavaciones y 
objetos en ellas descubiertos. Y en el artículo adicional 3, 
deja subsistentes cuantas disposiciones se hayan dictado 
para la defensa y acrecentamiento del Patrimonio His- 
tórico-Artístico Nacional en todo lo que no se oponga a 
sus prescripciones. 

Y entre las múltiples normas publicadas después de 
la Ley de 13 de mayo de 1933, pueden citarse entre 
otras: 

Decreto-Ley de 12 de junio de 1953, para que las fun- 
ciones y competencias atribuidas por la Ley de 13 de 
mayo de 1933 a la Junta Superior del Tesoro Artístico 
y a las Comisiones señaladas en el artículo 8 de la mis- 
ma sean ejercidas por la Comisaría General del Servicio 
de Defensa del Patrimonio Histórico-Artístico Nacional 
y organismos del Ministerio de Educación Nacional que 
expresa. 

Decreto de 12 de junio de 1953 regulando el comer- 
cio y exportación de obras de arte y carácter histórico. 
Los artículos 1, 2, 10  y 11 de este Decreto han sido modi- 
ficados por los Decretos de 6 de enero de 1969 y 27 de 
enero de 1956, respectivamente. 

Ley de 22 de diciembre de 1955 dando nueva redac- 
ción al articulo 26 de la Ley de 13 de mayo de 1933, que 
regulaba la expropiación de los edificios declarados mo- 
numentos histórico-artísticos cuando el propietario haga 
uso indebido de ellos. 

Decreto de 26 de abril de 1957 aprobando el Regla- 
mento de la Ley de expropiación forzosa, en cuyo artícu- 
lo 92 y siguientes se regula la expropiación de bienes 
muebles e inmuebles de valor artístico, histórico O ar- 



queológico y se establecen los derechos de tanteo y de 
retracto a favor del Estado. 

Ley de régimen de la Administración Local, de 24 de 
junio de 1955 (arts. 101, 182, 190, 191, 242, 243, 280 y 
284), regulando la intervención de los Ayuntamientos y 
Diputaciones en la protección y defensa del Patrimonio 
Histórico-Artístico Nacional. 

Ley de 12 de mayo de 1956, Régimen del suelo y orde- 
nación urbana (arts. 13, 14 y 20). 

Decreto de 22 de julio de 1958, cuyo artículo 6.O pre- 
ceptúa que, para el mejor cumplimiento de lo estable- 
cido en los artículos 3 y 34 de la Ley de 13 de mayo de 
1933 y artículo 25 de su Reglamento, de 16 de abril 
de 1936, será preceptiva la aprobación de la Dirección 
General de Bellas Artes en !as obras que pretendan mo- 
dificar edificios, calIes o plazas inmediatas al monumento 
y las de nueva construcción en igual emplazamiento o 
que alteren el paisaje que lo rodea o su ambiente pro- 
pio, caso de estar aislado, y, en fin, cuantas puedan pro- 
yectarse en los monumentos mismos de cualquier cate- 
goría: nacional, provincial o local, que sean. 

Decreto de 2 de junio de 1960 sobre Expropiación de 
obras de importancia histórica o artística y composición 
y funcionamiento de la Junta de Calificación, Exporta- 
ción y Valoración de las mismas. 

Ley de 21 de julio de 1960 confiriendo a los Tribuna- 
les a que se refiere el artículo 70 de la Ley vigente sobre 
contrabando y defraudación la competencia para con* 
cer, con arreglo a sus normas procesales y de competen- 
cia, en los casos de exportación ilegal de objetos inte- 
grantes del Patrimonio Histórico-Artístico Nacional. 

Decreto de 14 de marzo de 1963 sobre Protección de 
los escudos, emblemas, piedras heráldicas, rollos de jus- 
ticia, cruces de término, piezas similares de interés his- 
tórico-artístico cuya antigüedad sea de más de cien años. 



El cuidado de estas piezas y monumentos queda enco- 
mendado a los Ayuntamientos, los cuales serán respon- 
sables de su vigilancia y conservación. 

Ley de 18 de diciembre de 1963, de Ordenación Turís- 
tica del territorio nacional, que autoriza pueda conside- 
rarse como Centro de Interés Turístico Nacional los mo- 
numentos o sectores históricos o artísticos. 

Decreto de 15 de abril de 1964 aprobando el Textto 
articulado de la Ley del Patrimonio del Estado, de 24 
de diciembre de 1962 "Disposición de Excepción 5". 

Orden de 14 de marzo de 1970 dictando normas para 
la colaboración de los servicios de la Dirección General 
de Bellas Artes con las Instituciones privadas o Autori- 
dades eclesiásticas en la conservación de monumentos 
nacionales y museos no estatales. 

Decreto de 22 de octubre de 1970 sobre protección 
de monumentos y conjuntos histórico artísticos (Bole- 
tín Oficial del Estado de 9 de noviembre de 1970). 

BI~NES QUE INTEGRAN EL PATRIMONIO 
HISTORICO-ARTISTICO NACIONAL 

Según la vigente Ley de 13 de mayo de 1933 (art. 1.O), 
constituye el Patrimonio Histórico-Artístico Nacional 
bajo la salvaguardia del Estado, como Tesoro cultural 
de la nación, "cuantos inmuebles y objetos muebles de 
interés artístico, arqueológico, paleontológico o histórico 
haya en España de antigüedad no menor de un  siglo; 
también aquellos que, sin esta antigüedad, tengan un 
valor histórico o artístico indiscutible, exceptuando, na- 
turalmente, las obras de autores contemporáneos", y 
(artículo 2.O) somete a las prescripciones de la Ley, res- 
pondiendo ante los Tribunales de las obligaciones que 



la misma establece, a los propietarios, poseedores y usua- 
rios de los referidos inmuebles y de los objetos muebles, 
ya sean Corporaciones oficiales, entidades civiles y ecle- 
siásticas, personas jurídicas o naturales. 

De acuerdo con esta distinción establecida entre in- 
muebles y objetos muebies de interés artístico que inte- 
gran el Patrimonio Histórico-Artístico Nacional la Ley 
regula las limitaciones de los derechos que sobre los 
mismos tienen sus propietarios, poseedores o usuarios. 

1 . O  Inmuebles. 

Como inmuebles se consideran, en los artículos 14, 
33 y 37 de la Ley, a los Monumentos Histórico-Artísticos, 
los conjuntos o parajes histórico-artísticos pintorescos y 
a las excavaciones. 

a) Monumentos Histórico-Artísticos. 

A los propietarios, poseedores y usuarios de los mo- 
numentos histórico-artísticos (cuya declaración se efec- 
túa por Decreto) les está prohibido realizar en ellos obra 
alguna sin que el proyecto sea aprobado por la Dirección 
G~neral  de Bellas Artes, con independencia de la licen- 
cia municipal; están obligados a efectuar en ellos las 
obras de consolidación g conservación necesarias que la 
Junta Superior determine, oído el Arquitecto de la zona 
(artículos 23 y 24 de la Ley y 17 a 27 del Reglamento), 
y no podrán destinarlos a fines que por el Ministerio de 
Educación Nacional se estimen incompatibles con su 
valor y significación artística o histórica. En todo caso, 
el Estado podrá expropiar los edificios declarados monu- 
mentos histórico-artísticos cuando el propietario haga 
de ellos uso indebido y cuando estén en peligro de des- 
trucción o deterioro (art. 26 de la Ley en relación con 
el art. 1." de la Ley de 22 de diciembre de 1955). 

La transmisión de un edificio declarado monumento 
histórico-artístico o de una parte de él podrá realizarse 
libmmente, quedando obligado el vendedor a dar cono- 



cimiento al comprador de su condición de tal y ambos 
a comunicar a la Dirección General de Bellas Artes el 
cambio de dominio. En las ventas de estos edificios el 
Estado se reserva el derecho de tanteo, derecho que 
podrá transmitir en cada caso a las regiones, provincias 
o municipios (arts. 31 y 32 de la Ley en relación con el 
28 del Reglamento para su aplicación y Ley de 
diciembre de 1931, art. l."). 

b)  Conjuntos o parajes histórico-artísticos. 

Todas las prescripciones legales referentes a los mo- 
numentos históricos o artísticos son aplicables a los con- 
juntos urbanos y rústicos -calles, plazas, rincones, ba- 
rrios, murallas, fortalezas, ruinas-, fuera de las pobla- 
ciones que por su belleza, importancia monumental o 
recuerdos históricos puedan declararse incluidos en la 
categoría de rincón, plaza, calle, barrio o conjunto histó- 
rico-artístico. De las transgresiones serán responsables 
sus autores, subsidiariamente los propietarios y, en su 
defecto, las Corporaciones municipales que no lo hayan 
impedido (art. 33 de la Ley y 29 del Reglamento). 

Las anteriores prescripciones legales se refieren a 
los Monumentos como valores testimonio del pasado y 
a los Parajes histórico-artístico o pintorescos, que la Ley 
considera como inmuebles, pero falta entre las prescrip- 
ciones de este Título dedicado a los inmuebles una defi- 
nición de los bienes que pueden considerarse como in- 
muebles a efectos de la protección que se dispensa a los 
de interés histórico-artístico. Por ello pueden comple- 
mentarse las disposiciones citadas con las del Real 
Decreto-Ley de 9 de agosto de 1926, que en su artículo 4." 
dispone que tienen la consideración de bienes inmuebles, 
además de los enumerados en el artículo 334 del Código 
Civil, cuantos elementos puedan considerarse consus- 
tanciales con los edificios y formen parte de los mismos 
o de su exorno o lo hayan formado, aunque, en el caso 
de poder ser separados, constituyan un todo perfecto de 



fácil aplicación a otras construcciones o a usos distintos 
del suyo origi tlquiera que sea la materia de que 
estén formad( lnque su separación no perjudique 
visiblemente al merito histórico-artístico del inmueble 
al que están adheridc 

c) Excavaciones. 

La Ley de 13 de mayo de 1933, a que nos venimos 
refiriendo, artículo 37, declara la vigencia de la Ley de 
7 de julio de 1911 en cuanto se refiere a las excavaciones 
y z los objetos en ellas descubiertos. 

En esta Ley de 1911, artículos 5 y 6, uc abiiuuye al 
Estado la propiedad de las antigüedades descubiertas 
casualmente en el subsuelo o encontradas al demoler 
antiguos edificios o cuando el hallazgo se realice en obras 
públic; nadas por el Estado, sin perjuicio 
de la i que señala para los descubridores y 
dueños de los terrenc 

EtS O su 
ndemni 

bvencio 
zación I 

objetos 
Ley de 

i ellas z 
iayo de 

L.as excavaciones sin el 
permiso debido se consiaeran rrauaulentas, con aecomiso 
de los que er re hubic trt. 39 
de la 1 13 de rr 1933). 

Bienei 

Los 01 
?._ .-L 

S mueb: 

~jetos n 
-A2 - -  -7.  

organis 
in en p 

mos re5 
osesión 

idas po 

que inl 
- --  

tegran el Patnmonio 
~ S G O ~ C O - ~ T L I S L I C O  l\ac1ona1 que sean propiedad del Es- 
tado o de los cionales, provinciales o loca- 
les o que estE de la Iglesia en cualquiera 
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can a personas jurídicas no se podrán ceder por cambio, 
venta o donación a particulares ni a entidades mercan- 
tiles, si bien podrán entre el' ita a las Jun- 
tas locales o superior del Te, cambiar, ven- 
der y regalar objetos de arte y por toaos los medios 
fomentar el acrecentamiento de Museos Nacionales, Pro- 
vinciales o Municipales (art. 41). 
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Estado puede ejercitar el Derecho de tanteo (arts. 43 y 
52 de la Ley, 3 a 6 del Decreto de 12 de junio de 1953 
y 8 del de 2 de junio de 1960. 
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3.O De los Musec 
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saría del Patrimonio Artístico, encomienda la Ley la mi- 
sión de promover la creación de Museos públicos en toda 
España y cooperar a la organización y mejora de los exis- 
tentes, a cuyo efecto la faculta para la distribución entre 
los mueseos de los objetos descubiertos en excavaciones, 
incautados o adquiridos por compra, y también para que 
puedan ser incautados temporalmente y depositados en 
un Museo los objetos en poder de entidades civiles y ecle- 
siásticas o de particulares, siempre que sea notoria su 
importancia y que por ignorancia o desidia de su custo- 
dia o por temor a incendio, robo o desorden hubiere peli- 
gro de destrucción o pérdida (arts. 55 y 58 y Decreto- 
Ley de 12 de junio de 1953). 

e 13 de 
expone: 

Los antecedentes legislativos y disposiciones de la 
Ley dl t mayo de 1933, anteriormente expuestas, 
son el nte de las dimensiones histórico-cultural de 
la obra ae arte y de su trascendencia social-económica, 
que permite el disfrute comunitario de esta riqueza na- 
cional debido a la protección estatal dispensada a esta 
clase de bienes, que llega desde la limitación de los dere- 
chos dominicales del propi a la colaboracion y 
ayuda técnica y económica no para la conserva- 
ción e incremento del Patrimonio Histórico-Artístico Na- 
cional. 
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Por ello, estas prescripciones que regulan el Patri- 
monio Histórico-Artístico Nacional no pueden descono- 
cerse cuando se trate de la protección penal de esta clase 
de bienes porque en los mismos pueden encontrar el 
Juez o Tribunal la norma  alo ora ti va del precepto puni- 
tivo. 



PROTECCION PENAL DE LOS BIENES QUE CONSTI- 
TUYEN EL PATRIMONIO HISTORICO-ARTISTICO 

NACIONAL 

El Código Penal vigente, en el Libro 11, Título XIII, 
"De los delitos contra la propiedad", sanciona: 

Como delito de incendio: 

Al que incediare Archivo o Museo General del Estado 
(artículo 547, 1.O).  

Como delito de daño: 

A los que los causaren en un Archivo, Registro, Mu- 
seo, Biblioteca, Gabinete científico, Instituciones análo- 
gas o en el Patrimonio Histórico-Artístico Nacional (ar- 
tículo 558, núm. 5). 

A los que destruyeren o deterioraren pinturas, esta- 
tuas u otros monumentos públicos de utilidad u ornato 
(artículo 561) y al que destruyere, inutilizare o dañare 
una cosa propia de utilidad secial (art. 562). 

Entre las faltas contra los intereses generales y régi- 
men de las poblaciones sanciona: 

A los que apedrearen o mancharen estatuas, pintu- 
ras o causaren un daño cualquiera en las calles, parques, 
jardines o paseos, en el alumbrado o en objeto de ornato 
o pública utilidad o recreo, aun cuando pertenecieren a 
particulares (art. 579.). 

Y, a modo de disposición común, establece una cua- 
lificación agravatoria para todos los delitos contra la pro- 
piedad en el artículo 563 bis (añadido al Código Penal 
en cumplimiento de la Base Quince de la Ley de 23 de 
diciembre de 1961), que dice: 



"Los hechos punibles comprendidos en el pre- 
sente título serán castigados con la pena respec- 
tivamente señalada a los mismos, impuesta en el 
grado máximo, o con la inmediatamente superior 
en grado, al arbitrio del Tribunal, según las cir- 
cunstancias y gravedad del hecho, las condiciones 
del culpable y el propósito que éste llevare, siem- 
pre que las cosas objeto del delito perseguido fue- 
ren de relevante interés histórico, artístico o cul- 
tural." 

El precepto, como puede oaservarse, respeta al delito 
base, o sea que admite la posibilidad de que el atenta60 
contra la cosa objeto del delito pueda ejecutarse en cual- 
quiera de las formas tipificadas en el Título XIII del 
Libro 11 del Codigo Penal, pero la sanción la conmina 
siempre en el grado máximo o en el inmediatamente 
superior en grado, al arbitrio del Tribunal, según las 
circunstancias del caso y condiciones y propósito del cul- 
pable, cuando "el objeto" sobre que recae la acción delic- 
tiva reúne los requisitos de ''interés histórico, artístico 
o cultural" y de que este interés sea "relevante". 

Para esta valoración "del relevante interés" que del 
objeto del delito ha de efectuarse en cada caso concreto 
contienen especial orientación aquellas normas que regu- 
lan el Patrimonio Histcrico-Artístico Nacional anterior- 
mente expuesas, si bien conviene resaltar que este rele- 
vante interés histórico, artístico o cultural puede tam- 
bién concurrir en otros bienes que no integren el Patri- 
monio Histórico-Artístico Nacional. Es el Juez o Tribu- 
nal quien tiene que constatar y afirmar en cada caso 
ese carácter relevante al enjuiciar el hecho delictivo so- 
metido a su decisión. 



BIENES DE LA IGLESIA 

A) Disposiciones anteriores al Concordato. 

La Ley de 13 de mayo de 1933, artículo 31, Regla- 
mento para su aplicación, de 16 de abril de 1936, artícu- 
lo 28, y Ley de 10 de diciembre de 1931, artículo 1.O, per- 
miten a las Corporaciones civiles o religiosas realizar 
libremente la enajenación de edificio declarado Monu- 
mento histórico-artístico nacional o parte de él, con obli- 
gación del vendedor y comprador de obtener, previo per- 
miso del Ministrio de que dependan y de comunicar a 
la Dirección General de Bellas Artes el cambio de 
dominio. 

La misma Ley de 13 de mayo de 1933, artículo 41, tra- 
tándose de bienes muebles, que constituyen el Patrimo- 
nio Histórico-Artístico Nacional, que sean propiedad del 
Estado o de los organismos regionales, provinciales o 
locales o que estén en posesión de la Iglesia en cual- 
quiera de sus establecimientos o dependencias, o que 
pertenezcan a per: irídicas, prohibe se puedan ce- 
der por cambio, v donación a particulares ni a 
entidades mercantiles, sin perjuicio de que todas estas 
enti ~uedan entre ellas, dando cuenta a las Juntas 
LOC iuperior del Tesoro Artístico, cambiar, vender 
y regala1 ubjetos de arte. 

Esta disposición sitúa a la Iglesia en el mismo plano 
que al  Estado, Provincia y Municipio en orden a la pro- 
hibición de vender objetos muebles de los que integran 
el Patrimonio Histórico-Artístico Nacional. 

El Real Decreto de 9 de enero de 1923 sobre necesidad 
de autorización previa para la enajenación válida de 
obras artísticas, históricas y arqueológicas de que sea 
poseedora la Iglesia, cuya vigencia declara el Real De- 





al Museo Nacional o Diocesano a que corresponda. El 
precio de la venta nula lo destinara a los establecimien- 
tos de beneficiencia, aplicando por analogía el orden 
establecido en el artículo 956 del Código Civil, dedu- 
ciendo un 20 por 100, que se entregará al denunciante 
de estas ventas. 

La sanción anteriormente setablecida será sin perjui- 
cio de las canónicas en que sus infractores incurren y, 
en su caso, de las penales de orden común aplicables a 
cada fracción (art. 8."). 

Prescripciones análogas sobre la autorización previa 
para la enajenación de bienes pertenecientes a la Iglesia 
contiene el Decreto de 22 de mayo de 1931 y la Ley de 
10 de diciembre del mismo año. 

B) Concordato. 

La obligatoriedad de estos preceptos y de toda la 
legislación protectora del Patrimonio Histórico-Artístico 
Nacional está convenida en el Concordato con la Santa 
Sede 27 de agosto de 1953, artículo XXI, que prevé la 
constitución de una Comisión en cada Diócesis, presi- 
dida por el Ordinario, a la que, entre otras facultades, 
la encomienda la de vigilar el cumplimiento de las con- 
diciones establecidas en las leyes, tanto civiles como 
canónicas, sobre enajenación y exportación de objetos 
de mérito histórico o de relevante valor artístico que 
sean propiedad de la Iglesia o que ésta tuviere en usu- 
fructo o depósito. 

Como el Concordato no deroga, sino que actualiza la 
vigencia de la legislación civil y canónica referentes a la 
enajenación y exportación de esta clase de bienes que es- 
tén en posesión de la Iglesia y que forman parte del 
Tesoro Histórico-Artístico Nacional, ambas legislaciones 
hay que conjugarlas en cada caso, según el objeto de arte 
de que se trate, para determinar si son inalienables o no 
y en este supuesto en qué condiciones y con qué garantías 
se dispone de las mismas para evitar que la Iglesia y la 



Nación se vean privadas de objetos y obras que conviene 
conservar. 

Entre las leyes canónicas aplicables a que se refiere 
el artículo XXI del Concordato está el Codex Juris Ca- 
nonici, cuyo canon 1.495 y siguientes reconoce a la Igle- 
sia católica el derecho innato de adquirir, retener y ad- 
ministrar bienes temporales para el logro de sus fines 
(C. 1495). Los bienes eclesiásticos, pertenecientes a la 
Iglesia como persona moral, se consideran "res pretiosas" 
aquellas que tienen un valor notable por razón del arte, 
o de la historia, o de la materia. (C. 1.497-2), y no pueden 
enajenarse cualquiera que sea su justiprecio en mérito 
sin la autorización de la Santa Sede y cumpliendo las 
prescripciones del Canon 1.531 (Canon 534). También 
el Canon 1.281-1 prohíbe la enajenación válida de las 
reliquias insignes o las imágenes preciosas. 

Para enajenar otros bienes eclesiásticos inmuebles o 
muebles, los Cánones 1530, 1531 y 1532 regulan cómo 
ha de efectuarse previa tasación, subasta y autorización 
o licencia del Superior legítimo, sin la cual es inválida 
la enajenación. 

Los bienes llamados eclesiásticos pertenecen siempre 
a alguna de las personas morales indicadas en el Canon 
1.495 y son bienes distintos de los pertenecientes a los 
clérigos en cuanto persona física; estos bienes de los 
clérigos, no pueden denominarse bienes eclesiásticos ni 
son de aplicación a los mismos las disposiciones estable- 
cidas en los Cánones respecto a su administración, ena- 
jenación, por lo que quedan sujetos a la legislación es- 
pecial en la materia. 

De otra parte el Concilio Vaticano 11, ha  dedicado el 
capítulo VI1 de la Constitución de la Sagrada liturgia a 
"el Arte y los objetos sagrados" disponiendo que: "Vigi- 
len con cuidado los Ordinarios para que los objetos sa- 
grados y obras preciosas, dado que son ornato de la casa 
de Dios, no se vendan ni dispersen" y también, que los 
Clérigos deben ser instruidos sobre la historia y evolución 



del arte sacro y sobre los sanar principios en que deben 
fundarse sus obras, de modo que sepan apreciar y con- 
servar los venerables monumentos de la Iglesia (núme- 
ros 126 y 129). 

C) La venta de objetos de arte propiedad de la Igle- 
sia y que ésta tuviere en usufructo o depósito. 

Cuando las disposiciones de la legislación concordada, 
la civil o la canónica, se vulneran, es indudable que se 
causa un daño al patrimonio común de la Nación, apar- 
te del que sufre el patrimonio de la propia Iglesia. De 
aquí que de acuerdo con la legislación que acabamos de 
citar, se haga imprescindible la actuación judicial cuan- 
do los hechos revistan caracteres de infracción penal, 
que tiendan a la averiguación de los mismos y a-.la re- 
cuperación y custodia de los objetos de arte de que se ha 
dispuesto sin autorización de la jerarquía eclesiástica o 
con incumplimiento de las leyes aplicables al caso. 

ACTUACION DEL MINISTERIO FISCAL 

El Ministerio Fiscal ha de velar para que se exijan 
las responsabilidades por delitos o faltas en que incurren 
quienes atentan contra los bienes que integran el Patri- 
monio Histórico-Artístico Nacional y en los procesos pe- 
nales que se incoen deben pedir al Juzgado Instructor la 
práctica urgente de las diligencias ordenadas como pre- 
ferentes en los artículos 326, 334, 335, 338 en relación con 
el 366 y concordantes de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y en especial las conducentes a la recuperación 
de la obra de arte objeto del delito, que se depositará en 
la forma prevista en el artículo 7 de la Ley de 10 de di- 
ciembre de 1931, o en el artículo 8.0 del Decreto de 9 de 
enero de 1923, a resultas de la causa, dándose cuenta al 



Gobernador Civil de la provincia o autoridad competente 
para que puedan además exigirse las responsabilidades 
de tipo administrativo que procedan. 

Cuando se trate de objetos de arte en poder de la Igle- 
sia, es obligado el informe de la Comisión Diocesana, a 
que en el apartado anterior, se aludía, encargada en cada 
Diócesis de vigilar por el cumplimiento de la legislación 
civil y canónica sobre enajenación y exportación de los 
mismos y si esta Comisión no estuviera constituida, se 
dará cuenta a esta Fiscalía, a efectos de lo dispuesto en 
el artículo XXXV del Concordato. 
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CIRCULAR NUNL. 5/1970 

LEY DE 26 DE DICIEMBRE DE 1958 SOBRE EXTRA- 
DICION-PASIVA 

La Ley de 26 de diciembre de 1958 publicada, según 
la exposición de motivos, para completar la insuficiencia 
de los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(artículos 824 a 833) para regir los distintos aspectos de 
la extradición, fundamentalmente la denominada ex- 
tradición pasiva, verdadera laguna en el ordenamiento 
ea?añol, regula un sistema mixto gubernativo y judicial 
para coordinar las exigencias del orden público interno 
con las derivadas de la pertenencia a la comunidad in- 
ternacional de Estados. 

La trascendencia jurídica de las disposiciones de 
esta Ley, de ámbito internacional y político y la regula- 
ción judicial para concedenla cuando el Golfterno la 



acuerda eil principio, exigen que la actuación del Minis- 
terio Fiscal requerida por la Ley en esta clase de pro- 
cedimiento pueda en cada caso interpretar las motiva- 
ciones en que se inspira la extradición solicitada para 
que su misión, como Órgano de comunicación entre el 
Gobierno y los Tribunales de Justicia, le permita me- 
&ante las informaciones que estime oportunas, que cons- 
ten en las actuaciones judiciales cuantos elementos de 
juicio sean precisos para que la resolución judicial pueda 
acordarse sin mengua de las garantías jurídicas debidas 
a los presuntos responsables de delitos, cuya entrega 
solicita el Gobierno extranjero, ni de los intereses na- 
cionales. 

A conseguir esta finalidad, respondiendo al principio 
de unidad característico en la actuación del Ministerio 
Fiscal, en los procedimientos judiciales que se tramiten 
para conocer de las demandas de extradición, tiende la 
presente circular. 

PROCEDIMIENTO JUDICIAL PARA LA EXTRADICIQN 

El procedimiento judicial atiende principalmente a 
la identificación del detenido para que la entrega de la 
persona sea la reclamada y se prueben con su interven- 
ción y la del Ministerio Fiscal que concurren las condi- 
ciones exigidas por la Ley para que pueda accederse a la 
demanda de extradición. 

El procedimiento consta de dos instancias, una, ante 
el Juzgado de Instmcción que se inicia desde que el 
atestado con el detenido, objetos y papeles ocupados se 
ponen a disposición del Juez competente en el territorio 
donde el arresto hubiere tenido lugar y la  otra instancia 
ante la Audiencia Provincial, cuando el detenido se 
opusiere a la extradición. 



1 .  Procedi? Juzgad struccú ante el 

Los trámites ael procedimiento ante el Juzgado de 
Instrucción se concretan en la comparecencia, (con cita- 
ción del Ministerio Fiscal), identificación y manifestación 
del detenido de si consiente o intenta oponerse a la ex- 
tradición, y resolución sol prisión - 
10 16). 

3re libe rtad o 

Cumplidos estos trámites, si la persona reclamada 
consiente en su extradición y no se suscitan obstáculos 
legales que se opongan a ella, el Juez podrá acceder a 
la demanda de extradición (artículo 17). 
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que se a es legal, L.,c ., extradi- 
ción: lo convenido en los Tratados; la expresada Ley de 
26 de diciembre de 1958 cuando no existiere Tratado o 
para suplir lo no previsto en él; y las disposiciones de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en cuanto sean aplica- 
bles (artículo 1, 2 y 25). Se considera así el Tratado como 
parte integrante de la legislación interna y, por tanto, 
ron fuerza suficiente para regular la materia que rige. 
(Sentencia r 1 Supremo 22 de junio de 1934). 

b) En relación con la persona -sujeto pasivo de la 
extradición- (artículos 3, 4 y 5) la Ley prohibe se con- 
ceda la de los nacionales y extranjeros por delitos de los 



que corresponda conocer a los Tribunales españoles se- 
gún el ordenamiento nacional con arreglo al cual se 
decidirán los problemas de nacionalidad de la persona 
reclamada. Sirvan de ejemplos los delitos comenzados a 
cometer en España y consumados o frustrados en el ex- 
tranjero (artículo 335 de la Ley Orgánica del Poder Ju- 
dicial), y los indicados en el artículo 336 cuando fueren 
cometidos por extranjeros fuera del territorio nacional. 
Se concede la extradición no solamente de las personas a 
quienes se considera responsabies de una infracción como 
autores, sino también de los cómplices y encubridores. 

C) En relación con el delito, la ley no contiene r e  
lación de los delitos por los que puede concederse la ex- 
tradición y habrá que atenerse a lo convenido en los 
Tratados; generalmente son delitos de tipo común que 
figuran en la parte especial de los Códigos penales. Desde 
luego, el hecho debe ser delito en el país que solicita la 
extradición, porque si no lo fuere, aunque sea en España, 
la extradición no procede (artículo 341 de la Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial). Estos delitos por los que puede 
concederse la extradición y la penalidad señalada a los 
mismos, son la afirmación de los principios "nullum 
crimen sine lege, nuiia poena sine lege". 

La relación de los delitos por los que no procede la 
extradición se consigna en el articulo 6 de la Ley y a ella 
habrá que atenerse. Estos delitos exceptuados de la ex- 
tradición, generalmente no están incluidos en los Trata- 
dos, pero sí en alguno de los Convenios firmados por 
España figuran, habrá que conceder la extradición a 
pesar de la prohibición legal, porque la norma del ar- 
tículo 1 de esta Ley así lo dispone y el Tratado es pre- 
valente. 

En cuanto al desarrollo del delito la extradición puede 
concederse por el delito consumado frustrado o en grado 
de tentativa (artículo 5). 

d )  Las condiciones para conceder o para aplazar la 



entrega del reclamado, su concesión en los casos de con- 
curso de demandas de extradición formulada por diversos 
Estados, la forma en que ha  de solicitarse (por via diplo- 
mática), y antecedentes que deben acompañarse con la 
solicitud de extradición se indican en los artículos 7, 8, 9 
y 10 de la Ley y a ellos nos remitimos. 

Cuando se susciten obstáculos legales derivados del 
incumpllmiento de las anteriores normas el Fiscal puede 
solicitar se subsanen si es posible y si considera que la 
extradición no procede debe oponerse a la demanda de 
extradición cumpliendo así con la obligación que impone 
el artícuio 2 número 6 del Estatuto del Ministerio Fiscal 
de solicitar la absolución de los que injustamente sean 
acusados por otras partes. 

Cuando el reclamado se allana a la demanda de ex- 
tradición y el Juez accede a eiia, aunque existan obstacu- 
los legales que se opongan, surge la duda de si el Fiscal 
puede recurrir en apelación contra dicho auto. La falta 
de disposición que prohíba el recurso permite interpretar 
el silencio de la Ley en el sentido de que rige la norma del 
artículo 830 de la Ley procesal penal que autoriza el 
recurso de apelación contra el auto del Juez de Instruc- 
ción acordando o denegando pedir la extradición, pre- 
cepto aplicable también a la extradición pasiva según el 
artículo 25 de la citada Ley de 26 de diciembre de 1958 al 
disponer que "queda subsistente lo establecido en los 
artículos 824 a 833 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
y disposiciones concordantes", sin establecer excepción 
alguna. 

2. Procedimiento ante la Audiencia 

Tiene lugar cuando el detenido se opusiere a la ex- 
tradición, en cuyo caso el Juez de Instrucción eleva todo 
lo actuado a la Audiencia Provincial. En el trámite de 
manifiesto de las actuaciones, como en el de la vista, se 
autoriza al Fiscal y al defensor reclamar los antecedentes 



o proponer pruebas sobre puntos que hagan relación a 
las condiciones exigidas por los Tratados o en la Ley 
para la concesión de la extradición, pero no se admite ni 
puede practicarse prueba alguna sobre los hechos im- 
putados al detenido. 

Estos antecedentes que pueden reclamarse y prueba 
admisible, hay que referirlos a los motivos que pueden 
oponerse a la extradición anteriormente expuestos, en 
el procedimiento ante el Juzgado de Instrucción. 

Contra el auto del Tribunal resolviendo sobre la pro- 
cedencia de la extradición y al propio tiempo sobre si 
ha lugar a la entrega al Estado requirente de los valores 
objetos o dinero que hubiere sido ocupado al reclamado 
no admite la Ley recurso alguno (articulo 19). 

INTERVENCION DEL MINISTERIO FISCAL EN LOS 
PROCEDIMIENTOS PARA LA EXTRADICION 

Para que el Fiscal pueda cumplir con las obligaciones 
que le impone la Ley, ya indicadas en los trámites del 
procedimiento ante el Juzgado y Audiencia Provincial, 
ha de examinar cuidadosamente la documentación y 
antecedentes acompañados con la demanda de extradi- 
ción lo que unido a las manifestaciones y pruebas apor- 
tadas por el reclamado, le permitirá solicitar lo proce- 
dente en cada caso, encaminando su actuación a que 
quede plenamente justificado que no existen obstáculos 
y que se han cumplido las condiciones exigidas por lo 
convenido en los Tratados con el Estado reclamante o 
en la Ley española para que pueda accederse o denegarse 
la extradición. 

Dada la naturaleza especial del procedimiento judi- 
cial para la extradición, para que el Ministerio Fiscal 
pueda cumplir mejor la misión que le encomienda la Ley 



y a que se hace referencia en el apartado 1 de esta 
Circular, conviene que el Fiscal que intervenga en el 
procedimiento conmunique directamente a esta Fis- 
calía -por telégrafo, teletipo o comunicación escrita 
según la urgencia del t r á m i t e  la incoación del procedi- 
miento, con indicación del Estado que solicita la extradi- 
ción; nacionalidad del detenido; delito que se le imputa 
e incidencias que puedan surgir. Especialmente dará 
cuenta de la resolución judicial decretando la libertad 
o prisión del detenido; si se ha recurrido contra la misma: 
si e! reclamado se allana a la demanda o se opone a ella; 
y del auto del Juez o Tribunal accediendo o denegando la 
extradición. 

A la comunicación en que dé cuenta de la iniciación 
del procedimiento añadirá la exposición de su criterio en 
orden a la actitud que en el mismo deba adoptar el Mi- 
nisterio Fiscal, a título de consulta especial. 

De igual modo informará a esta Fiscalía de las re- 
clamaciones que se formulen en los casos de extradición 
activa regulada en el título VI  del libro IV de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. mu 
Madrid. 19 de diciembre de 197~.  

CIRCULKR NUM. 6/1970 

USURPACION DE CALIDAD 

En escrito recibido en esta Fiscalía se expone que, 
frecuentemente y en forma que bien puede considerarse 
de verdadero intrusismo se viene actuando por personas 
que carecen del correspondiente título profesional, adu- 
ciendo en comprobación del aserto la cita de recientes 



sentencias del Tribunal Supremo de Justicia sancionando 
como delito de usurpación de calidad a quienes se dedican 
a esta clase de actividades delictivas. 

El delito de usurpación de calidad tipificado en el 
articulo 321 del Código Penal, fue reformado en cumpli- 
miento de la Base quinta de la Ley de 23 de diciembre 
de 1961 "para lograr una mayor eficacia en la represión 
del intrusismo". Dada esta finalidad propuesta por el 
legislador, como el precepto incluye un tipo penal que 
protege la buena fe de todos cuantos confían sus intere- 
ses en aquellos a quienes se habilita legalmente para el 
ejercicio de una profesión titulada, los procesos que se 
incoen para la persecución de esta clase de delitos deben 
merecer especial atención de parte del Ministerio Fiscal 
para que la previsión legislativa apuntada no se frustre. 

En la legislación precedente, Código Penal de 1870 
artículo 343, Código Penal de 1932 artículo 326 y Código 
Penal de 1944 artículo 321, se sancionaba como delito de 
intrusismo, al "que atribuyéndose la cualidad de pro- 
fesor ejerciere públicamente actos propios de una facul- 
tad que no se puedan ejercer sin título oficial"; y como 
falta en los artículos 591, 567 y 572 respectivamente, a 
"los que ejercieren sin título actos de una profesión que 
lo exija"; a los reincidentes en las faltas en los tres Có- 
digos, además de la pena de multa se les sancionaba con 
pena de arresto menor. Es decir, que según estos precep- 
tos, se consideraba: a) un comportamiento engañoso, 
consistente en la falsa atribución de la cualidad de pro- 
fesor, b) la publicidad en el ejercicio de los actos propios 
de esa facultad; y c) en las faltas, el ejercicio, con o sin 
publicidad, de estos actos profesionales, pero sin atribuir- 
se la calidad de profesor. 

El Código Penal vigente, texto revisado de 1963, san- 
ciona en el articulo 321 al "que ejerciere actos propios de 



una profesión sin poseer el correspondiente título oficial, 
o reconocido por disposición legal o Convenio interna- 
cional". Si el culpable se atribuye públicamente la cua- 
lidad profesional, se agrava la pena; y como falta, en 
el artículo 572 al "que no estando comprendido en el 
artículo 321 ejerciere actos de una profesión reglamenta- 
da por disposición legal, sin poseer la habilitación o ca- 
pacidad oficial requerida"; y "el titulado o habilitado 
que ejerciere su profesión sin haliarse inscrito en el res- 
pectivo Colegio, Corporación o Asociación oficial, siempre 
que sea exigido reglamentariamente este requisito"; a 
los reincidentes en las faltas se sancionan, además de la 
multa, con la pena de arresto menor. 

De esta comparación de los textos vigentes con sus 
precedentes legislativos examinados resulta que con la 
reforma del precepto se ha convertido la falta tal como 
se tipificaba en la legislación penal derogada ("los que 
ejercieren sin título actos propios de una profesión que 
lo exija") en el delito del articulo 321 del Código vigente 
("el que ejerciere actos propios de una profesión sin po- 
seer el correspondiente título oficial") y, creando en las 
faltas dos figuras nuevas para sancionar el ejercer una 
profesión reglamentada por disposición legal sin poseer 
la habilitación o capacitación oficial requerida y al que 
poseyendo el título o la habilitación correspondiente, ejer- 
ciere sin estar colegiado, siempre que este requisito sea 
necesario; así al pasar a ser delito los hechos que antes 
eran falta y al surgir como falta hechos que antes no lo 
eran se ha cumplido el propósito legislativo de lograr 
una mayor eficacia en la represión del intrusismo. 

Contiene el artículo 321 una norma penal en blanco, 
que obliga en cada caso al examen de las disposiciones 
de índole administrativa que regulan la actividad de la 
profesión de que se trate y de si se exige para su ejercicio 



título oficial o reconocido como tal, porque,elprecepto 
tutela penalmente a todas las profesiones científicas, 
-técnicas o prácticas que requieren itítulo oficial, sin li- 
mitarse únicamente como en la legislación derogada a 
las que precisaban para su ejercicio un título facultativo, 
y sanciona el simple hecho de ejercer sin el título corres- 
pondiente los actos propios de la profesión titulada,. sin 
que sea necesario la pública atribución de esta cualidad 

(porque esta circunstancia del publicidad sirve tan sólo 
para agravar) la pena. 

Interpretando este precepto; la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo tiene declarado, que el delito de in- 
trusismo del artículo,B21, es un delito formal o de mera 
actividad que no precisa.para existir resultado-material 

-lesivo, nishabitualidad alguna, sino simplemente realizar 
' actos propios de una profesión sin título, que tanto puede 

serdemero. ejercicio continuado de la actividad como de 
realización de  un exclusivo o'aislado acto de condición 
momentánea, siempre-n este supuesto que sea idóneo y 
ípecuiiar deqla profesih usurpada: (Sentencia r 201 de 

. -enero.de 1969; -de contenido-análogo l ade  24 :de febrero 
1: del .mismo año) ; sin a que sea preciso para su, comisión 
:lque secexija homar-ios (Sentencia 4 de febrero de 1969). 

A .  las anteriores corrsideraiciones debe atenerse el 
-Ministerio-Fiscalrpara< la persecución de1 delito de usur- 

-*-paci6n -de1 calidad. 

Dios guarde a:V.'E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, .28 de diciembre de. 1970. 



CONSULTAS 



CONSULTA NUM. 1/1970 

Por conducto reglamentario se ha recibieo en esta 
Fiscalía el escrito remitido por V. E. en el que se con- 
sulta: 

1.0 En sumario que por delito de estupro, se tramita 
en Juzgado de la Provincia, cometido, enjuiciado y san- 
cionado en país extranjero, sin que la pena impuesta se 
haya indultado, ni cumplido total ni parcialmente, en- 
contrándose en España los sujetos activo y pasivo del 
delito, todos de nacionalidad española, se duda, a efectos 
de la intervención del Ministerio Fiscal en el proceso, si 
tratándose de un delito de los denominados semi-públi- 
cos, el requisito de la querella presentada por el padre 
de la ofendida, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 339 de la L.O.P.J. tiene efecto condicionante en 
todo el procedimiento como si se tratara de un delito 
privado (adulterio, calumnia e injuria) en cuyo caso no 
actúa el Fiscal, o constituye solamente un requisito pre- 
vio de procedibilidad que una vez cumplido permite su in- 
tervencibn. 

Es correcta esta última solución acertadamente pro- 
puesta por V. E. en su consulta; ia previa querella para 
que pueda incoarse el sumario, no tiene otra trascenden- 
cia jurídica, que la de un requisito de procedibiiidad, 
para que la ley penal española pueda aplicarse a los es- 
pañoles que delinquen en el extranjero contra otro es- 
pañol, cuando como en el caso de autos, no hayan aum- 



plido total ni parcialmente la pena impuesta por los 
Tribunales del país en que cometieron el delito. Tratán- 
dose de un delito de estupro la querella cumple la finali- 
dad exigida en el artículo 339 citado y además la del 443 
del Código Penal, para que pueda procederse en esta 
clase de delito. Iniciado el sumario, con la presentación 
de la querella, el procedimiento debe continuar en la 
forma ordinaria con intervención del Ministerio Fiscal. 

2.0 Se indica también en la. consulta que la denun- 
cia del delito cometido, se formuló ante el Tribunal ex- 
tranjero el 27 de marzo de 1967, cuando la menor (nacida 
en 1953) estaba ya embarazada y que durante la tramita- 
ción de la causa, en el mes de julio siguiente, con motivo 
de haberse observado en ella depresión con propósito de 
suicidio, se interrumpió la gestación, por el médico en la 
Clínica de Mujeres del Hospital Provincial de 0.. . , auto- 
rizada por la Cámara de Médicos titulares de F.. . 

Dada la forma en que se efectuó la interrupción del 
embarazo, es presumible que el hecho no es constitutivo 
de delito en el país donde se verificó y al ampararse en 
normas que permiten el acto, desaparece el carácter de 
infracción punible haciendo imposible su persecución, 
porque en el hecho no aparece como responsable ninguna 
persona de nacionalidad española. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 15 de enero de 1970. 

CONSULTA NUM. 2 1970 

Contestando su Consulta referente a la interpreta- 
ción del artículo 10, del Decreto de 21 de marzo de 1968, 
por el que se publica el texto refundido de los artículos 
que quedan vigentes de la Ley 122/1962 de 24 de di- 



ciembre, sobre uso y circulación de vehículos de motor, 
coincidente con su criterio, el referido precepto es de 
cumplimiento obligatorio en los supuestos que indica 
para la creación, mediante auto judicial, del título eje- 
cutivo en el cauce del proceso penal que pueda servir 
para exigir el cumplimiento de la obligación de indem- 
nizar impuesta al conductor de vehículos de motor, que 
con motivo de la circulación cause daños a las personas 
y el Ministerio Fiscal debe solicitar que se dicte la ex- 
presada resolución con el contenido indicado en dicho 
Decreto. 

Con esta finali'dad debe V. E. recordar a los Fiscales 
de ese territorio el cumplimiento de las instrucciones 
contenidas enla Consulta resuelta por esta Fiscalía nú- 
mero 4/1968, de 11 de julio, Memoria 1969, página 304, 
con la indicación, de que en los casos en que por los 
Juzgados o Tiibunales, no se dicte el referido auto, ni 
se atienda la petición Fiscal, le den cuenta a fin de 
utilizar los remedios procesales o proponer las medidas 
que procedan. 

.Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 2 de julio de 1970. 

CONSULTA NUM. 3/1970 

Exc~os .  z ILTMOS. SRES.: 

Consulta V. E. algunos aspectos que surgen de la 
práctica de algunos Centros Penitenciarios en relación 
con las liquidaciones de condenas a penadas sujetos a 
condenas distintas, no conexas ni sujetas a la limitación 
del articulo 70. De su consulta se desprenden tres aspec- 
tosdistintos: - - 



a) Si, como las Leyes de Enjuiciamiento establecen, 
la liquidación de condena debe hacerla el Tribunal sen- 
tenciador y, por consiguiente, corresponde una liquida- 
ción de condena por cada caso. 

b) La multiplicidad de condenas puede ser signo de 
reiteración o reincidencia incompatible con la concesión 
del beneficio. 

C) Con la práctica establecida desaparece el período 
de prueba que corresponde a cada uno de los grados que 
deben ser cumplidos en situación de libertad condicional. 

Estas cuestiones a que se refiere la consulta se re- 
suelven ateniéndose a lo dispuesto en el artículo 56 del 
Reglamento de los Servicios de Prisiones, según redacción 
dada al precepto por el Decreto de 25 de enero de 1968, 
que establece: 

"Cuando el penado sufra dos o más condenas de pri- 
vación de libertad, las que sean superiores a la de arres- 
to serán consideradas como una sola de mayor duración 
a efectos de la aplicación de la libertad condicional". 

La motivación de esta norma reglamentaria puede 
hallarse en el articulo 84 del Código Penal al prescribir 
que las penas de reclusión mayor y menor, presidios y 
prisiones, se cumplan según el régimen progresivo, régi- 
men éste, que regula el citado Reglamento, articulo 48, 
en cuatro grados o períodos, constituyendo el último pe- 
ríodo el que debe cumplirse en libertad condicional. 

Pero la concesión de este beneficio, debe c~nsiderarse 
subordinado a que concurran en el penado todos los re- 
quisitos necesarios para ser acreedores al mismo, entre 
los cuales cuenta como principal, que la pena a cumplir 
p o ~  cada delito, sea superior a un año de duración, según 
prescriben los artículos 98 del Código Penal y 53 circuns- 



tancia 1.a del Reglamento de los Servicios de Prisiones. 
De aquí, que la efectividad del beneficio de la libertad 
condicional, en los casos de condenas múltiples, pueda 
quedar aplazada cuando el penado además de la condena 
en que se le concede la libertad condicional, tenga que 
cumplir otras penas impuestas de duración inferior a un 
año (presidio y prisión hasta un año y arresto). 

Esta interpretación del artículo 56 del Reglamento de 
10s Servicios de Prisiones, es congruente con la sistemá- 
tica legislativa que distingue, para el cumplimiento de 
las penas entre las de corta duración de privación de li- 
bertad cuya duración señala, en hasta un año, para cuyo 
cumplimiento concede el beneficio de la condena condi- 
cional y las que excedan del año de duración para cuyo 
cumplimiento regula la libertad condicional, beneficios 
legales, que tienen el mismo denominador común, re- 
presentado por el perdón o cumplimiento de parte de la 
pena en libertad, si durante los períodos de suspensión y 
de libertad condicionadas, el reo no delinque y observa 
buena conducta. De no ser así, resultaría que en los 
casos de condenas múltiples, en que figuren penas de 
duración superior a un año con otras de inferior dura- 
ción, presidios y prisiones y arresto, se establece la dis- 
tinción entre estas últimas, respecto a su cumplimiento, 
no sólo en cuanto al régimen penitenciario a seguir para 
la corrección del penado, sino en cuanto a los beneficios 
legales aplicables, teniendo que cumplir los sancionados 
con arresto la totalidad de la pena impuesta. 

Además, el articulo 98 del Código Penal cuando se 
refiere a la extensión temporal de las penas a efecto de 
la aplicación de la libertad condicional, atiende exclusi- 
vamente a que el reo esté sentenciado a más de un año 
de privación de libertad, sin referencia alguna a que la 
pena impuesta sea reclusión presidio o prisión. 

El mismo criterio sigue respecto a la concepción del 
beneficio de la remisión condicional, que "la duración 



no exceda de un año" o "hasta de dos años", de priva- 
ción de libertad (artículo 93). 

Si el propósito legislativo, fuera el de atenerse a la 
clase de pena y no a su extensión lo hubiera consignado 
en el precepto, como lo efectúa al regular el beneficio de 
la remisión de penas por el trabajo articulo 100 del Có- 
digo Penal, que puede redimir "los reclusos condenados 
a penas áe reclusión, presidio y prisión", es decir, que 
atiende a la clase de pena impuesta y no a su extensión. 

El cómputo del tiempo de privación de libertad de las 
condenas, se efectúa por los Establecimientos Peniten- 
ciarios, en cumplimiento del artículo 56 del Reglamento 
de los Servicios de Prisiones anteriormente citado, te- 
niendo en cuenta las liquidaciones de condenas que con 
testimonio de la ejecutoria remite el Tribunal sentencia- 
dor (artículo 27 también del Reglamento); pero se im- 
ponga en la misma o en sentencias distintas cada con- 
dena conserva su autonomia procesal, aunque se cum- 
plan sucesivamente, y tenga que quedar en suspenso la 
concesión del beneficio de la libertad condicional, cumpli- 
da la primera condena, hasta que se hayan cumplido las 
demás, impuestas al penado. 

Esta regulación penitenciaria en el cumplimiento de 
varias condenas impuestas al mismo penado, no impide 
que cumplida la primera condena en régimen de inter- 
nado el Establecimiento lo comunique al Tribunal sen- 
tenciador con la indicación de que queda retenido para el 
cumplimiento de otras condenas, y para que a su debido 
tiempo le dé cuenta también del día en que se le pone 
en libertad condicional, porque las incidencias en el cum- 
plimiento de una condena no puede repercutir desfavo- 
rablemente en el cumplimiento de las demás para im- 
pedir que al -reo se le concedan los beneficios legales a 
que tiene derecho. Aparte de que la noticia al penado, 



de que ha cumplido la parte de condena de privación de 
libertad en régimen progresivo y de que hasta que cum- 
pla las pendientes no disfrutará de la libertad condicio- 
nal representa un estímulo para su regeneración, sobre 
todo, en los multirreincidentes, que han de ser objeto de 
una observación y tratamiento adecuado para su en- 
mienda y reintegro a la vida social, sin el temor de nue- 
va recaída en el delito. 

Son los Tribunales de Justicia, quienes han de velar 
para que las condenas que imponen en las sentencias, se 
cumplan conforme a las disposiciones de la Ley y Regla- 
mentos, ya que la Ley de Enjuiciamiento Criminal, le 
impone esta obligación inspectora (artículo 990). 

Ateniéndose a las anteriores consideraciones, debe 
esa Fiscalía examinar las liquidaciones de condenas prac- 
ticadas-en el trámite.de ejecutoria de la causa, para que 
se cumplan las normas legales y reglamentarias cita- 
das, y en las Comisiones Provinciales de libertad con- 
dicional de la que forma parte, vigilar especialmente las 
propuestas de concesión a los reincidentes, si no constan 
en los informes unidos al expediente, las garantías opor- 
tunas, de corrección y enmienda del penado. 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 1 de diciembre de 1970. 



CONSULTA NUM. 4/1970 

Exc~os.  E ILTIYIOS. SRES.: 

El Fiscal de una Agrupación de Fiscalías de esa Pro- 
vincia consulta para tener en cuenta su opinión en su- 
cesivas actuaciones, el criterio a seguir sobre la pres- 
cripción de las faltas, porque "en alguno de los proce- 
dimientos incoados y tramitados por los Juzgados de 
Instrucción, que se reciben en los Juzgados Municipales 
por haber sido declarados faltas los hechos a que se 
contraen, se observa, que desde la comisión de tales he- 
chos hasta su denuncia ante el Juzgado Superior, trans- 
currió más de dos meses; así como también que aun 
habiendo el Juzgado de Instrucción conocido de los 
hechos dentro de este plmo, sin embargo, en la tramita- 
ción de las actuaciones se han producido períodos de 
paralización superior a los dos meses", y uno de los Juz- 
gados de Instrucción de la Agrupación, conociendo en 
apelación de la pronunciada por el Municipal, ha  decla- 
rado prescrita la falta, fundándose en el segundo de los 
supuestos expuestos en ... "que si bien es cierto que la 
víctima de la infracción penal no puede saber si será 
considerada ésta como delito o falta, no es menos cierto 
que esta consideración tiene un carácter objetivo que 
deberá hacer el órgano jurisdiccional y, una vez hecha 
tal calificación, ésta surtirá todos los efectos legales, 
incluso aquellos a que se refiere la prescripción. .." 

Ante la trascendencia de estas cuestiones en el orden 
judicial y discrepando esa Fiscalía, por las rmones que 
aduce, del criterio del Juzgado eleva a este Centro con- 
sulta para proceder en consecuencia. 



Para la solución del primer supuesto consultado, o 
sea, cuando desde la comisión del hecho hasta su denun- 
cia e incoación de sumario por el Juzgado de Instruc- 
ción han transcurrido más de dos meses debe tenerse 
presente que nuestra legislación penal regula la pres- 
cripción partiendo de valoraciones objetivas, como lo 
demuestra la modificación del artículo 133 del Código 
Penal de 1870, en que el término para la prescripción 
comenzaba a correr "desde el día en que se hubiese 
cometido el delito y, si entonces no fuere conocido, desde 
que se descubre y se empiece a proceder judicialmente 
para su averiguación y castigo". 

El vigente Código de 1963, artículo 114, dispone que 
"el término para la prescripción comenzará a correr des- 
de el día en que se hubiere cometido el delito", sin que 
influya, por tanto, para que empiece el p l m  de pres- 
cripción el que sea conocida la comisión del delito y 
mandado proceder judicialmente, ya que el precepto 
para nada hace referencia al momento del conocimiento 
de la infracción porque el Último inciso del artículo 133 
del Código de 1870 ha sido suprimido. 

De aquí que transcurrido el término de dos meses, 
señalado para la prescripción de las faltas, hay que con- 
siderarlas prescritas. La incoación con fecha posterior a 
este término transcurrido de un sumario para el enjui- 
ciamiento del mismo hecho como delito, terminado con 
la declaración de falta el hecho, carece de virtualidad 
para hacer revivir la acción penal, ya extinguida, para 
la persecución de la falta porque la prescripción vincula 
a la acción. 

La otra cuestión planteada en la consulta se refiere 
a si la incoación de un sumario dentro del término de 
los dos meses desde que se cometió un hecho presunta- 
mente delictivo y que termina con la declaración de falta 
puede considerarse prescrita esta falta si el trámite del 
sumario estuvo completamente paralizado por más de 
dos meses. 



En este supuesto, como antes de transcurrir el tér- 
mino de dos meses se ha incoado un sumario por los 
mismos hechos, este sumario es procedimiento adecuado 
para la interrupción del plazo de prescripción de la falta. 

La paralización del procedimiento en el sumario por 
mas de dos meses, desde la incoación hasta que termina 
con la declaración de falta, no afecta a la prescripción 
de la falta así declarada porque en el sumario la rela- 
ción jurídica entre las partes surge por la inculpación 
de unos hechos delictivos, ya que si no revisten carácter 
de delito el proceso carece de contenido y, según dispone 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el Juez no debe pro- 
ceder a su comprobación (art. 269) ni admitir la que- 
rella (art. 313) y en el procedimiento de urgencia ha  de 
acordar el archivo de las actuaciones (art. 789, 1.'). Son, 
por tanto, los hechos presuntamente delictivos los que 
constituyen el sumario y sobre los que se actúa, sin que, 
dado el carácter eminentemente público del proceso 
penal, puedan las partes menoscabar o cambiar su objeto 
ni disponer libremente del mismo. Para la completa iden- 
tidad de estos hechos objeto del sumario debe agotarse 
la investigación, pues debe cumplirse con las prescrip- 
ciones del artículo 299, expresivo de que constituyen el 
sumario las actuaciones encaminadas a.. . "hacer cons- 
tar la perpetración de los delitos, con todas las circuns- 
tancias que puedan influir en su calificación y la culpa- 
bilidad de los delincuentes". La estimación jurídica del 
hecho objeto del procedimiento se hace, por tanto, depen- 
der de la materialidad del acontecimiento que se trata 
de esclarecer y no de su calificación "ab initio", pues la 
prevalente es la calificación que de los hechos se hace 
en la sentencia , o resolución judicial equivalente, como 
la- de sobreseimiento libre. 

Por esto, denunciado un hecho delictivo e incoado 
sumario para su comprobación este procedimiento cons- 
tituye un obstáculo procesal insuperable para que el 
mismo hecho pueda enjuiciarse como constitutivo de 



delito ni de falta en procesos distintos sin quebrantar 
el principio de unidad, característico del procedimiento 
penal (art. 300). La acción penal para perseguir estos 
heehos como falta nace y queda expedita cuando, ter- 
minado el sumario, el Juez de Instrucción lo declara 
falta, en el procedimiento ordinario con aprobación del 
Tribunal Superior (arts. 637, núm. 2, en relación con 
el 639 y 624) o desde la firmeza del auto dictado por el 
Juez de Instrucción en el procedimiento de urgencia 
(artículos 797, regla l.", y 795, reglas 1." y 2."). Hasta que 
cstas reso;uciones declarando falta el hecho adquiera 
firmeza ia caiificación originaria del hecho como delito 
vincula el hecho al trámite del sumario, distinto e inde- 
pendientte al del juicio verbal de faltas. 

La vinculación del juicio verbal de faltas al proce- 
dimiento por delito, que se sigue para el enjuiciamiento 
del mismo hecho, resalta aún más en las faltas inciden- 
tales (art. 142, regla 5.a, en relación con el 742), en el 
procedimiento ordinario y en los supuestos del artícu- 
lo 800 en relación con el 802, en el procedimiento de 
urgencia, preceptos estos últimos que autorizan en el 
trámite de la celebración de juicio oral para que en el 
escrito de calificación definitiva puedan las partes exten- 
derse a las faltas, sean o no incidentales, que hayan 
sido objeto de enjuiciamiento, o bien que puedan los 
hechos considerados hasta entonces como delitos califi- 
carse de falta. 

En estos casos, como puede observarse, la propia Ley 
procesal arbitra un procedimiento simplísimo y urgente 
para el enjuiciamiento de estas faltas juntamente con 
los delitos. Si en estos sumarios o actuaciones la activi- 
dad judicial queda paralizada por más de dos meses esta 
paralización, cuando no afecte a la prescripción de la 
acción para perseguir el delito objeto del proceso, no 
puede considerarse como término prescriptivo para las 
faltas enjuiciadas conjuntamente con el delito y que 
han de ser objeto de la sentencia judicial. 



A las anteriores consideraciones debe atenerse para 
resolver la consulta que le ha formulado el Fiscal de la 
Agrupación de Fiscalías de esa Provincia, indicándole al 
mismo tiempo que si en situaciones procesales análogas 
a las consultadas se declara la prescripción de las faltas 
utilice, si es posible, los recursos legales procedentes y, 
en todo caso, le dé cuenta del retardo observado en los 
procedimientos para que pueda esa Fiscalía instar lo 
que proceda en el orden disciplinario. 
m-* t . 

Dios guarde a V. E. y a V. 1. muchos años. 
Madrid, 3 de diciembre de 1970. 



ESTADISTICA 



Estado A 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias previas del A r t í c d o  789 de la Ley de Enjuiciamiento Crimina7, 

A U D I E N C I A S  

........................ Alava 

Almería .................... 

.................. Salamanca 

S. C. de Tenerife ............ 
..................... Santander 

Segovia ..................... 
Sevilla ..................... 
Soria ........................ 
Tarragona .................. 
Teruel ........................ 
Toledo ........................ 
Valencia ..................... 

.................. Valladolid 

Vizcaya ..................... 
Zamora ..................... 
Zaragoza ..................... 
Tribunal de Orden Público ... 



Estado A 2 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias preparatorias. 

Trámite. B. Sentencias y recursos. 
-- 

Asturi: 

Avila 

en Públic 

........ 

Alava ......... 

cádiz ........................ 
CaisteUón ..................... 

Santa C m  de Tenerife ......... 

TOTAL ... 



Estado A 3 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

A. Trámite en el Juzgado. 

Sumarios de Urgencia. 

B. Trámite en la Audiencia. 

Sobre- 
scimiento 

del n.* 1 del 
"" 641 
(Art. 7951 

118 

2 1 

110 

67 

823 

16 

7 

229 

39 1 

45 

37 

100 

61 

35 

4 

46 

6 

8 1 

79 

7 

223 

35 

30 

63 

39 

28 

13 

47 

10 

682 

97 

164 

5 

39 

?S 

100 

14 

106 

74 

2 1 

229 

39 

149 

38 

25 

148 

10 

65 

9 

331 

27'0 

5.3 11 

II 

1 

Conclusas 

a la 
Audlenola 

Pendientes 
en 

1.- enero 1970 

3.8 

35 

138 

3 6 

118 

3 

42 

1.82 

1.476 

33 

22 

84 

37 

29 

47 

493 

17 

74 

53 

7 

254 

23 

26 

41 

5 1 

15 

Y3 

106 

11 

782 

161 

200 

63 

19 

9 

1 O0 

23 

75 

41 

14 

373 

47 

240 

28 

39 

215 

50 

1'85 

5 

143 

35 
. 

6.351 

. . 

A U D I E N C I A S  

Alava ........................ 
Abacete ..................... 
Alicante ..................... 
Almería ..................... 
Asturias ..................... 
h i l a  ........................ 
Badajo2 ..................... 
Baleares ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ........................ 
Cáceres ........................ 
Cádiz ........................ 
Castellón ..................... 

.................. Ciudad Real 

Córdoba ..................... 
Coruña (La) .................. 
Cuenca ..................... 
Gerona ..................... 
Granada ..................... 
Guadalajara .................. 
Guipúzcoa ..................... 
Huelva ........................ 

........................ Huesca 

Jaén ........................... 
Las Palmas .................. 
León ........................ 
LMQ. ........................ 

..................... Logroiio 

........................ Lugo 

..................... Madrid 

Málaga ..................... 
..................... Murcia 

..................... Navarra 

Orense ........................ 
..................... Palencia 

Pontevedra .................. 

inhlbldos 

Sobre- 
selniiento 

del n.. 2 del 
art. 641 
[Art. 795) 

.................. 1 Salamanca 

......... Santa C m  de Tenerife 

..................... l Santander 
l ..................... Segovia 
I 
1 Sevilla ........................ 

.................. .... Seria .: 
1 ..................... i Tarragona 

........................ 1 Teniel 

Toledo ........................ 
Valencia: ..................... 
Valladolid ..................... 

..................... Vizcaya 

..................... i Zamora 

. ..................... Zaragoza 

...... Tribunal de Orden Público 
1 TOTAL .................. 
1 

-. 

En Irámlte en el Juzgado 
en 31 dlclembre 1970 

De:',"tdos lncoados 
entre 

1.0 enero y 
31 diciembre 

1970 

217 

1 24 

397 

328 

1.242 

Sobrese'mlenM 

d ~ ; l c ~ ~ O C ~ ~ ~ , ~  
~ u n ~ e $ ~ ~ ~ ~ ~ , "  

(arts. 637/.1.. y 2.0 
Y 641/1.0) 

Con 
procesado 

-- 

Total 
de las 

d ~ ~ t e ~ ~ ~ ~  

255 

159 

53.5 

3 64 

1.360 

23 

22 

101 

59 

13 1 

Sin 
procesado 

5 

4 

4 

8 

4 

5 

6 

19 

14 

52 

Sobreseimlento 
por estar exentos 

&a;"i","~;;tlk$", 
no haberse llegado 
a descubrir éstos 

[nrts. G37/3.9 y 
641/2.') 

6 

1 

5 

4 

7 

5 

8 

447 

610 

21 

19 

t 6  

7 1 

3 

1 

1 

2 

376 

5 

8 

82 

1'6 

18 

25 

7 

11 

2 

1.1 

3 

770 

31 

80 

18 

4 

95 

6 

50 

84 

5 

149 

11 

252 

6 

13 

534 

8 

23 

3 

94 

581 - 
4.681 

15 

6 

24 

9 

88 

26 

12 

84 

34 

11)7 

186 

92 

214 

218 

348 

46 

185 

1.204 

3.627 

175 

121 

470 

306 

205 

3 06 

3 50 

1 1'8 

737 

48 1 

48 

582 

358 

155 

3 22 

372 

274 

142 

193 

84 

i 8 7 1  

1.097 

679 

27 1 

198 

1 O0 

526 

129 

703 

513 

59 " 

996 

94 

629 

74 

140 

2.100 

203 

791 

5% 

953 

1.358 

28.711 

_ -  

1 

3 

11 

8 

5 

5 

7 

5 

2 

2 

3 

8 

4 

6 

5 

32 

24 

6 

4 

8 

4 

4 

12 

1 

23 

7 

14 

10 

1 

17 

2 

2 

7 

14 

2 

8 

1 

5 

6 

7 

9 

1 

35 

.. .. 2 - -. - 
3 66 

1 2 13 1 

1 2,O 34 8 9 

11 130 64 66 15 

21 1.124 368 77 54 

3 13 15 34 8. 

3 12 11 3;8 1 

6 87 8.8 144 3 

7 20 33 1% 2 

4 20 32 4 6 

1 21 33 22 14 

4 61 14 47 14  

1 8 6 9 1 

7 58 23 144 96 

5 45 22 77 15 

1 9 5 16 4 

3 11.3 7 53 59 

7 22 8 8 

4 18 18 1 

4 40 33 29 7 

2 62 51 3 1 

4 15 3 3 20 4 

9 14 9 13 73 

8 29 Y 7  21 9, 

10 7 2 1 

76 344 474 266 370 

98 66 45 3 9 

88 152 8 10 25 

1 39 30 3 1 6 

6 12 23 22 8 

2 17 1 5 

16 27 3 O 15 11 

6 16 15 2 

2 3 8 24 106 50 

4 46 14 8 26 

3 12 16 5 

29 8 6 2'02 8 32 

17 16 5 5 

8 79 108 8 5 

1 14 10 4 4 

3 14 23 42 45 

150 186 44 163 48 

1 3:8 7 2 1 14 

4 3 1 132 9 4 

1 9 4 2 

24 53 83 8 11 

2 1103 94 27 3 
- ~ 

4910 3.393 2.881 2.01 1 1.2.06 

A~~~~~~ 
de 

lulclo oral 

9 

20 

99 

19 

19 

49 1 227 

1.386 

5.103 

208 

143 

554 

3 43 

234 

353 

843 

135 

811 

534 

55 

836 

38 1 

181 

3 63 

423 

289 

155 

299 

95 

4.653 

1.258 

879 

334 

2 1.7 

1409 

626 

152 

778 

554 

72 

1.369 

141 

869 

1 02 

179 

2.315 

253 

976 

63 

1 .O96 

1.393 
. 

35.062 

_ 

143 

61 

248 

11.8 

417 

24 

137 

269 

2.367 

178 

53 

3 67 

120 

122 

233 

267 

116 

140 

215 

8 

323 

233 

58 

1 60 

216 

121 

86 

92 

65 

1.639 

577 

242 

126 

99 

50 

28 1 

85 

204 

265 

3 1 

489 

4 1 

172 

35 

47 

940 

133 

5'14 

28 

425 

234 
-. 

13.614 

Extinción 
de 

responsabl- 
lidad 

5 

1 

20 

21 

25 

41 

51 

4 

4 

315 

6 

2 

15 

2 

15 

47 

4 

3 

1 

2 

65 

8 

6 

1 

48 

45 

13 

14 

5 

4 

9 

4 

4 

2 

4 

34 
''3. 

45 

5 

69 

3 

2 

2 

-- 

696 

DICTADAS 

Absolutorias 

SENTENCIAS 

Pendientes 
en la 

Audlerhia en 
31 diciembre 

1970 

RECURSOS DE 

Preparados 
por el Fiscal 

CONDENATORIAS 

C O ~ / ~ ~ % , ,  

1.12 

72 

27 

77 

26 

70 

19 

314 

11 

26 

20 

62 

3 1 

73 

CASACION 

Preparados 
por las partes 

1 

1 

1 

Dlscmformes 

19 

21 

143 

37 

237 

19 

98 

179 

1.335 

121 

35 

177 

54 

93 

55 

174 

36 

115 

118 

P8 

306 

131 

34 

65 

105 

101 

56 

5,3 

16 

1.343 

279 

104 

84 

48 

54 

259 

58 

208 

1 45 

37 

1'80 

16 

127 

12 

43 

495 

75 

336 

29 

288 

168 

8.19,6 

2 

20 

59 

2.122 

3 

96 1 
53 l 

15 

43 

39 

15 

240 

91 1 
10 1 

25 160 1 
1 

11 1 
I 

30 1 
22 1 

41 1 

4 1 

1 
229 
m ,  

:, , 

l 
97 1 

i 
1 
1 

25 1 
26 1 
37 ¡ 

! 
2 1 

l 

8 i  
313 ! 

17 1 
136 11 
4: 1 

3 23 

52 

183 

3 

133 

8 1 

157 

113 

232 

145 

336 

6 

8 

87 

573 

26 

8 

41 

11 

17 

34 

62 

16 

46  

21 

2 

31 

40 

la 
28 

40 

17 

12 

7 

9 

675 

1.48 

64 

20 

23 

6 

36 

4 

66 

46 

12 

92 

8 

72 

6 

21 

244 

11 

59 

96 

71 

3.152 

6 

13 

17 

9 

24 

3 

8 

28 

3 

1 

2 

3 

18 

1 

2 

2 

1 

1 

2 

2 

1 

1 

1 

3 

1 

2 

2 

1 

1 

3 

2 

1 

99 

- 

2 

23 

53 

449 

' 35 

10 

53 

3 6 

14 

130 

111 

44 

123 

86 

7 

63 

37 

9 

37 

7 1 

36 

15 

31 

46 

362 

120 

72 

90 

37 

7 

21 

19 

45 

62 

5 

138 

1'0 

45 

16 

13 

136 

41 

141 

7 

58 

77 
- 

3.506 

27 

129 

3 19 

2.357 

182 

53 

27 1 

101 

124 

2-19 

353 

96 

284 

225 

27 

400 

208 

61 

132 

216 

154 

83 

91 

7 1 

2.380 

547 

240 

194 

108 

67 

3 16 

8 1 

3 19 

253 

54 

410 

34 

244 

34 

77 

875 

127 

536 

36 

442 

316 

14.854 

2 

23 

18 

243 

17 

2 

14 

14 

18 

29 

32 

10 

2 1 

38 

6 

26  

30 

9 

11 

17 

9 

4 

13 

8 

435 

35 

6 

16 

5 

16 

30 

2 1 

27 

24 

9 1  
48 

2 

29 

6 

13 

149 

25 

29 

3 

46 

3 1 

1.684 



Estado A 4 

A. En el Juzgado. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sllmarios o?.dinarios y los especiales del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (excepto Titulo 121). 

B. En la Audiencia. 

A U D I E N C I A S  

Nava ............ 
Albacete ..................... 
Alicante ..................... 
Almería ..................... 
Asturias ........................ 
Avila ........................ 
Badajoz ..................... 
Baileares ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ......... ~.. 
Cáceres ......... 
Cádiz ............ 
Castellón ......... 

Jaén ............ 
Las Palmas ...... 
León ..................... - ... 
Lerida ............ 

............ 
............. 
............ 

Orense ........................ 
Mencia ..................... 
Pontevedra .................. 

.................. Salamanca 

Santa Cruz de Tenenfe ......... 
Santander ......... 
Segovia ......... 
Sevilla ........... 
Son'e ............ 
Tarrag0n.a ..................... 
Teniel ........................ 

............. 
............ 

Zaragoza ..................... 
Tribunal de Orden Público ...... 



Diiigencias previas instruidas en las distintas provincias, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1970. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



Estado B 2 

Delitos 

0) 1 

b )  4 

3tros ... . 
encia pua 

h d u c c i f  
- . ., . 

únprudení 

definidos 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Diligencias preparatorias incoadas en 20s Juzgados de las provincias, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1970. 



Sumarios de Urgencia incoados e n  los Juzgados de las provincias, desde l." de enero a 31 de diciembre de 1970. 

Estado B 3 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

S ~ m a r i m  Ordinarios y otros del Tít. IV, Ley de Enjuiciamiento Criminal, incoados e n  los Juzgados de las provincias, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1970. 

Estado B 4 



Estado L 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Datos generales sobre el volumen de trabajo en la Fiscalia durante el año 1970 . 
- 

. ogrofio . . 

. ugo ..... 
- .. 
Iadnd ... 
fálaga ... 
furcia ... 

alencia .. 
ontevedra 
.l ...... 

>ria ...... 
arragona 

me1 .... 

1 A:D1ENclAs 

......m................. Alava 

..................... Albacete 

........................ Alicante 

.. .................. ' Ahería .- - 
..... -.............. *M= - ..- 

........................ Avila 

Badajo2 ..................... 
Baleares ........................ 

.........o........... Barcelona 

B ~ o s  ........................ 
cáceres ........................ 

.................. Cádiz - e -  -.o 

castellón ..................... 
.................. Ciudad Red 

........................ Córdoba j coniaa (1 ............ 
Cuenca ... ............. 
Gerona ........................ 
Granada ..................... 

.................. Guadalajma 

Guipúzcoa ..................... 
Huelva ........................ 
I ............. 
J ............. ' L r-ro .................. 
L - ............ 
L - .. - - ........................ 
L ............. 

............. 1 
b ..................... 
b ..................... 

.......... ... 1 b ...... . 
............. 
............ 
............ 
............ 

..................... Y--CLI 

......... inta Cruz de Tenerife 

..................... intander 

............ 
............ 
............ 
............ 

l 
............ 

I Ti ............ 
V, 

Vauaaoiia ......... 
............ Vizcaya 

Zamora ... 
zz 

l 
TI.,,,. u 0 Orden Puuiicv 

1.811 

,,roceal . 
mlentos 
,,endien . 
te, en 
Fiscalia 

en 1.0 
enero dd,e 

''970 

" 

" 

" 

" 

93 
" 

" 

" 

370 
" 

" 

269 

4 
" 

135 
" 

" 

" 

" 

185 
" 

18 
" 

16 

17 

. 2 -  
" 

" 

" 

463 

20 
" 

" 

" 

3 
" 

" 

" 

9 
" 

10 

88 
" 

7 
" 

44 

El Fiscal 

2 

2 

2 

5 

2 

14 

2 

3 

í 

1 

3 

- 

22 

1 

5 

3 

1 

1 

87 

6 

2 

3 

4 

2.824 

15.236 

1.358 

583.671 

Procedl- 

ing'ese- 
dos desde 

mdde 
1970 n 31 

de 
diciembre 

4.826 

4.790 

17.398 

7.325 

19.343 

2.716 

6.866 

16.045 

72.103 

11.898 

4.454 

15.490 

6.224 

5.536 

12.722 

. 9.249 

2.502 

23.916 

11.829 

1.080 

12.555 

7.552 

3.609 

7.084 

10.909 

-5L89L 

6.114 

3.749 

3.743 

50.286 

20.757 

9.975 

8.637 

3.726 

4.772 

11.754 

4.456 

11.480 

10.904 

1.763 

25.737 

1.683 

9.522 

1.977 

4.771 

2udienclas 
mujer . 

E[ ~ i ~ ~ [  

2 

1 

15 

6 

2 

11 

25 

5 

18 

2 

2 

3 

24 

4 

20 

2 

2 

3 

9 

12 

10 

24 

29 

2 

6 

4 

1 

6 

2.155 

Pendien- 
tes en 
Fiscalia 

en 1.0 de 
enel&lde 

85 

423 

39 

19 

105 

6 
" 

260 

14 

14 

'' 

298 

27 

12 

. 694 

8 

17 

11 

2.824 

15.236 

1.393 

585.482 

'OTAL 

4.826 

4.790 

17.398 

7.325 

19.436 

2.716 

6.866 

16.045 

722.73 

11.898 

4.454 

15.759 

6.228 

5.536 

12.857 

9.249 

2.502 

23.916 

11.829 

1.265 

12.555 

7.570 

3.609 

1.100 

10.926 

-5.896 

6.114 

3.749 

3.743 

50.749 

20.777 

9.975 

8.637 

3.726 

4.775 

11.754 

4.456 

11.480 

10.913 

1.763 

26.430 

1.771 

9.522 

1.984 

4.771 

lnspecclones 

Fiscal 

1 

4 

1 

1 

3 

2 

1 

1 

10 

2 

1 

4 

. 

8 

2 

3 

2 

45 

1 

2 

2 

36.153 

8.430 

19.266 

a Juntas 
de Beneficencia 

de 

T ' $ ~ ~ ~  

2 

10 

7 

11 

5 

1 

11 

12 

12 

- 

6 

2 

25 

1 

10 

12 

13 

105 

18 

36.197 

8.430 

19.289 

dlrsctas de 

P 

Fiscales 

2 

5 

3 

1 

3 

1 

8 

1 

1 

7 

7 

3 

1 

1 

6 

3 

Sumarlos 

TOTAL 

2 

3 

6 

1 

1 

10 

3 

3 

1 

6 

3 

1 

2 

32 

4 

3 

2 

5 

1 

4 

... 

30 

1 

7 

14 

6 

4 

4 

132 

6 

2 

2 

8 

3 

5 

4 

de Protección 
y otras 

Autoridades 

AF&e;fe: 

6 

9 

13 

6 

12 

1 

11 

12 

a la 
Jumas 

TOTAL 

6 

13 

11 

35 

6 

i 

17 

12 

37 

5 

18 

5 

2 

3 

11 

3 

24 

4 

20 

12 

11 

12 

8 

4 

3 

25 

22 

12 

10 

12 

10 

24 

29 

2 

6 

13 

4 

1 

72 

1.536 
" 

19.761 
.... 

por: 

Flscales 
Munlclpa - 

les Y CO- 
marcales 

" 

" 

622 

201 

1.492 
" 

" 

2.028 

1.903 

2.638 

289 

430 

366 

152 

57 
" 

" 

" 

461 

" 

83 
" 

450 
" 

-?77 
" 

188 

107 
' " 

24 

1.290 

911 
" 

" 

1.244 
" 

364 

84 

730 

13 

241 

9.197 

306.225 

emltldos 

Abogados 
Flscales 

2.187 

9.984 

2.667 

13.085 

2.320 

6.718 

61.503 

2.770 

10.092 

6.853 

4.425 

5.900 

7.266 

6.396 

2.098 

3.153 

6.016 

1.738- 

38.224 

15.216 

4.179 

2.621 

974 

5.487 

4.486 

4.084 

20.147 

3.627 

1.211 

611 

63 1 

92.143 

EI Fiscal 

2.423 

289 

2, 832 

1.285 

283 

2.400 

2.729 

2.987 

2.085 

1.626 

1.363 

2.232 

2.372 

1.510 

1.667 

1.214 

10.523 

648 

917 

2.191 

1.672 

1.758 

1.086 

1.550 

-1150000 

4.125. 

1.308. 

1.366 

2.700 

964 

1.774 

1.704 

1.310 

2.561 

1.883 

1.719 

2.534 

875 

1.630 

550 

848 

2.161 

1.725 

2.460 

12.908 

1.038 

527.746 

'OTAL 

4.492 

4.297 

16.266 

6.746 

17.192 

2.505 

6.232 

14.565 

64.384 

11.169 

3.736 

14.448 

5.830 

4.936 

11.883 

8.271 

2.198 

23.223 

10.781 

917 

11.504 

6.860 

3.153 

6.305 

10.195 

5 .2 '2__-  

5.601 

3.396 

3.503 

44.704 

18.671 

9.072 

7.623 

3.422 

4.403 

10.704 

3.995 

10.376 

9.146 

1.630 

24.049 

1.635 

8.627 

1.8102 

27 

7 

5 
.. 

746 

Vistas 

23 

3 

19 

40 

16 

38 

1 

6 

13 

16 

2 

55 

14 

6 

8 

6 

24 

29 

28 

8 

y_ 
48 

11 

19 

10 

12 

36 

26 

37 

9 

7 

27 

13 

3 

29 

23 

1.177 

1.564 

407 

109.617 
. 

~ l c ~ m e n e s  

reniente 
,c iscal 

2.069 

1.821 

2.828 

2.593 

2.332 

105 

1.183 

2.832 

978 

3.676 

1.921 

2.563 

3.232 

2.412 

3.463 

2.179 

984 

6.800 

2.406 

2.917 

3.007 

1.395 

1.616 

2.629 

1.803 

1.476 

1.900 

2.030 

3.780 

2.467 

1.829 

2.387 

1.138 

1.842 

2.090 

2.276 

2.992 

4.103 

2.622 

774 

2.598 

77 

990 

456 
" 

162 

26.912 

2.701 

13.205 

2 

1.799 

con asistenola 

Abogadas 
Flscales 

22 

45 

10 

138 

41 

5 

63 1 

11 

37 

63 

116 

43 

21 

26 

9 

34 

34 

- 18 

26 

125 

68 

15 

12 

42 

4 1 

55 

1 

22 

24 

7 

14 

1.100 

efectuadas 

Tenlente 
Flscal 

17 

19 

25 

19 

35 

3 

32 

143 

3 

39 

2 1 

17 

23 

3 1 

27 

45 

10 

3 6 

19 

8 

31 

19 

8 

20 

27 _ . 
16 

3 1 

11 

1'9 

54 

29 

3 

7 

28 

8 

32 

28 

2 

4 

37 

1 

1.798 

1.712 

1.565 

1.736 

4.336 

31.665 

7.556 

18.024 

5 1 

16 

18 

3.645 

de: 

T O T ~ L  

4Q 

44 

70 

48 

173 

43 

77 

164 

634 

88 

22 

60 

36 

46 

92 

216 

24 

85 

48 
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58 

69 

47 

50 

54 

45 

64 

42 

30 

26 

144 

132 

44 

27 

43 

96 

45 

82 

90 

27 

16 

7 

88 

24 

El Fiscal 

84 

28 

64 

4 

6 

37 

76 

11 

28 

52 

58 

9 

101 

58 

28 

63 

141 

75 

63 

40 

3 

7 

147 

17 

38 

6 

61 

95 

40 

85 

4 1 

20 

74 
" 

30 

84 

106 

38 

3 

101 - 
2.118 

32 

5 

2 

Asuntos 

El Flscal 

5 

57 

88 

35 

375 

64 

2 

25 

22 

39 

450 

153 

2 

85 

167 

53 

381 

1'9 

174 

12 

5 

105 

78 

- 66 
65 

36 

12 

28 

155 

24 

440 

85 

43 

19 

98 

80 

16 

28 

326 

49 

77 

1.548 

2.585 

3.290 

2.921 

4 

24 

415 

13 

34 

39 

Juiclos 
en 

..P. 

Tenlente 
Flscai 

178 

110 

152 

116 

86 

95 

267 
" 

149 

50 

107 

89 

212 

216 

129 

91 

110 

150 

161 

189 

137 

60 

122 

127 

72 

112 

82 
" 

212 

98 

104 

31 

130 

93 

162 

197 

27 1 

. 111 

73 

206 

4 

95 

196 

215 
.. 

6.075 

orales a que 
Audlenclas y 

Abogados 
Fiscales 

106 

549 

194 

697 

185 

566 

5.530 

190 

344 

333 

310 

21 1 

343 

466 

112 

121 

247 

142 

5.1'05 

1.114 

289 

130 

42 

589 

364 

287 

1.285 

199 

16 

40 

13 

1 02 53 25 78 5 

537 350 1.086 835 13 378 1.226 

24 316 5 19 

23.624 1.373 9.375 188 
. 

2 

3 27 

199 114 728 

48 

13 

79 

54 

72 

19 

5 

gubernatlvos 

Fiscal 

15 

2 

25 

8 

78 

68 

8 

92 

82 

1 

55 

2 

14 

5 

1 

5 

34 

106 

58 

28 

3 1 
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16 

12 

3 

2 

1 

28 

7 

58 

124 

1 

11 

3 

4 

41 

60 

32 

63 

7 

297 

141 

han aslstldo 
Juzgados 

Fiscales 
Munlclpa . 

les y Co . 
marcales 

27 

129 

27 1 

97 

81'2 

104 

269 

343 

1.323 

278 

93 

598 

200 

117 

215 

70 

259 

112 

43 

238 

199 

300 

79 

223 

137 

115 

76 

449 

439 

454 

269 

56 

60 

101 

71 

321 

292 

4 

278 

9 

230 

156 52 96 5 

2.035 6 251 1.793 

229 40 180 30 210 3 

773 129 1.048 1'1 2 29 4 145 3 

1 

103 

3 

2 

45 

4 

TOTAL 

289 

373 

972 

47 1 

1.599 

104 

555 

1.213 

6.853 

593 

154 

1.077 

341 

387 

773 

540 

219 

608 

605 

63 

811 

614 

399 

52 1 

45 1 

499 

356 

244 

196 

5.554 

1.765 

747 

503 

190 

285 

823 

318 

913 

870 

78 

1.674 

112 

. 

despachados 

Flseales 

4 

4 

89 

1 

3 

3 

7 1 

42 

16 

123 

3 

24 

84 

1 O 

39 

224 

por: 

-- - 

TOTAL 

5 

76 

90 

60 

387 

64 

2 

103 

179 

48 

542 

153 

2 

167 

4 

222 

55 

395 

19 

182 

13 

10 

210 

226 

140 - 

93 

67 

14 

1 67 

170 

24 

467 

87 

44 

131 

98 

97 

113 

28 

674 

50 

88 

37 

1 

5 

1 

83 

5 

2 

374 

11 

4 

14 

5 

11 

8 

22 



Estado D 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles incoados en los Juzgados de 1.a Instancia de cada una de las Provincias del Temitorio en  1970. 



Estado E 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Territoriaies desde 1." de enero a 31 de dicieminme de 1970. 

I 

AUDIENCIA 
TERRITORIAL DE 

Albacete ............... 
Baleares ............... 
Barcelona ............... 
Burgos .................. 
Cáceres ............... 
Coruña (La) ............ 
Granada ............... 

............... Madrid 

Oviedo .................. 
............ Las Palmas 

Pamplona ............... 
Sevilla .................. 
Valencia ............... 
Valladolid . . . . . . . . . . . .  
Zaragoza ............... 

TOTAL ............ 
7 

Competencias 

3 

2 

5 

1 

1 

7 

17 

2 

2 

2 

1 

-- 
43 

JURlSDlCClON 
CONTENCIOSA 

Con relación 
a las personas 

1 

3 

101 

S59 

1 

395 

43 

41 

6 

7 

3 

70 

2 

206 

1.438 

JURISDICCION 

Con relacldn 
a las cosas 

235 

149 

773 

5 

123 

129 

325 

1.126 

160 

104 

284 

393 

528 

160 

248 

4.742 

TOTAL 
de 

asuntos 
iniciados 

241 

157 

894 

564 

145 

530 

385 

1.205 

169 

VOLUNTARIA 

Con relacl6n 
a las personas 

3 

6 

5 

2 

11 

1 

Con relaclón 
a las cosas 

2 

9 

20 

8 

1 O 

1 

5 

34 

TOTAL 
de 

sentencias 
dictadas 

162 

96 

565 

442 

117 

487 

259 

814 

11 1 

466 

537 

3 67 

248 175 

49 6.306 4.724 195 

- 

2 

8 

9 

26 

9 

7 

559 1 
- 

ASUNTOS EN QUE INTERVINO 
EL MINISTERIO FISCAL 

1 

Número TOTAL 

I 
de asuntos 

6 

5 

29 

10 

6 

37 

10 

35 

de dictámenes 1 
12 

5 

16 

10 

12 

378 

3 

60 

2 



Estado F 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tramitados en la Audiencia Provincial 
desde l." de enero a 31 de diciembre de 1970. 



Estado G 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios de faltas en los Juzgados Municipales, Comarcales y de Paz de toda la provincia. 



Estado H 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles tTUmitUd0~ en los Juzgados Municipales. Comarcdes y 
de P m  üe todas las provincias . 

.. 

ASUNTOS CIVILES 

1 P R O V I N C I A S  
Pendientes lncoados 

del durante TOTAL Pendlentes Caso?i en 
Resueltos e,, 31 de que intervino año anterlor el año diciembre el Ministerio Fiscal 

1 Alava ........................ 88 1.414 1.502 1.424 78 9 

Albacete ..................... 264 1.286 1.550 1.087 463 17 

Alicante ..................... 2.253 4.796 7.049 4.532 2.517 51 
..................... Almeria 

l 
335 699 1.034 536 498 49 

..................... Asturias 3 04 1.657 1.961 1.639 322 81 
........................ Avila 67 415 482 465 17 

Badajoz ........................ 286 1.385 1.671 1.311 360 9 

Baleares ..................... 373 3.743 4.116 3.613 503 4 
Barcelona ..................... 10.825 23.287 34.112 23.647 10.465 148 
Burgos ........................ 157 1.331 1.488 1.300 188 35 
Cáceres ........................ 139 1.587 1.726 1.530 196 55 

Cádiz ........................ 238 2.479 2.717 2.417 3.00 70 

Castellón ..................... 124 844 968 782 186 4 

Ciudad Real .................. 194 849 1 . 043 84 1 202 11 

Córdoba ..................... 369 1.879 2.248 1.856 392 15 

Coruña (La) .................. 62 1 3.130 3.751 2.666 1 . 08 5 164 

Cuenca ........................ 61 264 325 247 78 

Gerona ........................ 48 2.032 2.080 2.038 42 40 

..................... Granada 309 1.973 2.282 1.924 358 20 

Guadalajara .................. 68 105 173 98 75 55 

Guipúzcoa ..................... 206 2.077 2.283 2.004 2 79 247 

Huelva ........................ 226 1.462 1.688 1.374 3 14 15 

Huesca ........................ 135 356 49 1 334 157 8 

Jaén ........................... 230 1.172 1.402 1.096 306 51 

Las Palmas .................. 288 3.612 4.500 3.369 1.131 69 

León ........................ 484 1.114 1 S98 1.438 160 59 

Lérida ........................ 13 1 696 827 622 205 55 

Logroúo ..................... 140 825 965 829 136 4 

Lugo ........................ 225 1.121 1.346 1.139 207 29 

Madrid ........................ 10 310 28.120 38.130 27.077 1 1 . 053 229 

Málaga ........................ 803 4.128 4.93 1 4.064 8 67 48 

Murcia ........................ 1.128 2.767 3.895 2.486 1.409 72 

Navarra ..................... 488 1.441 1.929 1.375 554 5 

Orense ........................ 159 1.193 1.352 1.169 183 52 

..................... Palencia 35 624 659 62 9 30 6 

Pontevedra ..................... 8 47 2.589 3.43 6 2.480 956 29 

Salamanca ..................... 454 1.893 2.347 1.649 698 20 

Santa Cruz de Tenerife ......... 284 1.696 1.980 1.512 468 216 

..................... Santander 355 2.658 3.013 2.619 394 20 

Segovia ........................ 44 266 310 248 62 3 
1 

Sevilla ........................ 1.664 7.395 9.059 7.143 1.916 53 j 

66 ........................ 352 418 I 3 60 58 Soria 

Tarragona ..................... 454 8.712 9.166 8.544 622 40 

Teruel ........................ 23 200 223 210 13 1 

........................ Toledo 183 586 769 505 264 2 

Valencia ..................... 2.129 7.553 9.682 7.403 2.279 422 

Valladolid ..................... 1.953 2.135 1.905 230 10 

Vizcaya ........................ 5.316 6.152 5.141 1.011 214 

Zarnora ........................ 2.443 2.545 2.457 88 15 

Zaragoza ..................... 990 3.744 4.734 3.778 956 6 

TOTAL .................. 152.885 194.243 148.912 45.331 2.837 1 



Estado 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtud de la Ley de Vagos y Maleantes desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1970. 

JUZGADO DE 

Baleares . . . . . . . . . . . . . . . 
Barcelona . . . . . . . . . . . . . . . 
Granada . . . . . . . . . . . . . . . 
León . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Madrid . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las Palma8 ... ... ... ... 
San Roque (Cádiz) ... ... 
Sevilla ... . . . . . . . . . . . . . . . 
Valencia . .. . . . . . . . . . . .. 
Vizcaya . . . . . . . . . . . . . . . 
Zaragoza . .. . . . . . . . . . . . . 

TOTAL ............ 

Pendlentes 
en 

1.. de enem 
de 19,0 

66 

612 

8 

16 

150 

38 

63 

62 

69 

A0 

32 

1.156 

lnwados 
desde 1.- de 
enero a 3' 

de dlclembre 
de 1970 

279 

1.140 

77 

109 

932 

150 

386 

339 

244 

249 

159 

4.064 

TOTAL 

345 

1.752 

85 

125 

1 .O82 

188 

449 

401 

313 

289 

191 

5.220 

Pendientes 

yCiejmbE 
de 1970 

75 

676 

16 

19 

96 

TOTAL 

270 

1.076 

69 

106 

986 

TERMINADOS DESDE 1.0 DE ENERO 
A 31 DE DICIEMBRE DE 1970 

Revisiones 

14 

R44 

290 

23 

103 

-- 

Por sentencia ~ancelaclonn 

2 
24 

18 

133 

351 30 1 
16 

31 

41 O 

48 

31 

83 

2.093 

'" ",r: 324 

Por Inhiblcl6n 

22 

142 

12 

15 

24 

Absolutorlas 

48 

322 

9 

50 

32 

34 

8 

-42 

23 

35 

76 l 
724 I 

F%r rebeldia 

52 

101 

2 

5 

22 

Condenatorlas 

132 

51 1 

46 

36 

908 

98 

156 

103 

1 

26 

23 

A7 

126 

204 

2 

16 

126 

109 

55 

1.108 

44 

37 

24 

3 70 
- 

44 

115 

52 

2.221 

1 27 

3 57 -- 
227 3.942 1.278 



Estado .I 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia civil 
(Sala l . a  del Tribunal Suverno), desde l." de enero a 31 de diciembre de 1970. 

Número 
de asuntos 

392 

13 

87 

" 

36 

1 

33 

5 

1 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

.............................. 1 Desistidos 
Recursos de casación preparados por el Fiscal. 

Interpuestos ........................... 
/ Despachados con ,la nota de "Vistos" ...... 

Recursos de casación interpuestos por las 

Despachados con la nota de 'Iristo" ...... 
Combatidos en la admisión ............... 
Con dictamen de improcedencia ......... 
Con dictamen de procedentes ............ partes ................................. 
Con dictamen de nulidad de actuación ... 
Con dictamen de absteniéndose ......... 
Con dictamen de adhiriéndose ............ 

, Incompetencia Sdai ..................... 
Recursos de revisión .................................................................... 

de queja . ..................................................................... 
Cuestiones de competencia ............................................................ 
Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras .................................... 
Demandas de responsabi,lidad civil ................................................... 
Dictámenes de tasación de costas ...................................................... 

........................ 1 Injusticia notoria 
..................... Intervenciones varias 

Conflicto jurisdiccional .................. 
TOTAL .............................. 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalia en materia s&Z. 

desde 1 . O  &? enero a 31 de diciembre de 1970 . 

Número 
de asuntos 1 

3 

18 

14 

108 

3 

552 

192 

6 

1 

317 

154 

1.368 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

........................... I Desistidos ......... Recursos preparados por el Fiscal 
Interpuestos ........................ 
Varios .............................. 

......... Recursos interpuestos por las partes 

"Visto" .............................. 
Combatidos en ia  admisión ............ 
[Con dictamen de improcedentes ...... 
Con dictamen de procedentes ......... 
'Con didamen de absteniéndose ...... 
Nulidad de actuaciones ............... 

Recursos de revisión interpuestos por las partes ....................................... 
Competente J . Laboral ............... ...... Competencias del Tribunal Central ... 1 Incompetente J . Laboral ............... 

TOTAL ........................... 



Estado L 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2.a del Tribunal Supremo) despachados 

por esta Fiscalía, desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1970. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Justicia ... 
Recursos de casación Por infracción de Ley Y \ interpuestos ........................... 

quebrantamiento de forma pqa rados  por 
los Fiscales .............................. 1 Desistidos ........................... 

Recursos de revisión inteiipuestos por el Fiscal ....................................... 
( Interpuestos por las partes ............ 

Recursos de súplica ........................ 
Interpuestos por el Fiscal ............ 

......... Apoyados total o parcialmente 

...... Impugnados total o parcialmente 
Recursos de casación interpuestos por las par- 

tes, acordado en Junta de Fiscalía, respecto Formular adhesión .................. 
de ellos ................................. 

Oponerse a la admisión total o parcial- 

mente .............................. 
Recursos de casación interpuestos en beneficio d d  reo ................................. 
Recursos de casación desestimados por dos Interpuestos en de los reos 1 Letrados ................................. Despachados con la nota de "Visto" ... 

......... ! ........................ Con dictamen de procedentes 
Recursos de queja 

Con diotamen de kmprocedentes ...... 
........................................................................ Competencias 

Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sala de lo Criminal del Tribunal Supremo ... 
Dictámenes de tasación de costas ................................................... 

de varios ................................................................. 
TOTAL ........................... 

Número 
de asuntos 

89 

75 

3 

61 

725 

427 

4 

585 

2 

14 

22 

5 

905 

27 

2.904 



Estado LL 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN de los asuntos gubernativos en los que ha intervenido la Fiscalía, 

desde 1." de enero a 31 cü? diciembre de 1970. 

1 11 FUNCIONARIOS QUE LO HAN DESPACHADO [ 
NATüRALEZA DE LOS ASUNTOS 

El Teniente Inspector Generales 

Fiscal Fiscal Y Fiscal Abogados 
Fiscales 

Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno, Presidencia de 

5 l ........................... este Tribunal Supremo y Consejo Fiscal 

Consultas a los efectos del artículo 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 1 

... Causas en que se han dado instrucciones a los Fiscales de las Audiencias 
' l 11 52 

Causas reclamadas a los efectos del articulo 838, núm. 15 de la Ley Orgá- 

............................................. nica del Poder judicial 

..................... ( Entrada 
............... Comunicaciones registradas 

..................... Salida, 11 
............................................................ Denuncias 11 38 

............................................. l Consultas a los Fiscafes - 1 1  2 

Juntas celebradas con los señores Teniente y Abogados Fiscdes del Tri- 

bunal ............................................................ 35 
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